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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés
--Allende Bussi, Isabel
--Bianchi Chelech, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés
--Chahuán Chahuán, Francisco
--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo
--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Longueira Montes, Pablo

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Aburto, Pedro
--Navarro Brain, Alejandro
--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchón, Jaime
--Pérez San Martín, Lily
--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo
--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio
--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedán, Eugenio

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés
Concurrieron, además, los Ministros de Relaciones Exteriores, señor Alfredo Moreno Charme; de Defensa Nacional, señor Jaime Ravinet de la Fuente, y de Hacienda, señor Felipe Larraín Bascuñán; el Subsecretario de Hacienda, señor Rodrigo Álvarez Zenteno, y el Subsecretario de la Secretaría General de la Presidencia, señor Claudio Alvarado Andrade.

Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:18, en presencia de 18 señores Senadores.

El señor PIZARRO (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor PIZARRO (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 16ª, ordinaria, en 11 de mayo; 17ª, especial, y 18ª, ordinaria, ambas en 12 de mayo, todas del año en curso, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las Actas aprobadas).
IV. CUENTA

El señor PIZARRO (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensaje



De Su Excelencia el Presidente de la República, con el cual retira y hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto del proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, sobre el sistema nacional de aseguramiento de la calidad de la educación parvularia, básica y media y su fiscalización (boletín N° 5.083-04).



--Queda retirada la urgencia, se tiene presente la nueva calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios



Tres de la Honorable Cámara de Diputados:



Con los dos primeros comunica que prestó su aprobación a las siguientes iniciativas: 



1.- Proyecto que modifica el artículo único de la ley N° 20.411, de 2009 (boletín N° 6.831-01) (Véase en los Anexos, documento 1).



--Pasa a la Comisión de Agricultura.



2.- Proyecto de ley que modifica diversos cuerpos legales para obtener recursos destinados al financiamiento de la reconstrucción del país (con urgencia calificada de “suma”) (boletín N° 6.927-05) (Véase en los Anexos, documento 2).



--Pasa a la Comisión de Hacienda.



Con el tercero comunica los nombres de los Honorables Diputados que, en representación de la Cámara Baja, integrarán las Comisiones de Reja y Pórtico que recibirán el día 21 de mayo a Su Excelencia el Presidente de la República con motivo de la sesión de Congreso Pleno en que dará cuenta al país del estado político y administrativo de la nación.



--Se toma conocimiento.



De la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social, con el que responde un oficio enviado en nombre de los Senadores señor Navarro y señora Rincón, en lo referente a la distribución de los cupos de empleo en las Regiones del Biobío y del Maule por parte del Cuerpo Militar del Trabajo.



--Queda a disposición de los señores Senadores.

Informes



De las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, recaído en el oficio con que Su Excelencia el Presidente de la República solicita el acuerdo del Senado para prorrogar por el plazo de un año la permanencia de tropas y medios nacionales en Haití (con la urgencia del párrafo segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política) (boletín N° S 1.241-05) (Véase en los Anexos, documento 3).



De la Comisión de Economía, recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.628 para suspender por un plazo determinado la información comercial de las personas cesantes (boletín N° 4.436-03) (Véase en los Anexos, documento 4).


--Quedan para tabla.



De la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, recaído en un proyecto de acuerdo mediante el cual los Senadores señor Navarro, señora Rincón y señores Girardi, Quintana y Rossi solicitan medidas de ayuda en el ámbito educacional en beneficio de las regiones y comunas afectadas por la reciente catástrofe (boletín N° S 1.248-12) (Véase en los Anexos, documento 5).



--Queda para el Tiempo de Votaciones de la próxima sesión ordinaria.

Permisos constitucionales



Solicitud del Senador señor Chahuán para ausentarse del país entre los días 22 y 30 del mes en curso.



Solicitud del Senador señor Frei para ausentarse del país a contar del 21 de mayo de 2010.


--Se accede.
)---------------(

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Solicito autorización para que ingresen a la Sala los señores Subsecretarios de Hacienda y General de la Presidencia.



--Se accede. 

)---------------(

El señor ESCALONA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, por mandato de la Sala, la Comisión de Hacienda analizó durante la mañana, a raíz de haberse hecho presente la “discusión inmediata”, el proyecto de ley que crea el Fondo Nacional de Reconstrucción y establece mecanismos de incentivo a las donaciones en caso de catástrofe.



El resultado del trabajo de dicho órgano técnico nos hace solicitar que se autorice el ingreso de indicaciones del Ejecutivo hasta las 17 de hoy, debido a que las presentadas por los parlamentarios requieren patrocinio presidencial. 



La incorporación de esas indicaciones -entre ellas las que recomendó la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia- facilitaría decisivamente la aprobación de la iniciativa en la Sala.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Si les parece a Sus Señorías, se accederá a lo solicitado.



--Así se acuerda.
V. ORDEN DEL DÍA

NOMBRAMIENTO DE DOÑA MARÍA CORBO ATRIA COMO INTEGRANTE DEL CONSEJO DE ALTA DIRECCIÓN PÚBLICA
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Corresponde pronunciarse respecto del oficio con que Su Excelencia el Presidente de la República pide el acuerdo del Senado para nombrar integrante del Consejo de Alta Dirección Pública a la señora María Beatriz Corbo Atria, hasta el 5 de julio de 2010, con informe de la Comisión de Hacienda y la urgencia establecida en el inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política.

--Los antecedentes sobre el oficio (S 1238-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Se da cuenta en sesión 12ª, en 21 de abril de 2010.


Informe de Comisión:


Hacienda, sesión 16ª, en 11 de mayo de 2010.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El Presidente de la República señala en su comunicación que el año 2004 se nombró Consejera de Alta Dirección Pública a la señora Rosanna Costa, quien el 11 de marzo de este año fue designada Directora de Presupuestos, hecho que provocó el cese de sus funciones en aquel cargo, el cual quedó vacante.



Agrega que propone a la consideración del Senado el nombre de la señora María Beatriz Corbo Atria para que ocupe dicho cargo por lo que resta del período, esto es, hasta el 5 de julio del año en curso.



La Comisión de Hacienda recibió en audiencia a la señora Corbo, quien expuso sobre su carrera profesional, desempeñada principalmente en la Fundación Jaime Guzmán, en el área legislativa, y también en el Consejo Nacional de Pesca, como consejera.



Respecto del Sistema de Alta Dirección Pública, opinó que se trata de un mecanismo altamente eficiente y que las personas nombradas lo son por su capacidad técnica.



La Comisión informante, por la unanimidad de sus integrantes (Senadores señora Matthei y señores Escalona, Frei, García y Lagos), comunica a la Sala que en esta designación se ha dado cumplimiento a los requisitos y formalidades previstos en el ordenamiento jurídico.



Cabe tener presente que para otorgar el acuerdo pedido se requieren los votos conformes de 22 señores Senadores.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En discusión la solicitud presidencial.



Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la designación (23 votos afirmativos). 



Votaron las señoras Matthei, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, García, Girardi, Lagos, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Sabag, Tuma y Zaldívar (don Andrés).

PRÓRROGA DE PERMANENCIA DE TROPAS Y MEDIOS CHILENOS EN HAITÍ

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En seguida, corresponde tratar el oficio mediante el cual Su Excelencia el Presidente de la República solicita el acuerdo del Senado para prorrogar por el plazo de un año la permanencia de tropas y medios nacionales en Haití, con informe de las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, y con la urgencia establecida en el inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política.


--Los antecedentes sobre el oficio (S 1241-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Se da cuenta en sesión 14ª, en 4 de mayo de 2010.


Informe de Comisión:


Relaciones Exteriores y Defensa Nacional, unidas, sesión 21ª, en 19 de mayo de 2010.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El Ejecutivo, en su oficio, señala que la labor realizada en Haití por el componente militar ha sido objeto de altos niveles de reconocimiento tanto por parte de las autoridades haitianas como de la Organización de las Naciones Unidas, y agrega que, por lo anterior, considera indispensable continuar con la contribución de Chile en Haití.



Las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, aprobaron la solicitud de Su Excelencia el Presidente de la República por la unanimidad de sus integrantes, Honorables señores Coloma, Gómez, Kuschel, Larraín, Letelier, Muñoz Aburto, Prokurica, Tuma, Ignacio Walker y Patricio Walker.



Cabe señalar que las Comisiones unidas transcriben el informe presentado por el Gobierno respecto a la renovación del mandato en Haití, documento elaborado conforme a lo que dispone la ley N° 20.297.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En discusión la solicitud presidencial.



Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, el Primer Mandatario nos solicita prorrogar por un año la permanencia de nuestras tropas en la MINUSTAH, en la que participan las Fuerzas Armadas, Carabineros y la Policía de Investigaciones.



Quienes conocemos las misiones en que Chile actúa en el extranjero sabemos valorar la labor que llevan a cabo en Haití nuestras Instituciones Armadas y nuestras Policías.



Uno siente orgullo cuando ve que, al revés de lo que algunos podrían pensar, las tropas chilenas se hallan encargadas no solo del mantenimiento y la promoción de la paz sino también del orden público, de la formación de la policía, de la reconstitución de la democracia, de la construcción de caminos y de una serie de otros elementos básicos para esa nación antillana.



Chile no puede pretender, por una parte, basar el desarrollo de su economía en el comercio exterior y en las exportaciones, y por otra, mirar para el lado y desentenderse de la paz mundial.



No hay posibilidades de comercio, de exportación y de relaciones internacionales cuando los países o los continentes están en guerra.



Por otra parte, debo puntualizar que, siempre que el Ejecutivo nos ha solicitado en los últimos tiempos extender el período de permanencia de nuestras Fuerzas Armadas, Carabineros e Investigaciones en Haití, todos los Senadores, de los diversos sectores políticos, hemos sido recurrentes en pedir una reorientación de la labor desarrollada allí por las tropas nacionales: de un esfuerzo pacificador en un país que se encontraba al borde de la guerra civil, donde -todos lo vimos en los medios de comunicación- se iba a producir una verdadera matanza, a una acción de reorganización, aspecto en el que, por cierto, se han dado algunos pasos.



Creo que eso ha ido teniendo lugar en el tiempo, señor Presidente.



Cuando estuvimos en Haití, nos reunimos para esos efectos con el encargado de las Naciones Unidas.



Nuestras Fuerzas Armadas, Carabineros e Investigaciones, y además ONG chilenas -civiles que están realizando un trabajo muy importante-, dejan muy bien puesto el nombre de nuestro país en el extranjero, permitiendo que Haití, incluso después de un terremoto devastador, salga poco a poco de la situación que le afecta por tanto tiempo.



Esta solicitud adquiere más fuerza ahora, después de aquel terremoto. Porque en esa nación millones de personas se hallan al borde del colapso. Sin la presencia de países del mundo entero, en Haití las cosas serían aún más difíciles.



La Alianza por Chile votará a favor de esta nueva petición del Gobierno, porque Haití sigue requiriendo ayuda externa y, también, porque la participación en la MINUSTAH es muy significativa para nuestras Fuerzas Armadas, Carabineros e Investigaciones y para las políticas desarrolladas por nuestro país en el ámbito del comercio exterior y de la paz mundial.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, en 2004, cuando éramos Diputados, con el colega Quintana asistimos a las elecciones presidenciales en la República Dominicana, vecina a Haití. Y, en coordinación con la Embajada de Chile y con las Fuerzas Armadas, visitamos también esta última nación, donde pudimos constatar la dramática situación que vivía en ese momento el pueblo haitiano (civiles, niños, mujeres, en fin). Y comprobamos que en ese país antillano casi nadie llegaba a los 50 años de edad: ¡la tasa de mortalidad era enorme!



En consecuencia, quedamos conmovidos por la situación de ese país, habiendo podido observar que en Puerto Príncipe, especialmente, donde estuvimos, se carecía de agua potable, alcantarillado, luz eléctrica, aparte de que no se podía transitar por la vía pública en forma expedita.



Nuestras Fuerzas Armadas estaban cumpliendo allá un rol en verdad pacificador, que en ese momento era muy urgente para garantizar la vida, la paz, el orden, y para poder pensar, en definitiva, en la posibilidad de construir un país que permitiera a sus habitantes lograr una mejor calidad de vida, contar con instituciones democráticas y elegir a sus autoridades, además de exhibir servicios públicos en funcionamiento, y en el cual se pudiera ver una sociedad instalada en condiciones de normalidad.



Por ello, nos sentimos muy orgullosos de lo que estaba haciendo en ese momento el contingente que Chile había enviado, no solamente porque creíamos que el país se había insertado bien en el ámbito internacional, desde el punto de vista de defender y fortalecer la multilateralidad, sino asimismo en el comercial, en el de los tratados. Y este hecho destacaba, porque también tenía que ver con la protección de los derechos humanos.



Nos embargó un sentimiento muy gratificante, como parlamentarios, al llegar con el entonces Diputado señor Quintana. Preparamos un informe que cobra relevancia porque justamente el 18 de mayo es cuando lo entregamos en la otra rama del Congreso -también se lo hicimos llegar a algunos señores Senadores, quienes nos contestaron agradeciendo los antecedentes- y porque en ese momento el Senado, hace seis años, estaba debatiendo si se renovaba por un año más el mandato para que el Presidente de la República mantuviera en Haití el contingente de las Fuerzas Armadas.



Durante el período transcurrido, ello se ha traducido en un resultado excepcional, desde el punto de vista de la imagen de Chile. No es un misterio que la Comunidad del Caribe (CARICOM) representó una influencia muy importante en la elección del Secretario General de la OEA como consecuencia de la participación de nuestro país en Haití.



Gracias a esta misión, las Fuerzas Armadas han tenido la oportunidad de coordinarse entre ellas. No siempre Marina, Aviación, Ejército, Carabineros e Investigaciones lo hacen para un mismo propósito. Y en Chile cuesta llevarlo a cabo. Creo que ha sido ejemplar el rol que han estado desempeñando en ese país.



Sin embargo, señor Presidente, estimo que la situación del pueblo haitiano no ha cambiado nada después de seis años. Es cierto que han sufrido un terremoto que fue casi tan fuerte como el de Chile y que cobró, sin embargo, más de 300 mil víctimas. Lo anterior tiene que ver con el modelo de construcción, con las normas de edificación, con un sistema de alerta para protegerse de esos eventos, y nada de eso existe en Haití. Ello puede darnos una señal de que es bueno haber mantenido allá a las Fuerzas Armadas; haber obtenido un nivel de cumplimiento en lo que dice relación a la elección de autoridades, al orden. Pero no hemos logrado metas que tienen que ver con el bienestar de los ciudadanos.



Como lo expresamos hace seis años en el informe, el cometido debe constituir también una misión desde el punto de vista de la civilidad, de las metas productivas, del bienestar. La idea es poder expresar que esta es una labor de las Naciones Unidas que no solamente se vincula con la seguridad, sino también con la situación de las personas, con la educación, con la salud, con la producción, con los servicios, en fin. Y vemos que eso no ha ocurrido en Haití.



Ahora, estoy seguro, señor Presidente, de que el próximo año vamos a estar debatiendo otra vez la renovación del mandato, lo que, sin duda, es preciso hacer. Pero mi preocupación apunta en el sentido de cuáles son las metas civiles que se van a cumplir en orden a cómo la población de Haití contará con una institucionalidad independiente y podrá gobernarse sin la presencia de la fuerza internacional. Internamente, por lo demás, se manifiestan en Haití opiniones relativas a que el contingente que opera es de ocupación.



Aquí incide también el hecho de que Chile no solamente participa en una misión humanitaria con una dotación de sus Fuerzas Armadas. El Senador que habla observaba, además, la cantidad y calidad de vehículos e instrumentos que no tenían que ver con los efectivos castrenses, sino con la infraestructura. Era maquinaria de construcción que están manejando muy bien los técnicos, los ingenieros y los militares.



Pero, en definitiva, quisiera pensar en la posibilidad de que sostengamos en algún momento con la Cancillería, con el Ministro de Defensa, un debate más prolongado, más reflexivo, para definir de qué manera podemos colaborar en mejor forma con el pueblo haitiano, que tanto necesita de la ayuda humanitaria e internacional.



Y, por lo tanto, voy a votar favorablemente, en el entendido de que haremos algún esfuerzo por considerar a más largo plazo qué ocurrirá con las metas perseguidas con esta misión.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Coloma. 

El señor COLOMA.- Señor Presidente, respecto del tema en debate -es lo único que permanece constante en el Congreso: cada un año justo, durante los últimos siete años, se analiza la revalidación de la autorización, por lo cual, como lo expresó el señor Senador que me antecedió en el uso de la palabra, parece que ello se mantendrá en los años que vienen-, quisiera hacer tres reflexiones y manifestar tres preocupaciones.



La primera reflexión se relaciona con la naturaleza de la autorización. Me parece que cabe considerar -en particular, por quienes se integraron al Senado recientemente- que esta es de las pocas facultades que le corresponden específicamente a nuestra Corporación, no al Congreso, para el efecto del permiso de la salida de tropas nacionales en misiones al extranjero. Reviste un valor, por tanto, e implica una exigencia severa. Es una de las atribuciones más relevantes, porque se autoriza, ni más ni menos, que chilenos salgan armados al extranjero en funciones encomendadas por el país.



Y creo que esa es una cuestión de la máxima relevancia y que cada vez requiere una reflexión distinta de la anterior. Porque estimo que existe la responsabilidad, obviamente, de analizar si la naturaleza de la misión amerita esta facultad excepcional y también de hacerse cargo de los posibles efectos contrarios o negativos que se puedan generar.



En segundo lugar, debo señalar, una vez más, que mantengo una duda seria respecto de la naturaleza constitucional de la autorización. He dicho una y otra vez que las Fuerzas Armadas, de Orden y Seguridad Pública están destinadas a “garantizar el orden público y la seguridad pública interior”. Y la extensión que se ha hecho, a partir de esa facultad, en el sentido de que la seguridad latinoamericana forma parte de las preocupaciones del país es algo que nunca me ha resultado razonable. Por ello, y en vista de que al Gobierno anterior le expuse la cuestión de la modificación de la Carta durante seis años seguidos, sin encontrar acogida, anuncio que la próxima semana voy a presentar una reforma constitucional para poder esclarecer la naturaleza jurídica de los roles de las Fuerzas Armadas.



Por último, todos los antecedentes que uno ha tenido a la vista permiten concluir que las Fuerzas Armadas han realizado un muy buen trabajo en la zona en que han sido solicitadas, lo que no habla sino bien de estas instituciones. 



Las preocupaciones también son tres. Y reconozco que son cada vez más inquietantes. Cada vez que se discute el tema, aparecen como más inexorablementes destinadas a una meditación más profunda.



Cabe empezar por las razones de que Chile está en Haití. Lo que me inquieta es que todos los años ellas van cambiando. Primero se trató de evitar un genocidio que virtualmente se estaba llevando a cabo, cuestión que creo que, más allá de la falta de formas de la época, ameritaba por lo menos una consideración más profunda. Después, el propósito fue asegurar la elección de un Presidente, habiendo ganado Préval. En seguida se apuntó a garantizar el funcionamiento de las instituciones democráticas. Ahora la idea es mantenerse hasta que Haití logre un desarrollo institucional, lo que, claramente, a la luz de lo que uno ve, no existe ninguna opción de lograr en un plazo razonable.



Entonces, me preocupa, señor Presidente, que las autorizaciones de salida de tropas se den siempre con razones distintas. Al final, da la impresión de que el asunto se planteará para siempre y que ha desaparecido la opción de reflexionar más maduramente respecto a la naturaleza de la decisión.



Abona lo anterior la segunda preocupación que nace del informe de las Comisiones unidas, donde se explica en forma muy franca la índole de la autorización.



Porque varios parlamentarios hemos consultado cuándo será posible retirarse, cuándo se podrán dar las condiciones para que un país exprese que no seguirá participando, por razones A, B o C. O bien, como dijo un señor Senador que me antecedió en el uso de la palabra, porque de repente empezamos a ser vistos como tropas de ocupación, lo que efectivamente aparece en algunos periódicos de Internet. En consecuencia, una cosa es realizar una tarea pacificadora, y otra, que los pacificados teóricos la entiendan como una ocupación, lo que, obviamente, es serio.



¿Qué dice el informe? Que “Existe un consenso extendido en cuanto a que retiros anticipados o unilaterales” -podría ser el caso chileno- “de contingentes internacionales pueden conducir a una reanudación de la violencia” -¡ojo!- “en incluso peores condiciones que las originalmente encontradas, so riesgo de perder el esfuerzo invertido y con el subsecuente costo humanitario que esto significa.”.



El texto expresa que si hoy día el país se retira, no es que la situación se agrave, sino que será peor que cuando llegó. Esa es una consideración muy compleja, porque uno puede preguntarse cómo se llegó a un estado de cosas en que, habiéndose ido para evitar un genocidio, este podrá ser peor si se lleva a cabo el retiro. A mi juicio, ese es uno de esos aspectos en los que es preciso reflexionar profundamente en cuanto a las condiciones finales.



Y la última preocupación tiene que ver con la naturaleza de la tarea hacia delante. Porque, después de la lectura del informe, cabe coincidir en que, si se requiere un año más, y otro más, y, probablemente, otro más, como en la canción, es necesario tener muy claras cuáles son las exigencias que, como Congreso -así lo adelantó, además, el señor Ministro de Defensa-, debemos plantearnos para hacer un seguimiento de lo que viene.



Resulta evidente que podemos permanecer décadas en las actuales condiciones, sin advertir un cambio objetivo de la situación. Y aquí se requiere un tipo de tarea, civil, militar y policial, propia de una conciencia internacional muy superior a la actual, porque, por esta vía, lo que se está haciendo es una labor de contención de un eventual genocidio, el cual, a esta altura, sería peor que cuando la misión se inició.



En consecuencia, pido una especial atención al respecto por parte del Ministerio de Defensa, a fin de poder tener claridad en cuanto a lo que se exigirá hacia delante, para poder hacer el seguimiento que es tan indispensable en las funciones del Senado.



Por eso, como el Presidente Piñera y el Ministro de Defensa han solicitado, en forma especial, la autorización para la salida de tropas y en el convencimiento de que las frases que he leído no surgieron al vuelo, porque fueron objeto de un debate a fondo en las Comisiones unidas, existiendo un consenso bastante extendido -por lo menos, conforme a lo que el Senador que habla vio- en orden a que se debía efectuar un tipo de seguimiento mucho más exigente de las tareas que Naciones Unidas desarrollan en países como Haití, anuncio que voy a votar a favor, pero insisto en que lo hago cada vez con más inquietud.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, deseo exponer por qué votaremos a favor de la prórroga solicitada.



Primero, Chile no puede aspirar a tener una economía abierta, un proyecto de desarrollo nacional basado en las exportaciones -para tratar de proyectar su potencialidad, más allá de su poder real, material, de su ubicación geográfica, del tamaño de su economía-, si no despliega todos sus haberes en forma inteligente.



Uno de estos es el Derecho Internacional, es nuestra participación en la comunidad internacional, es nuestro reconocimiento al valor de Naciones Unidas y a lo que esa Organización significa para la humanidad, y, en tal contexto, ser parte de los planes y acciones que ella impulsa, de acuerdo con dicho ordenamiento, sea para pacificar o para contribuir a evitar una crisis como la que vivía Haití cuando se nos invitó a participar.



Pero, adicionalmente -y considero importante destacarlo-, nuestra actuación en las operaciones de paz, en el marco de Naciones Unidas, no solo hoy en Haití, sino también, en otras oportunidades, en Pakistán, en Bosnia, en Chipre, a través de la Fuerza Aérea, nos presenta ante la comunidad internacional de manera muy relevante.



No es casual que se encuentren en Haití países que no tienen ninguna relación con América Latina, como Sri Lanka o Jordania, cuya presencia militar dobla la nuestra. Ello tiene que ver con una proyección en la comunidad internacional, con un apego al Derecho Internacional, con una apuesta a un modelo de globalización donde la multipolaridad es fundamental.



Un segundo argumento, tremendamente importante, señor Presidente, dice relación al “barrio” en que vivimos: estamos y estaremos siempre en el continente latinoamericano. Algunos hablan de América Latina y el Caribe. Lo cierto es que la cantidad de países caribeños y de Centroamérica que valoran la presencia de Chile en esa parte del mundo es muy importante para nuestros intereses estratégicos. Se trata de una región o subregión de Latinoamérica donde la institucionalidad, integración y coordinación a veces avanza incluso más rápido que en el Cono Sur o América del Sur. Nuestra presencia política allá tiene una enorme relevancia, y una de sus expresiones es el despliegue de nuestras Fuerzas Armadas, en particular, en la realidad de Haití.



Los problemas de esa nación al principio, cuando llegaron nuestros efectivos, no eran los mismos que hoy. Ahora se registra una dimensión humanitaria aumentada que antes no se encontraba. Pero no cabe duda de que la esencia de la presencia chilena tiene que ver con el apego al Derecho Internacional, con los mandatos de Naciones Unidas y con nuestra responsabilidad de participar en ese país como una forma de garantizar una proyección internacional.



Por último, junto con argumentar las razones a favor, estimo que existe una dimensión que debemos valorar y que algunos señores Senadores ya han mencionado, en cuanto a lo que significa lograr una formación militar. Miles de efectivos chilenos han pasado por Haití, y ese, en mi concepto, constituye un proceso de formación con un valor muy importante para el país.



Por mi parte, estoy sumamente reconocido -estoy seguro de que mi Honorable colega Chadwick comparte el mismo juicio- por el hecho de que el Regimiento de San Fernando, en el corazón de Colchagua, sea donde se forman las fuerzas de paz.



En un momento surgió una duda que pudo llevar al término de esa unidad, que exhibe un gran valor histórico, por muchos conocido y apreciado, proveniente de la gesta de la Guerra del Pacífico, donde muchos compatriotas participaron en un esfuerzo nacional.



Y esta semana, cuando se celebre el aniversario de la ciudad de San Fernando y se realice el desfile oficial, se observará la presencia de soldados que se forman para integrar la fuerza de paz, no solo chilenos, sino también de otros países, al igual que tanquetas y otro tipo de equipamiento con los distintivos de las Naciones Unidas y las Fuerzas de Paz.



Yo creo que eso valora y habla muy bien de nuestro país.



Coincido, sí, con lo expresado en el sentido de que en algún momento habrá que solicitar -y se lo planteo al señor Canciller, por su intermedio, señor Presidente, aunque entiendo que no se trata ya de un asunto de Defensa, sino más bien de política exterior- que, pasada la crisis humanitaria producto del terremoto en Haití, la ONU establezca las condiciones básicas para lograr el retiro de las fuerzas militares y una mayor presencia de personal orientado hacia la cooperación. Es decir, pasar de los cascos azules a lo que algunos han llamado los “cascos blancos”.



Esa definición no le corresponde efectuarla a Chile como país, sino a las Naciones Unidas. Nosotros estamos ahí por nuestro apego al Derecho Internacional. 



Señor Presidente, los Senadores de estas bancas votaremos a favor. Consideramos que existen argumentos de sobra para mantener tropas nacionales no solo en Haití, sino también en otros lugares. Pero hay una interrogante pendiente, que el Senador Coloma ha formulado en varias ocasiones y que yo comprendo y comparto plenamente: en algún momento será preciso definir cómo nos retiramos de Haití y cuándo se darán por cumplidas las tareas que impulsó allí la Organización de las Naciones Unidas.



Reitero que nos pronunciaremos positivamente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Un Comité ha pedido abrir la votación.



Si le parece a la Sala, así se procederá, sin perjuicio del derecho de cada señor Senador a fundamentar su posición.



Acordado.



En votación la solicitud del Presidente de la República.



--(Durante la votación).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Escalona para fundar su voto.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, me inscribí para fundamentar mi voto  -el cual, tal como anticipó nuestro jefe de Comité, el colega Letelier, es favorable -, motivado en parte por la reflexión que hizo el Senador Coloma.



Al respecto, debo señalar que yo miro las cosas exactamente desde el punto de vista opuesto. Creo que la presencia de Chile en Haití no busca propiciar algún tipo de solución -entre comillas- a los problemas del pueblo de ese país, pues se trata de una presencia de paz, no de intervención, y, en consecuencia, no corresponde que nos involucremos en ninguna clase de recomendación, ni económica, ni política, ni cultural, que diga relación con los asuntos internos de ese Estado.



La presencia de las Naciones Unidas tiene por finalidad garantizar, desde el punto de vista del Derecho Internacional, que no se precipite un baño de sangre, que no se produzca un enfrentamiento fratricida que pueda desolar aún más a la nación hermana. Por lo tanto, no se halla vinculada a ningún objetivo interno. Entenderla de esa forma constituiría un error histórico de dimensiones inconmensurables.



He querido detenerme en este punto, señor Presidente, porque me parece decisivo. 



Al mismo tiempo, deseo sumarme a las palabras que se han manifestado siempre en esta Sala en cuanto al reconocimiento a los uniformados chilenos que han estado en Haití; al aporte que Chile ya ha hecho, que va más allá de lo formal y se refleja, pienso, en el reconocimiento que todos tenemos hacia el General Toro, cuya esposa murió en el terremoto que asoló a la nación caribeña. 



Y creo que ese compromiso, tan profundo, histórico y moral con Haití, es un compromiso con la paz, que busca evitar un derramamiento de sangre. Los asuntos internos ya los resolverán los propios haitianos.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra, para fundamentar su voto, el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, en primer lugar, doy mis excusas por no haber informado inicialmente esta solicitud del Presidente de la República. Ello se debió a que me encontraba en la sesión extraordinaria que cité, como su Presidente, a la Comisión de Relaciones Exteriores para tratar distintos temas vinculados a la política exterior con nuestros vecinos, los cuales han adquirido particular relevancia en estos días a la luz de hechos que son públicos, reunión a la que asistieron gran número de  Senadores y Diputados y también nuestro Canciller, a quien agradezco porque su intervención resultó muy esclarecedora. 



Eso me impidió dar cuenta del informe de las Comisiones unidas, pero, como entiendo que esto ya se hizo, ahora solo voy a  fundamentar mi voto.



La permanencia de tropas chilenas en Haití siempre ha sido motivo de debate a la hora de aprobar su prórroga por otro período, desde el primer día. Y quizás ello se deba a que despierta sentimientos encontrados. 



Todos estamos de acuerdo en cuanto a los beneficios que ha producido la participación de Chile en esa misión de paz, tanto desde la perspectiva de la experiencia que ha significado para los efectivos de sus Fuerzas Armadas y policiales como desde el punto de vista de su proyección internacional.



La homologación de procedimientos entre las distintas ramas de la Defensa y la formación de más de 6 mil personas del contingente militar y policial, en un teatro de operaciones real y no de ensayo, constituyen una preparación extraordinariamente valiosa, lo mismo que la colaboración con otras fuerzas armadas del continente. Desde esa óptica, nuestra presencia en Haití ha significado un gran aprendizaje.



Además, ha contribuido a la proyección de Chile en el Caribe, en América Central y, en general, en la relación con otros países y, en particular, dentro de la propia Organización de las Naciones Unidas, lo que le da una importancia adicional a tal esfuerzo.



También existe bastante claridad y consenso acerca de lo que implica colaborar para que Haití sea un Estado autónomo y autosuficiente. La tarea, sin lugar a dudas, no es fácil, dada la historia que acompaña a este pueblo desde hace muchas décadas, y sobre todo ahora, luego del período que originó la intervención de las Naciones Unidas, situación que se vio agravada por un terremoto que causó una destrucción humana gigantesca y generó daño sobre daño, haciendo todavía más difícil la posibilidad de lograr tal objetivo.



Sin embargo, el participar para contribuir a su consecución ha sido muy importante. Quizás la diferencia que se ha suscitado entre nosotros tiene que ver con si el rol que Chile debe cumplir en Haití se debe concentrar solamente en el ámbito de -llamémosla- “cooperación militar para la paz”, en circunstancias de que, por vocación, por historia, quisiéramos estar más vinculados con el compromiso de desarrollo económico-social, de potenciar su institucionalidad, de favorecer el progreso y la calidad de vida de sus habitantes, para lograr que en verdad dicho país se convierta en un Estado autónomo, pero desde una perspectiva civil, no estrictamente militar.



Pienso que ese es un debate que no podemos eludir. Llevamos seis años desarrollando allí prácticamente las mismas actividades, y creo que con el tiempo deberíamos ir girando -así lo hemos conversado con antelación- hacia una proyección que ponga más énfasis en una cooperación hacia la institucionalidad, hacia una potenciación del desarrollo económico y social, hacia el logro de la paz, que en una colaboración simplemente militar. Esta, aunque ha sido muy importante y es el sustento para construir el Estado y la institucionalidad, desde el punto de vista de lo que Chile es y debe proyectar como imagen, ha de estar asociada a lo más sustantivo de los acuerdos por Haití.



Por eso, señor Presidente, vamos a apoyar nuevamente la prórroga de la permanencia de tropas nacionales en ese territorio, pero con el ruego -repito- de efectuar un giro, un cambio que en definitiva nos permita aportar, más que la presencia militar, nuestro apoyo como país.



Voto que sí.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra, para fundar su voto, el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, primero, deseo aclarar que el hecho de dar nuestro asentimiento para abrir la votación no significa estar de acuerdo en reducir la duración de los discursos. No es justo que algunos Senadores voten y se vayan y que a quienes nos quedamos encima nos disminuyan el tiempo para intervenir.



Por lo tanto, pido a la Mesa mantener los diez minutos para cada orador, porque lo otro no me parece justo.



De lo contrario, habrá que advertir, cada vez que se pida iniciar una votación, que uno está dispuesto a ello, pero no a que se reduzca el tiempo de intervención.



En cuanto a la materia que nos ocupa, señor Presidente, debo destacar que la presencia de Chile en Haití data de 2005 y, por cierto, obedece a un compromiso de solidaridad. Está claro que nuestro país no solo puede mantener relaciones internacionales en base a negocios. Hemos suscrito tratados de libre comercio con muchas naciones del mundo. Pero llega la hora de que un país estable, en lo político y en lo económico, como el nuestro -con dificultades, por cierto- ponga en práctica un axioma que, en materia de relaciones internacionales, a veces resulta muy difícil: ejercer la solidaridad, esto es, ir en ayuda de quien lo necesita.



En Haití tenemos aproximadamente 520 efectivos desde el 13 de mayo de 2009, entre ellos, carabineros, infantes de marina, miembros del Ejército, pilotos; en definitiva, un completo contingente militar.



¿Cuánto hemos gastado hasta la fecha? Las estadísticas lo dicen: 107 millones de dólares. No parece una cifra significativa desde el punto de vista de la economía nacional, aun cuando en Chile persisten muchas necesidades. La solidaridad tiene precio. O sea, hay que invertir.



Claramente, respaldamos el hecho de que vaya personal nuestro a Haití, por cuanto cumplir esta misión representa un aprendizaje impresionante para las Fuerzas Armadas. Por lo tanto, también hay una retribución.



Quiero destacar que no basta, al parecer, la presencia militar para resolver el problema de dicha nación. 



Les ha pasado a todos los países que se embarcan en invasiones militares. Nada cuesta llegar, es muy fácil hacerlo; lo que cuesta  es retirarse. Así le ocurrió a Estados Unidos en Iraq, y a la Unión Soviética en Afganistán. Se invade por motivos militares y luego no hay cómo salir. Y pareciera que ello acontece no solo cuando se trata de una invasión, justa o injusta -la mayoría de las veces injusta, criminal-, sino también cuando se acude por solidaridad. Se llega, y la verdad es que después hay muchas dificultades para retirarse.



En ese sentido, pienso que la presencia militar en Haití es justa, adecuada. Allí existen graves problemas. El informe del Consejo de Seguridad del 2009 señala que los avances logrados son extremadamente frágiles; que debido al terremoto se arrancaron 5 mil presos de alta peligrosidad (traficantes de armas y de drogas), y que, en definitiva, no hay condiciones para brindar seguridad a la población civil, por lo cual se requiere presencia militar.



Algunos dicen que basta con ella. ¡No basta la presencia militar! El Presidente Clinton, nombrado para facilitar y coordinar la entrega de apoyo, ha informado que se encuentran disponibles 11 mil millones de dólares. Pero no hay nadie a quien entregárselos. En Haití no hay institucionalidad para administrar siquiera el apoyo civil que puede llegar.



En ese sentido, uno se pregunta: ¿es posible catalogar la situación de ese país solo como un problema militar? ¿No es un problema político-militar? ¿Hemos hecho suficiente en materia militar? ¡Sí! Tenemos efectivos castrenses. Pero el informe militar no es el que tenemos sobre la mesa, porque, en definitiva, siempre la estrategia militar se aplica, no se cuenta. Y uno podría decir que la estrategia militar que figura en el informe público no es la estrategia que los comandantes que se hallan en Haití -entre ellos, los chilenos- están aplicando. Yo no esperaría un informe reservado de la estrategia militar -que, en todo caso, no aparece en el documento que se nos ha entregado-, pero sí un informe serio y, particularmente, duro, rudo, en materia política. ¡Y está!



Se dice que en el ámbito civil hay un fracaso respecto de la institucionalidad haitiana; que no se ha logrado éxito alguno en esa línea, y que las condiciones son iguales o peores a las que existían cuando las fuerzas llegaron.



Y es por eso que algunos señores Senadores argumentan que se va cambiando siempre el objetivo. El objetivo concreto es la democracia, la paz en Haití. Y hoy día no hay ni democracia ni hay paz porque no ha habido elecciones y, por tanto, se mantienen las mismas condiciones.



De ahí que le planteo al Ejecutivo, particularmente al Ministro de Defensa, la posibilidad de discutir de manera reservada cuál es la real situación militar en la isla, a fin de tener una percepción de lo que estamos haciendo, y también de la política, que no quedará resuelta ahora, porque lo que hoy se nos pide es aprobar la permanencia de tropas nacionales.



Por tanto, yo quiero más política en Haití. Quiero presencia militar, pero también más acción política. Y, en consecuencia, estoy disponible para discutir y aceptar la presencia de instituciones civiles, no de la Defensa Civil, que vayan a aportar al desarrollo político, social y civil de esa nación. ¡No solo de militares! Porque, si se trata de consolidar instituciones, ¿por qué no estamos presentes con nuestras cadenas de fundaciones privadas que pueden crear un conjunto de condiciones para que las empresas también puedan ser solidarias con Haití? ¿Por qué no mandamos, entonces, a todos los organismos que quieran aportar a la consolidación de su institucionalidad civil, no solo militar?



Los militares pueden defender una nación, pero está claro en la historia que los que sientan la institucionalidad en un país son una mezcla rara, a veces, entre lo civil y lo militar, o de ambos elementos conjugados en una sola persona. ¡Este no es el caso! Nuestros militares no están allí ayudando a formar ni el banco central, ni el ministerio de educación; ellos están ayudando a la paz, a la seguridad.



Mi pregunta es qué puede hacer Chile para crear un ministerio de educación en Haití o para generar condiciones que permitan fortalecer las instituciones haitianas.



Por eso, señor Presidente, espero que Chile, en este conflicto -igual que en otros, como el de la República Árabe Saharaui Democrática-, tenga posiciones claras, porque la nación caribeña no es la única a la cual podemos expresarle nuestra solidaridad. Hay otros pueblos del mundo que igualmente requieren ayuda y que hasta ahora solo han obtenido el silencio y la falta de reconocimiento de nuestro país, particularmente en el caso de la República Saharaui, respecto de la que uno pediría la misma fuerza y capacidad de denuncia por la violación de los derechos humanos.



Voto a favor.



¡Patagonia sin represas, señor Presidente!

El señor WALKER (don Patricio).- ¿Y Cuba, señor Senador?

El señor LARRAÍN.- ¡Claro! ¡Ahí no dice nada!

El señor NAVARRO.- ¿Y China?

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Muñoz Aburto.

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, pienso que debemos tener mucho cuidado con el lenguaje que usamos cuando se discute una solicitud presidencial tan importante como la referida a la autorización para que las Fuerzas Armadas chilenas continúen desarrollando labores de paz en la República de Haití.



Yo siempre he entendido -y también aquellos que participamos en las Comisiones de Defensa Nacional y de Relaciones Exteriores, unidas- que Chile no invadió Haití, y que la actuación de nuestras Fuerzas Armadas no persigue ese fin, sino, muy por el contrario, obedece a un mandato otorgado por el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, para preservar la paz de un país que, como expresó un integrante de la Comisión de Relaciones Exteriores, puede ser calificado como un Estado fallido.



Yo me quedo con la exposición del Ministro de Defensa Nacional, quien, al comienzo de ella, señaló que Chile actuaba por el mantenimiento y la promoción de la paz, elementos que constituyen un objetivo permanente de la política exterior del país.



Yo pregunté cuál era la influencia que tenía la presencia de nuestras Fuerzas Armadas en el desarrollo institucional de Haití, vale decir, cómo incidía en las elecciones del Poder Ejecutivo y el Legislativo y en la reestructuración del Poder Judicial. Pero, después de la rica discusión que se ha producido en el Hemiciclo, me queda claro que la intervención de nuestras Fuerzas Armadas apunta solamente a la mantención de la paz.



Por eso, tal como expresó el Ministro de Defensa, ojalá en el futuro los cascos azules sean reemplazados por los cascos blancos, pues en la actualidad ya hay organizaciones civiles y organismos no gubernamentales (ONG) que están trabajando en Haití para la recuperación o construcción de lo que entendemos como Estado democrático.



En esa materia sí comparto el criterio de quienes se mostraron partidarios de darle más importancia a que la sociedad y las organizaciones civiles sean las que ayuden a reestructurar una institucionalidad que se hallaba en el suelo cuando llegaron las fuerzas de paz, principalmente las chilenas.



En resumen, voto a favor de la solicitud formulada por el Primer Mandatario para prorrogar, por el plazo de un año, la permanencia de nuestras tropas en la República de Haití, porque me parece necesario que Chile marque su presencia, su responsabilidad y su obligación para con un país vecino. Y digo “vecino” porque Haití pertenece a América Latina.



Voto que sí.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ignacio Walker.

El señor WALKER (don Ignacio).- Señor Presidente, seré breve, pues la materia ya fue ampliamente discutida ayer en las Comisiones de Defensa Nacional y de Relaciones Exteriores, unidas, en presencia del señor Ministro de Defensa Nacional. Los argumentos ya se entregaron.



En síntesis, el esfuerzo realizado por nuestro país desde 2004 sirve a los objetivos tanto de su política exterior como de la de defensa. Son necesarios el multilateralismo, la cooperación y las operaciones de paz en ese contexto. 


Resulta importante el hecho de que 6 mil 700 efectivos chilenos hayan participado en estas operaciones en los últimos seis años, que tienen un costo total de 303 millones de dólares, de los cuales 130 son aportados por Naciones Unidas. Y sobre todo si se trata de presencia en nuestra región. Porque está bien participar en Chipre, en Bosnia, en la frontera de Pakistán con la India; pero América Latina y el Caribe son nuestro barrio, nuestro vecindario. 


Por lo tanto, creo que Chile ha actuado bien desde el primer minuto, cuando en 2004 fue aprobada la resolución del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas. Se hizo eco de inmediato de ese llamado, y forma parte hoy de una fuerza multinacional que reúne a siete u ocho países de América Latina y del Caribe.



Por consiguiente, me parece que la nuestra es una forma interesante, efectiva, virtuosa, solidaria de servir a los objetivos de las políticas de relaciones exteriores y de defensa nacional.



Deseo recordar lo que planteé ayer al señor Ministro de Defensa Nacional en orden a que, transcurridos seis años de permanencia en Haití, debe irse evaluando objetivamente si se cumplen o no los cuatro fines que tuvo a la vista el Consejo de Seguridad en abril de 2004 cuando llamó a formar esta fuerza multinacional:



1.- Crear un entorno seguro y estable en un país como Haití, que no solo ha tenido problemas de democracia, de desarrollo, sino que ha sido incluso ejemplo de un Estado fallido.



2.- Desarrollar un adecuado proceso político de evidente democratización. Sus autoridades presidenciales y parlamentarias son elegidas hoy por voto popular.



3.- Respeto por los derechos humanos.



4.- Fomento del desarrollo institucional y económico.



Resulta importante que a estas alturas, después de seis años de presencia -lo analizamos ayer-, exista una suerte de benchmark, una forma de medición de cumplimiento de los objetivos mencionados, para evaluar la efectividad o inefectividad, la utilidad o inutilidad de la fuerza no solo chilena, sino multinacional.



Entiendo las aprensiones, los reparos y las críticas del Senador señor Coloma sobre la materia. Las ha tenido desde el primer minuto. En tal sentido, ha sido muy consistente  y coherente. Sin embargo, yo en realidad creo exactamente lo contrario. Pienso que la permanencia en Haití durante estos seis años de Chile y de otras naciones de América Latina y del Caribe ha servido y fortalecido el multilateralismo y la cooperación para la paz. Por lo tanto, nuestro país cumple los objetivos de sus políticas de relaciones exteriores y de defensa.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la solicitud del Presidente de la República para prorrogar por un año la permanencia de tropas y medios nacionales en Haití (30 votos a favor).



Votaron las señoras Matthei, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Bianchi, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Orpis, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro de Defensa Nacional.

El señor RAVINET (Ministro de Defensa Nacional).- Señor Presidente, en nombre del Gobierno de Chile, agradezco a los señores Senadores que aprobaron la solicitud del Ejecutivo en orden a prorrogar por un año la autorización para la permanencia de nuestras Fuerzas Armadas como parte de la MINUSTAH en Haití.



Tanto en el debate de ayer en las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, como en el registrado hoy en la Sala, ha habido interesantes y valiosas contribuciones que pienso deben ser tomadas en cuenta por el Gobierno y por esta Corporación.



En nombre del Ministro de Relaciones Exteriores y en el mío, manifiesto la voluntad de concurrir a las Comisiones respectivas cuando Sus Señorías lo soliciten, a objeto de efectuar las evaluaciones y discusiones aquí planteadas.



Como han mencionado diversos señores Senadores, la misión de la MINUSTAH -de la cual Chile forma parte-, en virtud de las resoluciones del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, es esencialmente de contención; o sea, contribuir a la paz de Haití.



En efecto, en estos seis años también ha habido importantes pasos hacia su institucionalidad democrática: se han celebrado elecciones, se encuentra funcionando el Parlamento, hay avances en materia de organización judicial, de servicio civil, de policía.



Sin embargo, el terremoto, de una intensidad bastante menor que la del que azotó a nuestro país el 27 de febrero, causó un daño mayor -destruyó su capital y hubo más de 300 mil muertos-, y ciertamente amenaza retrotraer la situación de paz y de tranquilidad a estados anteriores al del sismo, generando una sensación de inseguridad bastante grande.



Esa es la misión fundamental de la MINUSTAH, de la cual Chile forma parte: la paz complementada con labores humanitarias.



Distintos señores Senadores han hecho presente que falta lo relativo a cómo reconstruir en ese país la economía, la institucionalidad, la independencia social, la estabilidad, etcétera.



En mi concepto, se trata de materias que deben ser planteadas en esta Sala, en el Parlamento y también en nuestro Gobierno, de manera de asegurar que Naciones Unidas contribuya no solo a la paz de Haití a través de la MINUSTAH, sino que efectivamente -como aquí se ha dicho- se canalicen los recursos económicos en proyectos que permitan su reconstrucción.



Allí hay una debilidad. Y me parece que sería extraordinariamente interesante que ello se discutiera en esta Corporación, porque la presencia de la MINUSTAH, de las fuerzas de paz, se irá acabando en la medida que esa nación alcance una estabilidad económica y social importante.



Por consiguiente, de nuevo agradezco a los parlamentarios que votaron a favor. Y, desde ya, quedamos con el Canciller a disposición de Sus Señorías para llevar adelante las discusiones de fondo que aquí se han solicitado.
El señor PIZARRO (Presidente).- Queda despachado el asunto.
)----------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Señores Senadores, han llegado a la Mesa los siguientes documentos:



1) Oficio de la Comisión de Relaciones Exteriores, mediante el cual remite a la Sala el proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señores Bianchi, Kuschel y Pizarro, sobre la celebración del Bicentenario de la Independencia de la República Argentina (boletín Nº S 1.249-12) (Véase en los Anexos, documento 6).



--Por acuerdo de la Sala, queda para el Tiempo de Votaciones de la presente sesión.



2) Comunicación de la Comisión de Salud, a través de la cual pide autorización para discutir tanto en general cuanto en particular, en el trámite de primer informe, el proyecto que modifica el Código Sanitario con el objeto de permitir la existencia de la profesión de optómetra (boletín Nº 5.684-11).



--Se accede a lo solicitado.



3) Certificado de la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley que crea el Fondo Nacional de Reconstrucción y establece mecanismos de incentivo a las donaciones en caso de catástrofe (boletín Nº 6.884-05) (Véase en los Anexos, documento 7).



--Queda para tabla.

El señor PIZARRO (Presidente).- Solicito el acuerdo de la Sala para tratar de inmediato la iniciativa señalada en último lugar. Por lo que me explicaba el Presidente de la Comisión de Hacienda, entiendo que hay consenso en cuanto a su aprobación.



Acordado.

CREACIÓN DE FONDO NACIONAL DE RECONSTRUCCIÓN E INCENTIVOS A DONACIONES EN CASO DE CATÁSTROFES

El señor PIZARRO (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite, que crea el Fondo Nacional de Reconstrucción y establece mecanismos de incentivo a las donaciones en caso de catástrofe, con certificado de la Comisión de Hacienda y urgencia calificada de “discusión inmediata”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (6884-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 14ª, en 4 de mayo de 2010.


Informes de Comisión:


Hacienda, sesión 16ª, en 11 de mayo de 2010.


Constitución, sesión 16ª, en 11 de mayo de 2010.


Certificado de Comisión de Hacienda (segundo), sesión 21ª, en 19 de mayo de 2010.


Discusión:



Sesiones 16ª, en 11 de mayo de 2010 (queda pendiente su votación); 18ª, en 12 de mayo de 2010 (se aprueba en general).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Cabe señalar que esta iniciativa fue aprobada en general en sesión de 12 de mayo y cuenta con un certificado de la Comisión de Hacienda.



En dicho documento se deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que los artículos 10, 12, 13, 14, 15, 16 y 20 no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones -es decir, conservan el mismo texto que Sus Señorías aprobaron en general-, por lo que deben darse por aprobados, a menos que algún señor Senador, con la unanimidad de la Sala, solicite la discusión y votación de alguno de ellos.



--Se aprueban reglamentariamente.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La Comisión de Hacienda efectuó varias modificaciones al proyecto aprobado en general, las cuales fueron acordadas unánimemente. Por tanto, conforme al Reglamento, deben ser votadas sin debate, salvo que algún señor Senador solicite su discusión o votación o que se renueve alguna indicación.



En la parte pertinente del referido certificado, se transcribe el texto que resultaría de acogerse las mencionadas enmiendas.

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión particular el proyecto.



Tiene la palabra el Honorable señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, informo a la Sala que la solicitud hecha en orden a abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones fue el resultado del trabajo realizado por la Comisión de Hacienda, en el que se registraron amplias coincidencias que significaron modificar el texto despachado por la Cámara de Diputados. Ello se relaciona con la solución del problema de constitucionalidad en el artículo 1° de la iniciativa -precepto estudiado por la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia- para introducir, desde el punto de vista de la técnica legislativa, dos propósitos que no eran fáciles de resolver. 



Con el primero, como se trata de un Fondo de Reconstrucción permanente, se busca evitar que se legisle caso a caso o cada  vez que se produzca una catástrofe como la del 27 de febrero.



El segundo factor que debía solucionarse era que, a raíz de un desastre en particular, no resultaba apropiado utilizar permanentemente el mecanismo del beneficio tributario. Y, por consiguiente, dicho aspecto se resolvió sobre la base de una redacción conforme a la cual, ante una catástrofe -indeseable, inconveniente, por cierto-, el Ejecutivo, mediante decreto supremo, determinará, a partir de ese momento, la utilización del beneficio tributario que permite el Fondo de Reconstrucción.



Ese fue un acuerdo que naturalmente, por la propia implicancia de la redacción, obligaba al Ejecutivo a presentar una indicación. Este acogió los puntos de vista que se plantearon en la discusión, y lo hizo en una primera indicación que estaba presente en el debate pero que fue perfeccionada.



Otro asunto que preocupó a los parlamentarios apuntaba a las atribuciones del Ministerio de Hacienda en materia de financiamiento vinculado a la asignación y “distribución de los recursos”, según el texto original. En este caso, independientemente de la semántica, se cambió el término “distribución” por “destino”, con lo cual se entiende que la tarea de esa Cartera no es reemplazar a otras instituciones del Estado, que son las que llevarán a cabo una labor en tal sentido. 



La asignación o destino de los recursos le corresponde al Ministerio de Hacienda. Pero, como el vocablo “distribución” podía inducir a equívocos, fue sustituido.



Un tercer aspecto de la discusión que no concitaba el acuerdo unánime -en todo caso, hubo buena voluntad para resolverlo- y que inquietaba particularmente a los Senadores de la Concertación, fue que el Fondo estuviese también constituido por especies, y no solo por dinero, herencia, legado o donaciones. Desde nuestra perspectiva, ello podía significar fisuras en la estructura impositiva y generar riesgos de elusión o mal uso de la norma.



En el debate de la Comisión, hubo la flexibilidad suficiente para acoger ese planteamiento, sin excluir la eventual utilización de especies, en los días inmediatamente posteriores a una catástrofe, como es aquella respecto de la cual estamos legislando. 



Se entiende que el Fondo propiamente tal está constituido por dineros, herencias, legados o donaciones, por lo que tal punto, en definitiva, conforme a la flexibilidad e inteligencia observadas para buscar una alternativa de redacción, pudo ser resuelto también de manera unánime.



Una siguiente preocupación tenía que ver con la utilización de conceptos relacionados con el ámbito público y privado. Y el Ejecutivo, acogiendo también una inquietud que había en ese sentido, incluyó la frase “de naturaleza privada”. Así, se aprobó una indicación en orden a que, para que sea válida la donación, en ningún caso ella puede traducirse en beneficio para quien la entrega. De este modo, en la redacción final, se resguardó la inquietud formulada al respecto por algunos parlamentarios.



De otro lado, se acogió de muy buena manera por los Senadores presentes y por el Ejecutivo -aun cuando se trata de una materia marginal desde el punto de vista económico, pero que significa gasto-, la idea de un registro público, que será de responsabilidad, por cierto, de quien administre el Fondo de Reconstrucción -vale decir, el Ministerio de Hacienda-, con el objeto de que haya una adecuada transparencia de los recursos que ingresen.



También fue unánime el criterio de los miembros de la Comisión en cuanto a la inconveniencia -independiente de que se coloque una placa conmemorativa o de homenaje a la persona que esté detrás de la donación-, de levantar monumentos a los donantes, por cuanto ello en realidad distorsiona el concepto de solidaridad implícito en el acto.



Por lo tanto, se eliminó la posibilidad de que esas acciones queden ligadas a monumentos. Pero hubo acuerdo en que resultaba adecuado mantener la idea de una placa conmemorativa, de manera que se pudiera reconocer a quienes efectúen donaciones, lo cual también genera un incentivo para hacerlas.



Por último, respecto del artículo 1°, se recogió una indicación de la Senadora Allende para incluir también el patrimonio histórico arquitectónico dentro de las infraestructuras, instalaciones u obras que deban ser objeto de financiamiento posterior a una catástrofe natural y que, por ende, sean objeto de donaciones para el Fondo de Reconstrucción. 



En consecuencia, señor Presidente, en la Comisión de Hacienda constatamos de modo unánime que el esfuerzo realizado condujo a que se recogieran aquellos aspectos que eran de preocupación pública. Es del caso señalar que en los días anteriores hubo voluntad política para resolverlos. 



De esta forma, hemos podido presentar, de acuerdo con los plazos constitucionales establecidos, el respectivo informe por la vía del certificado que la Secretaría ha puesto en conocimiento de la Sala, en cumplimiento de nuestras obligaciones reglamentarias y constitucionales.

El señor PIZARRO (Presidente).- En votación las modificaciones aprobadas por unanimidad en la Comisión de Hacienda.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueban las enmiendas (26 votos afirmativos), el proyecto queda despachado en particular y concluida su discusión en este trámite.



Votaron las señoras Matthei y Rincón y los señores Allamand, Bianchi, Chadwick, Coloma, Escalona, Frei (don Eduardo), García, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Orpis, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Sabag, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

SANCIÓN PARA ACOSO SEXUAL DE MENORES, PORNOGRAFÍA INFANTIL Y POSESIÓN DE MATERIAL PORNOGRÁFICO INFANTIL

El señor PIZARRO (Presidente).- En seguida, corresponde ocuparse en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que sanciona el acoso sexual de menores, la pornografía infantil y la posesión de material pornográfico infantil, con segundos informes de las Comisiones de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y urgencia calificada de “simple”.

--Los antecedentes sobre el proyecto (5837-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 36ª, en 15 de julio de 2008.


Informes de Comisión:


Educación, sesión 1ª, en 11 de marzo de 2009.


Constitución, sesión 1ª, en 11 de marzo de 2009.


Educación (segundo), sesión 20ª, en 18 de mayo de 2010.


Constitución (segundo), sesión 20ª, en 18 de mayo de 2010.


Discusión:



Sesión 13ª, en 29 de abril de 2009 (se aprueba en general).

 El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La iniciativa fue aprobada en general en sesión de 29 de abril de 2009.



Las Comisiones de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento dejan testimonio, para los efectos reglamentarios, de que el artículo 2º y la letra a) del artículo 3º no fueron objeto de indicaciones en la discusión general ni de modificaciones en el segundo informe, por lo que deben darse por aprobados, salvo que algún señor Senador, por la unanimidad de la Sala, solicite su discusión y votación. 



--Se aprueban reglamentariamente.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- La Comisión de Educación efectuó tres modificaciones al proyecto aprobado en general, todas las cuales fueron acordadas por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Cantero, Chadwick y Letelier.



Por su parte, la Comisión de Constitución realizó cinco enmiendas al texto despachado por la de Educación, las que también contaron con la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables señores Chadwick, Sabag y Walker (don Patricio).



Cabe tener presente que las modificaciones acordadas unánimemente deben ser votadas sin debate, salvo que algún señor Senador solicite su discusión o que haya indicaciones renovadas, que no es el caso.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado que consigna los cambios realizados por ambas Comisiones y el texto final que resultaría de acogerse las enmiendas.

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión particular.



Se supone que debiéramos votar sin debate. Pero me han pedido la palabra los Senadores señores Patricio Walker, Rossi y Navarro.



Vamos a abrir la votación para que fundamenten su voto.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, me opongo, salvo que se negocien los minutos.

El señor PIZARRO (Presidente).- En estricto rigor, no procede discutir. 



En votación las enmiendas acordadas unánimemente por las dos Comisiones.



--(Durante la votación).
El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Patricio Walker.

El señor WALKER (don Patricio).- Señor Presidente, el proyecto que nos ocupa ha concitado bastante acuerdo: fue aprobado por unanimidad tanto en la Cámara de Diputados como en los primeros y segundos informes de nuestras Comisiones de Educación y de Constitución.



En esta última nos correspondió pronunciarnos respecto de las propuestas que hizo la primera. 
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No quiero detenerme en el detalle. Están ahí las cifras.



En 2009 se registraron más de 18 mil denuncias por delitos sexuales, de las cuales el 60 por ciento equivale a abusos contra menores.


[image: image2.emf]La masificación de Internet ha traído nuevas amenazas.

Se conoce como “childgrooming” la práctica de contactar a 

menores en sitios de conversación en Internet para sostener 

con ellos conversaciones de carácter sexual con el objeto de 

conseguir que el menor envíe imágenes suyas para procurar la 

excitación sexual del agresor, o incluso encontrarse físicamente 

para abusar de ellos. 

El problema ha sido abordado por diversos países como el 

Reino Unido y los EEUU.

En nuestro país, donde la penetración de banda ancha supera 

el 30% de las personas, la Policía ya ha tomado conocimiento 

de este tipo de hechos.

Nuevas formas de delitos sexuales 

contra menores

3/7




Todos sabemos que Internet implica grandes oportunidades, pero también grandes amenazas, especialmente para los niños. Y una de estas se refiere a lo que se conoce como “childgrooming”, que es el acoso sexual a menores en sitios electrónicos.



¿En qué consiste? En palabras simples, en la conducta de adultos que se hacen pasar por menores para chatear con otros menores; que se ganan la confianza de estos para engañarlos y generar una situación de intimidad a fin de que terminen enviándoles imágenes con connotación sexual. 



Ello supone dos riesgos: primero, que el adulto haga circular esas fotografías a través de Internet y las intercambie con otras personas, y segundo, que intente, valiéndose de las imágenes del menor desnudo, extorsionarlo, amenazarlo y conminarlo a encontrarse en un lugar determinado para abusar en forma física de él.



Ese delito ha sido regulado especialmente en los países europeos -muy bien en el Reino Unido-, y también en Estados Unidos.



A modo de antecedente, recuerdo que la iniciativa fue presentada por parlamentarios de todos los partidos políticos; su urgencia ha sido calificada de “simple” -agradecemos al Gobierno que así lo haya hecho-; su tramitación en el Senado se inició el 15 de julio de 2008, y no contiene normas de quórum especial.



Paso a referirme ahora, señor Presidente, a lo más relevante del contenido del proyecto. 
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En primer término, hago presente que hoy se penaliza al que, para procurar la excitación sexual propia o de otro, “determinare a una persona menor de catorce años a realizar acciones de significación sexual delante suyo o de otro.”.


El problema radica en que, cuando eso se produce a través de un medio electrónico, como la webcam -o cámara web-, muchos jueces consideran que no hay delito. Porque la ley establece que este se sanciona cuando se comente “delante” del adulto u otra persona. 



Para salvar ese vacío legal, se propone una modificación tendiente a agregar como conducta penada la de conminar al menor de edad “a enviar, entregar o exhibir imágenes o grabaciones de su persona o de otro menor de 14 años de edad, con significación sexual.”.


La Comisión de Educación incluyó la frase “o de otro menor de edad”, enmienda que la Comisión de Constitución acogió, precisando que se tratara de un “menor de catorce años de edad”. Ello fue aprobado por unanimidad.


[image: image4.emf]Inciso tercero: 

Hoy se penaliza con las mismas penas anteriores al que 

realice alguna de las conductas descritas anteriormente 

con una persona menor de edad (menos de 18 años) pero 

mayor de 14 años, siempre que concurra cualquiera de las 
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Otra modificación sobre la penalización del abuso sexual impropio es la que recae en el inciso tercero del artículo 366 quáter.



Hoy día se sanciona con las mismas penas anteriores al que realiza algunas de las conductas antes descritas con una persona menor de edad (menor de18 años) pero mayor de 14, siempre que concurra cualquiera de las circunstancias del numerando 1º del artículo 361 del Código Penal (fuerza o intimidación, en el caso de la violación) o de las enumeradas en el artículo 363 (causales de estupro: cuando se abusa del desamparo de la víctima, de su inexperiencia sexual, de una relación de dependencia -por ejemplo, entre profesor y alumno-, o cuando media engaño).



Se considerará que hay delito de estupro cuando el acoso sexual por Internet se hace con un menor de entre 14 y 18 años. Si la víctima tiene menos de 14 años, no se exigen los elementos adicionales mencionados.



Y agregamos a dicho inciso que también se va a sancionar la conducta de estupro cuando existan amenazas. Por ejemplo: “Si tú no me envías más fotos, si no quieres exponerte a través de la webcam en acciones de significación sexual, voy a contarle a tu papá sobre las imágenes que me has enviado”.



Ese caso lo vamos a penalizar, porque -insisto- hoy se castiga el delito solo cuando ocurre en presencia física del adulto y no si se efectúa a través de medios electrónicos.
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En el cuadro que Sus Señorías tienen a la vista se observa que se busca ampliar la figura del abuso sexual impropio.



Establecemos que los delitos que se cometan a través de medios electrónicos serán sancionados igualmente que los realizados en presencia física.



Además, incorporamos como agravante que el autor del delito falsee su identidad o edad. Porque muchas veces los adultos se ganan la confianza del menor mediante engaños, diciéndole, por ejemplo, “Tengo 15 años”, en circunstancias de que tiene 50. Con eso genera una situación de intimidad que propicia que al final el menor le envíe imágenes.



También eliminamos la frase inicial que se propone para el inciso quinto nuevo (“Cuando con intención de cometer”), pues implica un elemento subjetivo que hace mucho más difícil probar este tipo de delito.



La Comisión de Educación sugirió el texto relativo a la agravante, y nosotros lo acogimos con la modificación ya señalada.



Respecto a la producción de material de pornografía infantil, planteamos una redacción para incorporar el hentai.



Muchas veces cuando se produce pornografía con menores de 18 años -en la actualidad está sancionada dicha conducta-, no se utiliza la figura completa del menor, sino solo su cara -por ejemplo, se pone digitalmente en el cuerpo de otra persona- o su voz.



Hoy día eso, según ciertos fallos de la justicia, no se sanciona. Por ello, estamos llenando ese vacío en algunas de las denominaciones del hentai. Aquellas que son menos lesivas no están penadas en el proyecto de ley.



Asimismo, establecimos una norma respecto de la exención de responsabilidad penal.



¿Qué ocurre? Con la actual legislación, se considera violación cuando la víctima tiene menos de 14 años. Pero si hay una relación de pareja, por ejemplo, en la que el sujeto activo tiene 15 años y la menor 13, no existe delito. ¿Por qué? Porque se consagró una excepción en la Ley de Responsabilidad Penal Juvenil de dos años de diferencia para casos de violación y de tres años para los demás delitos de abuso sexual infantil.



Siguiendo esa lógica, cabe incorporar tal exención en la iniciativa cuando el que produce la pornografía infantil o realiza esas actividades tiene una diferencia mínima de edad con la víctima.



Quiero referirme, por último, a otros dos temas.



El primero se refiere a la modificación que busca ampliar de seis meses a un año el plazo durante el cual los proveedores de servicios telefónicos y de comunicaciones deberán mantener el registro de los números IP de las conexiones que realicen sus abonados.



¿En qué consiste tal medida? 



Cuando se descubre una red de pornografía infantil en operación o se sospecha de personas que intercambian, producen, distribuyen, comercializan y almacenan ese material, la Policía de Investigaciones y el Ministerio Público, previa autorización del juez de garantía, investigan todas las conexiones para saber quiénes están involucrados en las distintas etapas del delito. 



Pues bien, en virtud de lo dispuesto en la legislación que combate el abuso sexual infantil, se les pide a los proveedores de acceso a Internet y a las empresas de telecomunicaciones que entreguen las conexiones que han hecho los sospechosos en los últimos seis meses.



La PDI y el Ministerio Público nos señalaron que ese plazo es insuficiente, porque muchas veces, cuando la policía toma conocimiento de estas redes, lo hace con un desfase. Por ejemplo, si una red pornográfica opera desde hace cinco meses, las Policías tendrán un mes para investigar las acciones de los pedófilos en Internet. 



Como ese plazo resulta insuficiente, ampliamos a un año la obligación de mantener los registros a las empresas proveedoras de acceso a Internet y de telecomunicaciones. Así se podrán efectuar las interceptaciones respectivas y conocer todas las conexiones que realizaron los pedófilos que intercambian material pornográfico infantil. 



Por supuesto, todo ello se ejecuta con autorización previa de un juez de garantía, con fundamentos, etcétera.



La otra enmienda que destaco apunta a mantener un registro reservado en el caso de los cibercafés.



En palabras simples, cuando la Policía de Investigaciones, Carabineros, el Ministerio Público o los jueces investigan redes de pornografía infantil, resulta muy fácil identificar a los involucrados sobre la base del titular del IP, que es el domicilio del usuario en Internet.



Sin embargo, cuando la persona intercambia, produce, distribuye o almacena dicho material pornográfico a través de un cibercafé, no hay cómo saber quién usó el computador. Obviamente, en este caso se ampara en el anonimato.



Con la modificación propuesta obligaremos a los cibercafés a llevar un registro, el cual deberá mantenerse por el plazo de un año y ser reservado. Solo podrá darse a conocer a solicitud del Ministerio Público, previa autorización de un juez de garantía, para saber qué persona utilizó determinado computador tal día y a tal hora.



Se dan todas las facilidades del caso para identificar al usuario (pase escolar, carné de identidad, licencia de conducir), a fin de no entorpecer el uso habitual de los cibercafés por parte de menores.



Siempre queda la duda -se discutió el punto- respecto de si se afecta o no la privacidad con dicho registro.



Con esta enmienda, quien no comete delito no ve perjudicada su privacidad. 



Hoy día, al comprar un pasaje de bus se solicita al pasajero la cédula de identidad para avisar a los familiares en caso de producirse un accidente de tránsito. Con mayor razón, vale la pena dedicar tres segundos al registro del usuario en un cibercafé a fin de prevenir la actuación de redes de explotación sexual comercial infantil o de pornografía infantil. 



La Comisión aprobó por unanimidad esa norma, para no truncar la acción de la Policía de Investigaciones, de la Fiscalía, cuando los pedófilos operan a través de los cibercafés.



Ahora, se fijó una sanción para el dueño del cibercafé que no realice el registro pertinente, que es muy baja (de una a cuatro UTM); porque no queremos penalizar excesivamente a quienes incumplan tal obligación. Con todo, se plantea que aquella tenga carácter penal. ¿Para qué? Para no cambiar la competencia de los tribunales de garantía o del crimen que están conociendo ese tipo de situaciones.



Finalmente, por una cuestión práctica, incorporamos una norma transitoria mediante la cual se establece que seis meses después de la publicación de la ley entrará en vigencia tanto la ampliación a un año del registro que deberán llevar las empresas proveedoras de acceso a Internet y de telecomunicaciones como la norma que obliga a los dueños o administradores de cibercafés a mantener dicho registro para identificar a las personas que utilizan los computadores.



Muchas gracias, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Recuerdo que estamos en votación. No procede realizar discusión.



Han solicitado hacer uso de la palabra varios señores Senadores.



Para fundar su voto, tiene la palabra el Honorable señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, como bien ha dicho el Senador señor Patricio Walker, el proyecto que nos ocupa viene a resolver parte de los nuevos problemas que surgen del avance de la tecnología y de la modernidad.



Varios vacíos legales, descritos por el señor Senador, de alguna manera se solucionan con la iniciativa. 



Es muy importante, como aquí se ha señalado, sancionar el acoso sexual a menores por medios informáticos o electrónicos y penalizar la producción de material pornográfico infantil por esas mismas vías.



Se ha precisado claramente que el delito ya existe y se halla contemplado en el Código Penal. El punto estriba en que los nuevos espacios virtuales -por ejemplo, los sitios webs de conversación-, si bien resultan relevantes para las comunicaciones interpersonales, para el desarrollo de las relaciones sociales y para el entretenimiento, también constituyen nuevas formas de amenaza.



Frente a ello, es esencial -cabe expresarlo a propósito de este proyecto- el rol de los padres. Más allá de todo lo que hagamos para llenar los vacíos legales, establecer nuevas formas penales y perseguir el delito, resulta fundamental el papel de la familia, y en particular el de los padres, a fin de detectar a tiempo tales problemas.



Hemos visto muchos casos de pederastas y pedófilos que, por la vía del engaño, de la seducción, del debilitamiento de las barreras e inhibiciones de los menores, intentan con mucho éxito obtener imágenes de ellos con connotación sexual, o incluso, archivos de audio con su voz. Y con ese material producen pornografía.



En tal sentido, el proyecto reviste gran importancia, pues resuelve el problema. 



Cabe destacar, además, que se haya incluido, bajo la categoría de producción de material pornográfico, el empleo de la voz o de imágenes, incluso alteradas. Porque hemos conocido muchos casos de elaboración de pornografía infantil donde, como bien dijo el Honorable señor Patricio Walker, se utiliza la foto distorsionada del menor en la web.



Otra modificación de la iniciativa apunta a establecer la misma exención -era obvio- que contempla la Ley de Responsabilidad Penal Juvenil para adolescentes de entre 14 y 18 años con parejas menores de 14.



Solo me queda plantear una preocupación, señor Presidente. 



Para la persecución del delito, como bien señaló el Senador señor Patricio Walker, se requiere que lleven un registro de usuario los establecimientos cuya actividad principal sea ofrecer al público acceso a Internet gratuito u oneroso.



Respecto a lo anterior, tengo una duda. La norma propuesta dice: “Los establecimientos cuya actividad principal sea”. Entonces, ¿qué pasa con otro tipo de establecimientos, como un hotel, cuya actividad principal por cierto no es ofrecer acceso a internet ni gratuita ni onerosamente, pues tiene otro giro? En este caso, es esencial que exista un registro, porque desde allí también se puede generar el delito.



Ojalá sea posible aclarar ese punto.



En conclusión, creo que se trata de un proyecto importante. Acabamos de presentar otro, junto con los Senadores señora Rincón y señores Quintana y Patricio Walker, que establece la imprescriptibilidad para este tipo de delitos sexuales contra menores, que son muy graves y que afectan tanto a las familias de nuestro país.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Recuerdo a Sus Señorías que estamos en votación y no debería haber debate.



Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, todo lo que vaya en la línea de proteger a los menores y salir al paso de su abuso sexual debiera contar con nuestra franca aprobación.



Claramente, Chile posee una legislación débil para esta clase de ilícitos. Me parece necesaria una reacción estatal punitiva, y es lo que ahora estamos haciendo.



Sin embargo, hay situaciones que van a  quedar pendientes y que deben reflejarse.



Respecto a la protección de datos personales, los sitios de redes sociales, por ejemplo, Facebook, Twitter, provocan, en general, condiciones propicias para la comisión de estos delitos. Miles de adolescentes, y no tan adolescentes, incorporan como amigos en dichas comunidades virtuales a personas que desconocen absolutamente.



En tal sentido, queda abierta una interrogante: ¿podemos o no establecer regulaciones ante una situación que constituye un fenómeno mundial? 



La irrupción de la banda ancha va a generar la incorporación de un amplio universo de personas, incluso se habla de un subsidio del Estado. Y yo participo de la idea de un país digital, porque el desarrollo debe alcanzar a todos los sectores. Por lo tanto, en este ámbito vamos a tener que librar una lucha constante para frenar la comisión de estos delitos.



Ahora se propone un proyecto importante, que aporta sanciones, cualifica delitos. Y eso constituye un avance.



Sin embargo, con el Senador Tuma creemos que más allá de la pura reacción penal hay un problema de fondo: proteger a nuestros niños de las bandas de pederastas y abusadores.



En definitiva, se trata de un asunto de prevención. ¿Cómo podemos prevenir? Con educación. Debemos tomar una decisión: ¿se va a impartir enseñanza sobre el uso de estos instrumentos tecnológicos en las escuelas? Porque los niños de 6 a 7 años ya chatean. ¿Se les va a informar acerca de los avances y oportunidades, pero también de las amenazas?



Es un tema de debate. Porque si nos limitamos a pedir carné en los cibercafés, la verdad es que existirá una gran industria dedicada a su  falsificación. Eso va a ocurrir. Todos los nombres y carnés serán falsos. Nadie se va a identificar. Y, por lo tanto, no constituirá una medida adecuada, pues la información que se consigne será impropia, toda vez que no se fiscalizará la autenticidad de la identidad de las personas. Bastará con alterar el carné de identidad u otro documento y rotar de cibercafé.



Siento que en esta materia debemos prevenir. En este sentido, la legislación ha de mejorar en el uso educativo de la banda ancha, del Facebook. Es posible atacar la pornografía infantil virtual o simulada. Y en eso hay una contribución.



Señor Presidente, las modificaciones legales han determinado que las personas individuales están obligadas a denunciar el abuso sexual a menores, si se enteran de ello. El artículo 175 del Código Procesal Penal establece que los miembros de Carabineros de Chile, de la Policía de Investigaciones y de las Fuerzas Armadas, que tomen conocimiento de un delito deberán denunciarlo. Así como los fiscales y los demás empleados públicos, los jefes de puertos, aeropuertos, estaciones de trenes o buses. Y también tienen que hacerlo los jefes de establecimientos hospitalarios o de clínicas particulares, cuando notaren en una persona o en un cadáver señales claras de envenenamiento o de otro delito, y los directores, inspectores y profesores de recintos educacionales.



Y, según el artículo 176, la denuncia debe efectuarse dentro de las 24 horas siguientes al momento en que se tome conocimiento del delito.



Por su parte, el artículo 177 dispone que las personas que omitan formular la denuncia pertinente incurrirán en la pena prevista en el artículo 494 del Código Penal, es decir, existe la posibilidad de que sean considerados cómplices.



En el caso de los delitos sexuales, señor Presidente, me parece muy necesaria la normativa planteada por el Senador Patricio Walker. Pero también es preciso incorporar al artículo 175 del Código Procesal Penal una letra f), nueva, que diga relación a “Las autoridades eclesiásticas o de culto superiores, de cualquier confesión religiosa, sean de derecho público o derecho privado, y, en general los obispos, pastores, ministros de culto, diáconos y sacerdotes, los delitos cometidos por personas consagradas institucionalmente a su respectivo culto, en ejercicio o con ocasión de su ministerio.”.



No me parece adecuado que llevemos a cabo un debate sobre la protección de los niños contra el abuso sexual, en circunstancias de que el mayor escándalo público en esta materia está dado por que los miembros o autoridades eclesiásticas inician una investigación y no denuncian.



Hemos presentado un proyecto de ley al respecto, firmado por los Senadores Muñoz Aburto, Escalona, Horvath, Lily Pérez y quien habla, y esperamos contar con apoyo.



Voy a votar favorablemente la iniciativa en análisis, señor Presidente. No obstante, espero que podamos ir generando condiciones de protección para los niños en todos los ámbitos, en todos los sentidos, y en especial, respecto de las autoridades eclesiásticas de cualquier culto que tomen conocimiento de un delito...

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminó su tiempo, Su Señoría.

El señor NAVARRO.- ¿Me concede un minuto adicional, señor Presidente?

El señor PIZARRO (Presidente).- Conforme.

El señor NAVARRO.- Decía que espero que, con la misma facilidad y voluntad positiva con que concurriré a votar favorablemente este proyecto, podamos también realizar la discusión a la que me referí.



Porque si bien miles de niños indefensos están sufriendo abusos en el mundo, también ocurre lo mismo en Chile -existen casos patentes en investigación-. Y resulta necesario que las autoridades eclesiásticas de cualquier confesión o fe, sea de derecho público o derecho privado, además de iniciar las investigaciones administrativas internas, tengan la obligación de hacer la denuncia a la policía toda vez que conozcan de un delito de abuso sexual contra un niño.





Eso forma parte complementaria de una iniciativa de esta naturaleza. Así existirá protección de verdad. Porque en todas las instituciones públicas debe aplicarse la misma norma.



Espero que el proyecto que nos ocupa sea aprobado, señor Presidente.



Voto a favor con las observaciones que he formulado.



Ojalá el Senado también tramite con rapidez la iniciativa a la cual me referí, que considero del todo necesaria para proteger a nuestros niños.



¡Patagonia sin represas, señor Presidente!

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Quintana, para fundamentar su voto.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, efectivamente este proyecto -como se mencionó, entre sus autores figuran el actual Senador señor Patricio Walker y destacados Diputados, como el ex Presidente de la Cámara Baja, Juan Bustos, distinguido penalista, recientemente fallecido- fue muy discutido en su oportunidad.



Creo que su mérito radica en que viene a poner al día una iniciativa similar, de 2004, de la cual también fue autora la Diputada Pía Guzmán, que hace posible castigar hoy la producción, distribución y almacenaje de material pornográfico con menores.



Sin embargo, en el proyecto en debate se tipifica la hipótesis de comisión de delitos de pornografía infantil que antes no estaban considerados, porque los avances en materia tecnológica de aquella época no eran los mismos que ahora, y por lo tanto, no daban cuenta de las nuevas circunstancias.



De tal forma, la presente iniciativa tipifica el grooming, práctica consistente en contactar a menores en sitios de conversación mediante el uso de identidades simuladas -como aquí se dijo-, con el objeto de tratar temas de carácter sexual orientados a obtener el envío de sus imágenes para procurar la excitación sexual del abusador o lograr encuentros personales a fin de abusar sexualmente de aquellos.



Por consiguiente, el proyecto en análisis protege un campo bastante amplio y entrega herramientas concretas para perseguir tales delitos. Porque, si bien ello se ha podido realizar en muchos casos a través de la ley amplia contra la pedofilia, de 2004, aquel permite utilizar mejores instrumentos para dar cuenta de una situación distinta, cual es el uso de las nuevas tecnologías, particularmente de redes como Facebook y otras que se han señalado acá.



Junto con destacar la necesidad de aprobar esta iniciativa, razón por la cual estamos fundamentando el voto en tal sentido, valoro los recientes anuncios del Gobierno -entiendo que dicen relación a lo que señalará el Presidente de la República en el Congreso Nacional el próximo 21 de mayo- en orden a combatir más fuertemente los delitos sexuales en general en contra de menores.



El Ejecutivo ha planteado aquí aspectos como establecer la inhabilidad perpetua para trabajar con niños a quienes hayan sido condenados por violación; el registro público de abusadores sexuales de menores, que corresponde a un proyecto que, junto al actual Senador y ex Diputado Patricio Walker, trabajamos en la Cámara Baja. También, de acuerdo a los anuncios que ha hecho el Gobierno, se contemplan plazos de prescripción. Y en este punto quiero detenerme un minuto. 



Efectivamente, tal como señalaron los Senadores señores Rossi y Patricio Walker y señora Rincón, presentamos un proyecto de ley que adecua otra normativa referida a la prescripción del delito en estos casos. Y la pregunta que uno se hace es si hechos tan deleznables y repudiables como abusar de menores de edad no pueden ser perseguidos y puestos al mismo nivel de los ilícitos contra la humanidad. 



Por lo tanto, nosotros pensamos que no debería existir la prescripción del delito transcurridos cinco o diez años, tal como ahora ocurre de acuerdo con nuestro ordenamiento jurídico que, además, nos hace esperar hasta que la persona cumpla 18 años para, recién en ese momento, atender la denuncia, o sea, cuando ya es adulta y no requiere de un representante. 



Como planteó el Senador señor Navarro, se dan muchos casos en que los afectados, por distintas razones, contando ya con 40 ó 50 años de edad, se atreven a denunciar -muchas veces no lo hacen-. 



¿Y qué pasa entonces? Los delitos ya han prescrito.



En consecuencia, mediante este proyecto de ley estamos dando cuenta de una situación que ha tenido una connotación especial el último tiempo. Pero más allá de eso viene a reconocer que estos delitos no debieran prescribir jamás por la forma en que son perpetrados. 



Insisto: se presentó esta moción a fin de lograr la imprescriptibilidad total de los delitos y abusos sexuales en contra de menores de edad.



Por todos los antecedentes que he señalado, señor Presidente, voto a favor de la iniciativa.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente,  en primer lugar, felicito a los autores de la moción, pero, al mismo tiempo, quiero plantear una duda.



Yo soy miembro de la Comisión de Constitución, pero, lamentablemente, no estuve presente en la sesión en que se votó el  proyecto en debate. Según entiendo, ello ocurrió en la misma fecha en que me encontraba  acompañando a Su Excelencia el Presidente de la República en su gira por Estados Unidos.



Como ya dije, tengo una duda sobre una norma que me parece bien discutible.



La legislación actual establece que se tiene que llevar un registro de las direcciones IP y que este no debe ser inferior a seis meses, plazo que se prorroga a un año, lo cual, a mi juicio, está bien porque dichas direcciones permiten rastrear la ubicación de una persona que utilizando internet pudiera cometer un delito.



Lo que me parece mucho más cuestionable y discutible es el hecho de que los usuarios tengan que registrar su cédula de identidad, su nombre y sus antecedentes personales cuando concurran a uno de estos locales. La iniciativa dice: “Los establecimientos cuya actividad principal sea ofrecer al público servicios de acceso a internet, de forma gratuita u onerosa, a través de computadores propios o administrados por ellos, deberán mantener, en carácter de reservado, un registro de los usuarios no inferior a un año, con su nombre, cédula de identidad, o con los datos que se consignan en la licencia de conducir”.



Señor Presidente, me nace una duda respecto de lo siguiente. Muchas personas, probablemente, harán mal uso de internet, pero se cuenta con los números IP que permitirán identificar la dirección de donde proviene la conexión: ¿Qué ocurrirá cuando alguien desee estampar una denuncia por un caso de corrupción o por un delito y no quiera dejar registrado su nombre por temor a ser víctima de una venganza en su barrio o en el sector donde pretende hacer la acusación? 



A mi juicio, la situación es muy compleja.



No creo que alguien vaya -quizás en el único cibercafé de su sector- a efectuar una denuncia acerca de un hecho y deje su nombre registrado. Esa persona no va a denunciar. En cambio, los números IP cubren absolutamente todo el resto de las probabilidades.



Tengo una seria duda con relación a esta materia y quisiera que me la aclararan, porque, como ya manifesté, lamentablemente no estuve presente en la Comisión de Constitución cuando ella se analizó por encontrarme en Estados Unidos. Es un tema súper delicado. 



Entiendo que se mejoró en cuanto al Ministerio Público, porque lo que este quería era que el procedimiento se efectuara sin mediar una autorización judicial. En tal caso, se podría haber prestado para cualquier tipo de abuso y, por lo mismo, se designó a un juez de garantía.



Quiero saber cuáles fueron los fundamentos para incorporar esta norma en el proyecto si con los números IP se podía dar con la dirección de la persona y rastrearla. Esta disposición puede terminar siendo un factor inhibidor para quienes concurran a un cibercafé y quieran denunciar un determinado hecho. Y a pesar de que se dice que el registro se llevará en un cuaderno reservado, todos sabemos que no va a tener dicho carácter.



En consecuencia, señor Presidente, formulo aquella pregunta, sin perjuicio de señalar que el Honorable señor Patricio Walker ha realizado un trabajo estupendo porque ha provocado grandes avances legislativos en una materia muy sensible. El propio Presidente de la República hoy día ha hecho anuncios que se complementan con una iniciativa como esta que encuentro muy positiva, salvo por el punto que he planteado.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Señor Senador, el problema para responder su inquietud es que nos encontramos en votación.



Ahora, algún miembro de la Comisión podría solicitar la palabra y entregar una opinión tocante a la duda que ha planteado. 



No tengo otra alternativa desde el punto de vista reglamentario.



Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, por desgracia en nuestro país el 70 por ciento de los delitos sexuales se cometen contra menores de edad y 70 por ciento de los autores son personas cercanas o parientes de las víctimas. 



Esa es la realidad de nuestra sociedad.



Esto no pasa, como algunos pretenden hacernos creer a través de los medios de comunicación o por la coyuntura, y disculpen la forma de decirlo, por echarle la culpa a los curas o sostener que es un problema de ellos. No es así. 



Asimismo, tenemos esa frase tan poco afortunada que expresara una altísima autoridad del Vaticano cuando quiso dar a entender que este era un problema de los homosexuales. Tampoco es así.



Las opciones sexuales de las personas no son determinantes para el comportamiento abusivo o delictual en materia de delitos sexuales. Son otros los parámetros. Es la perversión. Son otras realidades las que llevan a las personas a cometer estos ilícitos.




Y, a mi juicio, es muy importante que en forma progresiva identifiquemos en nuestra sociedad cuáles son las líneas bases de este debate, con el objeto de avanzar en limitar, erradicar y, por cierto, sancionar gravemente estas acciones.



Señor Presidente, me tocó conocer este proyecto en la Cámara de Diputados; luego, acá, en el Senado. Y cuando fui Presidente de la Comisión de Educación de esta Corporación logramos acelerar su tratamiento porque se trataba de un tema pendiente. 



Había dos situaciones que afectaban a los menores de edad. Una se conoce como grooming; la otra, es el bullying. Ambos conceptos son anglosajones pero tienen que ver con hechos que a ellos los afligían.



En este caso puntual, señor Presidente, creo muy importante indicar lo siguiente.



Aquí se tipifica un delito y se establecen mecanismos para que existan pruebas. Yo lamento mucho que los registros que se van a instaurar rijan solamente para los cibercafés o para aquellos locales cuya principal actividad tiene que ver con el uso de computadores, porque también hay muchos otros.



Sin embargo, lo más importante de la norma dice relación a la duración del registro. Eso fue lo que nos planteó la Policía de Investigaciones. Lo relevante es que tales registros deben existir durante el tiempo suficiente para que se constituyan en un elemento de prueba a los efectos de condenar a quienes sean identificados como autores de algún ilícito. En la actualidad, la Policía de Investigaciones logra reconocer a las personas que realizan estas prácticas, pero el problema es la prueba. Por eso es tan relevante contar con un registro que sea lo más amplio posible.



Este punto, sin duda, nos abre un debate donde también necesitamos construir un consenso que diga relación con qué datos de las personas son privados y cuáles públicos. 



Espero no haber entendido mal al Senador señor Espina. Imagino que nunca ha sido su voluntad querer evitar que estos antecedentes sean públicos. 

El señor ESPINA.- No.

El señor LETELIER.- Por cierto que no.



El problema es que en algún momento debemos fijar un límite para que los datos registrados de las personas solo sean usados por las autoridades judiciales. De esa manera no va a pasar lo mismo que con DICOM, cuyos antecedentes se usan para determinar si uno tiene o no derecho a un trabajo o para otros fines. Pero esa es otra discusión.



Creo que es muy importante respaldar este proyecto y entender que representa un paso en una determinada dirección.



La juventud de nuestro país, en su gran mayoría, está leguas más allá de nosotros en cuanto al uso de las nuevas tecnologías: ¡Leguas! Están a gran distancia.



De lo que se trata aquí, más que de hablar sobre cómo educar a la juventud en el uso de estas nuevas tecnologías, es de cómo generar los mecanismos para sancionar a los delincuentes que tienen perversiones y que realizan actos que, gracias a la nueva tipificación, van a ser castigados.



Espero que con este paso abramos nuevamente el debate.



Yo saludo el propósito manifestado por el Presidente de la República en orden a crear un registro público de los pederastas. Hace tiempo se planteó; no es algo nuevo. Qué bueno que el Primer Mandatario lo acoja.



Y, de la misma forma, debieran existir registros de las personas que cometen delitos sexuales, para que les fijemos restricciones en nuestra sociedad.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Matthei.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, quiero reforzar lo que señaló el Senador Espina.



En el artículo 3º, letra b), se dice que “Los establecimientos cuya actividad principal sea ofrecer al público servicios de acceso a internet” deberán llevar un registro de usuarios.



¿Cuáles son los establecimientos que tienen esa “actividad principal”?



Por ejemplo, si un cibercafé gana un peso más -¡un peso más!- por vender café o torta que por arrendar computadores, ¿debe llevar aquel registro o no?



Si tal es la cuestión, los cibercafés empezarán a simular ventas de torta y de café para aumentar los ingresos por esa vía.



En segundo término, si se trata de un registro tan importante, ¿cómo puede admitirse como medio de prueba el carné de estudiante?



¿Saben Sus Señorías de qué manera se falsifican esos carnés?



O sea, un hijo de cualquiera de nosotros podrá aparecer un día involucrado en un problema de pederastia porque alguien le falsificó o le robó el carné de estudiante.



¿Cuántos de nosotros podríamos vernos metidos en líos como ese, señor Presidente, por el sencillo hecho de que nos robaron la licencia de conducir o el carné de identidad y luego presentaron una u otro en un cibercafé?



En tercer lugar, ¿cree alguien que la persona que ofrece estos servicios se va a preocupar mucho de si la foto que aparece en el documento presentado es auténtica?



¡Cuántas veces se han cometido fraudes enormes con tarjetas de crédito robadas! Yo conozco casos en que han hecho compras de 4 a 5 millones de pesos con una tarjeta de crédito robada sin que se haya exigido exhibir el carné de identidad.



Señor Presidente, ¿cree usted que alguien se va a preocupar mucho de llevar ese registro “al callo”? 



Entonces, la posibilidad de meter a otra gente en un forro es inmensa.



Ahora, si hoy se cometen ahí los delitos, el día de mañana se perpetrarán en otro lado, pues se van a buscar lugares donde haya servicio...

El señor LETELIER.- Wi-Fi.

La señora MATTHEI.-...Wi-Fi, en fin.



Entonces, señor Presidente, opino que la norma en comento está verde, no se halla bien pensada. Su inspiración es superbuena en el sentido de procurar perseguir a las personas que incurren en los delitos explicitados. Pero no implicará un gran avance. Al contrario, puede significar un escenario muy complejo para gente a la que se le haya robado el carné con el propósito de delinquir.



Además, la persona que va a un cibercafé, donde supuestamente el servicio principal es el de Internet, tendrá acceso al libro completo. Si no, ¿dónde va a firmar, dónde se van a inscribir los nombres?



¿Cree usted, señor Presidente, que alguien mantendrá aquello en secreto?



Así las cosas, cuando uno sabe de un delito que se ha denunciado -por ejemplo, tráfico de drogas- y tiene alguna idea acerca del IP del cual vino, es cosa de pedir el referido librito para inscribirse y mirar hacia atrás a fin de ver quién lo usó.



Señor Presidente, creo que la disposición en comento no es una buena idea. Es una pena que ya nos encontremos en la votación, porque, a mi entender, el proyecto debería volver a la Comisión. Como he dicho, está mal pensado. Lo anima una buena intención, pero abre un sinnúmero de posibilidades para perseguir a gente inocente, para hacer fraude. Y, además, al final no funcionará, porque -insisto- van a vender unos cafés más o a hacer como que los venden emitiendo algunas boletas más por ese concepto que por arriendo de computadores.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Pido la unanimidad de la Sala para darle la palabra por tres minutos al Senador señor Patricio Walker a fin de que pueda explicar su idea acerca del proyecto. Porque las dudas planteadas son razonables.



¿Les parece?



Acordado.



Tiene la palabra Su Señoría.

El señor WALKER (don Patricio).- Señor Presidente, quiero decir primero que la cuestión que nos ocupa es uno de los diez aspectos del proyecto de ley,...

La señora MATTHEI.- Sí.

El señor WALKER (don Patricio).-...no el conjunto de él.



En segundo término, debo puntualizar que esta iniciativa fue recogida de lo que existe hoy día en el Viejo Continente. Allí hay una directriz que la Unión Europea les recomienda a sus países para el combate contra el cibercrimen: imponer a los establecimientos que en Chile llamamos “cibercafés” una exigencia con el objeto preciso de saber quién estuvo detrás del computador intercambiando pornografía infantil; distribuyendo, comercializando, almacenando imágenes donde aparecen niños abusados sexualmente.



De eso estamos hablando, señor Presidente.



Respecto a lo que planteaba el Senador Espina, cabe connotar que existen muchas formas de hacer denuncias bajo el amparo del anonimato. Una de ellas es a través de un cibercafé. Probablemente, va a haber una restricción; lo reconozco. Pero también uno puede exigir reserva a la Policía de Investigaciones, a Carabineros, a los tribunales y a una serie de instituciones. Y eso hoy día se halla consignado en la ley, aunque reconozco -reitero- que existirá un desincentivo para denunciar a través de un cibercafé. Ese un efecto evidente.



En cuanto a la aprensión de la Senadora Matthei, cabe considerar que el hecho de que aparezca registrado que una persona usó un computador el día equis a la hora tal no constituye plena prueba de que cometió el delito. Eso es materia de un juicio; hay que acreditarlo; el acusado se puede defender, en fin.



En consecuencia, no temamos a que la circunstancia de haber usado un computador constituya plena prueba de la comisión de un ilícito; puede ser un indicio, una pista que ayude a investigar para determinar si el que aparece registrado es quien utilizó el aparato. Y, obviamente, se admite prueba en contrario.



En consecuencia, yo no tendría temor a ese respecto.



Ahora, si extremáramos los argumentos, deberíamos eliminar las tarjetas de crédito y las de débito, los pagos a través de computadores, porque en todo ello hay riesgo de suplantación de persona, de fraude. Pero para eso está la ley, para eso están las atribuciones del Ministerio Público: precisamente, para investigar fraude, engaño y suplantación de personas por la vía señalada.



Yo no creo, señor Presidente, que todos los países del Viejo Continente hayan estado tan equivocados al aprobar la directriz de la Unión Europea que los llevó a implantar la norma en comento. Y el resultado es que la lucha contra la pornografía infantil, contra la explotación sexual comercial infantil, que es el verdadero objetivo de la disposición, ha sido mucho más eficaz.



Esas naciones tienen una evaluación positiva -lo he visto en los seminarios en que me ha tocado participar- de la norma. Y los que más nos han pedido legislar sobre el particular son la Policía de Investigaciones, el Ministerio Público, precisamente por la experiencia europea.



Porque -reitero-, ¿cuál es la situación que queremos atacar? La de pedófilos que hoy día, para cometer sus ilícitos, se amparan en el anonimato de un cibercafé con cabinas cerradas o con vidrios polarizados, donde nadie sabe lo que ocurre. ¿Y qué ocurre? Lo que veíamos en un reportaje de Informe Especial hace algún tiempo -no sé si lo recuerdan-: “el flojito” en Arica, el no sé cuánto no sé dónde, personas que intercambiaban pornografía infantil, que utilizaban la web cam y obligaban al menor a hacer cosas indebidas o las hacían ellos mismos, etcétera.



Ese es el objetivo, el bien jurídico mayor.



Insisto: esto no es plena prueba para sancionar a una persona por el hecho de usar el computador.

La señora MATTHEI.- ¿Me permite una pregunta, señor Senador? Lo que pasa es que...

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Señora Senadora, por favor, espere un minuto. Estamos en votación. Tengo que pedir unanimidad para poder cederle la palabra. Supongo que la Sala la dará. Así que no creo que exista problema



¿Hay acuerdo?



Conforme.



Tiene la palabra Su Señoría.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, si se va a hacer algo así, no puedo entender que se admita como prueba de identidad el pase escolar, algo tan fácilmente adulterable.



Okay. A mí me pueden robar la tarjeta de crédito y meter una compra de 3, 4, 5 millones de pesos. ¿Pero a qué Senador le gustaría estar defendiendo en un juicio a un hijo acusado de pedofilia sencillamente porque alguien le sacó el carné de estudiante y, presentándolo, entró a un cibercafé?



¡Es demasiado grave!



Creo que para una persona no hay nada peor que ser acusada de pedofilia.



Entonces, siento que la norma en cuestión es supervulnerable.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Señores Senadores, esta materia es bastante compleja.



Por cierto, yo no puedo expresar mi opinión desde la Mesa.



Ahora, como no se pidió votación separada, no tenemos ninguna alternativa para...

El señor WALKER (don Patricio).- Acordemos por unanimidad votar en forma separada, señor Presidente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- ¿Su Señoría plantea la posibilidad de separar la votación?

El señor WALKER (don Patricio).- Así es.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Señores Senadores, como este proyecto irá a la Cámara de Diputados, allí se podrá analizar el punto y, a lo mejor, hacer las correcciones pertinentes.

El señor WALKER (don Patricio).- Irá en tercer trámite, señor Presidente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Sí. Pero puede ir a Comisión Mixta y ser corregido en esa instancia.



Por lo tanto, si hubiera voluntad de su autor, sería bueno revisarlo.



Sin embargo, lo único que nos queda ahora es cerrar la votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación.

El señor LARRAÍN.- ¡No he podido votar, señor Presidente!

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Señor Senador, le daré la palabra apenas...

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El señor Presidente dijo “Terminada la votación”.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente...

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- ¿Pidió la palabra, Su Señoría? Porque no lo tengo inscrito.

El señor LARRAÍN.- No alcancé a votar, señor Presidente.

El señor MUÑOZ ABURTO.- Yo, tampoco.

El señor LARRAÍN.- ¿Podría agregar mi voto?

El señor NAVARRO.- Habría que votar de nuevo.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- No, Su Señoría. Porque si anulo esta votación...

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tendremos problemas. 

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Así es, porque algunos Senadores se retiraron.

El señor LARRAÍN.- Agreguemos los votos que faltan, señor Presidente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Conforme. No habría dificultad.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- En consecuencia, se agregarán los votos afirmativos de los Honorables señores Larraín, Muñoz Aburto y Espina.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Muy bien.



--Se aprueban las modificaciones acogidas unánimemente por las Comisiones de Educación y de Constitución (29 votos favorables), y el proyecto queda despachado en particular.



Votaron las señoras Matthei, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Bianchi, Chadwick, Chahuán, Escalona, Espina, García, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés). 

El señor BIANCHI.- Pido la palabra.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- La tiene, Su Señoría.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, no entendí el acuerdo final. Porque la iniciativa va en tercer trámite a la Cámara de Diputados. ¿Se quiere mejorarla allí? 



¿Cuál es la idea?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Señor Senador, no hay ninguna posibilidad de acuerdo en esa instancia.

El señor BIANCHI.- Lo sé. Y por eso mismo formulo la pregunta.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Como el proyecto irá a la Cámara Baja, le pedimos a su autor que, si considera razonable lo señalado en esta Sala, procure su revisión a los efectos de introducir una enmienda que resuelva los reparos hechos.

El señor BIANCHI.- ¿Y eso fue acogido?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- No puede acogerse, Su Señoría. Solo se trata de dar una solución ante las dudas planteadas por algunos Senadores y sobre las cuales no hubo discusión en el momento oportuno.

El señor NAVARRO.- Pido la palabra.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- La tiene, señor Senador.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, solo quiero señalar una cuestión de procedimiento.



El proyecto que vimos fue aprobado por la Comisión de Educación en junio del 2009. Pasaron varios meses -poco menos de un año-, hasta que llegó a este Hemiciclo.



Los Senadores debemos ser advertidos sobre cuándo una iniciativa será vista en la Sala para su revisión.



Yo, aunque presidía la Comisión de Educación, no participé en el proceso de aprobación como para haber advertido la opinión que emití aquí.



Cuando un proyecto aprobado por una Comisión tarda meses en llegar a la Sala, no sé si es factible conocer la tabla con mayor antelación.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Muy bien.



Ha terminado el Orden del Día.

VI. TIEMPO DE VOTACIONES

SALUDOS POR BICENTENARIO DE INDEPENDENCIA DE ARGENTINA. PROYECTO DE ACUERDO

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En primer lugar, corresponde ocuparse en un proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señores Bianchi, Kuschel y Pizarro.


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1249-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 20ª, en 18 de mayo de 2010.

Oficio:


Relaciones Exteriores, sesión 21ª, en 19 de mayo de 2010.
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El propósito de este proyecto de acuerdo es saludar a la República Argentina y a su Congreso con ocasión de celebrarse el 25 de mayo próximo el Bicentenario de la Independencia del vecino país.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (14 votos favorables).



Votaron las señoras Matthei y Rincón y los señores Bianchi, Espina, Gómez, Kuschel, Lagos, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Pizarro, Prokurica, Sabag y Walker (don Patricio).

BENEFICIOS A ESTUDIANTES POR AYUDA ANTE TERREMOTO Y MAREMOTO. PROYECTO DE ACUERDO
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En seguida, la Sala debe pronunciarse sobre un proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señor Lagos, señora Rincón y señores Bianchi, Espina, Frei, Girardi, Longueira, Pérez Varela, Quintana, Sabag, Tuma e Ignacio Walker.


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1250-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 20ª, en 18 de mayo de 2010.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El proyecto de acuerdo tiene por objeto solicitarle a Su Excelencia el Presidente de la República que considere la posibilidad de entregar un subsidio para el pago de las matrículas secundarias y universitarias del año 2011 y la condonación del 5 por ciento de la deuda del Fondo Solidario de Crédito Universitario respecto de aquellos estudiantes que han colaborado en la ayuda a las víctimas y a la reconstrucción en las Regiones afectadas por el terremoto y maremoto del 27 de febrero último.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (18 votos afirmativos).



Votaron las señoras Matthei y Rincón y los señores Bianchi, Chahuán, Espina, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Prokurica, Quintana, Sabag, Tuma y Walker (don Patricio).

VII. INCIDENTES

PETICIONES DE OFICIOS
El señor HOFFMANN (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)--------------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor FREI (don Eduardo):



Al señor Ministro de Obras Públicas, pidiéndole inicio de REPOSICIÓN DE PUENTE BULNES, EN MARCO DEL “PLAN CIUDAD”, y de CONSTRUCCIÓN DE ACCESO NORTE DE OSORNO; y solicitándole CONCRECIÓN DE SEGUNDA ETAPA DE DOBLE VÍA EN RUTA 215 (todos de la Región de Los Lagos).



Del señor HORVATH:



Al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones; a la señora Intendenta de Aysén, y a los señores Secretario Ministerial de Transportes de Undécima Región y General de Carabineros Jefe de Zona de Aysén, remitiéndoles PLANTEAMIENTO DE COORDINADORA REGIONAL DEL TRANSPORTE PÚBLICO Y PRIVADO DE AYSÉN EN MATERIA DE PARQUE DE TAXIS; y al señor Subsecretario de Telecomunicaciones, requiriéndole DOTACIÓN GRADUAL DE SEÑAL DE TELEFONÍA CELULAR A LOCALIDADES DE AYSÉN Y AMPLIACIÓN A SUR DE UNDÉCIMA REGIÓN DE SISTEMA DE FIBRA ÓPTICA.
)-----------(

HOMENAJE A ESTUDIANTES POR ASISTENCIA A VÍCTIMAS DE TERREMOTO Y MAREMOTOS 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- El Honorable señor Lagos rendirá homenaje a los estudiantes que, de manera absolutamente desinteresada y con gran sacrificio y esfuerzo personal, han colaborado en distintas tareas de asistencia inmediata a las víctimas del terremoto y los maremotos del 27 de febrero último.



Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, Honorable Senado:



Superada la inmediatez de la catástrofe ocasionada por el terremoto y los maremotos del 27 de febrero, surge la posibilidad, transcurrido un plazo más que prudente, de agradecer todas las actitudes de asistencia y colaboración de cientos de personas que a lo largo y ancho de nuestro territorio, al constatar las necesidades de los damnificados, no escatimaron esfuerzos para acudir en su ayuda, contribuyendo de distintas formas en las etapas de emergencia y reconstrucción de las zonas afectadas.



Nuestra nación se caracteriza por su especial vocación de solidaridad. En numerosas oportunidades nos hemos visto vulnerados y hemos sido azotados por catástrofes de distinta índole: aluviones, inundaciones, erupciones volcánicas, incendios, terremotos y maremotos.



Hemos vivido aquello en los últimos tres años: en Tocopilla, en Chaitén y, ahora, en las zonas damnificadas el 27 de febrero último.



La constante, en todos los casos, ha sido siempre la actitud colaboradora, solidaria, de servicio y asistencia a los más necesitados. También es cierto -debemos decirlo- que hemos visto conductas que no nos enorgullecen. 



Aun cuando las características que pongo de relieve son comunes en nuestro país, destacan en forma significativa en los estudiantes, quienes se han distinguido históricamente por su especial vocación de cooperación y auxilio. Con prescindencia de consideraciones políticas, religiosas, raciales, y motivados por la más pura y estricta solidaridad, han entregado una generosa ayuda, demostrando una excelente capacidad de organización.



Apenas registrado el terremoto del 27 de febrero, la prensa daba cuenta de la movilización de los estudiantes, quienes, organizados a través de sus federaciones, centros de alumnos, o incluso en forma espontánea, se reunieron ya el 1° de marzo, a escasos días del fenómeno, en sus distintas sedes universitarias para coordinar la ayuda hacia los más damnificados.



“El Mercurio” de Valparaíso tituló el 2 de marzo, en primera plana, “Jóvenes activan potente red de ayuda solidaria”, informando de la campaña “Universitarios por Chile”, la cual, en forma espontánea, congregó a más de 250 estudiantes cuando aún no comenzaban las clases. 



“El Mercurio” de Santiago, ese mismo día, contenía una noticia similar, dando cuenta, además, de cómo las redes sociales Facebook y twitter habían ayudado a la coordinación de los jóvenes, que el 3 de marzo ya sumaban más de quince mil estudiantes movilizados por todo Chile para ir en auxilio de los damnificados. Quince mil voluntarios, señor Presidente, sacrificando su propia comodidad, en algunos casos, o postergando sus propias necesidades o acortando sus vacaciones, en otros, se movilizaron para socorrer a quienes lo perdieron todo. Con ese propósito, colaboraron en muy distintas labores: levantaron mediaguas; llevaron ropa de cama, de abrigo; clasificaron las donaciones; atendieron a personas lesionadas, adultos mayores, niños, aportando su alegría y entereza en momentos especialmente duros para miles de compatriotas.



Participaron estudiantes de todas las edades, secundarios y universitarios, de distintas realidades sociales y económicas, tanto de la Región Metropolitana, en la zona central, como de otras, pero inspirados por un mismo propósito: apoyar a los más necesitados. Porque, como lo expuso el Presidente Salvador Allende, con la claridad característica de sus palabras: “Ser joven y no ser revolucionario es una contradicción hasta biológica”.



El ayudar, el cuestionar, el querer cambiar las cosas, el desear un mundo mejor, constituyen la esencia de la juventud, así como también de los que ya no somos tan jóvenes, porque ella es parte importante de nuestra sociedad.



Ha sido una tradición republicana, fuertemente arraigada en nuestra idiosincrasia, brindar un reconocimiento, e incluso, galardonar y premiar a las personas que han realizado obras importantes para el país. Convencido de que la caridad empieza por casa, propongo al Honorable Senado de la República rendir un homenaje a los estudiantes de Chile, a todos aquellos hombres y mujeres que, en el más absoluto anonimato y de manera desinteresada, realizaron -y continúan haciéndolo- labores muy importantes después de la catástrofe, tanto de asistencia inmediata como de reconstrucción.



Creo que ello, además, debe acompañarse de muestras concretas por parte del Estado, como la entrega de un subsidio para el pago de la matrícula de todos los estudiantes que, no obstante sus propias carencias, estuvieron disponibles para ayudar a los más necesitados.



Asimismo, hemos propuesto al Presidente de la República que se condone 5 por ciento de la deuda que mantienen profesionales con el Fondo Solidario de Crédito Universitario, en los casos en que esas personas presten servicios gratuitos de asistencia, de asesoría, y, en general, destinados a la reconstrucción del país en el contexto de los programas que al efecto implemente el Gobierno. 



Ahora, como no todos requieren un subsidio del Estado que les ayude a pagar sus matrículas o una condonación del crédito universitario, proponemos que quienes se encuentren en esa situación o no deseen el beneficio tengan la posibilidad de renunciarlo en favor del Fondo para la Reconstrucción, en el marco del proyecto de ley que el Congreso Nacional aprobó recientemente. 



Quiero terminar señalando que, así como se realizan importantes esfuerzos para que, legalmente, las empresas que desean donar y ser generosas obtengan una franquicia tributaria, aspiro a que con relación a nuestros jóvenes que entregaron una contribución desinteresada, y muchos, de manera voluntaria -y que, tal vez, ni exijan los beneficios propuestos-, por lo menos se les haga justicia en el sentido de que, tal como se destinan ingentes recursos fiscales, producto de una reducción tributaria relevante, con el objeto de estimular la solidaridad de los empresarios, ellos puedan contar también con un pequeño reconocimiento en un subsidio a su matrícula y una condonación del crédito universitario.



Agradezco la presencia de algunos estudiantes que nos acompañan en las tribunas -no son muchos, pero sí de significativa calidad-, como Jaime Piña, quien colaboró en las labores en Rengo y las lideró, Hernán Araya y una compañera cuyo nombre no recuerdo en este momento, quien seguramente me va a retar.



También agradezco al Senado por apoyar el proyecto de acuerdo respectivo, que espero que el Ejecutivo tenga a bien considerar y que se transforme en realidad dentro de un año, al menos.



He dicho.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, por su intermedio, deseo adherir al homenaje rendido en la Sala por el Senador señor Lagos, pues presencié y compartí el esfuerzo de miles de estudiantes universitarios y secundarios en la Región del Maule. Me correspondió el privilegio de coordinar a las distintas federaciones el 28 de marzo, luego de ocurrido el terremoto, y canalizar su colaboración y disposición en la Oficina Nacional de Emergencia (ONEMI).



Fueron de los primeros en llegar, antes que cualquier otro grupo organizado de nuestra sociedad, y llevaron a cabo en sus universidades, a lo largo del país, campañas de recolección de ayuda en víveres, vestuario, ropa de cama, y de colaboración.



Pero no se quedaron en eso, señor Presidente, sino que también se trasladaron a las zonas más afectadas de las Regiones del Libertador Bernardo O´Higgins, del Maule, del Biobío y de La Araucanía, cooperando y destinando un tiempo extraordinario para estos efectos, al margen del dedicado a sus jornadas de estudio, sus familias, sus actividades académicas y su esparcimiento. Y lo hicieron con alegría, con compromiso, con entrega, como algo propio de lo que el profesor Ramón Luco describía tan bien: el idealismo de los universitarios, en contraposición con el hecho de que, a medida que envejecemos, nos vamos poniendo más conservadores y egoístas.



Ojalá todos mantuviéramos el espíritu que estos jóvenes, frente al desastre que afectó a tantas personas, han demostrado con su generosidad y entrega. 



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, me sumo al homenaje rendido por el Senador señor Lagos.



Deseo subrayar que, en definitiva, todas las acciones descritas, que pueden ser espontáneas, incluso azarosas, con motivo de la solidaridad en momentos de crisis, no pueden encontrar un Estado impasible. Este tiene que apoyarlas, fomentarlas y, en muchos casos, contribuir a que se realicen de la mejor forma posible.



Tuve la experiencia de estar en Tumbes con estudiantes de diferentes universidades, públicas y privadas, de la Región que represento, que a las doce de la noche o a la una, sin café, sin alimentarse, levantaban viviendas de emergencia y costeaban de su bolsillo el transporte de ida y vuelta a sus hogares.



En la mayoría de los casos no se solicitó ayuda alguna al Estado. Doble mérito: una función excepcional se cumplió con aportes propios. Porque una cosa es dar todo el tiempo disponible de una persona, y otra, costearse además los pasajes, e incluso, la alimentación.



Pienso que el sistema de participación juvenil, desde la perspectiva del Estado, debiera ser respaldado. No es que no exista solidaridad. ¡Ella abunda! Y, muchas veces, los jóvenes no contaban ni con los implementos necesarios ni con las condiciones para movilizarse a zonas más apartadas. 



Tanto universitarios como alumnos de enseñanza media se organizaron a través de las federaciones de estudiantes, de “Un Techo para Chile” o de manera espontánea.



En Talcahuano, en Dichato, en Tumbes, en Perales, en todas las caletas arrasadas de la Región del Biobío se ha contado con la colaboración de jóvenes de todo tipo, desde asistentes sociales que han dedicado horas y horas, asimismo financiando sus pasajes, a apoyar las tareas de las municipalidades, hasta ingenieros y constructores civiles que no solo han ido a dar una mano para levantar una mediagua, una vivienda social, sino también a ofrecer sus servicios profesionales gratuitos, lo que igualmente pude constatar en el caso de unos arquitectos en la municipalidad de Talcahuano.



Desde luego, los homenajes son necesarios, pero, tratándose del Estado, se requiere una política institucional de fomento, de estímulo, no solo de reconocimiento. Por lo tanto, una vez evaluada la experiencia -porque estamos en medio de la crisis, la cual, lamentablemente, no ha terminado-, ello va a demandar un cambio de actitud del Estado, de los municipios, del Congreso.



Aún resta por levantar miles de mediaguas o viviendas de emergencia en la Región del Biobío. Aún viven en carpa centenares y centenares de personas. Aún hay muchos lugares donde la gente lo perdió todo y no va a poder regresar a sus hogares, por lo que requiere ayuda material y psicológica. Y alumnos de Medicina y de Psicología también han estado apoyando a los niños por el daño psicológico sufrido, ya que se ha generado un terror a los movimientos telúricos, un stress colectivo y masivo. Por tanto, hemos logrado sumar a estudiantes de las más diversas áreas para que entreguen un trabajo profesional, pero, en particular, humano.



Adhiero a las palabras de los Senadores señor Lagos y señora Rincón. Y deseo destacar que hoy, más que nunca, el Estado debe reconocer a estos alumnos universitarios y de enseñanza media, así como también a desempleados o sin profesión -jóvenes, al fin-, que no han olvidado que el elemento esencial para la vida en sociedad, para la vida gregaria, es la solidaridad.



En consecuencia, me sumo al homenaje. Y nuestro mensaje y compromiso dicen relación, desde luego, a trabajar de manera permanente para que la acción de solidaridad obtenga el debido respaldo económico oportuno de parte del Estado, con el objeto de hacer más eficiente esa entrega innata y espontánea.



Un abrazo para todos esos jóvenes. ¡Firmes y adelante! Aún queda mucho por hacer. No se den por vencidos ni se sientan cansados, porque todavía resta mucha pega.



Y ojalá muchos de los presentes no permanezcamos de brazos cruzados observándolos como trabajan, sino que también nos sumemos activamente a esa tarea.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Todos nos sumaremos al homenaje rendido por el Honorable señor Lagos.



Hago presente que la estudiante que nos acompaña en la tribuna es Natalia Hormazábal. Le pedimos su nombre para reparar el olvido a que se hizo referencia.



En el primer turno en Incidentes, correspondiente al Partido Radical Social Demócrata e Independiente, tiene la palabra el Senador señor Navarro, por 4 minutos.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, como le expliqué al señor Secretario, el Partido Socialista, generosamente, en reminiscencia de los años buenos, me cedió su tiempo.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Señor Senador, para los efectos prácticos y para tener claridad, ello se debe hacer por escrito, sin perjuicio de que en esta oportunidad se hará una excepción.

El señor NAVARRO.- El Honorable señor Muñoz Aburto me expresó que en esta Corporación la palabra vale y que no es necesaria la firma.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En adelante, Su Señoría, deberá procederse en la forma expuesta.



Puede intervenir.

AMENAZA DE ESCOMBROS DE PUENTE VIEJO

DE CONCEPCIÓN. OFICIO

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, en la Región del Biobío se han caído puentes. El Llacolén sobrevive afirmado en un puente mecano; el Juan Pablo II va a ser reparado, y el Puente Viejo se deshizo y sus escombros amenazan, al subir el caudal del río, con que las aguas los golpeen contra las cepas del primero.



Quiero solicitar al Ministerio de Obras Públicas un estudio sobre este último problema y, en particular, conocer la fecha de las inversiones y la licitación de las obras necesarias para despejar los restos del Puente Viejo. Se trata de una antigua reliquia que sobrevivió más de 60 años dando conectividad a Concepción, pero hoy día sus escombros de hormigón pueden terminar provocando un daño si el río los agarra con la vehemencia de sus corrientes e impactan las cepas del puente Llacolén.



Se necesita una acción rápida ahora que el cauce lleva muy poca agua y no ha comenzado la temporada de lluvias.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
CONSTRUCCIÓN DE PUENTE INDUSTRIAL

SOBRE RÍO BIOBÍO. OFICIO

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, quiero solicitar al Ministerio de Obras Públicas que nos informe cuáles son las fórmulas para la construcción de un puente industrial sobre el río Biobío.



Se requiere, no solo el anunciado puente Chacabuco, sino también otro para los camiones de 45 toneladas y de más de 22 metros de largo, ya que, de no mediar la construcción paralela de ambos, se terminará complicando gravemente la ciudad de Concepción.



Me parece que la obra puede llevarse a cabo con aporte público y privado, en una suerte de alianza estratégica. Muchas empresas están dispuestas a invertir en ello. Y que después el Estado les pague de la manera que se quiera. Nos han expresado: “Nosotros construimos ese puente, porque lo necesitamos”. Más de ocho mil camiones de más de 45 toneladas -algunos estiman que el peso es superior, porque no existe una romana- cruzan el río y requieren una pronta conectividad.



En este sentido, todavía no se ha tomado la decisión de construir un puente industrial en forma paralela -repito- al Chacabuco. Pienso que ese es un error. Así se lo he planteado, en todos los tonos, al señor Ministro de Obras Públicas y a los secretarios regionales ministeriales.



Se necesita un llamado a licitación respecto de esa obra y de la ruta industrial, porque creo que se reúnen las condiciones para una construcción paralela. Existen empresas en Chile y el resto del mundo con capacidad para construir a la vez ambos puentes, a fin de aminorar la dificultad que hoy día afecta a miles y miles de usuarios que tardan una hora con 50 minutos en cruzar. Porque el taco de entrada y el de salida han determinado que la demora se haya convertido en un tormento, con un alto costo emocional.



Las casas ubicadas al otro lado del río, en el sector de San Pedro, se están desvalorizando, lo que constituye una implicancia que va más allá del tiempo de traslado.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
RECURSO DE PROTECCIÓN POR OBRAS DE PROYECTO

DE BARCAZAS EN RÍO BIOBÍO. OFICIO

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, solicito también que se oficie al Ministerio de Obras Públicas respecto a las obras del sistema de barcazas que lleva a cabo en Boca Sur, en el río Biobío, en el sector de los pescadores del sindicato de Boca Sur Viejo.



Allí se está construyendo un camino sin mediar una declaración de impacto ambiental. Además, se han pasado a llevar los derechos de los pescadores que tienen áreas de manejo y se pretende que pasen por el lugar la friolera de 200 camiones de 45 toneladas. Son personas pobres y los hemos marginado, creando un gueto social. El actual pavimento fue hecho para soportar 20 toneladas, habiendo sido pagado, muchas veces, por los vecinos de sus propios bolsillos, en virtud del mentado “pavimento participativo”, y hoy quieren que pasen camiones de 45 toneladas, sin decir “agua va”.



Las juntas de vecinos no fueron consultadas. En ese caso tenemos presentado un recurso de protección.



Señor Presidente, pido que nos informen cuánto cuestan las obras. Nos dicen que ascienden a mil 400 millones de pesos, pero quienes hemos trabajado en el tema de caminos y puentes sabemos que son precarias y que apenas suba el Biobío y sufran los efectos de la marejada del Pacífico esos recursos se van a hacer sal y agua.



Y quiero saber cómo fueron licitadas, quién las construye y qué garantías ha proporcionado la empresa que las lleva a cabo.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
SUBVENCIÓN PARA UTILIZACIÓN DE BIOTRÉN. OFICIOS

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, quiero preguntarles a la Empresa de los Ferrocarriles del Estado y al Ministerio de Transportes cuál es la posibilidad de la conectividad de Lomas Coloradas con Concepción a través del trasbordo en el Biotrén.



Este último pierde 190 millones de pesos anualmente. O sea, viaja vacío. Es un desastre. ¡Y ello, en tanto miles de autos intentan cruzar el río!



Se requiere un acuerdo de conectividad con el transporte privado, entre comillas, pero a la vez público, a fin de que se puedan utilizar el puente Biobío y, en particular, el Biotrén, como un mecanismo para agilizar el cruce. Es posible transportar a miles de pasajeros, sin costo para los usuarios y sin disminuir los ingresos de los taxibuses. Si el Estado subvenciona con mil 500 millones o 2 mil millones de pesos y más a los transportistas, a los camioneros, y especialmente a las empresas, ¿por qué no va a hacer otro tanto con la gente de trabajo, que está demorando diariamente entre una hora y media y dos en llegar a su fuente laboral? Se puede utilizar el Biotrén sin recargar el valor del pasaje, sin disminuir los ingresos de los taxibuses y, por cierto, con mucho mayor agilización del cruce del río.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
PROYECTOS DE AGUA POTABLE Y ALCANTARILLADO

PARA TUMBES. OFICIOS

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, solicito que se oficie al Ministerio de Obras Públicas respecto al agua potable y el alcantarillado en Tumbes. Los proyectos respectivos deben realizarse ahora. Es necesario reconstruir la localidad y su sector costero, y es preciso aprovechar para resolver lo relativo a esos dos servicios.



Pido que esa Secretaría de Estado y la Superintendencia de Servicios Sanitarios informen sobre cuáles son los proyectos de ESSBIO para poder concretar esas obras, en qué plazos, con qué recursos, con qué proyectos y cuáles son los beneficiarios.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
COBROS INDEBIDOS DE ESSBIO Y

COMPAÑÍA GENERAL DE ELECTRICIDAD. OFICIOS

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, pido enviar oficios a la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, a la Superintendencia de Servicios Sanitarios y al Gobierno Regional del Biobío. ¡Se están cobrando 200 mil pesos por la conexión de una mediagua a la electricidad! ¡Están llegando cuentas de ESSBIO y de la Compañía General de Electricidad correspondientes a casas destruidas por el terremoto! O sea, estas quedaron en esas condiciones a fines de febrero y se está recibiendo la boleta de marzo con el cargo fijo. ¡La vivienda no existe, como tampoco el medidor!



Sin perjuicio de que ello puede ser una broma macabra, se ha registrado un efecto psicológico muy fuerte, porque los afectados lo perdieron todo y ahora deben pagar una cuenta por mucho dinero en circunstancias de que su casa desapareció.



En ese caso debe haber más seriedad de parte de las empresas de electricidad y de agua potable. En particular, ESSBIO ha manifestado buena voluntad para deshacer el entuerto y anular la boleta. Pero es preciso tener un mayor cuidado.


Del mismo modo, se debe regular lo que está cobrando la Compañía mencionada, no los instaladores, porque los de la Región han ido a trabajar gratis en los campamentos de Tumbes y de Dichato. ¡Gratis! Y la empresa se atreve a pedir 200 mil pesos por conexión y, además, va a exigir el pago de la electricidad.



Allí no interviene la solidaridad. Se le está pasando la cuenta a los municipios. Las compañías nunca pierden. En especial, la de electricidad tiene que darnos cuenta de cómo se está comportando. Se acostumbró a comerciar, a través de la boleta, televisores, refrigeradores, enchufes, secadores de pelo y todo lo eléctrico que se pueda imaginar. Entonces, ya no solo vende luz, sino también artefactos eléctricos. 



Hoy día le ha llegado a esa empresa la hora de la solidaridad. Espero que la Compañía General de Electricidad entienda que no puede cobrar por la conexión de las viviendas de emergencia a gente que lo perdió todo, que carece de dinero para pagar. No es posible que tenga a esas personas un mes y medio sin luz porque carecen de dinero para pagar el valor de la conexión o de la cuota pertinente.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, en conformidad al Reglamento.
PROBLEMAS DERIVADOS DEL TERREMOTO EN 

OCTAVA REGIÓN. OFICIOS
El señor NAVARRO.- Señor Presidente, pido que se oficie a la Comisión Nacional de Seguridad de Tránsito (CONASET) y al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones requiriéndoles adoptar un conjunto de iniciativas tendientes a alivianar el tránsito en Concepción, el que se ve obstaculizado particularmente por los vehículos que se estacionan en la vía pública.


Pienso que se debería prohibir el estacionamiento masivo en todas las calles, a fin de dinamizar la circulación vial de los trabajadores. Los propietarios de vehículos tendremos que buscar otros lugares donde dejarlos.



Asimismo, solicito oficiar al Departamento de Tránsito de la Municipalidad de Concepción con el propósito de que informe qué medidas se están tomando para resolver las dificultades originadas en la avenida Libertador Bernardo O´Higgins, donde existen dos edificios que deben ser demolidos (uno corresponde al Servicio de Salud Concepción y el otro a oficinas y departamentos nuevos de particulares) porque se encuentran a punto de derrumbarse. Se ha desviado el tránsito en ese sector, por lo cual  quienes se movilizan en vehículos particulares y taxibuses deben emplear 25 minutos adicionales para llegar al otro lado. 



La pregunta es qué hacer. Se han entablado juicios, pero mientras no se llegue a acuerdo entre los abogados de la empresa constructora y los propietarios esos edificios van a seguir interrumpiendo la circulación en la avenida principal y de más alto tránsito de Concepción. ¿Cuándo se va a proceder a demolerlos?



Pido remitir oficio al organismo que corresponda: al Departamento de Obras de la Municipalidad de Concepción, al Ministerio de Obras Públicas o a la Intendencia del Biobío, consultando cuándo se van a demoler dichas construcciones, pues han obligado a cortar el tránsito afectando a miles de personas, y, sobre todo, si el Estado, en este y otros casos, prestará ayuda jurídica a las familias cuyos departamentos resultaron destruidos por el terremoto y que han iniciado acciones judiciales contra las compañías constructoras, entre las cuales se halla la de Fernando Echeverría Izquierdo, actual Intendente de Santiago.



Creo que llegó el tiempo de que se deje de hacer el leso. ¡Muchos de los edificios levantados por su empresa en Concepción resultaron destruidos por el terremoto! Habían sido entregados hacía cinco meses. La gente está desesperada. Los profesores universitarios, los jubilados que compraron un departamento en 50 millones de pesos -¡los ahorros de toda su vida!-, no tenían seguros contratados. 



Resulta paradójico: hay seguros cuando se le debe al banco, pero, una vez que se le paga todo, se terminan. 



Por lo tanto, señor Presidente, el Intendente de Santiago, quien ocupa un cargo político en el Gobierno de Sebastián Piñera, debe dar una explicación e informar si su empresa les va a pagar a los damnificados o no les va a responder. Ellos adquirieron departamentos que suponían firmes, completamente exentos de riesgos y, sin embargo, a los cinco meses de entregados el terremoto los destruyó. 



¡El costo no lo pueden pagar los compradores, señor Presidente!



En ese sentido, pido oficiar al Ministerio de Obras Públicas y al Gobierno Regional para que informen qué tipo de ayuda y asesoría proporcionarán a la clase media.



Todos los candidatos presidenciales se llenaron la boca resaltando la importancia de la clase media. ¡Bueno, ahí tienen una oportunidad extraordinaria para socorrerla! Porque hoy el hecho de que alguien tenga un auto o sea dueño de un departamento de más de 2 mil 500 UF lo deja fuera de todos los subsidios.



Además, solicito oficiar a la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo para que informe cuántos subsidios se otorgarán a la clase media para ayudarle a reparar sus viviendas, haciéndole presente, también, que la mayoría de las casas construidas por el SERVIU hace 15 ó 18 años, en Chiguayante, en Miraflores, en Concepción, resultaron destruidas por fallas del suelo.





Es preciso realizar allí los estudios de suelo pertinentes. La gente no tiene cómo pagarlos. Y está desesperada porque le dicen que debe demoler sus viviendas o repararlas. No sabe qué hacer, ni si podrá volver a habitar las casas construidas por el SERVIU, donde ha vivido durante 15 años.



¿Quién es el responsable de lo ocurrido? ¿Quién autorizó construir en suelos que fallaron? Licuefacción fue el fenómeno que se produjo en la población San Marcos, en todo Talcahuano y en muchos otros sectores, como en las villas La Esperanza y Lord Cochrane, de Penco.



En esta última comuna fue donde los damnificados quemaron una mediagua. Ellos residían en casas del SERVIU -yo estuve en su inauguración, hace 17 años-, construidas sobre suelos que fallaron. Se les entregaron mediaguas, pero consideran que su calidad es desastrosa. En protesta, quemaron una.



Yo no avalo esa conducta, pero la comprendo. 




Se necesita dar a los afectados la posibilidad de habitar en casas mejores. En la actualidad, siguen ocupando los baños de las que tenían, las cuales no pueden ser demolidas si no existe una alternativa.



Señor Presidente, es preciso que las autoridades del Ministerio de Vivienda y particularmente del SERVIU nos den a conocer qué va a pasar con las casas de esta última repartición que los municipios están pidiendo demoler. Sus propietarios no tienen dónde vivir, pues ni siquiera se les ha entregado una solución de emergencia. 



Allí debe aplicarse una política que contemple, primero, estudio de suelos, de cargo del Estado, en los lugares donde esas casas fueron construidas, y segundo, un calendario de entrega de viviendas de emergencia y de construcción de casas definitivas.



Pido remitir oficio al Ministerio de Hacienda a fin de que suplemente los presupuestos de los municipios que deban realizar estudios de suelo y acudir en ayuda de las personas que requieren apoyo para definir dónde van a vivir.



Señor Presidente, he expuesto algunos de los problemas que enfrenta actualmente la Región del Biobío. Y espero contribuir a resolverlos a través de la gran cantidad de oficios cuyo envío he solicitado.



He dicho.



¡Patagonia sin represas!



--Se anuncia el envío de los oficios pertinentes, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Los Comités Unión Demócrata Independiente, Renovación Nacional e Independientes no ocuparán sus tiempos.



En el turno del Comité Partido Por la Democracia, tiene la palabra el Honorable señor Quintana, por seis minutos.

PREOCUPACIÓN POR FINANCIAMIENTO UNIVERSITARIO Y SITUACIÓN

DE ESTUDIANTES AFECTADOS POR TERREMOTO
El señor QUINTANA.- Señor Presidente, en primer lugar, voy a referirme al homenaje que hace algunos minutos rindió el Senador Lagos a los estudiantes que ayudaron a los damnificados por el último terremoto.



Ese reconocimiento, proveniente de todos los sectores, me parece muy meritorio, porque fueron precisamente los jóvenes quienes se desplegaron y movilizaron por Chile a las pocas horas de la tragedia del pasado 27 de febrero, mostrando una capacidad de organización y un espíritu solidario pocas veces vistos. 



Quiero subrayar que dicho homenaje ha venido acompañado de un proyecto de acuerdo -aprobado recién por el Senado-, donde se pide al Gobierno otorgar a esos muchachos un subsidio para el pago de las matrículas del año 2011 y la condonación de un 5 por ciento de lo que adeudan al Fondo Solidario de Crédito Universitario los profesionales que se indica. En ambos casos se permitiría la renuncia al beneficio en favor del Fondo de Reconstrucción cuando el estudiante estimara que no lo necesita.



Señor Presidente, en esa iniciativa hay un concepto muy interesante de solidaridad y, al mismo tiempo, de cómo hacer parte a esos jóvenes -que entregaron todo, y lo seguirán haciendo, para ayudar a la gente más afectada de sus Regiones y del país- en cambios institucionales como el aprobado en los últimos días: el Fondo para la Reconstrucción, al cual podrán aportar el beneficio en caso de que decidan no utilizarlo.



Pero también quiero llamar la atención respecto de la estimación que ha hecho la propia Confederación de Estudiantes de Chile (CONFECH) en relación con la materia y que es conocida por el Gobierno. Son decenas de miles los estudiantes que hoy se hallan bajo la seria amenaza de tener que abandonar sus carreras en las distintas casas de estudios superiores -universidades tanto del Consejo de Rectores como privadas- porque sus familias perdieron todo. 



No existe claridad sobre cómo se va a enfrentar esa situación, especialmente en la zona sur, donde se ha establecido un sistema de becas parciales por seis meses. Sin embargo, es del todo insuficiente, más aún cuando en un petitorio de la CONFECH se plantea la posibilidad de ser interlocutor directo del Gobierno, sobre todo ahora, en que “Un techo para Chile” cumplió su tarea y el Padre Felipe Berríos tomó un camino distinto: ir a misionar a otro continente. 





Juzgo que aquí hay un espacio para esos jóvenes. Todos reconocemos lo que han hecho, pero, en vez de crearles canales de participación adecuados, más bien se le ha dado un portazo a su petitorio.


Hace poco rato, junto con los Senadores Lagos y Navarro (con este último integramos la Comisión de Educación) sostuvimos una reunión con los representantes de la CONFECH, cuando estamos a pocas horas del mensaje presidencial, donde seguramente se van a fijar los lineamientos para el tiempo que viene, y cuando el mismo Gobierno ha levantado la emergencia. 



Pues bien, este es el momento para reinstalar con mucha fuerza lo que fue también una prioridad del Presidente Piñera en su campaña: el tema de la educación y, en este caso en especial, de la educación superior. Existen numerosas dudas respecto de cómo se van a enfrentar los problemas de financiamiento y endeudamiento, como, asimismo, en cuanto a la posibilidad de que sea la banca privada la que se preocupe del cobro y no el Estado. No es misión de este, ni menos de un Gobierno, preocuparse de los mecanismos más eficaces para el cobro. 



Ahora, lo importante es impedir que decenas de miles de jóvenes deban desertar de la educación superior porque sus familias no pueden pagar sus estudios.

ESTADO DE PROYECTO DE PAVIMENTACIÓN ASFÁLTICA

EN COMUNA DE ANGOL. OFICIO

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, adicionalmente, pido enviar dos oficios que tienen que ver con la Región de La Araucanía, que represento.



El primero, al señor Ministro de Obras Públicas, con el propósito de pedirle que me informe acerca del estado de un proyecto que se encontraba muy avanzado y con diseño de ingeniería: el de pavimentación asfáltica, básica, de 430 metros lineales en la comuna de Angol, que beneficia directamente a las poblaciones Juan Pablo II, Villa Las Estrellas, Sol del Sur, sector Los Perales, Javiera Carrera, entre otras, cercanas al cementerio y a la cárcel. 



Se trata de un camino público, por lo cual no existía ningún inconveniente en que el Ministerio de Obras Públicas, con recursos propios, financiara esas obras de pavimentación asfáltica básica, con doble tratamiento superficial.



Por lo tanto, queremos saber en qué estado se encuentra el proyecto para los efectos de llevar adelante su ejecución.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
ESCUELA MODULAR PARA ALUMNOS DE COLEGIO “REPÚBLICA 
DE ITALIA”, COMUNA DE LUMACO. OFICIOS
El señor QUINTANA.- Señor Presidente, asimismo, pido dirigir oficio al Ministerio de Educación en cuanto a lo que ocurre con la Escuela República de Italia, de la comuna de Lumaco.



El Consejo Regional de La Araucanía acaba de destinar más de 1.500 millones de pesos para la reconstrucción de dicha Escuela, ubicada en la localidad de Capitán Pastene.



Los tiempos de inversión, sobre todo con el recorte presupuestario que ha efectuado el Gobierno, hacen pensar que la reconstrucción recién podrá materializarse en uno o dos años más, razón por la cual hoy día se requiere, con urgencia, una escuela modular.



Por lo tanto, el oficio que pedimos enviar al Ministro de Educación va en la línea de disponer, para una localidad pobre, de gente muy modesta, como es la de Capitán Pastene, en la comuna de Lumaco, una escuela modular a fin de albergar a los estudiantes y dar normalidad al proceso educativo, mientras se construye el establecimiento definitivo.



Igualmente, pido que se envíe copia del oficio solicitado al Alcalde de Lumaco.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

CARROS BOMBA DE ALTO NIVEL PARA COMPAÑÍAS

DE LA ARAUCANÍA. OFICIOS

El señor QUINTANA.- Por último, señor Presidente, pido que se oficie al Intendente de La Araucanía, en tanto ejecutivo del Gobierno Regional, a fin de atender un problema vinculado también con el terremoto, cual es cómo los organismos de rescate se preparan de mejor manera para enfrentar los efectos originados por una catástrofe.



En la Región que represento tenemos solo dos compañías de bomberos con altísima especialización y con instructores formados en la Academia de la Junta Nacional de la institución: la Tercera Compañía de Temuco, Bomba Germania, y la Cuarta Compañía de Victoria. 



Sin embargo, pese a cubrir el conjunto de la Región (Malleco, la de Victoria, y Cautín, la de Temuco), no cuentan en la actualidad con carros con equipamiento completo, los cuales poseen un altísimo costo -quizás 300 millones de pesos-, aun cuando la propia Junta Nacional de Bomberos ha manifestado su disposición a concurrir con un porcentaje significativo de los recursos necesarios.



Por lo tanto, así como en la Administración de la Presidenta Bachelet se entregaron en La Araucanía más de treinta carros bomba de alto costo para enfrentar todo tipo de emergencias, nos parece que el Gobierno Regional, principalmente después del terremoto y de mostrar nuestra vulnerabilidad como país en muchos aspectos, debe brindar a estos bomberos, quienes hicieron una tremenda labor y son dignos de homenaje, igual que los estudiantes, las condiciones mínimas para su funcionamiento, y a compañías cuya especialidad es el rescate vehicular, carros adecuados para poder efectuar su labor.



En consecuencia, solicito que se oficie sobre el particular al Intendente de la Región de La Araucanía, con copia al Presidente Nacional del Cuerpo de Bomberos de Chile.



He dicho.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, en conformidad al Reglamento.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité Demócrata Cristiano, tiene la palabra la Senadora señora Rincón, por catorce minutos.

FALTA DE RESPUESTA A PROBLEMAS ORIGINADOS POR

TERREMOTO EN CAUQUENES. OFICIOS
La señora RINCÓN.- Señor Presidente, quiero aprovechar la oportunidad para contar lo que pasa en Cauquenes.



La ciudadanía del barrio Estación y de otros sectores rurales y urbanos de dicha comuna se ha organizado para realizar sendos cabildos comunales, ante la falta de respuesta a las demandas planteadas después del terremoto. Más de 16 mil habitantes no han visto resueltos sus problemas de viviendas de emergencia o de ropa de cama, en el caso de los adultos mayores, ni tampoco tienen una solución definitiva frente a la destrucción del puente del barrio Estación.



En el día de hoy estas agrupaciones han organizado una movilización hacia la capital de nuestro país, llamada “¡Cauquenes em-pelota!”.



La verdad es que el nombre parece bastante simpático, pero se trata de un juego de palabras que pretende llamar la atención de la comunidad y, por cierto, del Presidente de la República y de los encargados de dar respuesta, en este período, a una emergencia que aún no termina. Y la situación real de esos miles de vecinos del sector se repite, tal como indicó el Honorable señor Navarro, en varios puntos del país.



No quiero dejar de expresar que, a pesar de los reiterados llamados que hemos hecho varios Senadores, autoridades locales y Diputados, no se han entregado fondos a nuestros municipios -en forma transversal, pues este problema no tiene color político- para retirar los escombros, limpiar los terrenos y ayudar a miles de familias que todavía no reciben sus mediaguas.



Vimos con sorpresa cómo el Ministro del Interior, en un acto comunicacional en Constitución, celebraba la llegada de 40 mil soluciones de emergencia. Pero la verdad es que, una vez más, debemos decirles, al Presidente, a su equipo y a todos los chilenos, que les tenemos malas noticias: la emergencia aún no termina.



Y, mientras ello sea así, resultará muy difícil pensar en la reconstrucción. Porque nosotros, que visitamos permanentemente distintas comunidades en las Regiones del Biobío, del Maule, del Libertador Bernardo O´Higgins y de La Araucanía, no somos capaces de responder a las expectativas e interrogantes de hombres y mujeres que debieron enfrentar el quinto terremoto más grande de la historia de la humanidad, como señaló el propio Presidente de la República.



Por ello, señor Presidente, quiero aprovechar esta oportunidad para que se insista al Jefe del Estado y, en especial, al Ministro del Interior, en la necesidad de otorgar viviendas de emergencia a estas personas, más aún cuando, de acuerdo a la información entregada por una emisora nacional, las mediaguas serán dotadas, en los próximos días, con elementos protectores de plástico que, según se nos ha señalado, son altamente inflamables. Tal solución, en invierno y con el frío que caracteriza a esas Regiones del país, constituye una nueva alarma que debemos atender.



Asimismo, aprovecho la ocasión para rendir homenaje a todos los dirigentes sociales que, ante la catástrofe, se han organizado y han acudido en ayuda solidaria de sus vecinos y han sido la voz frente a las autoridades nacionales y comunales.



Muchas veces nosotros somos portadores de lo que ellos nos transmiten y, en el caso específico de la campaña “Cauquenes em-pelota”, son las organizaciones comunitarias y los dirigentes sociales los que han sacado la voz por los vecinos y, en especial, por los adultos mayores.



He dicho.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de la señora Senadora, conforme al Reglamento.
)-------------(
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Solicito la autorización de la Sala para que la Honorable señora Rincón asuma como Presidenta accidental, pues deseo intervenir en los minutos que restan al Comité Demócrata Cristiano.



Acordado.



--Pasa a presidir la sesión la Senadora señora Rincón, en calidad de Presidenta accidental.
)------------(
La señora RINCÓN (Presidenta accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Gómez.

OBRAS DE CONTROL ALUVIONAL PARA 

TALTAL Y TOCOPILLA. OFICIO
El señor GÓMEZ.- Señora Presidenta, he pedido hacer uso de la palabra para plantear el peligro latente que existe en las ciudades costeras de la Región de Antofagasta, emplazadas sobre la cordillera de la Costa, dado el riesgo inminente de aluviones por la presencia de innumerables quebradas y, además, la condición de un terreno impermeabilizado, lo que significa que cualquier llovizna considerada pequeña para la realidad del sur de Chile puede transformarse en mi Región en aluviones que cobren un alto número de vidas y también un impacto significativo en la infraestructura pública y privada. 



Leía recién en la prensa que la carretera entre Taltal y Antofagasta, recientemente inaugurada, ha sufrido perjuicios por 3 mil millones de pesos.



En 1991, la ciudad de Antofagasta vivió un desastre natural debido al ingreso de diversos aluviones provocados por una lluvia que no superó los 45 milímetros. Eso llevó a que el Ministerio de Obras Públicas construyera obras de control aluvional en cuatro quebradas, con una inversión que superó los 14 mil millones de pesos. Esto ha permitido que la ciudad se desarrolle con la mitigación importante de un riesgo muy particular.



Habiéndose terminado los trabajos en Antofagasta y ante la insistencia del Senador que habla, se desarrollaron los Diseños de Obras de Control Aluvional para Taltal y Tocopilla. Estos diseños, desarrollados durante el año 2009, contaron con una amplia participación ciudadana en ambos lugares. Más aún, con ocasión del terremoto que afectó a Tocopilla en 2007, se realizaron faenas de emergencia en dicha ciudad y en Taltal a fin de aminorar el riesgo, en espera de la construcción de obras definitivas.



Por lo señalado, nos encontramos en un buen momento para abordar las obras mencionadas, ya que cuentan con un diseño actualizado y, además, participativo.



El sábado 14 de mayo se vivió en Taltal una llovizna que provocó aluviones, dejando damnificados y deterioros en vías urbanas y viviendas. Estos daños pueden evitarse, sin duda alguna, si se cuenta con la infraestructura que hemos señalado.



A lo anterior debo agregar que el cambio climático afecta la condición desértica de la Región, presentándose en los últimos años lloviznas inusuales que activan el peligro aluvional.



Por las razones descritas, señora Presidenta, solicito que se oficie al Ministro de Obras Públicas para activar las conversaciones que existieron entre el Gobierno Regional de Antofagasta y dicha Cartera con el objeto de lograr un convenio de programación que permita abordar las obras descritas, necesarias para el desarrollo urbano y la mitigación de riesgos en Taltal y Tocopilla.



En el banco de proyectos existen fichas que consideran la ejecución de tales instalaciones, las cuales se encuentran sin rate, a la espera de la finalización de los diseños. Me refiero explícitamente a las fichas EBI 30073685-0 y 30073673-0.



El poder dotar de esta infraestructura a las ciudades de Tocopilla y Taltal permitirá disminuir de manera importante -ello se hace cada vez más necesario- un riesgo real, como es el aluvional.



Señora Presidenta, una pequeña lluvia significa un tremendo daño para la población de dichas ciudades, por lo que resultan indispensables las mencionadas obras para mitigar los efectos de un aluvión.



Por lo expuesto, pido oficiar al Ministro de Obras Públicas para que inicie, con la prontitud debida, tales obras y así evitar riesgos en bienes materiales y, lo que es más peligroso, de vidas humanas.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

La señora RINCÓN (Presidenta accidental).- Habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 19:16.

Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción
A  N  E  X  O  S
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ACTAS APROBADAS

SESIÓN 16ª, ORDINARIA, EN MARTES 11 DE MAYO DE 2010



Presidencia del Vicepresidente del Senado, Honorable Senador señor Gómez.



Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Matthei, Pérez San Martín y Rincón, y señores Allamand, Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Girardi, Horvath, Kuschel, Lagos, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________

ACTAS



Las actas de las sesiones decimotercera especial y decimocuarta ordinaria, ambas del día 4 de mayo del año en curso, y decimoquinta ordinaria, del día 5 del presente mes, se encuentran en Secretaría a disposición de los Honorables Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.

_______________

CUENTA

Mensajes



Dos de Su Excelencia el Presidente de la República, con los cuales hace presente la urgencia, calificada de “simple” y “suma”, respectivamente, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio de la “Convención sobre Municiones de Racimo”, adoptada en la Conferencia Diplomática de Dublín el 30 de mayo de 2008 (Boletín N° 6.708-10).



2.- Proyecto de acuerdo que aprueba el “Protocolo contra la Fabricación y el Tráfico de Armas de Fuego, sus Piezas y Componentes y Municiones, que complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional” (Boletín N° 6.813-10).



-- Se tiene presente las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Siete de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero, comunica que no ha dado su acuerdo a la solicitud formulada por el Senado en orden a archivar las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que traslada Día del Huaso al 1º de septiembre (Boletín Nº 4.308-06).



2.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece el día de la comuna y del mundo rural (Boletín Nº 4.501-06).



3.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que prohíbe el uso de números para designar las regiones, permitiendo su nombre abreviado, sin derogar sus denominaciones legales (Boletín N° 4.938-06).



4.- Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Horvath y de los ex Senadores señores Stange, Valdés, Vega y Viera-Gallo, que tipifica la conducta de maltrato o crueldad con los animales (Boletín N° 3.327-12).



5.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre protección de los animales (Boletín N° 1.721-12).



Con el segundo, informa que accedió a la solicitud del Senado en orden a archivar el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica los artículos 25 y 26 de la Ley General de Bases del Medio Ambiente con el objeto de establecer plazo de caducidad en la ejecución de un proyecto con estudio de impacto ambiental (Boletín N° 5.214-12).



-- Se toma conocimiento.



Con el tercero, comunica que ha prestado su aprobación, con las enmiendas que indica, al proyecto de ley sobre el sistema nacional de aseguramiento de la calidad de la educación parvularia, básica y media y su fiscalización (con urgencia calificada de “suma”) (Boletín N° 5.083-04).



-- Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



Con los tres siguientes, comunica que ha aprobado las iniciativas que se señala:



1.- Proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo otorgando permiso al pariente que indica, en caso de hospitalización o atención en el hogar, de menores enfermos (Boletín N° 4.692-13).



-- Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



2.- Proyecto de acuerdo aprobatorio de las “Enmiendas al Acuerdo Constitutivo de la Organización Internacional de Telecomunicaciones por Satélite” (Boletín N° 6.799-10).



3.- Proyecto de acuerdo que aprueba el “Protocolo contra la Fabricación y el Tráfico de Armas de Fuego, sus Piezas y Componentes y Municiones, que complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional” (con urgencia calificada de “suma”) (Boletín N° 6.813-10).



-- Pasan a la Comisión de Relaciones Exteriores.



Con el séptimo, informa que ha aprobado las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto de ley que flexibiliza los requisitos de acceso para obtener beneficios del seguro de cesantía de la ley N° 19.728, producto de la catástrofe del 27 de febrero de 2010 (Boletín N° 6.871-13).



-- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto con sus antecedentes.



Cuatro del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Con los tres primeros, remite igual número de copias autorizadas de las resoluciones dictadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 38 ter de la ley N° 18.933 y 2.331 del Código Civil.



-- Se toma conocimiento y se envían los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con el cuarto, remite copia autorizada de la sentencia recaída en el ejercicio del control de constitucionalidad del proyecto de ley que modifica la ley N° 20.428, que otorga un bono solidario a las familias de menores ingresos (Boletín N° 6.882-05).



-- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto a sus antecedentes.



Del señor Ministro de Relaciones Exteriores subrogante, con el que da respuesta a un proyecto de acuerdo adoptado por el Senado, a solicitud de los Honorables Senadores señores Horvath, Cantero, García, Girardi, Larraín, Sabag y Zaldívar, en relación con las violaciones a los derechos humanos en la República Islámica de Irán (Boletín N° S 1.228-12).



De la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, con el que responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, referido a la conveniencia de que el Estado adquiera viviendas en la Región del Biobío para atender a las familias damnificadas por el terremoto y se adopten otras medidas para favorecer a los deudores habitacionales de esa Región.



Del señor Jefe de Gabinete de la Comisión Nacional de Energía, con el que contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, referido a las dificultades en materia de suministro eléctrico que afectan a la comunidad de Puerto Gaviota, en la Región de Aysén.



-- Quedan a disposición de los Honorables Senadores.

Informes



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en la consulta formulada por la Sala acerca de la constitucionalidad de ciertas disposiciones del proyecto de ley que crea el Fondo Nacional de Reconstrucción y establece mecanismos de incentivo a las donaciones en caso de catástrofe (con urgencia calificada de “suma”) (Boletín N° 6.884-05).



-- Se toma conocimiento y se adjunta el informe a sus antecedentes.



De la Comisión de Economía, recaídos en las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señor García, señora Pérez San Martín y señores Chahuán, Espina y Prokurica, en primer trámite constitucional, que suspende temporalmente la aplicación de las normas que regulan la comunicación de anotaciones comerciales respecto de las personas domiciliadas en las Regiones declaradas “Zonas de Catástrofe” (Boletín N° 6.854-03).



2.- Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Allamand, Tuma, García y Lagos, en primer trámite constitucional, referido a la publicación de protestos (Boletín N° 6.914-03).



De la Comisión de Hacienda, recaídos en los siguientes asuntos:



1.- Oficio de Su Excelencia el Presidente de la República, con el que requiere el acuerdo del Senado para nombrar como integrante del Consejo de Alta Dirección Pública a la señora María Beatriz Corbo Atria, hasta el 5 de julio de 2010 (con la urgencia prevista en el inciso segundo del N° 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental) (Boletín N° S 1.238-05).



2.- Proyecto de ley que crea el Fondo Nacional de Reconstrucción y establece mecanismos de incentivo a las donaciones en caso de catástrofe (con urgencia calificada de “suma”) (Boletín N° 6.884-05).



-- Quedan para Tabla.

Moción



De los Honorables Senadores señores Chahuán y Bianchi, con la que dan inicio a un proyecto de ley que exige el rotulado de alimentos sin gluten (Boletín N° 6.932-11).



-- Pasa a la Comisión de Salud.

Proyectos de acuerdo



De los Honorables Senadores señores Navarro, Lagos y Muñoz Aburto, sobre el establecimiento de una política educacional y legislativa en materia de recursos hídricos (Boletín N° S 1.243-12).



-- Pasa a la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.



De los Honorables Senadores señores Navarro, Lagos y Muñoz Aburto, con el que solicitan incluir incentivos al ahorro de energía en la Estrategia de Eficiencia Energética 2020 (Boletín N° S 1.244-12).



De los Honorables Senadores señor Muñoz Aburto, señora Allende y señores Escalona y Navarro, con el que solicitan ampliar el giro de la ENAP transformándola en Empresa Nacional de Energía (Boletín N° S 1.245-12).



-- Pasan a la Comisión de Minería y Energía.

Permisos Constitucionales



Solicitud del Honorable Senador señor Tuma, para ausentarse del país entre los días 6 y 17 de mayo del año en curso.



Solicitud del Honorable Senador señor Larraín, para ausentarse del país entre los días 11 y 18 de mayo de 2010.



-- Se accede a lo solicitado.

Comunicación



De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, mediante la cual propone, de conformidad a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 36 del Reglamento del Senado, y previo acuerdo de la Honorable Cámara de Diputados, el archivo del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional,  que modifica el artículo 193 del Código del Trabajo, con el propósito de establecer ciertas prerrogativas a favor de trabajadores que indica (Boletín Nº 3.482-13).



-- Se accede a lo solicitado y se manda oficiar a la Honorable Cámara de Diputados.

_______________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General informa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos, que la Sala, unánimemente, ratifica:

1) Agregar a la Tabla de la sesión del día de hoy, martes 11 de mayo del presente año, el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Fondo Nacional de Reconstrucción y establece mecanismos de incentivo a las donaciones en caso de catástrofe (Boletín N° 6.884-05), iniciando su discusión en general.


2) Citar a sesión especial de la Corporación para el día martes 18 de mayo del año en curso, de 15:45 a 16:00 horas, con el objeto de pronunciarse acerca de la propuesta de nombrar al señor Mauricio Jacob Chocair como Ministro de la Excelentísima Corte Suprema (Boletín N° S 1.218-05).


3) Incluir en el Tiempo de Votaciones de la sesión del día de hoy el proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señor Bianchi, señora Pérez San Martín y señores Chahuán, Horvath, Kuschel, Orpis y Prokurica, con el que solicitan que el cálculo de la subvención educacional se efectúe según la matrícula, tratándose de establecimientos rurales o ubicados en Regiones extremas (Boletín N° S 1.237-12).

- - -



La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_______________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, iniciado en Mensaje de la ex Presidenta de la República, en primer trámite constitucional, que regulariza la nómina de armadores habilitados para operar en la pesquería de pez espada, con segundo informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y 

Acuicultura


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, iniciado en Mensaje de la ex Presidenta de la República, en primer trámite constitucional, que regulariza la nómina de armadores habilitados para operar en la pesquería de pez espada, y que tiene el Boletín N° 6.793-03.


Añade que la Comisión deja testimonio, para los efectos reglamentarios, de que el artículo 2° del proyecto no fue objeto de indicaciones ni de modificaciones, por lo que mantiene el mismo texto acogido en general, debiendo darse por aprobado, salvo que algún Honorable Senador solicite su discusión y votación. Resalta que dicha norma se refiere a la interposición de recursos administrativos por parte de los armadores artesanales que no hubieren sido incorporados a la nómina respectiva.
- - -


Seguidamente, y de conformidad a lo establecido en el artículo 124 del Reglamento del Senado, el señor Presidente da por aprobado el referido precepto.

- - -



Luego, el señor Secretario General agrega que la Comisión informante efectuó tres enmiendas al proyecto aprobado en general, las que fueron acogidas por unanimidad, por lo que corresponde votarlas sin debate, salvo que algún Honorable Senador solicite discusión y votación separada. Precisa que las relacionadas con los artículos 3° y 4° requieren, para su aprobación, de quórum calificado.



Destaca que con igual quórum debe aprobarse en particular el artículo 1°.


Enseguida, hace presente que la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura propone aprobar el texto despachado en general, con las siguientes enmiendas:

Artículo 3°

Inciso segundo



Sustituirlo, por el siguiente:



“Los armadores industriales que no habiendo participado en alguna de las antedichas pescas de investigación cuenten con autorización de pesca sobre pez espada y puedan acreditar capturas de dicho recurso entre el 1 de enero de 2001 y el 31 de diciembre de 2009, mantendrán vigentes tales autorizaciones de pesca y, en consecuencia, en ese período no les será aplicable la letra b) del artículo 143 de la Ley General de Pesca y Acuicultura.”.

Artículo 4°

Inciso segundo



Eliminar el vocablo “náuticas”.

Agregar, a continuación, el siguiente artículo 5°, nuevo:



“Artículo 5°.- El armador titular de una autorización de pesca industrial sobre el recurso pez espada cuya nave califique por su naturaleza y medidas como embarcación artesanal, podrá optar por renunciar a su autorización industrial e inscribirse con dicha nave en el Registro Pesquero Artesanal, sección Pez Espada y su fauna acompañante.



Para ejercer esta opción la nave en cuestión deberá registrar operaciones sobre el recurso pez espada entre los años 2001 y 2009.



La antedicha renuncia y la solicitud de inscripción deberán efectuarse mediante cartas dirigidas a la Subsecretaría de Pesca y al Servicio Nacional de Pesca, respectivamente, ambas dentro del plazo de 60 días a contar de la publicación de la presente ley.”.

- - -



Puestas en discusión las referidas enmiendas unánimes, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Horvath.



Cerrado el debate y sometidas a votación tales modificaciones, son aprobadas por 25 votos a favor, de un total de 36 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto de los artículos 3° y 4° del proyecto.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Pérez San Martín y Rincón, y señores Allamand, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Gómez, Horvath, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Walker (don Patricio) y Zaldívar.

- - -



Con idéntica votación a la consignada precedentemente, se da por aprobado el artículo 1° del proyecto.

- - -



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY



“Artículo 1°.- Dentro de los 60 días siguientes a la publicación de esta ley, por una o más resoluciones de la Subsecretaría de Pesca se establecerán, conjunta o separadamente, una o más nóminas especiales de armadores artesanales y de sus embarcaciones habilitados para operar en la pesquería de pez espada.



Dichas nóminas comprenderán a los armadores artesanales que se hubieren inscrito para participar en una o más de las pescas de investigación sobre pez espada autorizadas al Instituto de Fomento Pesquero entre los años 2001 a 2009, ambos inclusive, lo que se acreditará mediante las listas de participantes correspondientes comunicadas oportunamente al Servicio Nacional de Pesca.



En todo caso los armadores artesanales deberán cumplir con las normas de la Ley General de Pesca y Acuicultura y sus reglamentos en materia de pesca artesanal.



Todo lo anterior se entiende sin perjuicio de las inscripciones vigentes en el Registro Pesquero Artesanal, sección Pez Espada, a la fecha de publicación de la presente ley.



Artículo 2°.- Los armadores artesanales que cumpliendo con los requisitos anteriores no hubieren sido incorporados en la nómina respectiva, podrán interponer los recursos administrativos que correspondan de conformidad con las reglas generales, con las siguientes salvedades:



a) El plazo para presentar el recurso de reposición será de 15 días hábiles contados desde la fecha de publicación en el Diario Oficial de la resolución que establece la respectiva nómina que se impugna.



b) En caso que sólo se interponga el recurso jerárquico, el plazo será el mismo que en la letra anterior.



Vencido el plazo para interponer los recursos de reposición y jerárquico, o una vez resueltos, el Servicio Nacional de Pesca procederá a modificar el Registro Pesquero Artesanal, sección Pez Espada, de acuerdo con la nómina resultante, incorporando las categorías y embarcaciones, como también los artes y aparejos de pesca, según corresponda, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 4° de la Ley General de Pesca y Acuicultura.



Artículo 3°.- La Subsecretaría de Pesca podrá otorgar autorizaciones de pesca a los armadores pesqueros industriales que realizaron operaciones pesqueras extractivas sobre el recurso pez espada mediante una o más de las pescas de investigación autorizadas y ejecutadas por el Instituto de Fomento Pesquero entre 2001 y 2009, ambos años inclusive. Para tales efectos, dichos armadores industriales presentarán una solicitud para realizar actividades pesqueras extractivas sobre pez espada respecto de la nave con la cual hubieren operado en dicha pesca de investigación, dentro de los 60 días siguientes a la publicación de esta ley.



Los armadores industriales que sin haber participado en alguna de las antedichas pescas de investigación cuenten con autorización de pesca sobre pez espada y puedan acreditar capturas de dicho recurso entre el 1° de enero de 2001 y el 31 de diciembre de 2009, mantendrán vigente tal autorización y, en consecuencia, en ese período no les será aplicable la letra b) del artículo 143 de la Ley General de Pesca y Acuicultura.



Artículo 4°.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 2°, los armadores artesanales podrán pedir que se inscriba una embarcación distinta de aquella indicada en la nómina respectiva, siempre que ambas sean de la misma categoría, de conformidad con la reglamentación vigente para la sustitución de naves artesanales.



De la misma forma, los armadores industriales que cumplan con los requisitos de esta ley podrán solicitar autorización para realizar actividades extractivas sobre pez espada con una nave distinta de aquella a que se refiere el inciso primero del artículo 3°, siempre y cuando dicha nave tenga características que permitan la sustitución entre ambas de conformidad con la normativa vigente.



Artículo 5°.- El armador titular de una autorización de pesca industrial sobre el recurso pez espada, cuya nave califique por su naturaleza y medidas como embarcación artesanal, podrá optar por renunciar a su autorización industrial e inscribirse con dicha nave en el Registro Pesquero Artesanal, sección Pez Espada, y su fauna acompañante.



Para ejercer esta opción la nave en cuestión deberá registrar operaciones sobre el recurso pez espada entre los años 2001 y 2009.



La antedicha renuncia y la solicitud de inscripción deberán efectuarse mediante cartas dirigidas a la Subsecretaría de Pesca y al Servicio Nacional de Pesca, respectivamente, ambas dentro del plazo de 60 días a contar de la publicación de la presente ley.”.

______________

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que crea el Fondo Nacional de Reconstrucción y establece mecanismos de incentivo a las donaciones en caso de catástrofe, con informes de la Comisión de Hacienda y de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y 

Reglamento


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Fondo Nacional de Reconstrucción y establece mecanismos de incentivo a las donaciones en caso de catástrofe, con urgencia calificada de “suma”, y que tiene el Boletín N° 6.884-05.



Añade que el proyecto tiene dos objetivos fundamentales:



1) Crear un Fondo Nacional de Reconstrucción destinado a financiar la construcción, reconstrucción, reposición, remodelación, restauración o rehabilitación de infraestructura, instalaciones, obras y equipamiento ubicados en las comunas, provincias o Regiones afectadas por terremotos, maremotos, erupciones volcánicas, inundaciones, aluviones u otras catástrofes que ocurran en el territorio nacional, y



2) Establecer mecanismos de incentivo tributario a las personas y empresas que efectúen donaciones destinadas a la reconstrucción del país con ocasión de catástrofes naturales.



La Comisión de Hacienda discutió el proyecto solamente en general, y recibió en audiencia a los representantes del Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas, quienes presentaron diversas propuestas sobre el tema.



Sometida la iniciativa a votación en general, obtuvo dos pronunciamientos a favor (Honorables Senadores señora Matthei y señor García) y tres abstenciones (Honorables Senadores señores Escalona, Frei y Lagos). Repetida la votación, el resultado fue el mismo y, en aplicación del inciso segundo del artículo 178 del Reglamento de la Corporación, se consideraron las abstenciones como favorables a la posición que logró mayor número de votos, aprobándose la idea de legislar.



Por otro lado, cabe recordar que la Sala, en sesión de 4 de mayo, acordó consultar a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento sobre la constitucionalidad de los artículos 1º, inciso cuarto, 21 y 22 del proyecto. Para ello, este órgano técnico solicitó la opinión de profesores de Derecho Constitucional, quienes expusieron sobre la materia.



Asimismo, esa última Comisión consigna -en su informe- su proposición a la Comisión de Hacienda, la cual consiste en una serie de enmiendas que deberían efectuarse durante la discusión en particular del proyecto. Dicha proposición fue acordada por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina y Walker (don Patricio).

- - -



En discusión en general el proyecto, y ofrecida la palabra por el señor Presidente, ningún Honorable Senador hace uso de ella.



Luego, el señor Presidente declara cerrado el debate, quedando pendiente la votación en general de la iniciativa.



Por último, y en cuanto al tratamiento de este proyecto, otorga la palabra a los Honorables Senadores señores Orpis, Bianchi y García, señora Rincón y señores Cantero y Longueira.

- - -



Posteriormente, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día de esta sesión.

______________

TIEMPO DE VOTACIONES

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señor Navarro, señora Rincón y señores Muñoz Aburto y Quintana, sobre medidas que compensen el aumento de las tarifas eléctricas en zonas afectadas por la 

catástrofe


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.239-12, mediante el cual proponen aprobar el texto que más adelante se transcribe.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 12 votos a favor.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Pérez San Martín y Rincón, y señores Coloma, Escalona, Gómez, Horvath, Muñoz Aburto, Orpis, Quintana, Rossi y Zaldívar.

Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

“Considerando:

1. Que la Comisión Nacional de Energía (CNE) ha informado que de manera retroactiva, a contar del 1° de enero de este año, se comenzarán a aplicar nuevas tarifas eléctricas, sobre la base de las reliquidaciones que corresponden según el nuevo decreto tarifario;

2. Que según indica la CNE a manera de ejemplo, las cuentas de electricidad caerán en 2,5% promedio para los clientes residenciales del Sistema Interconectado Central respecto de las tarifas vigentes al 31 de diciembre pasado;

3. Que de acuerdo a lo informado por la CNE las variaciones alcanzadas en esta nueva fijación, en algunas importantes ciudades del país, son las siguientes: Copiapó -0,3%; La Serena 0,8%; Coquimbo 0,8%; Valparaíso -0,4%; Santiago -5,0%; Rancagua -2,7%; Talca -2,8%; Concepción 4,4%; Temuco 3,4%, y Puerto Montt 0,3%.

4. Que esta fijación de tarifas eléctricas afecta especialmente a la Región del BioBío, una de las más dañadas por los efectos del terremoto y maremoto ocurridos el pasado 27 de febrero;

5. Que las tarifas se enmarcan dentro del nuevo esquema de precios de la electricidad que comenzó a operar a partir de este año, según el cual, de acuerdo a lo establecido en la denominada “Ley Corta II”, las empresas de distribución eléctrica deben realizar licitaciones públicas de suministro para abastecer sus consumos;

6. Que en el período comprendido entre los años 2006 y 2009 las empresas concesionarias pertenecientes al SIC llevaron a cabo licitaciones tendientes a contratar el suministro no cubierto, destinado a clientes regulados, con vigencia del año 2010 en adelante. Los precios obtenidos en estos contratos -y sus respectivas fórmulas de indexación- son los que, en conjunto con otra serie de elementos, constituyen la tarifa a pagar por estos clientes;

7. Que este esquema reemplaza al anterior, en que la CNE determinaba las tarifas apoyada en los informes técnicos semestrales de precios de nudo. Adicionalmente a las tarifas informadas en esta oportunidad, la CNE prevé que se producirán nuevas variaciones en el futuro cercano. De hecho, se encuentran en distintos niveles de tramitación dos nuevos decretos tarifarios, con vigencia a partir del 1° de marzo y 1° abril pasados, respectivamente. Esto es, una vez que completen su toma de razón en la Contraloría, estos decretos modificarán nuevamente las cuentas de forma retroactiva;

8. Que los precios eléctricos asociados a los precios de nudo experimentaron un aumento superior a 300% entre abril del 2004 y abril del 2008, lo que motivó que se tomara la decisión de crear un subsidio eléctrico, que se aplica cuando ocurren alzas iguales o superiores al 5% en un período igual o inferior a 6 meses, y

9. Que según resultados de diversos estudios, el comportamiento de los gastos familiares en energía, por quintiles y por macro regiones en el período 1996- 2006, permite afirmar que en los quintiles más pobres el precio de la energía no sólo aumenta más que en el resto de los quintiles sino que, además, el crecimiento del costo no es compensado por el aumento de los ingresos que estos sectores vulnerables percibieron en el mismo período.


El Senado acuerda:


Solicitar a S.E. el Presidente de la República, si lo tiene a bien, la adopción de las siguientes medidas:


a) Disponer la entrega, en las Regiones afectadas por el terremoto y maremoto, de recursos financieros que permitan aumentar los subsidios al consumo eléctrico, aun cuando no supere el 5% de alza, al menos por todo el año 2010, con la posibilidad de renovar esta medida en aquellas zonas en que se mantenga la precariedad socioeconómica producto de la catástrofe y los municipios respectivos así lo certifiquen.


b) Instruir al señor Ministro de Energía para que se incluyan, en el marco del proceso de licitaciones para la fijación de tarifas, criterios técnicos que permitan que los ajustes de precios en las Regiones afectadas por el terremoto y maremoto consideren esta situación, al menos por los próximos dos años, y el acceso al vital suministro eléctrico no se convierta en un escollo para el retorno a la normalidad habitacional y productiva.


c) Disponer las medidas legales, técnicas y administrativas que eviten que al alza de tarifas en las zonas afectadas por el terremoto se sume la acumulación de cuentas impagas de empresas eléctricas, en los casos en que ni las viviendas ni los medidores existen, para evitar el corte y posterior pago de la reposición de un servicio que no se ha utilizado.”.

_______________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señor Bianchi, señora Pérez San Martín y señores Chahuán, Horvath, Kuschel, Orpis y Prokurica, con el que solicitan que el cálculo de la subvención educacional se efectúe según la matrícula, tratándose de establecimientos rurales o ubicados en Regiones 

extremas


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.237-12, mediante el cual proponen aprobar el texto que más adelante se transcribe.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 18 votos a favor.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende y Pérez San Martín, y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, García, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Orpis, Prokurica, Quintana y Rossi.

- - -



Concluida la votación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Navarro.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

“Considerando:

1. Que el decreto con fuerza de ley número 2, de 1998, sobre subvención del Estado a Establecimientos Educacionales, señala que el objetivo del régimen de subvenciones es “crear, mantener y ampliar establecimientos educacionales cuya estructura, personal docente, recursos materiales, medios de enseñanza y demás elementos propios de aquella, proporcionen un adecuado ambiente educativo y cultural”;

2. Que dicho cuerpo legal permite que los establecimientos educacionales que las municipalidades tomen a su cargo se acojan al beneficio de la subvenciones del decreto con fuerza de ley número 2, siempre que dichos establecimientos cumplan con los requisitos que se exige para ellos, considerándose los recursos de origen fiscal o municipal que se destinen a esos establecimientos educacionales como ingresos propios, correspondientes a prestación de servicios;

3. Que el monto de las subvenciones se establece de acuerdo a un complejo sistema de tablas que combina distintos factores para establecer el monto que corresponde a cada tipo de subvención, atendiendo a la asistencia media promedio registrada por curso en los tres meses precedentes al pago;
4. Que los montos contemplan una serie de incrementos, dentro de los cuales se encuentra el que se establece para los establecimientos educacionales rurales. Para estos efectos se entiende por establecimiento rural aquel que se encuentre ubicado a más de cinco kilómetros del límite urbano más cercano, salvo que existan accidentes topográficos importantes u otras circunstancias permanentes derivadas del ejercicio de derechos de terceros que impidan el paso y obliguen a un rodeo superior a esta distancia o que esté ubicado en zonas de características geográficas especiales, y

5. Que respecto al factor de cálculo en torno a la asistencia, la realidad es que en muchas zonas rurales, especialmente en aquellas de zonas extremas durante los períodos invernales, la asistencia de los alumnos disminuye considerablemente, lo que afecta directamente el monto de la subvención, cuestión que ha provocado una grave crisis financiera al interior de esos establecimientos educacionales.


El Senado acuerda:


Solicitar a S.E. el Presidente de la República, si lo tiene a bien, que disponga el estudio y posterior envío de un proyecto de ley que reforme el sistema de cálculo de la subvención establecida en el decreto con fuerza de ley número 2, de 1998, de manera que dicha subvención tenga como factor de cálculo la matrícula y no la asistencia media promedio para el caso de los establecimientos educacionales municipales ubicados en comunas rurales o Regiones extremas.”.
_______________

PETICIONES DE OFICIOS



El señor Secretario General expresa que los Honorables Senadores que se indican a continuación, han requerido que se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



- Del Honorable Senador señor Horvath al señor Ministro de Hacienda -y, por su intermedio, a la Presidencia del Consejo Directivo de BancoEstado-, solicitando la implementación de agencias u oficinas de esa entidad bancaria en localidades aisladas -como Melinka-.


- Del Honorable Senador señor Walker (don Patricio) al señor Ministro del Interior, pidiendo información sobre los efectos de la disminución presupuestaria derivada del terremoto, respecto de los recursos de los servicios públicos de la XI Región.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Honorables Senadores indicados, de conformidad al Reglamento del Senado.



Se levanta la sesión.
CARLOS HOFFMANN CONTRERAS 

Secretario General del Senado

SESIÓN 17ª, ESPECIAL, EN MIÉRCOLES 12 DE MAYO DE 2010



Presidencia del Vicepresidente del Senado, Honorable Senador señor Gómez.



Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Matthei, Pérez San Martín y Rincón, y señores Allamand, Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Girardi, Horvath, Kuschel, Lagos, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Concurren, asimismo, los Ministros Secretario General de la Presidencia y de Salud, señores Cristián Larroulet y Jaime Mañalich, respectivamente. También acude el Subsecretario General de la Presidencia, señor Claudio Alvarado.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________________

CUENTA

Permisos Constitucionales



Solicitudes de los Honorables Senadores señores Letelier y Zaldívar, para ausentarse del país a contar de los días 12 y 14 de mayo del año en curso, respectivamente.



-- Se accede a lo solicitado.

- - -



La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias y prevenciones de los Honorables Senadores respecto del asunto discutido en esta sesión, así como las expresiones emitidas por otras autoridades, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

______________
ORDEN DEL DÍA

Sesión especial de la Corporación destinada a analizar la preocupante situación generada por el Gobierno, que ha procedido a solicitar la renuncia de funcionarios seleccionados conforme al Sistema de Alta Dirección Pública y, en especial, 

la situación ocurrida en los Servicios de Salud


El señor Presidente, junto con anunciar que procede ocuparse del asunto de la referencia, recaba el asentimiento unánime de la Sala para autorizar el ingreso a ella del Subsecretario General de la Presidencia, señor Claudio Alvarado, lo que así se acuerda.


Añade que a la sesión se invitó a los señores Ministros del Interior       -quien se excusó de asistir- y de Salud, y al Director del Servicio Civil y Presidente del Consejo de Alta Dirección Pública -que también hizo saber su imposibilidad de concurrir-.



A continuación, informa que, en primer término, se dará la palabra a los representantes del Ejecutivo. Luego, el Comité Partido Demócrata Cristiano dispondrá de 14 minutos; el Comité Partido Renovación Nacional, de 13; el Comité Partido Unión Demócrata Independiente, de 13; el Comité Partido Socialista, de 8; el Comité Partido por la Democracia, de 6; el Comité Partido Radical Socialdemócrata e Independiente, de 4, y el Comité Independientes, de 4.
- - -



Acto seguido, el señor Presidente concede el uso de la palabra al señor Ministro Secretario General de la Presidencia y a los Honorables Senadores señores Quintana, Novoa, Rossi, Prokurica, Ruiz-Esquide y Chadwick, señora Allende, señores Horvath, Lagos, Longueira y Escalona, señora Pérez San Martín y señores Navarro y Espina.

- - -



Posteriormente, anuncia que ha concluido el Orden del Día.



Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS

Secretario General del Senado
SESIÓN 18ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 12 DE MAYO DE 2010



Presidencia del Vicepresidente del Senado, Honorable Senador señor Gómez.



Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Matthei, Pérez San Martín y Rincón, y señores Allamand, Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Girardi, Horvath, Kuschel, Lagos, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Sabag, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Concurren, asimismo, los Ministros del Interior, de Hacienda, Secretario General de la Presidencia, de Educación y del Trabajo y Previsión Social, señores Rodrigo Hinzpeter, Felipe Larraín, Cristián Larroulet y Joaquín Lavín y señora Camila Merino, respectivamente. También acuden los Subsecretarios de Hacienda, señor Rodrigo Álvarez, y General de la Presidencia, señor Claudio Alvarado.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________

ACTAS



Se dan por aprobadas las actas de las sesiones decimotercera especial y decimocuarta ordinaria, ambas del día 4 de mayo del año en curso, y decimoquinta ordinaria, del día 5 del presente mes, que no han sido observadas.

_______________

CUENTA

Mensaje


De Su Excelencia el Presidente de la República, con el cual hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que sanciona el acoso sexual de menores, la pornografía infantil y la posesión de material pornográfico infantil (Boletín N° 5.837-07).


-- Se tiene presente la nueva calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios


De Su Excelencia el Presidente de la República, con el cual requiere el acuerdo del Senado para nombrar como integrante del Consejo de Alta Dirección Pública a la señora María Loreto Lira Domínguez, hasta el 19 de julio de 2013, en reemplazo de doña María Luisa Brahm Barril (con la urgencia prevista en el inciso segundo del N° 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental) (Boletín N° S 1.247-05).


-- Pasa a la Comisión de Hacienda.


De la Honorable Cámara de Diputados, con el que comunica que ha prestado su aprobación al proyecto de ley que modifica el numeral 6 del artículo 159 del Código del Trabajo (con urgencia calificada de “suma”) (Boletín N° 6.921-13).


-- Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.


Del señor Contralor General de la República, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, recabando información respecto de contrataciones de personal por parte del Servicio de Salud de la Región de Aysén.


Del señor Director del Servicio de Impuestos Internos, con el que responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Bianchi, referido a la posibilidad de eximir del pago de contribuciones de bienes raíces al inmueble que indica, perteneciente a la Filial de la Cruz Roja en la ciudad de Punta Arenas.


-- Quedan a disposición de los Honorables Senadores.

Informe


De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula el cierre de calles y pasajes por motivos de seguridad ciudadana (Boletines números 3.848-06; 6.289-25 y 6.363-06, refundidos).


-- Queda para Tabla.

Moción


Del Honorable Senador señor Chahuán, con la que da inicio a un proyecto de ley relativo al otorgamiento del título profesional de abogado (Boletín N° 6.937-07).


-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Proyecto de acuerdo


Del Honorable Senador señor Chahuán, con el que solicita la creación de la comuna de Reñaca (Boletín N° S 1.246-12).


-- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.

- - -


Terminada la lectura de la Cuenta, llega a la Mesa un informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que facilita el pago de las deudas previsionales en las Regiones que indica, afectadas por el terremoto (con urgencia calificada de “suma”) (Boletín N° 6.922-13).



-- Queda para Tabla.

- - -



Luego, el señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Muñoz Aburto, quien pide que se recabe el asentimiento unánime de la Sala para que la iniciativa legal recién individualizada sea incorporada en la Tabla del Orden del Día de esta sesión, y, una vez aprobada en general, sea considerada, a propósito de su segundo informe, por las Comisiones de Hacienda y de Trabajo y Previsión Social, unidas.



Así se acuerda.

- - -



Posteriormente, otorga el uso de la palabra al Honorable Senador señor Sabag, quien solicita que se requiera igual consenso para que el proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que regula el cierre de calles y pasajes por motivos de seguridad ciudadana (Boletines N°s 3.848-06, 6.289-25 y 6.363-06, refundidos), también sea incluido en la Tabla del Orden del Día de esta sesión.



Así se acuerda.

- - -



A continuación, concede la palabra al Honorable Senador señor Walker (don Patricio), quien pide que el proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que sanciona el acoso sexual de menores, la pornografía infantil y la posesión de material pornográfico infantil (Boletín N° 5.837-07), sea visto por la Sala la próxima semana.



Al respecto, el señor Presidente expresa que, en tanto se dé cuenta de los informes de las Comisiones pertinentes, la iniciativa se incorporará en la Tabla.

- - -



Finalmente, el señor Presidente recaba el asentimiento unánime de la Sala para autorizar el ingreso a ella de los Subsecretarios de Hacienda y General de la Presidencia, señores Rodrigo Álvarez y Claudio Alvarado, respectivamente, lo que así se acuerda.
- - -



La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_______________
ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que crea el Fondo Nacional de Reconstrucción y establece mecanismos de incentivo a las donaciones en caso de catástrofe, con informes de la Comisión de Hacienda y de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y 

Reglamento


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que procede poner en votación la idea de legislar respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Fondo Nacional de Reconstrucción y establece mecanismos de incentivo a las donaciones en caso de catástrofe, con urgencia calificada de “suma”, y que tiene el Boletín N° 6.884-05.



Añade que la Comisión de Hacienda discutió este proyecto solamente en general y aprobó la idea de legislar luego de las siguientes votaciones:



Primeramente, hubo dos votos a favor (Honorables Senadores señora Matthei y señor García) y tres abstenciones (Honorables Senadores señores Escalona, Frei y Lagos). Repetida la votación, el resultado fue idéntico, y, en aplicación del inciso segundo del artículo 178 del Reglamento, se consideraron las abstenciones como favorables a la posición que logró mayor número de votos, aprobándose la idea de legislar.



Es del caso destacar que la Sala, en sesión de 4 de mayo, acordó consultar a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento sobre la constitucionalidad de los artículos 1°, inciso cuarto; 21, y 22 de este proyecto de ley, y que esa instancia resolvió proponer a la Comisión de Hacienda una serie de enmiendas que deberían efectuarse durante la discusión en particular. La proposición pertinente fue acordada por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina y Walker (don Patricio).

- - -



Sometida a votación en general la iniciativa, es aprobada por 28 votos a favor, 3 abstenciones y un pareo.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Matthei, Pérez San Martín y Rincón, y señores Allamand, Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Espina, García, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Longueira, Navarro, Novoa, Orpis, Prokurica, Quintana, Rossi, Sabag, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Lagos, Rossi, Prokurica, García, Zaldívar y Coloma, señora Matthei, señores Girardi, Orpis, Quintana, Chadwick y Sabag, señora Rincón, señor Longueira, señora Allende y señores Espina, Walker (don Patricio), Chahuán, Kuschel y Navarro.



Se abstienen, los Honorables Senadores señores Escalona, Frei y Muñoz Aburto, fundamentando, los dos primeros, su decisión.



No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Pérez Varela.

- - -



A continuación, el señor Presidente propone a la Sala fijar como plazo para formular indicaciones hasta las 12 horas del lunes 17 de mayo del año en curso, lo que, no habiendo objeción, así se acuerda.
- - -



Queda terminada la discusión de este asunto.

El texto del proyecto aprobado en general por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY

“Título I

De la Institucionalidad para la Reconstrucción



Artículo 1°.- Del Fondo Nacional de Reconstrucción. Autorízase la creación de la nueva asignación Fondo Nacional de la Reconstrucción, en la Partida 50, Tesoro Público, Programa 03, Operaciones Complementarias, de la Ley de Presupuestos del Sector Público vigente, en la que se radicarán los recursos que perciba el Fondo de acuerdo a lo establecido en el inciso tercero de este artículo.



El Fondo Nacional de Reconstrucción estará destinado a financiar la construcción, reconstrucción, reposición, remodelación, restauración o rehabilitación de infraestructura, instalaciones, obras y equipamiento, ubicados en las comunas, provincias o regiones afectadas por terremotos, maremotos, erupciones volcánicas, inundaciones, aluviones u otras catástrofes que puedan ocurrir en el territorio nacional.



El Fondo estará formado por los aportes en dinero o especie que reciba con ocasión de herencias, legados o donaciones con que resulte favorecido; por las donaciones u otros recursos que reciba por concepto de cooperación internacional y por las donaciones efectuadas al Ministerio del Interior con ocasión de los sucesos descritos en el inciso anterior.



El Presidente de la República, mediante decreto supremo fundado, establecerá el plazo durante el cual el Fondo recibirá aportes que puedan acogerse a lo previsto en esta ley, el que no podrá exceder de un año.



Los gastos en que incurra el Fisco con cargo a los recursos del Fondo, que hayan sido donados a éste de acuerdo a las modalidades establecidas tanto en el Título II como en el Título III de esta ley, incrementarán las sumas globales de gasto fijadas anualmente por la Ley de Presupuestos del Sector Público.



Artículo 2°.- Administración del Fondo. Corresponderá al Ministerio de Hacienda, mediante la dictación de uno o más decretos supremos, suscritos además por el Ministerio del Interior, la administración y distribución de los recursos que ingresen al Fondo, en conformidad con las normas legales.



Para este efecto, el Ministerio de Hacienda deberá proporcionar los expertos, profesionales y demás funcionarios que sean necesarios para el cumplimiento de esta función, así como también, los medios materiales que requiera para tal efecto, ajustándose a la normativa estatutaria vigente y a la disponibilidad presupuestaria.



Para llevar un adecuado registro y control de los recursos allegados al fondo, el Ministerio de Hacienda deberá emitir los certificados que den cuenta de las donaciones efectuadas al Ministerio del Interior o al Fondo en conformidad a esta ley, de acuerdo a las especificaciones y formalidades que señale el Servicio de Impuestos Internos mediante resolución.

Título II

De los beneficios tributarios por las donaciones destinadas al Fondo Nacional de la Reconstrucción



Artículo 3°.- Donaciones susceptibles de acogerse a los beneficios de esta ley. Podrán acogerse a lo establecido en esta ley las donaciones procedentes tanto de Chile como del extranjero que se destinen al Fondo y se materialicen dentro del plazo previsto en el decreto supremo señalado en el artículo segundo.



Artículo 4°.- Beneficio para donaciones efectuadas por contribuyentes del Impuesto de Primera Categoría. Los contribuyentes del Impuesto de Primera Categoría de la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1º del decreto ley Nº 824, de 1974, que declaren su renta efectiva sobre la base de un balance general según contabilidad completa, que efectúen donaciones en dinero que se destinen al Fondo de conformidad a esta ley, podrán rebajar como gasto las sumas donadas de su renta líquida imponible determinada conforme a los artículos 29° a 33° de dicha ley. El exceso donado sobre la renta líquida imponible del ejercicio podrá deducirse como gasto, reajustado de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 31° número 3 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, de la renta líquida imponible de hasta los tres ejercicios siguientes. El saldo no rebajado de esa forma, de haberlo, no se aceptará como gasto pero no quedará afecto a lo dispuesto por el artículo 21° del mismo texto legal.



Los contribuyentes indicados en este artículo, podrán además efectuar donaciones en especies que se destinen al Fondo de conformidad a esta ley, pudiendo rebajar su valor de la renta líquida imponible determinada conforme a los artículos 29° a 33° de dicha ley, hasta por el monto de la renta líquida imponible del ejercicio o el 0,16% (cero coma dieciséis por ciento) del capital propio de la empresa al término del ejercicio correspondiente, determinado de conformidad a lo dispuesto por el artículo 41° de la citada ley, si éste fuese mayor. El exceso sobre dicho monto no quedará afecto a lo dispuesto en el artículo 21° del mismo texto legal.



Para los efectos del inciso anterior, el valor de los bienes donados será el que éstos tengan de acuerdo al valor de costo determinado en conformidad a lo dispuesto en la Ley sobre Impuesto a la Renta, y su entrega deberá registrarse y documentarse en la forma que establezca el Servicio de Impuestos Internos mediante resolución. Las donaciones en especies que se hagan al amparo de esta ley no se afectarán con los impuestos de la Ley sobre el Impuesto a las Ventas y Servicios, contenida en el decreto ley N° 825, de 1974, conservándose el derecho al uso como crédito fiscal del impuesto soportado o pagado en las adquisiciones de bienes o servicios utilizados para llevarla a cabo. Además, no se aplicarán en este caso aquellas disposiciones de dicha ley o de su reglamento que obligan a la determinación de un crédito fiscal proporcional cuando existan operaciones exentas o no gravadas. Asimismo, las importaciones o exportaciones de las especies donadas estarán liberadas de todo tipo de impuesto, derecho, tasa u otro gravamen que sea percibido por Aduanas.



Los beneficios de que trata este artículo sólo podrán ser impetrados si la donación se financia con recursos del contribuyente registrados en su contabilidad completa, sea que provengan del capital, ingresos del ejercicio, rentas o utilidades del ejercicio o de ejercicios anteriores.



Artículo 5°.- Beneficio para donaciones efectuadas por contribuyentes del Impuesto Global Complementario y del Impuesto Único de Segunda Categoría. Los contribuyentes del Impuesto Global Complementario que determinen sus rentas efectivas, podrán rebajar de la base imponible de dicho impuesto las sumas donadas en dinero que se destinen al Fondo en conformidad con esta ley. Por su parte, los demás contribuyentes del referido impuesto tendrán derecho a un crédito contra el impuesto respectivo equivalente al 40% del monto donado en dinero que se destine al Fondo en conformidad con esta ley. El crédito a que se refiere este artículo se imputará a continuación de cualquier otro crédito y si luego de ello resultare un exceso, éste no se devolverá ni se tendrá derecho a su imputación a impuesto alguno.



Los contribuyentes afectos al Impuesto Único de Segunda Categoría tendrán derecho a un crédito contra el impuesto respectivo equivalente al 40% del monto donado en dinero que se destine al Fondo en conformidad con esta ley y que se haya efectuado mediante descuentos por planilla acordados con sus empleadores. El crédito a que se refiere este artículo se imputará a continuación de cualquier otro crédito y si luego de ello resultare un exceso, éste no se devolverá ni se tendrá derecho a su imputación a impuesto alguno. Los empleadores, los habilitados o pagadores, deberán imputar el crédito al determinar el impuesto único en el mismo período en que se efectúe la deducción por planilla destinada a la donación.



Los donantes a que se refiere este artículo estarán liberados del deber de información que establece el artículo 13 de esta ley, pero deberán mantener en su poder el certificado que le entregue el Ministerio de Hacienda dando cuenta de la donación efectuada, en conformidad con lo establecido en el inciso cuarto, del artículo 2°, el que podrá ser requerido por el Servicio de Impuestos Internos en el ejercicio de sus facultades de fiscalización. En el caso del Impuesto Único de Segunda Categoría, serán los empleadores, habilitados o pagadores a que se refiere el inciso segundo quienes deberán conservar los certificados referidos, los que podrán ser requeridos del mismo modo por el Servicio de Impuestos Internos.



Artículo 6°.- Beneficio para donaciones efectuadas por contribuyentes del Impuesto Adicional. Los contribuyentes del impuesto adicional de la Ley sobre el Impuesto a la Renta, tendrán derecho a un crédito contra el impuesto que grave los retiros o remesas de utilidades que efectúen, o distribuciones de dividendos que reciban, equivalente al 35% (treinta y cinco por ciento) de la cantidad conformada por el monto de la donación y por los créditos a que el contribuyente tenga derecho por la renta donada afecta al impuesto adicional. Este crédito solamente procederá con respecto a donaciones en dinero, destinadas al Fondo en conformidad con esta ley, que se realicen en el ejercicio comercial respectivo.



El crédito determinado en conformidad a este artículo reemplazará los créditos a que el contribuyente tenga derecho por la renta afecta al impuesto adicional, hasta por un monto equivalente al de la donación efectuada, y no formará parte de la base imponible de dicho impuesto. Los créditos reemplazados por el crédito previsto en este artículo, no darán derecho a devolución o imputación a impuesto alguno.



Previa entrega al agente retenedor del certificado a que se refiere el inciso tercero del artículo 2°, estos contribuyentes tendrán derecho a exigirle la imputación de este crédito contra el impuesto adicional respectivo. De no efectuarse dicha imputación, podrán solicitar la devolución del impuesto retenido en exceso conforme a lo dispuesto en el artículo 126 del Código Tributario, contenido en el artículo 1° del decreto ley N° 830, de 1974, el que para estos efectos se reajustará de acuerdo al porcentaje de variación del Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior a la retención y el mes anterior a la resolución que ordene su devolución.


Los donantes a que se refiere este artículo estarán liberados del deber de información que establece el artículo 12 de esta ley, pero los agentes retenedores a que se refiere este artículo deberán informar al Servicio de Impuestos Internos, en la forma y plazo que este organismo establezca mediante resolución, el monto y las características de las donaciones de este artículo y mantener en su poder el certificado a que se refiere el inciso tercero del artículo 2° dando cuenta de la donación efectuada, para cuando éste sea requerido por dicho Servicio en el ejercicio de sus facultades de fiscalización.



Artículo 7°.- Beneficio para donaciones efectuadas con cargo al Impuesto de Herencias. Los contribuyentes personas naturales que efectúen donaciones en dinero que se destinen al Fondo en conformidad con esta ley, tendrán derecho a que el 40% de su monto pueda ser imputado como crédito al pago del impuesto a las asignaciones por causa de muerte de la ley N° 16.271, que grave a los herederos o legatarios del donante al tiempo de su fallecimiento, sin importar el tiempo que haya transcurrido entre la donación y dicho fallecimiento. Para ello el contribuyente deberá solicitar al Servicio de Impuestos Internos un certificado que acredite: a) la existencia del crédito tributario, b) su monto, expresado en Unidades de Fomento según su valor a la fecha de emisión del certificado, c) la individualización del contribuyente, y d) la constatación de que podrá imputarse al pago del impuesto a las asignaciones hereditarias que se devengue tras el fallecimiento del contribuyente. Dicho certificado permitirá efectuar la imputación del crédito por parte de los herederos o legatarios.



También darán derecho al crédito indicado en el inciso anterior, las donaciones en dinero efectuadas por las sucesiones hereditarias y que se destinen al Fondo conforme a esta ley, siempre que ellas ocurran dentro de los tres años contados desde el fallecimiento del causante. Para ello el representante de la sucesión deberá solicitar al Servicio de Impuestos Internos un certificado que acredite: a) la existencia del crédito tributario, b) su monto, expresado en Unidades de Fomento según su valor a la fecha de emisión del certificado, c) la individualización del causante y sus sucesores, y d) la constatación de que, sin límite de tiempo, podrá imputarse al pago del impuesto a las asignaciones hereditarias que a los herederos y legatarios que forman parte de la sucesión les corresponda pagar.



Los donantes a que se refiere este artículo estarán liberados de la obligación de información que establece el artículo 12 de esta ley, pero para obtener el certificado que acredita la existencia del crédito, deberán presentar al Servicio de Impuestos Internos el certificado que a su vez le entregue el Ministerio de Hacienda dando cuenta de la donación efectuada, en conformidad al inciso tercero del artículo 2°.



Las donaciones efectuadas conforme a este artículo no podrán acogerse a los beneficios tributarios establecidos en los artículos anteriores. El crédito a que se refiere este artículo se imputará a continuación de cualquier otro crédito y si luego de ello resultare un exceso, éste no se devolverá ni se tendrá derecho a su imputación a impuesto alguno.

Título III

De las donaciones efectuadas al Fondo Nacional de la Reconstrucción para financiar obras específicas


Artículo 8°.- Donaciones para obras específicas. También se aplicará lo previsto en esta ley respecto de las donaciones destinadas al Fondo, que tengan por objeto la reconstrucción, reposición, remodelación, restauración, reemplazo, o rehabilitación de infraestructura, instalaciones, obras y equipamiento afectados por cualquiera de los eventos indicados en el artículo 1°, ubicados en las regiones, provincias o comunas que indique el decreto supremo a que se refiere el artículo 2°, y que sean previamente identificadas por el Ministerio de Hacienda en conformidad con lo dispuesto en ese artículo, en adelante las “obras específicas”.



Estas obras específicas podrán incluir la construcción, reconstrucción, reposición, remodelación, restauración o rehabilitación de infraestructura pública, obras viales, espacios públicos, instalaciones educacionales, sanitarias, culturales, o deportivas; así como la adquisición del mobiliario y equipamiento necesario para su funcionamiento.



Asimismo, el Ministerio de Hacienda podrá autorizar donaciones que tengan como destino obras distintas de las señaladas en el inciso anterior, públicas o privadas, siempre que tengan un manifiesto interés público o que presten un servicio a la comunidad en general, lo que será determinado sobre la base de un informe previo de la autoridad competente, fundamentado en una evaluación técnica económica que analice su rentabilidad social.



En el caso de obras privadas, cuando se trate de infraestructura que forme parte del activo de contribuyentes de la Primera Categoría de la Ley sobre Impuesto a la Renta, el valor de costo de tales bienes no podrá incrementarse por el monto de las donaciones recibidas conforme a esta ley. Asimismo, cuando se trate de obras de infraestructura privada, no se aplicarán los beneficios que establece esta ley cuando el donante se encuentre relacionado con el donatario en los términos establecidos en el artículo 100 de la ley N° 18.045.



Las obras específicas podrán ser ejecutadas directamente por el donante, previa subscripción con los Ministerios que corresponda según la naturaleza de la obra a ejecutar, de uno o más convenios en los que deberá constar la tasación de la obra donada así como las especificaciones técnicas de la misma. En el mismo convenio, se dejará constancia del período de ejecución de la obra y la forma y plazo en que se enterarán los aportes.



Corresponderá al Ministerio de Hacienda coordinar la correcta ejecución, fiscalización y cumplimiento de los convenios a que se refiere este artículo, para lo cual podrá solicitar, de los donantes que los hayan celebrado, la información que estime necesaria para verificar el cumplimiento de las condiciones establecidas al respecto. Con todo, para efectos de fiscalización, el Servicio de Impuestos Internos podrá solicitar del Ministerio de Hacienda los antecedentes referidos.



El Ministerio de Hacienda podrá declarar, mediante resolución fundada y previo informe de el o los Ministerios que concurrieron a la firma del convenio, el incumplimiento de los términos y condiciones del convenio correspondiente, si la información o antecedentes requeridos de conformidad con lo dispuesto en el inciso anterior no fueren presentados a su satisfacción en los plazos que en cada caso se indique en la respectiva solicitud, o si determinare el incumplimiento de los términos y condiciones del convenio respectivo, de todo lo cual deberá dar aviso al Servicio de Impuestos Internos. La resolución antes referida deberá ser notificada al donante y a los demás interesados. Contra dicha resolución procederán los recursos establecidos en la ley N° 19.880. El contribuyente afectado por la referida resolución deberá rectificar sus declaraciones de impuestos por todos los períodos en que haya hecho uso de los beneficios tributarios establecidos por esta ley, restituyendo los impuestos que se hubiesen dejado de pagar o devuelto a los contribuyentes respectivos, los que, para los efectos de lo dispuesto en los incisos penúltimo y final del artículo 24 del Código Tributario, se considerarán como impuestos de retención.



Artículo 9°.- De los beneficios tributarios para las donaciones de obras específicas. Podrán acogerse a los beneficios tributarios establecidos en esta ley las donaciones procedentes tanto de Chile como del extranjero que tengan por objeto obras específicas, siempre que se materialicen dentro del plazo previsto en el decreto supremo señalado en el artículo segundo o el plazo acordado en el convenio respectivo.



Estas donaciones tendrán el mismo tratamiento tributario previsto para las donaciones establecidas en el título II de esta ley, con las salvedades que a continuación se señalan:



1) En el caso de las donaciones efectuadas por contribuyentes del Impuesto de Primera Categoría, se permitirá rebajar la suma donada de la renta líquida imponible determinada conforme a los artículos 29° a 33° de dicha ley, hasta por el monto de dicha renta líquida imponible o el 0,16% (cero coma dieciséis por ciento) del capital propio de la empresa al término del ejercicio correspondiente, determinado de conformidad con lo dispuesto en el artículo 41° de la mencionada ley, si éste fuese mayor. El exceso sobre dicho monto no se aceptará como gasto pero no quedará afecto a lo dispuesto en el artículo 21° del mismo texto legal.



Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 31° de la Ley sobre Impuesto a la Renta, se aceptará la deducción de los gastos vinculados al uso de personal, insumos o equipamiento del contribuyente en el desarrollo de actividades complementarias con las obras específicas acogidas a esta ley. Asimismo, tales actividades no se gravarán con el Impuesto al Valor Agregado, conservándose el derecho al uso como crédito fiscal del Impuesto a las Ventas y Servicios soportado o pagado en las adquisiciones de bienes o servicios utilizados para llevarla a cabo, no resultando aplicables en este caso las reglas de proporcionalidad que establece el decreto ley N° 825, de 1974, y su reglamento.



2) En el caso de las donaciones efectuadas por contribuyentes del Impuesto Global Complementario y del Impuesto Único de Segunda Categoría, se tendrá derecho a un crédito equivalente al 27% de la donación efectuada.



3) En el caso de las donaciones efectuadas por contribuyentes del Impuesto Adicional, se tendrá derecho a un crédito equivalente al 23% de la donación efectuada.



4) En el caso de las donaciones efectuadas con cargo al Impuesto de Herencias, se tendrá derecho a un crédito equivalente al 27% de la donación efectuada.



Las donaciones efectuadas conforme a este artículo no podrán acogerse a los beneficios tributarios establecidos en los artículos anteriores.

Título IV

Disposiciones generales



Artículo 10.- Compatibilidad de financiamiento. El financiamiento de proyectos sobre la base de donaciones que trata esta ley, será compatible con los recursos fiscales o municipales que puedan complementarlos.



Artículo 11.- Reconocimiento moral. Las obras financiadas por aportes de terceros, podrán disponer en un lugar visible de un reconocimiento en el que se deje constancia de los nombres de las personas o entidades que contribuyeron con sus aportes a la reconstrucción de las mismas de conformidad a esta ley.



Asimismo, se autoriza erigir monumentos o placas conmemorativas en las comunas en que se ubiquen las obras beneficiadas por las donaciones establecidas en esta ley, en los que se reconozca a los donantes. En uno o más decretos supremos se establecerá la comuna donde se ubicará cada monumento. Estas obras se financiarán mediante erogaciones populares obtenidas por medio de colectas públicas, donaciones y otros aportes. Las colectas públicas se efectuarán en las fechas que determine el Ministerio del Interior.



Artículo 12.- Información al Servicio de Impuestos Internos para efectos de fiscalización. Los donantes, sus representantes, retenedores o pagadores, deberán informar al Servicio de Impuestos Internos el monto de las donaciones efectuadas, en la forma y plazo que dicho Servicio determine mediante resolución. La información que se proporcione en cumplimiento con lo prescrito en este artículo, se amparará en el secreto establecido en el artículo 35 del Código Tributario.



Artículo 13.- Trámite de insinuación e Impuesto a las Herencias Asignaciones y Donaciones. Las donaciones acogidas a esta ley se liberarán del trámite de la insinuación y se eximirán del Impuesto a las Herencias, Asignaciones y Donaciones establecido en la ley N° 16.271.



Artículo 14.- Límite de la ley N° 19.885. Las donaciones efectuadas en conformidad a esta ley, no se someterán a los límites señalados en el artículo 10º de la ley N° 19.885, ni serán computadas para el cálculo del límite de las demás donaciones sometidas a dicho artículo.



Artículo 15.- Exclusión de empresas del Estado y otras. No podrán acogerse a estos beneficios las empresas del Estado o en las que éste o sus instituciones tengan más de un 50% de participación.



Artículo 16.- Incompatibilidad de beneficios tributarios. Las donaciones acogidas a los beneficios tributarios regulados en esta ley, no podrán, a su vez, acogerse a otros beneficios tributarios contemplados en otras leyes.



Artículo 17.- Sanciones al mal uso. Las instituciones o personas beneficiarias de obras específicas financiadas por la presente ley, no podrán, sin perjuicio de lo señalado en el artículo 11, realizar ninguna contraprestación, tales como: el otorgamiento de becas de estudio, cursos de capacitación, asesorías técnicas, u otras, directa o indirectamente, en forma exclusiva, en condiciones especiales, o exigiendo menores requisitos que los que se exigen en general, a favor del donante, ni de sus empleados, directores, o parientes consanguíneos de éstos, hasta el segundo grado, en el año inmediatamente posterior a aquél en que se efectúe la donación, en tanto la donación no se hubiere utilizado íntegramente por la institución donataria. El incumplimiento de lo previsto en este artículo hará perder el beneficio al donante y lo obligará a restituir aquella parte del impuesto que hubiere dejado de pagar o que se le hubiese devuelto, cuando corresponda, con los recargos y sanciones pecuniarias en conformidad al Código Tributario. Para este efecto, se considerará que el impuesto se encuentra en mora desde el término del período de pago correspondiente al año tributario en que debió haberse pagado el impuesto respectivo de no mediar el beneficio tributario.



Artículo 18.- Modificación del artículo 7° de la ley N° 16.282. Reemplácese el artículo 7° de la ley N° 16.282, por el siguiente:



“Artículo 7°.- Las donaciones que se efectúen con ocasión de la catástrofe o calamidad pública, al Estado, a personas naturales o jurídicas de derecho público o fundaciones o corporaciones de derecho privado, a las Universidades reconocidas por el Estado, o que Chile haga a un país extranjero, que permitan satisfacer las necesidades básicas de alimentación, abrigo, habitación, salud, comunicación y transporte de los habitantes de las zonas afectadas, estarán exentas de todo pago o gravamen que las afecten, en las mismas condiciones que las señaladas en el decreto ley N° 45, de 1973, y no se considerarán para el cálculo de los límites contemplados en el artículo 10 de la ley N° 19.885.



Asimismo, las importaciones o exportaciones de las especies donadas con los fines indicados en el inciso anterior estarán liberadas de todo tipo de impuesto, derecho, tasa u otro gravamen que sea percibido por Aduanas, como también estarán liberadas estas importaciones o exportaciones de las tarifas de carga o descarga, movilización, almacenaje, operaciones complementarias u otras, ya sea en puertos, aeropuertos o estaciones de ferrocarriles, y se entenderán también eximidas de las prohibiciones, limitaciones y depósitos aplicables al régimen general de importaciones o exportaciones. El Ministerio del Interior acreditará y calificará el carácter de la donación y su destino, y emitirá un certificado en que consten tales hechos, el que deberá ser exigido por la Aduana.”.



Artículo 19.- Agilización de trámites y autorizaciones. El decreto señalado en el artículo 2° podrá contener normas de excepción que tengan por objeto hacer más expedita la ejecución de las obras financiadas en conformidad con esta ley. Las normas de excepción señaladas, podrán establecer exenciones transitorias referidas a la obtención de permisos o a la realización de trámites administrativos; plazos especiales para el otorgamiento de permisos; exención del llamado a licitación o propuesta pública, la que en ese caso será privada, así como las demás que se estimen necesarias para la pronta y correcta ejecución de las obras de construcción o reconstrucción que se financien de acuerdo a esta ley.



Artículo 20.- Vigencia de la ley. La presente ley entrará en vigencia a partir de su publicación en el Diario Oficial.



Artículo 21.- Prórroga de Plazos. En caso de ser necesario o de mantenerse las circunstancias que motivaron la dictación del decreto supremo señalado en el artículo 1°, el Presidente de la República podrá, mediante un decreto supremo fundado, prorrogar hasta por un año el plazo previsto en dicho artículo.


Artículo 22.- Informe al Congreso Nacional. Al término del plazo dispuesto por el decreto supremo dictado en conformidad al inciso cuarto del artículo 1°, o la prórroga en su caso, el Ministerio de Hacienda deberá informar a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos del Congreso Nacional, los montos e individualización de las donaciones recibidas. Asimismo, deberá proporcionar un informe sobre la selección y ejecución de las obras financiadas en conformidad a esta ley. Todo lo anterior sin perjuicio de las atribuciones y facultades de la Contraloría General de la República.



No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda emitirá informes trimestrales sobre el estado de los Fondos que se establecen en la presente ley, los montos e individualización de las donaciones recibidas, debiendo remitir copia de ellos a las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados y a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, dentro de los noventa días siguientes al término del respectivo trimestre.



Artículo transitorio.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 1°, podrán acogerse a los beneficios tributarios previstos en esta ley, las donaciones que se efectúen hasta el plazo de un año, contado desde su entrada en vigencia y que tengan por objeto financiar la construcción, reconstrucción, reposición, remodelación, restauración o rehabilitación de infraestructura, instalaciones, obras y equipamiento, ubicados en las comunas, provincias o regiones afectadas por el terremoto o maremoto ocurrido el día 27 de febrero de 2010. Dicho plazo podrá prorrogarse en los mismos términos previstos en el artículo 21.”.
_______________

Proyecto de ley, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, en primer trámite constitucional, que facilita el pago de las deudas previsionales en las Regiones que indica, afectadas por el terremoto, con informe de la 

Comisión de Trabajo y Previsión Social



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que facilita el pago de las deudas previsionales en las Regiones que indica, afectadas por el terremoto, con urgencia calificada de “suma”, y que tiene el Boletín N° 6.922-13.



Añade que su objetivo principal es facilitar el pago de las cotizaciones previsionales adeudadas por los empleadores domiciliados en las Regiones del Libertador General Bernardo O’Higgins, del Maule y del Biobío, que hayan sufrido las consecuencias del sismo y maremoto del 27 de febrero, permitiendo la suscripción de convenios de pago entre ellos y las respectivas instituciones de seguridad social.



La Comisión de Trabajo y Previsión Social discutió el proyecto solamente en general, dando su aprobación a la idea de legislar por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Bianchi, Kuschel, Muñoz Aburto y Sabag.



Corresponde destacar que la Comisión solicita a la Sala que la discusión en particular de esta iniciativa sea efectuada por las Comisiones de Hacienda y de Trabajo y Previsión Social, unidas -cuestión que se acogió al inicio de la presente sesión-.

- - -



En discusión en general el proyecto, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Muñoz Aburto.



Cerrado el debate y sometida a votación en general la iniciativa, es aprobada por 25 votos a favor.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Matthei, Pérez San Martín y Rincón, y señores Bianchi, Chadwick, Escalona, Espina, García, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Prokurica, Quintana, Rossi, Sabag, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Bianchi, Sabag y Kuschel.

- - -



Concluida la votación, el señor Presidente concede el uso de la palabra a la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social.

- - -



A continuación, propone a la Sala fijar como plazo para formular indicaciones hasta las 12 horas del lunes 17 de mayo del año en curso, lo que, no habiendo objeción, así se acuerda.
- - -



Queda terminada la discusión de este asunto.

El texto del proyecto aprobado en general por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY



“Artículo 1°.- Podrán acogerse, por una sola vez, a las normas de los artículos siguientes para el pago de sus deudas previsionales, los empleadores cuyo domicilio pertenezca a las regiones del Libertador Bernardo O’Higgins, del Maule y del Bío Bío, que hayan sufrido las consecuencias del sismo del 27 de febrero de 2010 y adeuden las cotizaciones establecidas en el decreto ley N° 3.500, de 1980, en el decreto ley Nº 3.501, de 1980, en la ley Nº 16.744, en la ley Nº 19.728, en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, en el artículo 6° transitorio de la ley Nº 19.578 y en los artículos 163 y 164 del Código del Trabajo, correspondientes a remuneraciones que se pagaron o debieron pagarse durante el año 2009 y hasta el mes de abril de 2010.



El empleador deberá acreditar que su domicilio pertenece a las regiones señaladas en el inciso precedente y que sufrió las consecuencias del sismo, mediante una declaración jurada, prestada ante cualquier ministro de fe de los establecidos en el inciso segundo del artículo 177 del Código del Trabajo. Copia de esta declaración deberá ser remitida a la Inspección del Trabajo respectiva.



Artículo 2°.- Los empleadores citados en el artículo anterior, tendrán derecho a presentar una solicitud para acogerse a convenio para el pago de la deuda a que se refiere dicho artículo con la Institución de Seguridad Social respectiva, dentro del plazo de 120 días contado desde la fecha de entrada en vigencia de esta ley, término que se prorrogará hasta el primer día hábil siguiente si dicho plazo expirare en día sábado, domingo o festivo.



Para tales efectos, la deuda estará constituida por las cotizaciones declaradas y no pagadas por remuneraciones devengadas desde el mes de enero de 2009 y hasta el mes de abril de 2010, los intereses y reajustes del artículo 19 del decreto ley N° 3.500, de 1980, del artículo 186 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Salud, del artículo 11 de la ley Nº 19.728 y del artículo 22 de la ley Nº 17.322, según corresponda.



Se condonarán, mientras dure el convenio, los recargos del cincuenta por ciento a que se refieren los incisos undécimo y duodécimo del artículo 19 del decreto ley Nº 3.500, de 1980, y los incisos cuarto y quinto del artículo 22 de la ley N° 17.322, solo en el caso de las cuotas que hayan sido pagadas en forma oportuna. En los mismos términos se condonarán los recargos del cincuenta o veinte por ciento establecidos en los incisos segundo y tercero del artículo 11 de la ley Nº 19.728 y, los recargos del veinte por ciento a que se refieren los incisos segundo y tercero del artículo 186, del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Salud.



Artículo 3°.- Los convenios se sujetarán a las siguientes disposiciones:



a) La deuda será liquidada en conformidad con las normas anteriores, al último día del mes anteprecedente a la celebración del convenio, y se expresará en Unidades de Fomento al valor que dicha unidad tenga a la fecha de liquidación. A partir de esa fecha la deuda devengará un interés anual equivalente a la tasa de interés corriente para operaciones reajustables en moneda nacional.



b) El empleador podrá pagar la deuda hasta en dieciocho cuotas mensuales, iguales y sucesivas, expresadas en Unidades de Fomento, convertidas en pesos al día del pago.



c) El convenio deberá celebrarse dentro de los 60 días siguientes al de la presentación de la solicitud por parte del empleador, término que se prorrogará hasta el primer día hábil siguiente, si dicho plazo expirare en sábado, domingo o festivo.



d) Para poder acogerse a convenio de pago el empleador deberá estar al día en el pago de las cotizaciones previsionales, correspondientes a remuneraciones devengadas desde el mes de mayo de 2010 en adelante.


e) La primera cuota del convenio deberá pagarse dentro de los diez primeros días del mes subsiguiente al de la celebración del mismo, término que se prorrogará hasta el primer día hábil siguiente, si dicho plazo expirare en sábado, domingo o festivo. Las restantes cuotas se pagarán en la misma oportunidad en que corresponda enterar las cotizaciones de conformidad a la ley N° 17.322, al artículo 19 del decreto ley N° 3.500, de 1980, al artículo 185 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, y al artículo 10 de la ley Nº 19.728.



f) El no pago oportuno por el empleador de cuatro cuotas del convenio o de cualquiera de las cotizaciones devengadas de remuneraciones que se han pagado o debido pagar a sus trabajadores desde el mes de mayo de 2010, en adelante, hará caducar el convenio, y la Institución acreedora deberá cobrar el total del saldo de la deuda a la fecha de su caducidad. Ésta se considerará de plazo vencido, con todos sus reajustes, intereses, multas y recargos, de acuerdo a la ley N° 17.322, o al artículo 19 del decreto ley N° 3.500, de 1980, o a los artículos 185 y 186 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Salud, o al artículo 11 de la ley Nº 19.728, según corresponda.



g) El empleador podrá pagar anticipadamente, total o parcialmente la deuda. En estos casos, se descontarán los intereses no devengados señalados en la letra a), de este inciso.



h) Los convenios de pago no producirán novación de la deuda primitiva del empleador.



i) En el caso de los convenios celebrados por cotizaciones del decreto ley N° 3.500, de 1980, si los intereses y reajustes pagados por el empleador resultaren ser inferiores a los que hubieren correspondido de acuerdo al artículo 19 del citado decreto ley, excluyendo, por el período incluido en el convenio, el recargo del cincuenta por ciento a que se refieren los incisos undécimo y duodécimo de ese artículo, se deberá pagar una cuota de ajuste, cuyo monto será determinado por la Institución de Seguridad Social y corresponderá a la diferencia entre ambos valores.



A su vez, en el caso de los convenios celebrados por cotizaciones de la ley N° 19.728, si los intereses y reajustes pagados por el empleador resultaren ser inferiores a los que hubieren correspondido de acuerdo al artículo 11 de la citada ley, excluyendo, por el período incluido en el convenio, el recargo del veinte o cincuenta por ciento a que se refieren los incisos segundo y tercero de ese artículo, se deberá pagar una cuota de ajuste, cuyo monto será determinado por la Institución de Seguridad Social y corresponderá a la diferencia entre ambos valores.



Del mismo modo, en el caso de los convenios celebrados por cotizaciones de salud del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, si los intereses y reajustes pagados por el empleador resultaren ser inferiores a los que hubieren correspondido de acuerdo al artículo 186 del citado decreto con fuerza de ley, excluyendo, por el período incluido en el convenio, el recargo del veinte por ciento a que se refieren los incisos segundo y tercero de ese artículo, se deberá pagar una cuota de ajuste, cuyo monto será determinado por la Institución de Seguridad Social y corresponderá a la diferencia entre ambos valores.



El pago de la cuota de ajuste señalada en los incisos anteriores, deberá efectuarse dentro de los primeros 10 días del mes subsiguiente al pago de la última cuota pactada en el convenio.


Artículo 4°.- El haberse iniciado la cobranza judicial de las cotizaciones adeudadas por un empleador, no impedirá que éste celebre los convenios a que se refiere el artículo anterior.



La celebración del convenio suspenderá el curso del juicio. Con todo, los embargos y medidas precautorias ya decretadas se mantendrán hasta que el convenio esté completamente cumplido.



Los plazos de prescripción de las acciones para el cobro de las cotizaciones previsionales a que se refiere el convenio, ejercidas por las Instituciones de Seguridad Social, se interrumpirán desde la fecha de la celebración de éste.



Si el empleador incumpliere el convenio en cualquiera de sus partes, la institución acreedora deberá solicitar la continuación del juicio ya vigente. La omisión de este deber producirá los efectos señalados en el inciso tercero del artículo 4 bis de la ley N° 17.322.



Sin perjuicio de lo anterior, la Institución ejecutante podrá optar por iniciar un nuevo juicio ejecutivo con arreglo a las disposiciones de la ley N° 17.322 y en cualquier caso no procederá el abandono de procedimiento.



Cuando el empleador haya dado oportuno y completo cumplimiento al convenio, la institución de seguridad social respectiva deberá dar cuenta del pago, solicitando el archivo de los antecedentes.



Las costas personales y procesales causadas en el juicio hasta el momento de su suspensión, sea que las hayan acordado las partes o las haya fijado el juez, se incorporarán a la respectiva liquidación de la deuda.



Artículo 5°.- La declaración de quiebra de un empleador dejará sin efecto de pleno derecho el convenio que éste hubiere celebrado de acuerdo con esta ley, debiendo verificarse el crédito correspondiente a aquellas cuotas del convenio que faltare por pagar, en conformidad al artículo 11 de la ley N° 17.322, el que se liquidará y tendrá el privilegio del artículo 61 del Código del Trabajo, del inciso séptimo del artículo 11 de la ley Nº 19.728 y del inciso vigésimo segundo del artículo 19 del decreto ley N° 3.500, de 1980, según corresponda.



No obstante, acordada la continuación total del giro del fallido y mientras ésta subsista, el saldo de la deuda podrá ser pagado de acuerdo a las condiciones del convenio establecidas de conformidad con la presente ley.



Artículo 6°.- Para efectos de la aplicación del inciso quinto del artículo 162 del Código del Trabajo, el empleador, que habiendo celebrado un convenio de aquellos a que se refiere esta ley, quisiera poner término a la relación laboral con uno o más de sus trabajadores comprendidos en el referido convenio, deberá enterar previamente en la Institución respectiva la parte del total de las cuotas del convenio que correspondan a las cotizaciones adeudadas al trabajador despedido, en los términos establecidos en el mencionado Código.



Artículo 7°.- Para efectos de lo señalado en el inciso vigésimo cuarto del artículo 19 del decreto ley Nº 3.500, de 1980, en el inciso primero del artículo 59 de la ley Nº 19.728 y en el inciso primero del artículo 22 e) de la ley Nº 17.322, se entenderá que el empleador se encuentra al día en el pago de las cotizaciones afectas a los convenios establecidos en esta ley, siempre y cuando se encuentre al día en el pago de las cuotas establecidas en el referido convenio.



Artículo 8°.- Esta ley entrará en vigencia a contar de su publicación en el Diario Oficial.”.
- - -



Posteriormente, el señor Presidente anuncia que ha terminado el Orden del Día de esta sesión.

_______________

INCIDENTES



El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores que se indican a continuación, han requerido que se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



- Del Honorable Senador señor Bianchi:



1) Al señor Subsecretario de Deportes, pidiendo antecedentes sobre el cierre de piscina pública de Chiledeportes en Punta Arenas.


2) A la señora Intendenta de la XII Región, solicitando información acerca de adjudicación de concesiones en borde costero de dicha Región, y en cuanto a la factibilidad de incluir viviendas de la localidad de Dorotea, comuna de Puerto Natales, en red de distribución de gas natural.


- Del Honorable Senador señor Frei:



1) Al señor Ministro de Hacienda, para requerir el inicio de las obras del estadio “La Portada” (La Serena), y la restitución de los recursos de la segunda etapa del proyecto “Mejoramiento estadio Chinquihue” (Puerto Montt).


2) Al señor Ministro de Obras Públicas, pidiendo aceleramiento del proceso de concesión de Ruta 5 Norte, en tramo La Serena-Vallenar; inicio de estudios de prefactibilidad y diseño de obras de resguardo del Faro Monumental, además de realización de estudio de prefactibilidad de pavimentación de avenida Guillermo Ulriksen (La Serena); comienzo de obras en paso a nivel de Peñuelas (Coquimbo); aceleración de proceso de destinación de recursos para obras de pasos a nivel en avenidas Francisco de Aguirre, Amunátegui y Huanhualí (La Serena); mantención de operaciones de aeródromo “La Florida”, y ejecución de pasos a nivel de conurbación de La Serena y Coquimbo.



3) Al señor Ministro de Obras Públicas y, por su intermedio, a la Dirección Nacional de Obras Hidráulicas, planteando la necesidad de continuar el abovedamiento del canal La Pampa (La Serena).



4) Al señor Ministro de Salud, pidiendo el inicio de obras del Centro de Diagnóstico y Tratamiento de La Serena.



5) A la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, solicitando diseño y ejecución de avenidas Cisternas y Gabriel González Videla (La Serena).



- Del Honorable Senador señor Horvath:



1) A los señores Ministro de Economía, Fomento y Turismo y Subsecretario de Pesca, pidiendo el aseguramiento de cuota de pesca de merluza y congrio a organizaciones de pescadores de caleta Tortel.



2) A los señores Ministro de Economía, Fomento y Turismo y Vicepresidente Ejecutivo de CORFO, planteando la implementación de proyectos para pescadores artesanales en zonas aisladas de canales patagónicos.



3) A la señora Intendenta de la XI Región, requiriendo la reparación y destinación del edificio de servicios públicos de Puerto Aysén.



- Del Honorable Senador señor Walker (don Patricio) al señor Ministro de Justicia, en relación con eventuales responsabilidades de funcionarios del Centro de Distribución y Tránsito “El Capullo”, de Chiguayante, en red de prostitución infantil.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Honorables Senadores indicados, de conformidad al Reglamento del Senado.

_______________



En el tiempo del Comité Partido por la Democracia, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Quintana, quien solicita oficiar, en su nombre, a los señores Ministro de Salud y Alcalde de la Ilustre Municipalidad de Angol -y, por intermedio de este último, al Concejo comunal-, en lo relativo a la posible concesión del hospital de dicha localidad.



Asimismo, pide dirigir oficios, en su nombre, a los señores Ministro de Obras Públicas y Alcaldes de las Ilustres Municipalidades de Curacautín y Victoria    -y, por intermedio de estos últimos, a los respectivos Concejos comunales-, en relación con el proyecto “Embalse Río Blanco-Victoria-Curacautín”, presentado a estudio de prefactibilidad.



Además, solicita que se oficie, en su nombre, al señor Director Nacional del SERNAGEOMIN, respecto de los efectos, en la comuna de Angol, del reciente terremoto.



Por último, requiere oficiar, en su nombre, al señor Ministro de Obras Públicas -y, por su intermedio, a la Dirección Nacional de Obras Hidráulicas-, y al señor Alcalde de la Ilustre Municipalidad de Angol -y, por su intermedio, al Concejo comunal-, en cuanto a la conveniencia de elaborar un plan maestro de evacuación de aguas lluvias en esa localidad.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados por el señor Senador, de conformidad al Reglamento del Senado.

_______________



En el tiempo de los Comités Partido Unión Demócrata Independiente y Partido Renovación Nacional, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Orpis, quien se refiere a la situación geopolítica de la Región de Arica y Parinacota, pidiendo oficiar -en su nombre- sobre la materia, a S.E. el Presidente de la República y a los señores Ministros del Interior y de Relaciones Exteriores.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados por el señor Senador, de conformidad al Reglamento del Senado.

_______________



Se deja constancia de que no hacen uso de su tiempo los Comités Partido Radical Socialdemócrata e Independiente, Independientes, Partido Socialista y Partido Demócrata Cristiano.



Se levanta la sesión.
CARLOS HOFFMANN CONTRERAS 

Secretario General del Senado

DOCUMENTOS

1

PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA EL ARTÍCULO ÚNICO DE LA LEY Nº 20.411, DE 2009

(6831-01)



Con motivo del Mensaje, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:

“Artículo Único.- Modifícase la Ley N° 20.411, en el siguiente sentido:
1.- Intercálase, en el artículo único, inciso segundo, entre las expresiones “20.017,”, la primera vez que aparece, y “por”, lo siguiente: “por las Comunidades Agrícolas, organizadas en conformidad a lo dispuesto en el decreto con fuerza de ley N° 5, de 1967, del Misterio de Agricultura,”.
2.- Intercálase, en el artículo único, inciso tercero, entre las palabras “a” y “pequeños” lo siguiente: “las Comunidades Agrícolas o a”.”.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Alejandra Sepúlveda Orbenes, Presidenta de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, , Secretario General Accidental de la Cámara de Diputados

2

PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA DIVERSOS CUERPOS LEGALES PARA OBTENER RECURSOS DESTINADOS A FINANCIAMIENTO DE RECONSTRUCCIÓN DEL PAÍS

(6927-05)



Con motivo del Mensaje, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Auméntase transitoriamente la tasa establecida en el artículo 20 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1° del decreto ley Nº 824, de 1974, de la siguiente manera:


a) A 20% (veinte por ciento), para las rentas que se perciban o devenguen durante el año calendario 2011.


b) A 18,5% (dieciocho coma cinco por ciento) para las rentas que se perciban o devenguen durante el año calendario 2012.


Toda referencia que en la Ley sobre Impuesto a la Renta o en cualquier otra norma legal, se haga al Impuesto de Primera Categoría, se entenderá efectuada tomando en consideración la tasa incrementada transitoriamente, de acuerdo a lo expresado en el inciso precedente.


Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1° del decreto ley N° 824, de 1974:


1) Incorpórase, a continuación del artículo 14 ter, el siguiente artículo 14 quáter:


“Artículo 14 quáter.- Los contribuyentes obligados a declarar su renta efectiva según contabilidad completa por rentas del artículo 20 de esta ley, que cumplan los siguientes requisitos, estarán exentos del Impuesto de Primera Categoría en conformidad al número 7° del artículo 40: 

a) Que sus ingresos totales del giro no superen, en cada año calendario, el equivalente a 28.000 unidades tributarias mensuales.


Para calcular estos montos, los ingresos de cada mes se expresarán en unidades tributarias mensuales según el valor de ésta en el respectivo mes y el contribuyente deberá sumar a sus ingresos, los obtenidos por sus relacionados en los términos establecidos por los artículos 20, N° 1, letra b), de la presente ley; y 100 de la ley N° 18.045, que en el ejercicio respectivo se encuentren acogidos a este artículo;

b) No poseer ni explotar, a cualquier título, derechos sociales o acciones de sociedades, ni formar parte de contratos de asociación o cuentas en participación, y


c) Que en todo momento su capital propio no supere el equivalente a 14.000 unidades tributarias mensuales.

Los contribuyentes acogidos a este artículo que dejen de cumplir con alguno de los requisitos a que se refiere el inciso primero, circunstancia que deberá ser comunicada al Servicio de Impuestos Internos durante el mes de enero del año calendario siguiente, no podrán aplicar la exención establecida en el número 7° del artículo 40, a partir del año calendario en que dejen de cumplir tales requisitos. En tal caso, no se podrá volver a gozar de esta exención sino a partir del tercer año calendario siguiente.


2) Agrégase, en el artículo 40, a continuación del numeral 6°, el siguiente numeral 7°:


“7°.- Los contribuyentes que cumplan los requisitos establecidos en el artículo 14 quáter, por la renta líquida imponible, deducidas las cantidades retiradas, distribuidas, remesadas o que deban considerarse retiradas conforme a esta ley, que determinen en conformidad al Título II, hasta un monto máximo anual equivalente a 1.440 unidades tributarias mensuales.”.


3) Sustitúyese el artículo 64 bis, por el siguiente:


“Artículo 64 bis.- Establécese un impuesto específico a la renta operacional de la actividad minera obtenida por un explotador minero.


Para los efectos de lo dispuesto en el presente título se entenderá por:


1. Explotador minero, toda persona natural o jurídica que extraiga sustancias minerales de carácter concesible y las venda en cualquier estado productivo en que se encuentren.


2. Producto minero, la sustancia mineral de carácter concesible ya extraída, haya o no sido objeto de beneficio, en cualquier estado productivo en que se encuentre.


3. Venta, todo acto jurídico celebrado por el explotador minero que tenga por finalidad o pueda producir el efecto de transferir la propiedad de un producto minero.


4. Ingresos operacionales mineros, todos los ingresos determinados de conformidad a lo establecido en el artículo 29 de la presente ley, deducidos todos aquellos ingresos que no provengan directamente de la venta de productos mineros, con excepción de los conceptos señalados en la letra e) del número tres del artículo 64 ter.


5. Renta imponible operacional minera, corresponde a la renta líquida imponible del contribuyente con los ajustes contemplados en el artículo 64 ter de la presente ley.


6. Margen operacional minero, el cociente, multiplicado por cien, que resulte de dividir la renta imponible operacional minera por los ingresos operacionales mineros del contribuyente.


El impuesto a que se refiere este artículo se aplicará a la renta imponible operacional minera del explotador minero de acuerdo a lo siguiente:


a. Aquellos explotadores mineros cuyas ventas anuales determinadas de acuerdo a la letra d, sean iguales o inferiores al valor equivalente a 12.000 toneladas métricas de cobre fino, no estarán afectos al impuesto. 


b. A aquellos explotadores mineros cuyas ventas anuales determinadas de acuerdo con la letra d, sean iguales o inferiores al valor equivalente a 50.000 toneladas métricas de cobre fino y superiores al valor equivalente a 12.000 toneladas métricas de cobre fino, se les aplicará una tasa equivalente al promedio por tonelada de lo que resulte de aplicar lo siguiente:


- Sobre la parte que exceda al valor equivalente a 12.000 toneladas métricas de cobre fino y no sobrepase el equivalente a 15.000 toneladas métricas de cobre fino, 0,5%;


- Sobre la parte que exceda al valor equivalente a 15.000 toneladas métricas de cobre fino y no sobrepase el equivalente a 20.000 toneladas métricas de cobre fino, 1%;


- Sobre la parte que exceda al valor equivalente a 20.000 toneladas métricas de cobre fino y no sobrepase el equivalente a 25.000 toneladas métricas de cobre fino, 1,5%;


- Sobre la parte que exceda al valor equivalente a 25.000 toneladas métricas de cobre fino y no sobrepase el equivalente a 30.000 toneladas métricas de cobre fino, 2%;


- Sobre la parte que exceda al valor equivalente a 30.000 toneladas métricas de cobre fino y no sobrepase el equivalente a 35.000 toneladas métricas de cobre fino, 2,5%;


- Sobre la parte que exceda al valor equivalente a 35.000 toneladas métricas de cobre fino y no sobrepase el equivalente a 40.000 toneladas métricas de cobre fino, 3%, y

- Sobre la parte que exceda al valor equivalente a 40.000 toneladas métricas de cobre fino, 4,5%.

c. A aquellos explotadores mineros cuyas ventas anuales determinadas de acuerdo con la letra d., excedan al valor equivalente a 50.000 toneladas métricas de cobre fino, se les aplicará la tasa correspondiente al margen operacional minero del respectivo ejercicio, de acuerdo a la siguiente tabla:


- Si el margen operacional minero es igual o inferior a 35, la tasa aplicable ascenderá a un 3,5%;


- Sobre la parte del margen operacional minero que exceda de 35 y no sobrepase el 40 la tasa aplicable ascenderá a un 6,5%;


- Sobre la parte del margen operacional minero que exceda de 40 y no sobrepase de 45 la tasa aplicable ascenderá a un 9,5%;


- Sobre la parte del margen operacional minero que exceda de 45 y no sobrepase de 50 la tasa aplicable ascenderá a un 12,0%;


- Sobre la parte del margen operacional minero que exceda de 50 y no sobrepase de 55 la tasa aplicable ascenderá a un 13,5%;


- Sobre la parte del margen operacional minero que exceda de 55 y no sobrepase de 60 la tasa aplicable ascenderá a un 15,0%;


- Sobre la parte del margen operacional minero que exceda de 60 y no sobrepase de 65 la tasa aplicable ascenderá a un 16,5%;


- Sobre la parte del margen operacional minero que exceda de 65 y no sobrepase de 70 la tasa aplicable ascenderá a un 18,0%;

- Sobre la parte del margen operacional minero que exceda de 70 y no sobrepase de 75 la tasa aplicable ascenderá a un 19,5%, y


- Si el margen operacional minero excede de 75 la tasa aplicable será de 9,0%;


d. Para los efectos de determinar el régimen tributario a aplicar, se deberá considerar el valor total de venta de productos mineros del conjunto de personas relacionadas con el explotador minero, que puedan ser considerados explotadores mineros de acuerdo al numeral 1 del inciso segundo del presente artículo y que realicen dichas ventas.


Se entenderá por personas relacionadas aquéllas a que se refiere el numeral 2° del artículo 34 de esta ley.


El valor de una tonelada métrica de cobre fino se determinará de acuerdo al valor promedio del precio contado que el cobre Grado A, haya presentado durante el ejercicio respectivo en la Bolsa de Metales de Londres, el cual será publicado, en moneda nacional, por la Comisión Chilena del Cobre dentro de los primeros 30 días de cada año.”.


4) Agrégase, a continuación del artículo 64 bis, el siguiente artículo 64 ter:


“Artículo 64 ter.- De la renta imponible operacional minera.


Se entenderá por renta imponible operacional minera, para los efectos de este artículo, la que resulte de efectuar los siguientes ajustes a la renta líquida imponible determinada en los artículos 29 a 33 de la presente ley:


1. Deducir todos aquellos ingresos que no provengan directamente de la venta de productos mineros;


2. Agregar los gastos y costos necesarios para producir los ingresos a que se refiere el número 1 precedente. Deberán, asimismo, agregarse los gastos de imputación común del explotador minero que no sean asignables exclusivamente a un determinado tipo de ingresos, en la misma proporción que representen los ingresos a que se refiere el numeral precedente respecto del total de los ingresos brutos del explotador minero;


3. Agregar, en caso que se hayan deducido, las siguientes partidas contenidas en el artículo 31 de la presente ley:


a. Los intereses referidos en el número 1° de dicho artículo;

b. Las pérdidas de ejercicios anteriores a que hace referencia el número 3° del referido artículo;


c. El cargo por depreciación acelerada;


d. La diferencia, de existir, que se produzca entre la deducción de gastos de organización y puesta en marcha, a que se refiere el número 9° del artículo 31, amortizados en un plazo inferior a seis años y la proporción que hubiese correspondido deducir por la amortización de dichos gastos en partes iguales, en el plazo de seis años. La diferencia que resulte de aplicar lo dispuesto en esta letra, se amortizará en el tiempo que reste para completar, en cada caso, los seis ejercicios, y


e. La contraprestación que se pague en virtud de un contrato de avío, compraventa de minerales, arrendamiento o usufructo de una pertenencia minera, o cualquier otro que tenga su origen en la entrega de la explotación de un yacimiento minero a un tercero. También deberá agregarse aquella parte del precio de la compraventa de una pertenencia minera que haya sido pactado como un porcentaje de las ventas de productos mineros o de las utilidades del comprador.


4. Deducir la cuota anual de depreciación por los bienes físicos del activo inmovilizado que hubiere correspondido de no aplicarse el régimen de depreciación acelerada, y

5. En conformidad a lo establecido en los artículos 64 del Código Tributario y 38 de la presente ley, en caso de existir ventas de productos mineros del explotador minero a personas relacionadas residentes o domiciliadas en Chile, para los efectos de determinar el régimen tributario, la tasa, exención y la base del impuesto a que se refiere este artículo, el Servicio de Impuestos Internos, en uso de sus facultades, podrá impugnar los precios utilizados en dichas ventas. En este caso, el Servicio de Impuestos Internos deberá fundamentar su decisión considerando los precios de referencia de productos mineros que determine la Comisión Chilena del Cobre de acuerdo a sus facultades legales.”.

5) Sustitúyese la letra i) del artículo 84 por la siguiente: ”i) Los contribuyentes acogidos a los artículos 14 ter y 14 quáter de esta ley, efectuarán un pago provisional con la tasa de 0,25% sobre los ingresos mensuales de su actividad.”.


Artículo 3°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el número 1° del artículo 11 ter del decreto ley N° 600, de 1974, que contiene el Estatuto de la Inversión Extranjera, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por decreto con fuerza de ley N° 523, de 1993, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción:


1. En el párrafo primero, sustitúyese la frase “trata el artículo 64 bis” por “tratan los artículos 64 bis y 64 ter”.


2. En el párrafo segundo, sustitúyese la frase “el artículo 64 bis” por “los artículos 64 bis y 64 ter”.


Artículo 4°.- De los recursos señalados en el artículo 1º de la ley Nº 13.196, Reservada del Cobre, autorízase integrar a ingresos generales de la Nación, partida presupuestaria 50 del Tesoro Público, trescientos millones de dólares de los Estados Unidos de América (US$ 300.000.000), el año 2010, y trescientos millones de dólares de los Estados Unidos de América (US$ 300.000.000), el año 2011. Los recursos obtenidos en conformidad a esta autorización serán destinados a financiar la construcción, reconstrucción, reposición, remodelación, restauración o rehabilitación de infraestructura, instalaciones, obras y equipamiento ubicados en las comunas, provincias o regiones afectadas por el terremoto y maremoto del 27 de febrero de 2010.


Artículo 5°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley Nº 3.475, de 1980, que contiene la Ley sobre Impuesto de Timbres y Estampillas:


a. Sustitúyense, en el inciso primero del numeral 3), de su artículo 1°, los guarismos “0,1” y “1,2”, por “0,05” y “0,6”, respectivamente; y en el inciso segundo del mismo numeral, el guarismo “0,5” por “0,25”.


b. Sustitúyese, en el inciso primero del numeral 2), de su artículo 2°, el guarismo “0,5” por el guarismo “0,25”; en el inciso segundo, el guarismo “0,1” por “0,05”, y en el inciso tercero, el guarismo “1,2” por “0,6”.


c. Sustitúyense, en el inciso segundo del artículo 3°, los guarismos “0,1” y “1,2”, por “0,05” y “0,6”, respectivamente.


Artículo 6°.- Introdúcense en el artículo 20 del decreto ley N° 3.500, de 1980, que establece el nuevo Sistema de Pensiones, las siguientes modificaciones:


1) Sustitúyese en la penúltima oración del inciso tercero, la coma (,) que se encuentra entre las palabras “legal” y “no”, por la conjunción copulativa “y”. A su vez, sustitúyese la frase que se encuentra al final de la oración: “y les será aplicable el artículo 19”, por las siguientes: “por la parte que no exceda de un monto máximo anual de 900 unidades de fomento, por cada trabajador. Los excesos sobre los montos señalados se gravarán con el Impuesto Único de Segunda Categoría o con Impuesto Global Complementario, según corresponda. La cobranza de estos depósitos se sujetará a lo dispuesto en el artículo 19. El monto total de los depósitos realizados por cada trabajador, deberá ser informado anualmente por las Administradoras o instituciones autorizadas al Servicio de Impuestos Internos, de la forma que este último establezca”.


2) Agrégase el siguiente inciso cuarto, nuevo, pasando los actuales incisos cuarto y quinto, a ser incisos quinto y sexto, respectivamente:


“Cuando los depósitos a que se refiere el inciso anterior, no hayan gozado del beneficio tributario que en él se establece y se destinen a anticipar o mejorar la pensión, para los efectos de aplicar el impuesto establecido en el artículo 43 de la Ley de Impuesto a la Renta, se rebajará el monto que resulte de aplicar a la pensión el porcentaje que en el total del fondo destinado a pensión representen dichos depósitos. El saldo de dichos depósitos, será determinado por las Administradoras de Fondos de Pensiones según establezca una norma de carácter general de la Superintendencia.”.


Artículo 7°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley N° 828, de 1974, que establece normas para el Cultivo, Elaboración, Comercialización e Impuestos que afectan al Tabaco: 


1. En el artículo 3°, sustitúyese el guarismo “65,2” por el guarismo “52,6”, y reemplázase la palabra “escudo” por la palabra “peso”.


2. Sustitúyese el artículo 4° por el siguiente:


“Artículo 4°.- Los paquetes, cajas o envoltorios de cigarrillos pagarán un impuesto específico equivalente a 0,0000675 unidades tributarias mensuales por cada cigarrillo que contengan; y, además, un impuesto de 62,3%, que se aplicará sobre el precio de venta al consumidor, incluido impuestos, por cada paquete, caja o envoltorio, considerándose como entero toda fracción del impuesto inferior a un peso.


Para estos efectos, el impuesto específico deberá calcularse tomando como base la unidad tributaria mensual vigente al momento de la determinación del impuesto.”.


3. En el artículo 5°, sustitúyese el guarismo “47,9” por el guarismo “59,7”, y reemplázase la palabra “escudo” por la palabra “peso”.


Artículo 8°.- Derógase el artículo 7º de la ley Nº 18.134, que establece normas tributarias, económicas y financieras.


Artículo 9°.- Introdúcense, en el decreto con fuerza de ley N° 2, del año 1959, del Ministerio de Hacienda, sobre Plan Habitacional, las siguientes modificaciones:

1. Agréganse, en el artículo 1°, los siguientes incisos segundo, tercero y cuarto, pasando los actuales incisos segundo, tercero y cuarto a ser quinto, sexto y séptimo, respectivamente:


“A los beneficios para las “viviendas económicas” que contempla el presente decreto con fuerza de ley, solamente podrán acogerse las personas naturales, respecto de un máximo de dos viviendas que adquieran, nuevas o usadas. En caso que posean más de dos “viviendas económicas”, los beneficios solamente procederán respecto de las dos de dichas viviendas que tengan una data de adquisición anterior. Esta limitante se aplicará para las personas naturales que adquieran la totalidad del derecho real de dominio sobre el inmueble o una cuota del dominio en conjunto con otros comuneros.


Los beneficios establecidos en el presente decreto con fuerza de ley no podrán ser utilizados por las personas jurídicas, cualquiera fuere su naturaleza. No obstante, las corporaciones y fundaciones de carácter benéfico gozarán de la exención establecida en el artículo 16.

Para hacer uso de los beneficios, franquicias y exenciones que contempla el presente decreto con fuerza de ley, los Notarios y Conservadores de Bienes Raíces deberán remitir al Servicio de Impuestos Internos, en la forma y plazo que éste determine, la información de todos los actos y contratos otorgados ante ellos o que les sean presentados para su inscripción, referidos a transferencias y transmisiones de dominio de "viviendas económicas". Igual obligación tendrán los propietarios de las “viviendas económicas” en defecto de lo anterior.”.


2. Deróganse los artículos 8°, 9° y 22.


3. En el artículo 12, elimínase la frase “la letra g) del artículo 8° y en”.


4. Suprímese, en el inciso primero del artículo 18, la expresión “o jurídica”.


5. Intercálase, también en el inciso primero del artículo 18, entre la coma (,) que sigue a la palabra “título” y la expresión “gozarán”, la frase “con las limitaciones establecidas en el artículo 1°”, seguida de una coma (,).


6. Agrégase, en el inciso primero del artículo 20, antes de la frase “Los beneficios establecidos”, la frase “La posibilidad de acogerse a”, y sustitúyase la palabra “regirán” por “regirá”; y 


7. Agrégase, también en el artículo 20, el siguiente inciso final:


“Lo señalado en esta disposición es sin perjuicio de que, para hacer uso de los beneficios indicados en el inciso primero, deberá darse cumplimiento al deber de información establecido en el inciso cuarto del artículo 1°.”.


Artículo 10.- Sustitúyese, en el decreto con fuerza de ley N° 7, de 1980, del Ministerio de Hacienda, que contiene la Ley Orgánica del Servicio de Impuestos Internos, el inciso final del artículo 9°, por el siguiente:


“Con todo, al Subdirector de Fiscalización y al Director de Grandes Contribuyentes se les entienden conferidas todas las facultades que esta ley, el Código Tributario y otras disposiciones legales, otorgan o les confieran en el futuro a los Directores Regionales. No obstante, para el caso del Subdirector de Fiscalización, se excluye la facultad establecida en el número 6°, del artículo 6°, letra B), del Código Tributario. Las facultades de que trata este inciso se entenderán conferidas, al Subdirector de Fiscalización, respecto de todo el territorio del país; y al Director de Grandes Contribuyentes, respecto de aquellos contribuyentes que de conformidad a lo dispuesto en el artículo 3° bis de esta ley queden sometidos a su jurisdicción.”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo primero.- Para los efectos de lo señalado en el inciso segundo de la letra a) del artículo 84, de la Ley sobre Impuesto a la Renta, los contribuyentes deberán recalcular el Impuesto de Primera Categoría con la tasa de impuesto que rija en cada año calendario, para determinar el porcentaje que deben aplicar a los ingresos brutos por los meses de abril a diciembre de los años calendarios 2011, 2012 y 2013.


Del mismo modo, para los efectos de determinar los pagos provisionales por los ingresos brutos correspondientes a los meses de enero, febrero y marzo de los años calendarios 2011, 2012 y 2013, el porcentaje aplicado durante el mes de diciembre inmediatamente anterior, se ajustará multiplicándolo por los factores 1,176, 0,925 y 0,919, respectivamente.


Artículo segundo.- Las disposiciones establecidas en los números 3) y 4) del artículo segundo, regirán a contar del año calendario 2010. En consecuencia, el impuesto a que se refieren los artículos 64 bis y 64 ter de la Ley sobre Impuesto a la Renta deberá pagarse por la renta operacional del explotador minero que se determine para dicho año calendario.


Artículo tercero.- Los inversionistas extranjeros y las empresas receptoras de sus aportes, que con anterioridad a la entrada en vigencia de esta ley, mantengan vigente un contrato de inversión extranjera suscrito con el Estado de Chile, conforme a lo dispuesto en el artículo 11 ter del decreto ley N° 600, de 1974, podrán optar por la aplicación de las normas contenidas en los artículos 64 bis y 64 ter de la Ley sobre Impuesto a la Renta, bajo la modalidad y de acuerdo a lo indicado en el artículo cuarto transitorio.


Lo señalado en el inciso anterior será igualmente aplicable a las empresas que no siendo receptoras del aporte de inversionistas extranjeros, hayan suscrito un contrato con el Estado de Chile conviniendo la invariabilidad tributaria del artículo 5° transitorio de la ley N° 20.026.


Artículo cuarto.- En caso que los explotadores mineros señalados en el artículo anterior optaren por acogerse a las normas de los artículos 64 bis y 64 ter de la Ley sobre Impuesto a la Renta, se sujetarán, para efectos de determinar el impuesto específico a la actividad minera, a las siguientes reglas: 


Durante los ejercicios correspondientes a los años calendarios 2010 y 2011, el impuesto específico a la renta operacional de la actividad minera se aplicará en conformidad con las reglas establecidas en los artículos 64 bis y 64 ter de la Ley sobre Impuesto a la Renta.


A partir del año calendario 2012, inclusive, y hasta el término del régimen de invariabilidad señalado en los respectivos contratos vigentes, se aplicarán las tasas contempladas en el artículo 64 bis, que fuera incorporado por el N° 1 del artículo primero de la ley N° 20.026 y en los artículos 3°, 4° y 5° transitorios de la misma ley, según sea el caso. Éstas se aplicarán sobre la renta imponible operacional minera determinada en conformidad con los artículos 64 bis y 64 ter de la Ley sobre Impuesto a la Renta, según el texto establecido en la presente ley.


El plazo de invariabilidad pactado en los contratos vigentes se ampliará por ocho años calendarios contado a continuación de aquél en  que venza el actualmente en curso. Durante dicho plazo se aplicará el régimen tributario contemplado en los artículos 64 bis y 64 ter de la Ley sobre Impuesto a la Renta, según el texto de dichos artículos introducido por esta ley. Una vez vencida la prórroga, los contribuyentes quedarán sometidos al régimen general de tributación entonces vigente.


Sin perjuicio de lo anterior, los contribuyentes a que se refiere la presente disposición, deberán cumplir con lo establecido en el artículo 6° transitorio de la ley N° 20.026. Adicionalmente, mantendrán el derecho a aplicar lo establecido en el artículo 8° transitorio de la referida ley, hasta el término de la prórroga de invariabilidad señalada en el inciso anterior.


La solicitud que tenga por objeto modificar el régimen de invariabilidad a efectos de sujetarse a lo señalado en los incisos anteriores, deberá ser presentada, conjuntamente, por la totalidad de los inversionistas extranjeros y por la empresa receptora de su aporte ante el Comité de Inversiones Extranjeras. Las empresas que no sean receptoras del aporte de inversionistas extranjeros, y que hayan suscrito un contrato con el Estado de Chile ante el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, deberán presentar la solicitud ante este mismo organismo. Luego de ello, y previa resolución de la Vicepresidencia Ejecutiva del Comité de Inversiones Extranjeras, o del referido Ministerio, según sea el caso, se procederá a suscribir la modificación al contrato de inversión correspondiente, la cual se entenderá que producirá sus efectos desde la fecha de la solicitud respectiva. En la resolución y en la modificación al contrato de inversión extranjera respectivo se dejará constancia de los derechos y obligaciones referidos en este artículo.


La solicitud referida en el inciso anterior deberá presentarse, a más tardar, dentro del plazo de sesenta días hábiles a contar de la fecha de entrada en vigencia de la presente ley. 


Artículo quinto.- Los inversionistas extranjeros y empresas receptoras que gocen de los derechos de invariabilidad contemplados en los artículos 7° u 11 bis del decreto ley N° 600 de 1974, podrán acogerse a lo dispuesto en el artículo anterior, con las siguientes modificaciones:


La solicitud respectiva deberá indicar la voluntad de sustituir el régimen de invariabilidad de que gozan, por el del artículo 11 ter del decreto ley N° 600, de 1974, sujeta a la condición de celebrarse la modificación del contrato correspondiente.


El plazo de los derechos de invariabilidad será el que resulte de considerar el remanente del plazo del contrato que se modifica, sin perjuicio de la prórroga de invariabilidad aplicable, que se regirá de acuerdo a lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo precedente.


Durante los años calendarios 2012 y siguientes hasta el que corresponda al vencimiento inicial del contrato que se modifica, la empresa respectiva estará afecta al impuesto específico a la renta operacional de la actividad minera, con una tasa de 5%.


Los inversionistas extranjeros tendrán derecho a que las respectivas empresas receptoras de la inversión puedan explotar otros proyectos mineros conexos, distintos a los actualmente individualizados en sus convenios respectivos, amparándolos  en el régimen de invariabilidad correspondiente. Lo anterior es sin perjuicio del cumplimiento de la legislación aplicable a los mismos. Para ejercer dicho derecho los inversionistas deberán presentar la solicitud respectiva al Comité de Inversiones Extranjeras, identificando los proyectos mineros conexos dentro de la solicitud referida en el artículo cuarto transitorio.


Se entenderá por proyecto minero conexo aquél que sea parte de una misma unidad económica de explotación, por su proximidad física, por la utilización común de caminos, recursos hídricos, plantas de beneficio, infraestructura eléctrica o de transporte u otros similares. Se considerará como parte del proyecto minero conexo la explotación de pertenencias mineras, que cumpliendo condiciones como las indicadas no pertenezcan aún a la empresa receptora de la inversión, pero sí le pertenecieren a la época de comenzar la explotación del proyecto minero.

El mismo derecho tendrán las empresas con convenios vigentes acogidos al artículo 5° transitorio de la ley N° 20.026.


El Comité de Inversiones Extranjeras o el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo en su caso podrán solicitar informes técnicos sobre las solicitudes mencionadas al Servicio Nacional de Geología y Minería o a la Comisión Chilena del Cobre, los que deberán evacuar su informe dentro del plazo de 15 días hábiles desde la recepción de la consulta.


Artículo sexto.- Las empresas que no siendo receptoras del aporte de inversionistas extranjeros, hubieren adquirido la propiedad de un proyecto minero e iniciado su explotación con posterioridad al 1 de diciembre de 2004 y con anterioridad a la entrada en vigencia de esta ley, y que se encuentren afectas al impuesto específico a la actividad minera del artículo 64 bis, señalado en la ley N° 20.026, podrán solicitar se les concedan los derechos contenidos en el artículo 11 ter del decreto ley N° 600, de 1974, en las condiciones establecidas en dicho artículo, sujeto además a los siguientes requisitos y con los derechos adicionales que se indican:


- La solicitud respectiva será formulada en los mismos términos y dentro del plazo establecidos en los incisos sexto y séptimo del artículo cuarto transitorio.


- El plazo de los derechos de invariabilidad será el establecido en el artículo 11 ter del decreto ley N° 600, de 1974, siendo aplicable las reglas generales establecidas en los artículos 64 bis y 64 ter de la Ley sobre Impuesto a la Renta.


Artículo séptimo.- Prorrógase, hasta el 31 de diciembre del año 2012, con sujeción a las normas de la ley N° 17.235, sobre Impuesto Territorial, la vigencia de los avalúos de los bienes raíces no agrícolas que rijan al 31 de diciembre del año 2010; y fíjase, a contar del 1 de enero del año 2013, la vigencia de los nuevos avalúos que se determinen, fecha desde la cual se contará el plazo de 5 años que establece el inciso primero del artículo 3° de la mencionada ley, del mismo modo como se reiniciarán los reavalúos anuales establecidos en el inciso séptimo de dicho artículo.


Artículo octavo.- Tratándose de bienes raíces no agrícolas que por aplicación de lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 3°, de la ley N° 17.235, al primer semestre del año 2010 no hayan alcanzado la cuota del monto del impuesto territorial que según su avalúo les corresponde, la aplicación del procedimiento de incremento gradual del impuesto establecido en dicho artículo, se prorrogará en hasta un 10% semestral, por un máximo de 4 semestres, de forma tal que al segundo semestre del año 2012, a más tardar, las propiedades afectadas con este procedimiento de incremento gradual deberán haber alcanzado el monto total del impuesto territorial que según su avalúo les corresponde.


Artículo noveno.- En el caso de los bienes raíces no agrícolas señalados en el inciso séptimo del artículo 3°, de la ley N° 17.235, que al primer semestre del año 2010, como resultado del reavalúo que rige a partir del 1 de enero de ese año, hayan experimentado un incremento del impuesto territorial superior a un 25% respecto del semestre anterior, se regirán por el procedimiento de incremento gradual establecido en el inciso cuarto del artículo 3°, de la ley N° 17.235. Este procedimiento se aplicará hasta el primer semestre del año 2012, con un incremento en la contribución de hasta un 10% semestral, de forma tal que al segundo semestre del año 2012, se les girará el monto del impuesto que les corresponda según su avalúo. A contar del 1 de enero del año 2013, para los bienes raíces referidos en este artículo, volverá a aplicarse el mecanismo de determinación del impuesto a que se refiere el inciso final del artículo 3° la ley N° 17.235, ya referido.


Artículo décimo.- Las disposiciones de la presente ley que modifican el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1959, del Ministerio de Hacienda, comenzarán a regir luego de tres meses contados desde su publicación.


Artículo undécimo.- Las modificaciones al artículo 18 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1959, del Ministerio de Hacienda, se aplicarán, respecto de los beneficios de que pueden gozar los adquirentes de “viviendas económicas”, por las viviendas que adquieran a contar de la fecha establecida en el artículo décimo transitorio de la presente ley.


Artículo duodécimo.- Para los efectos de lo dispuesto en el número 6°, de la letra B, del artículo 6° del Código Tributario, que introdujo el artículo segundo, número 1), letra b), de la ley N° 20.322, el Director de Grandes Contribuyentes podrá disponer el cumplimiento administrativo de las sentencias dictadas por los Tribunales Tributarios y Aduaneros, en materias de su competencia, a medida que 
estos Tribunales entren en funciones, conforme a las disposiciones transitorias establecidas en la misma ley. En aquellas regiones donde los Tribunales Tributarios y Aduaneros aún no entren en funciones, el Director de Grandes Contribuyentes no tendrá la facultad de resolver administrativamente las reclamaciones que presenten los contribuyentes, de conformidad con el Libro Tercero del Código Tributario.


Artículo décimo tercero.- Las modificaciones señaladas en el artículo 5° de esta ley, regirán a partir del término de la vigencia indicada en la letra b) del artículo 3° de la ley N° 20.326.


Artículo décimo cuarto.- Los contribuyentes podrán acogerse al nuevo régimen establecido en el artículo 14 quáter de la Ley sobre Impuesto a la Renta, por las rentas que se perciban o devenguen a partir del primero de enero de 2011.


Artículo décimo quinto.- Las modificaciones establecidas en el artículo 6º de esta ley comenzarán a regir a partir del año calendario 2011.”.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Alejandra Sepúlveda Orbenes, Presidenta de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, , Secretario General Accidental de la Cámara de Diputados
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INFORME DE LAS COMISIONES DE RELACIONES EXTERIORES Y DE DEFENSA NACIONAL, UNIDAS, RECAÍDO EN EL OFICIO DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, CON EL QUE SOLICITA EL ACUERDO DEL SENADO PARA PRORROGAR, POR EL PLAZO DE UN AÑO, LA PERMANENCIA DE TROPAS Y MEDIOS NACIONALES EN HAITÍ

(S 1241-05)

HONORABLE SENADO:





Vuestras Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, tienen el honor de informaros acerca de la solicitud de S. E. el señor Presidente de la República, cuyo objetivo es que la Corporación dé su acuerdo para prorrogar la permanencia de tropas nacionales en Haití, a fin de continuar participando en la Misión de Estabilización de Naciones Unidas en Haití (MINUSTAH), por el plazo de un año.





La Sala de la Corporación acordó, en sesión de 4 de mayo del año en curso, que el proyecto fuera conocido por las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas.

- - -





Cabe destacar que S.E. el señor Presidente de la República hizo presente la urgencia en el despacho del acuerdo, en uso de la facultad que le confiere el inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política de la República.
- - -





Asistieron, especialmente invitados, a la sesión en que se discutió esta solicitud, del Ministerio de Defensa Nacional, el Ministro, señor Jaime Ravinet; el Jefe del Estado Mayor Conjunto, General de División Cristián Le Dantec; el Director de Operaciones de Paz del Estado Mayor Conjunto, Coronel de la Fuerza Aérea, señor Luis Silva, y la Directora de Finanzas, Coronel de Ejército, señora Leticia Martínez.





Asimismo, concurrieron del Ministerio de Relaciones Exteriores, el Subsecretario (s), señor Alfonso Silva y el Ministro Consejero, Subdirector de Operaciones de Paz, señor Guillermo Echenique.
- - -

ANTECEDENTES





1.- Oficio de S.E. el señor Presidente de la República.-  Señala Su Excelencia que el Gobierno de Chile ha definido una política de participación nacional en operaciones de paz, bajo el mandato de la Organización de Naciones Unidas.





Agrega el Oficio que, mediante Resolución N° 1.892, del día 13 de octubre de 2009, el Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, en virtud de las atribuciones que le concede el Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, “Decide prorrogar el mandato de la MINUSTAH, que figura en sus resoluciones 1542 (2004), 1608 (2005), 1702 (2006), 1743 (2007), 1780 (2008) y 1892 (2009), hasta el 13 de octubre de 2010, con la intención de renovarlo de nuevo”.






Indica S.E. que el Honorable Senado de la República autorizó la permanencia de tropas fuera del territorio nacional por un período de un año, a contar del 1º de junio de 2009.





Recuerda el Oficio que la labor del componente militar, destinada a promover un entorno seguro y estable, se materializa a la fecha en el marco de un esfuerzo multinacional en el cual nuestro país ha recibido altos niveles de reconocimiento, tanto de las autoridades haitianas, como de la Organización de Naciones Unidas.





Finalmente, concluye que por los antecedentes señalados, y considerando indispensable continuar con nuestra contribución nacional en Haití, se solicita al Honorable Senado el acuerdo para prorrogar la autorización de la permanencia de tropas y medios en dicho país, por el plazo de un año.






Al oficio se anexan los fundamentos, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 9°, inciso segundo, de la Ley Nº 19.067.





2.- Legales.- Se tuvieron a la vista las siguientes disposiciones y antecedentes:





a) Artículo 53, N° 5), de la Constitución Política de la República que contempla entre las atribuciones exclusivas del Senado, la de prestar o negar su consentimiento a los actos del Presidente de la República, en los casos en que la Constitución o la ley lo requieran.




Agrega la norma que si el Senado no se pronunciare dentro de treinta días después de pedida la urgencia por el Presidente de la República, se tendrá por otorgado su asentimiento.




b) Ley N° 19.067, que establece normas permanentes sobre entrada de tropas extranjeras en el territorio de la República y salida de tropas nacionales del mismo.




c) Ley N° 20.297, que establece normas para la participación de tropas chilenas en operaciones de paz.




d) Resolución Nº 1.529 del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, de febrero de 2004, que crea la Fuerza Multinacional Provisional. Por oficio Nº 222, de fecha 1 de marzo de 2004, S.E. el Presidente de la República solicitó la autorización para salida de tropas, por un plazo de noventa días renovables. El Senado autorizó la salida de tropas en sesión de fecha 2 de marzo de 2004, lo que comunicó mediante el oficio N° 23.422, de la misma fecha.





e) Resolución N° 1.542 del Consejo de Seguridad, de 30 de abril de 2004 que crea la Misión de Estabilización de Naciones Unidas en Haití, MINUSTAH, entidad que sucederá a la Fuerza Multinacional Provisional (FMP). Mediante el oficio Nº 542, de fecha 11 de mayo de 2004, S.E. el Presidente de la República solicitó la prórroga de la autorización. Al respecto, el Senado autorizó la extensión de la autorización, por seis meses prorrogables, lo que comunicó mediante oficio N° 23.752, de 19 de mayo de 2004.





f) Oficio N° 21.759 del señor Ministro de Relaciones Exteriores, en que comunicó que, con fecha 29 de noviembre de 2004, se dictó la Resolución Nº 1.576 del Consejo de Seguridad, que prorroga el mandato de la MINUSTAH, hasta el 1 de junio de 2005 con la intención de renovarlo por nuevos plazos. El Senado autorizó dicha prórroga en sesión del día 30 de noviembre de 2004, lo que se comunicó por oficio N° 24.398 de 1 de diciembre de 2004.





g) Oficio Nº 502, de fecha 9 de mayo de 2005, de S.E. el Presidente de la República en que solicita la prórroga de la autorización. El Senado autorizó la extensión de la autorización, por seis meses prorrogables por un nuevo periodo de seis meses, lo que comunicó mediante oficio N° 25.294, de 18 de mayo de 2005.





h) Resolución Nº 1.608 de 14 de febrero de 2006, del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, que prorroga el mandato de la MINUSTAH hasta el 15 de agosto de 2006.





i) Oficio N° 341, de 3 de mayo de 2006, de S.E. la señora Presidenta de la República, mediante el cual requiere el acuerdo del Honorable Senado para prorrogar la autorización concedida para la salida de tropas nacionales del territorio de la República, a fin de continuar participando en la Misión de Estabilización de Naciones Unidas en Haití (MINUSTAH), por un nuevo período de seis meses. El Senado accedió a dicha solicitud y lo comunicó mediante oficio N° 26.980, de 17 de mayo de 2006.





j) Resolución del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas Nº 1.702, de 15 de agosto de 2006, en la que decide prorrogar el mandato de la MINUSTAH, que figura en sus resoluciones 1.542 (2004) y 1.608 (2005), hasta el 15 de febrero de 2007, con la intención de renovarlo por períodos sucesivos.




k) Oficio N° 1.499, de 21 de noviembre de 2006, de S.E. el señor Vicepresidente de la República en el que solicita la prórroga de la permanencia de tropas y medios nacionales en Haití, concedida hasta el 1° de diciembre de 2006, por un nuevo plazo de seis meses, a fin de continuar participando en la Misión de Estabilización de Naciones Unidas en Haití (MINUSTAH). Mediante oficio Nº 28.732, de 29 de noviembre de 2006, el Honorable Senado, da cuenta del acuerdo para autorizar la prórroga.





l) Resolución Nº 1.743, de 15 de febrero de 2007, del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, que prorroga el mandato de la MINUSTAH hasta el 15 de octubre de 2007, con la intención de prorrogarlo por periodos sucesivos.





m) Oficio de S. E. la señora Presidenta de la República, N° 463, de 11 de abril de 2007, en que solicita la prórroga de la autorización. El Senado autorizó la extensión de la autorización, por un año, mediante Oficio Nº 422/SEC/07, de 16 de mayo de 2007.




n) Resolución del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, Nº 1780, de 15 de octubre de 2007, en virtud de las atribuciones que le concede el Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, “Decide prorrogar el mandato de la MINUSTAH, que figura en sus resoluciones 1.542 (2004), 1.608 (2005), 1.702 (2006), y 1.743 (2007), hasta el 15 de octubre de 2008, con la intención de renovarlo nuevamente”.





ñ) Oficio de S. E. la señora Presidenta de la República, N° 499, de 24 de abril de 2008, en que solicita la prórroga de la autorización. El Senado autorizó la extensión de la autorización, por un año, mediante Oficio Nº 574/SEC/08, de 20 de mayo de 2008.





o) Resolución del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, Nº 1.840, de 14 de octubre de 2008, en virtud de las atribuciones que le concede el Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, “Decide prorrogar el mandato de la MINUSTAH, que figura en sus resoluciones 1542 (2004), 1608 (2005), 1702 (2006), 1743 (2007) y 1780 (2007), hasta el 15 de octubre de 2009, con la intención de renovarlo nuevamente”.






p) Oficio de S. E. la señora Presidenta de la República, N° 448 de 16 de abril de 2009, en que solicita la prórroga de la autorización. El Senado autorizó la extensión de la autorización, por un año, mediante Oficio Nº 370/SEC/09, de 13 de mayo de 2009.





q) Resolución del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, Nº 1.892, de 13 de octubre de 2009, en virtud de las atribuciones que le concede el Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, “Decide prorrogar el mandato de la MINUSTAH, que figura en sus resoluciones 1542 (2004), 1608 (2005), 1702 (2006), 1743 (2007), 1780 (2007) y 1892 (2009), hasta el 13 de octubre de 2010, con la intención de renovarlo nuevamente”.





3) Informe presentado por el Gobierno sobre la renovación del mandato en Haití.- En conformidad a las disposiciones de la ley N° 20.297, que establece normas para la participación de tropas chilenas en operaciones de paz, se reproduce a continuación el informe con los fundamentos para la renovación del mandato en Haití.
“FUNDAMENTOS PARA LA RENOVACIÓN DEL MANDATO EN HAITÍ

(En conformidad a lo dispuesto por el Título II, párrafo 2º de la Ley 19.067)

I
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III
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VII
Estimación global del costo financiero de la

participación nacional en la operación,
incluidas las donaciones en dinero o especies
a ser realizadas en la misión de paz, y las
fuentes de su financiamiento






ANEXOS









“A”
Resoluciones del Consejo de Seguridad de la O.N.U.

“B”
Política Nacional para la participación del Estado de Chile en

Operaciones de Paz.

“C”
Despliegue de las Fuerzas.

“D”
Organigrama del Mando y Control Nacional.

“E”
Material y Equipo

“F”
Situación Financiera





I. EXPOSICIÓN DEL MANDATO DE LAS ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS




El mandato de la misión, contenido en la Resolución del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas Nº 1542 de 30 de abril de 2004, cuyos lineamientos se mantienen hasta la fecha, plantea como objetivos: el alcance de un entorno seguro y estable; el desarrollo de un adecuado proceso político y una principal preocupación por la situación de derechos humanos en sus diversos ámbitos.





Mediante Resolución Nº 1892, de 13 de octubre de 2009 (Anexo “A”), el Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, en virtud de las atribuciones que le concede el Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, “Decide prorrogar el mandato de la MINUSTAH, que figura en sus resoluciones 1542 (2004), 1608 (2005), 1702 (2006), 1743 (2007), 1780 (2007) y 1840 (2008), hasta el 13 de octubre de 2010, con la intención de renovarlo de nuevo”. Dicha resolución reafirma nuevamente el compromiso con la soberanía, la independencia, la integridad territorial y la unidad de Haití, acogiendo con beneplácito los progresos logrados hasta la fecha en ámbitos de crucial importancia para la consolidación de la estabilidad de Haití, reafirmando su apoyo al Gobierno y fomentando su contribución a la estabilidad política y la consolidación de la democracia.





Esta renovación se materializa previo seguimiento periódico de los objetivos contemplados en el mandato de la misión y “Reconociendo que la situación de seguridad ha mejorado en cierta medida en los últimos meses, pero observando que sigue siendo frágil” y “Habiendo determinado que la situación imperante en Haití, se ha visto convulsionada con los acontecimiento producidos por el reciente terremoto, que ha obligado a redoblar los esfuerzos para la reconstrucción de Haití y principalmente su capital, Puerto Príncipe”.





Esta resolución, que se adjunta, se presenta como un antecedente, que apoya la solicitud de extensión de la prórroga por un año, de la permanencia de las tropas chilenas en la Operación de Paz en Haití denominada MINUSTAH.  Los criterios aquí indicados se han elaborado ciñéndonos al espíritu de ley 19.067, modificada y publicada en el diario Oficial con fecha 13 de diciembre del año 2008 con el número 20.297 y que establece normas específicas para la participación de tropas chilenas en Operaciones de Paz.





II. EXPLICITACIÓN DE LOS OBJETIVOS PERSEGUIDOS Y DEL MODO EN QUE EL INTERÉS NACIONAL O LA SEGURIDAD DE LA NACIÓN SE VEN INVOLUCRADOS




A. MARCO POLÍTICO Y PARTICIPACIÓN DE CHILE EN MINUSTAH





1. Fundamentos




En las actuales circunstancias globales, la política exterior se transforma en un instrumento para promover el desarrollo integral del país, a través de la difusión y defensa de sus intereses en sus relaciones políticas, económicas y culturales, entre otras, con el resto del mundo. Pero también implica el desafío de cómo un país pequeño, con una economía abierta, puede insertarse de la mejor manera en este nuevo escenario internacional, marcado por altos niveles de complejidad y competitividad.





Una parte gravitante de nuestro Producto Interno Bruto se encuentra supeditado a la mantención de un entorno internacional seguro y libre de amenazas a la paz mundial que pudieran interferir con el intercambio comercial entre países. Del mismo modo, la diversidad de asociaciones comerciales y políticas establecidas por Chile en el curso de los últimos veinte años ha generado una expansión de nuestro horizonte diplomático, comercial y estratégico, por lo que los intereses nacionales pueden verse afectados crecientemente –de manera más o menos directa- por conflictos que tienen lugar en zonas geográficamente diversas.





A la vez, la política exterior de Chile, junto con cubrir los aspectos que permitan a nuestro país seguir desarrollando su economía, también debe velar por aquellos aspectos éticos que conlleva ayudar a países afectados dramáticamente por la violencia, la pobreza y la desintegración institucional, como es el caso de Haití.





Siguiendo esta línea, el mantenimiento y la promoción de la paz  y seguridad internacionales constituye un objetivo permanente de la política exterior chilena. Asimismo, la observancia de los principios del Derecho Internacional, la cooperación, el respeto y promoción de los derechos humanos, el apego a los valores propios de la democracia representativa constituyen elementos básicos de nuestra política exterior.





Una parte fundamental de la estrategia de Chile de apoyo al multilateralismo se basa en la percepción de que los intereses y necesidades de países de envergadura mediana y pequeña se ven mejor representados por los Organismo Internacionales. Estos países ven en la efectividad de las organizaciones multilaterales la posibilidad de aumentar su capacidad de influir en la toma de decisiones a nivel internacional.





Consecuentemente, Chile ha reafirmado su compromiso de contribuir efectivamente al esfuerzo de la ONU de mantener la paz y seguridad internacionales, participando en operaciones de paz (OPAZ) bajo su mando y control. Así la participación en misiones de paz representa una dimensión fundamental de la política multilateral de Chile.





De esta manera se refleja también el espíritu solidario que anima al país, reafirmando su compromiso de cooperar a todo nivel en beneficio de la estabilidad en pro de condiciones que permitan a los pueblos desarrollarse libres de amenazas, de temor y de necesidades.





2. Participación en la Misión de Estabilización de las Naciones Unidas en Haití (MINUSTAH)





En marzo de 2004, el Gobierno de Chile, ante un llamado de Naciones Unidas a la comunidad internacional, envía junto a Estados Unidos, Francia y Canadá, un contingente nacional (330 efectivos) para formar parte de la Fuerza Multinacional Interina para Haití (MIFH por su sigla en inglés) ante la crisis humanitaria que vivía ese país y cuya duración fue de cuatro meses.





En julio del mismo año, Chile envía por primera vez un contingente de magnitud de batallón (579 efectivos) con medios mecanizados conjuntos del Ejército y la Armada a la Misión de Estabilización de las Naciones Unidas para Haití (MINUSTAH), desplegando además una Unidad Conjunta de Helicópteros del Ejército y la Fuerza Aérea y una Compañía Combinada de Ingenieros de Construcción Horizontal entre el Ejército de Chile y Ecuador. Asimismo, se inicia la participación de Carabineros de Chile, la Policía de Investigaciones y oficiales de las FF.AA. en el Cuartel General de la MINUSTAH.





Desde entonces, nuestro país ha estado directamente vinculado a Haití, como contribuyente de tropas, de equipos técnicos y de misiones de cooperación en distintas áreas y luego, desde el primer momento después del terremoto del 12 de enero de 2010, enviando equipos médicos, alimentos y materiales de emergencia, así como equipos de rescate destinados a ayudar a las víctimas.





Continuando con esta política activa de participación, Chile ha estado trabajando permanentemente para avanzar en los programas incorporados en el PDNA (Post Disaster Needs Assistance), que apuntan hacia la reducción de la vulnerabilidad de los desastres naturales; la revitalización de la economía; el mejoramiento de los servicios básicos; y la preservación de un marco macroeconómico estable, cuyos objetivos han sido delineados por las propias autoridades haitianas.





Un número importante de países latinoamericanos, que conforman casi el 60% de los cascos azules en MINUSTAH, están realizando importantes esfuerzos, los cuales, bajo iniciativas como el denominado Mecanismo 2x9,  buscan concertar estrategias coherentes y sustentables para optimizar el aporte de nuestras tropas y policías, tanto en el seno de la Misión de Paz como también en programas de capacitación y cooperación con la Policía Nacional Haitiana (PNH). Como ejemplo de lo anterior, podemos mencionar que durante el año 2009 nuestro país, por intermedio de la Academia de Ciencias Policiales de Carabineros, capacitó en Chile a más de 70 funcionarios de la PNH.




Se ha contribuido a crear un entorno de seguridad interior más efectivo (que ha resultado de especial importancia en momentos de crisis); hemos posibilitado la continuidad del proceso de reconstrucción institucional, que todavía tiene camino por recorrer; y se ha hecho también una contribución humanitaria y de seguridad regional con la disminución del flujo de inmigrantes ilegales hacia países vecinos, mayor detección del tráfico de drogas, y un mejor control de las fronteras con la República Dominicana.





El vínculo indisoluble entre seguridad y desarrollo es fundamental para entender la actual situación que atraviesa Haití. En consecuencia, una adecuada coordinación entre todos los actores involucrados en la reconstrucción y la consolidación de la paz en Haití debe incluir esfuerzos para mejorar la calidad de vida de los haitianos.





La cooperación de Chile con Haití tiene como propósito de fondo contribuir al desarrollo de esa Nación, apoyando la generación de capacidades nacionales en aquellos campos declarados como de menor desarrollo relativo, y en los cuales Chile dispone de fortalezas.




En términos concretos, se ha definido, en coordinación con las autoridades haitianas, iniciativas de programas de mediano y largo plazo que apuntan por un lado hacia la generación de una política pública para la educación pre-escolar. Para ello, se diseñó y se puso en marcha una experiencia piloto a través de la creación de dos Centros para la Pequeña Infancia en el Departamento de Aquin. Este programa ha sido reconocido por el propio gobierno haitiano, el que ha solicitado su replicación a través de todo el país.




Por otro lado, se ha participado en la reactivación de la producción agrícola familiar campesina en zonas rurales, permitiendo mejorar sustantivamente la alimentación de subsistencia, aspectos nutricionales y sanitarios y entregar capacidades a partir de un  trabajo directo con las familias campesinas.





La capacitación desarrollada en Chile, mediante becas a funcionarios públicos haitianos para asistencia a cursos, pasantías y postgrados en nuestras Academias y Universidades es otra expresión de cooperación concreta en la formación de capital humano para el desarrollo.





Asimismo, Chile ha implementado una política de alianzas con varios donantes tradicionales que han realizado propuestas de cooperación triangular a Chile, para así sumar recursos técnicos y financieros, que ven factible apoyar proyectos pilotos que están en curso, con una mirada integral en áreas prioritarias.





Las tropas chilenas en la MINUSTAH (520 efectivos) han continuado desarrollando sus actividades principalmente en el marco del mandato y los MOU oficiales establecidos en su oportunidad con las Naciones Unidas.  Sin embargo, por razones derivadas del devastador terremoto, se han agregado otras actividades con énfasis en las humanitarias, sociales, solidaridad y ayuda a la población haitiana, sin menoscabar la capacidad de reacción propiamente tal de la fuerza, en caso de situaciones que pongan en riesgo la seguridad. Se destaca especialmente el trabajo que realiza actualmente la Compañía de Ingenieros Combinada Horizontal de Chile y Ecuador en obras viales y de bienes social que fueron destruidos.




Desde el momento del terremoto de Haití, nuestro país ha enviado 5 aviones de la Fuerza Aérea de Chile (FACH) con ayuda humanitaria de emergencia (100 toneladas aprox. de material). Asimismo, fueron trasladados a Puerto Príncipe 19 médicos y 33 carabineros (11 UNPOL; 2 guías caninos con los respectivos perros de rescate y 20 miembros del GOPE), y un grupo combinado de rescatistas de bomberos. Salvo los 11 efectivos de Carabineros asignados a la UNPOL, el resto del personal de emergencia regresó al país en el curso de los dos meses siguientes.




3. Evaluación




La participación de Chile en la MINUSTAH ha contribuido a posicionar a nuestro país en el hemisferio, mejorando nuestras capacidades de influir en materias regionales y globales, y revitalizando la capacidad de acción conjunta con otros países relevantes de nuestra región (tanto en el ABC, como a través del mecanismo 2x9). El intercambio de opiniones entre autoridades de los Ministerios de Relaciones Exteriores y de Defensa de los países latinoamericanos en torno a un problema de seguridad regional, ha constituido un espacio privilegiado de diálogo político. En estas reuniones se ha desarrollado un amplio consenso sobre la importancia de mantener la presencia latinoamericana en Haití, evaluando positivamente la experiencia desarrollada por las Fuerzas Armadas de los países presentes, en un esfuerzo inédito de apoyo a un país de la región que atraviesa por una crisis de seguridad.




Asimismo, Haití se ha constituido en una instancia para consolidar distintos grados de cooperación bilateral en el escenario regional, tal como ocurre entre Chile y Ecuador a través de la Compañía de Ingenieros de Construcción Horizontal. Del mismo modo, se han generado oportunidades para estrechar vínculos con países vecinos, creándose espacios de acercamiento y cooperación que en otros escenarios resultarían menos fluidos.




Por otra parte, la participación de Chile en la MINUSTAH ha potenciado el diálogo que Chile mantiene con países desarrollados como Francia, Canadá y Estados Unidos a nivel bilateral y multilateral. La preocupación por Haití y el reconocimiento a la contribución chilena y latinoamericana ha sido tema destacado en reuniones con autoridades de Estados Unidos, tanto del Departamento de Estado como del Departamento de Defensa, resaltando no sólo el papel de Chile, sino también la actuación conjunta con Brasil, Argentina y Uruguay. Así lo ha expresado recientemente el Secretario Asistente del Departamento de Defensa de EE.UU.





Desde la perspectiva de la defensa y capacidad profesional de nuestras fuerzas armadas, ha representado un escenario efectivo para capacitar a nuestros soldados y fuerzas policiales en los nuevos tipos de conflicto que predominan a nivel regional y global en este nuevo siglo.  En tal sentido, la experiencia de Haití nos ha dado una nueva estatura estratégica y operacional indispensable para enfrentar los múltiples desafíos a la seguridad que hoy afectan a nuestra región y al mundo. Las lecciones aprendidas por Chile en la MINUSTAH, entre otras OPAZ, ha significado una experiencia altamente valiosa para mejorar cualitativamente la reglamentación interna, logística del material empleado, y doctrina de las Fuerzas Armadas y de Orden de nuestro país.





La calidad del desempeño de las tropas chilenas ha sido reconocida por Naciones Unidas, la que incluso ha nominado como Segundo Comandante de la Fuerza Militar al general Ricardo Toro Tassara (diciembre de 2009 a enero 2010) y al general Carlos Mezzano Escanilla (enero de 2010 a enero de 2011). Esta situación ha reafirmado la posición de liderazgo de Chile dentro de MINUSTAH.




Asimismo, Chile ha desplegado liderazgo en el proceso de cooperación policial para la reforma de la Policía Nacional Haitiana. En este marco, junto a Argentina, nuestro país fue uno de los impulsores de los acuerdos de septiembre de 2008 y enero de 2009, en los que se fijó una agenda regional de coordinación para la cooperación con Haití en materias policiales. Además, a nivel bilateral las autoridades haitianas han reconocido a Chile como el país pilar para la especialización de la PNH, en razón del número de egresados de ese país desde los centros de formación policial chilenos.




Sin perjuicio de lo anterior, no hay que perder de vista que la consideración principal para la renovación del actual mandato, es que las condiciones de seguridad que permiten el paulatino desarrollo económico e institucional, todavía se sustentan en la acción permanente y eficaz del componente militar de la MINUSTAH, siendo ésta la condición que ha permitido la implementación de los programas sociales y de fortalecimiento de la acción del Estado en ese país.




Lo anterior fue recomendado explícitamente por el Secretario General de Naciones Unidas en su informe sobre Haití del 1º de septiembre de 2009 y ha sido reafirmado con posterioridad al terremoto bajo el diagnóstico de que el esfuerzo de reconstrucción también pasa por los niveles de seguridad y resguardo entregados por MINUSTAH. Es pertinente llamar la atención sobre la experiencia histórica en Haití y en otras misiones de paz consolidada por organismos internacionales como Naciones Unidas y el Banco Mundial. Existe un consenso extendido en cuanto a que retiros anticipados o unilaterales de contingentes internacionales pueden conducir a una reanudación de la violencia en incluso peores condiciones que las originalmente encontradas, so riesgo de perder el esfuerzo invertido y con el subsecuente costo humanitario que esto significa.




Cabe señalar que el contingente de MINUSTAH ha aumentado en 1.330 efectivos tras al terremoto, de los cuales 900 han sido aportados por Brasil. El resto de los países latinoamericanos participantes han declarado su voluntad de al menos mantener sus contingentes en las condiciones actuales.




Hoy, la solidaridad continental se expresa en Haití, en el compromiso de las naciones del hemisferio para ayudar a su pueblo a encontrar el camino hacia una sociedad donde imperen el estado de derecho y la convivencia democrática como ejes centrales en la construcción de un futuro mejor para todos.




En esta causa, y en las actuales circunstancias, la comunidad internacional sigue haciendo una diferencia importante, en términos de dar sustentabilidad al esfuerzo que hoy emprenden las autoridades, y en virtud de lo cual la prórroga de la permanencia del contingente chileno que participa en la MINUSTAH, continúa siendo indispensable. Es ahora cuando hay que reafirmar nuestro compromiso para asegurar que los esfuerzos realizados en estos años, permitan al pueblo haitiano, en un futuro no lejano, ser protagonista de su propio destino.





B. CONSIDERACIONES PARA LA DEFENSA NACIONAL




La participación nacional en la MINUSTAH ha tenido efectos positivos, no sólo considerando la evolución satisfactoria que ha tenido la situación de Haití tras el despliegue de fuerzas internacionales bajo mando de Naciones Unidas, sino también porque ha generado condiciones estratégicas y políticas de trascendental envergadura, vinculadas con el compromiso de la comunidad internacional por la paz y seguridad internacional y su voluntad de ponderar el uso legítimo de fuerzas militares en situaciones de crisis humanitarias.





En este sentido, se ha consolidado el compromiso asumido por la región en orden a otorgar protección a las poblaciones locales y hacerse cargo de sus dilemas de seguridad. Este proceso ha sido liderado por nuestro país, tras acudir tempranamente al llamamiento de la ONU para integrar la MIFH en los inicios del despliegue de contingentes internacionales en Haití. Posteriormente al asumir la MINUSTAH, ese liderazgo ha sido reafirmado mediante el despliegue del Contingente Nacional; la colaboración activa con la estabilización y seguridad –expresada, por ejemplo, en la campaña de pacificación de Cité Soleil en 2007-; y la contribución al fortalecimiento de la PNH.




Haití se ha constituido en una instancia para consolidar distintos grados de cooperación bilateral en defensa, tal como ocurre, por ejemplo, entre Chile y Ecuador a través de la Compañía de Ingenieros de Construcción Horizontal y entre Chile y Argentina a partir del intercambio profesional en misión. Del mismo modo, se han generado condiciones que han incentivado la participación, permanencia y compromiso en la misión de otros miembros de la región, como Bolivia, Guatemala, Honduras y Nicaragua.





Además de lo anterior, la MINUSTAH ha representado un escenario efectivo para incrementar la capacidad disuasiva de nuestras FF.AA.  Más que disuasión estricta y directa, lo que se ha logrado en Haití es alcanzar una estatura estratégica que deviene en disuasión indirecta. La demostración de capacidades efectivas y eficientes y el uso legítimo de la fuerza en situaciones reales (con relevante éxito y con riesgos acotados) han contribuido a incrementar el prestigio institucional del país.





La participación chilena en MINUSTAH ha significado también un incremento de la apreciación profesional de nuestras Fuerzas Armadas ante Naciones Unidas, lo que se ha manifestado a través de la designación en tres ocasiones de oficiales chilenos en el cargo de Segundo Comandante de la Fuerza Militar. Esta positiva evaluación es la que permitiría, a futuro, la aprobación del empleo de la Fuerza de Paz Combinada chileno–argentina Cruz del Sur (FPC). Esta consideración positiva se manifiesta asimismo en el incremento de las solicitudes de participación en otras operaciones de paz realizadas tanto por Naciones Unidas como por otros países.




En términos militares, la Operación de Paz de MINUSTAH significa para las fuerzas chilenas un conjunto de ventajas operativas, ya que les permite efectuar el ciclo completo de una operación bélica, exceptuando la fase de acción coercitiva sobre el adversario. Asimismo, ha redundado en una oportunidad extraordinaria de entrenar a las unidades y medios militares en un ambiente operacional cercano a la realidad. Además, constituye una oportunidad única de práctica de proyección militar, lo cual trae consigo no sólo una mejor formación de pilotos y tripulaciones, sino que también de soldados, quienes deben efectuar un gran desplazamiento en condiciones exigentes y reales. Finalmente, el soporte logístico y administrativo desde Chile hacia el personal y equipos desplegados en Haití ha sido una experiencia invaluable, que ha permitido conocer, estandarizar y aplicar procesos, a la vez que ha permitido incorporar el conocimiento operacional en misiones multinacionales a las instituciones de la Defensa Nacional.





Durante la fase de operación en la isla, los soldados, infantes de marina y aviadores desarrollan un trabajo físico e intelectual en condiciones reales, lo cual de por sí es una notable fuente de entrenamiento.





Algunos ejemplos efectivos se señalan a continuación:





a) Implementación efectiva de la conducción conjunta a nivel político-estratégico, a nivel operativo y a nivel táctico.





b) Homologación de procedimientos operativos entre unidades militares y de infantería de marina, cuya acción debe ser complementaria en el teatro de operaciones.





c) Homologación de procedimientos y empleo combinado efectivo entre las unidades de ingenieros chilenas y las ecuatorianas, generándose un valioso intercambio.





d) Homologación e incorporación de procedimientos operativos internacionales de conformidad con los lineamientos de Naciones Unidas, que permite a las unidades nacionales una inserción adecuada en misiones de esta naturaleza.




e) Reevaluación y corrección de los ciclos logísticos e incorporación de nuevos procedimientos a las doctrinas institucionales sobre la materia.





f) Instrucción del personal y prueba de los sistemas de armas y del material en condiciones reales, lo que permite una revisión y adecuación permanente de los procedimientos y necesidades.





g) Validación de las capacidades ya obtenidas por la FACH y el Ejército en misiones de paz anteriores a MINUSTAH (Timor Oriental para el Ejército e Irak para la FACH).





h) Incremento de la capacidad operativa para cumplir misiones nocturnas utilizando sistemas de visión nocturna (NIGHT VISION GOGGLES) y sistemas FLIR (Forward Looking Infrared System).





i) Incremento de la capacidad operativa de las tripulaciones y del personal de mantenimiento de aviación.





j) Entrenamiento conjunto con fuerzas especiales argentinas, peruanas y brasileñas conforme a necesidades de despliegue de estos medios, producto de la planificación del CG DE MINUSTAH (U3). Lo anterior ha permitido comprobar el alto nivel operativo y eficiencia de nuestras tripulaciones de helicópteros.





k) Mejoramiento de las capacidades de Mando y Control de la Autoridad Militar Nacional con sus unidades subordinadas, a través de sistemas de telecomunicaciones satelitales robustas que permitieron mantener el panorama claro de la situación que originó el terremoto, además de facilitar al Puesto de Mando del EMC las coordinaciones para la materialización de la ayuda humanitaria que efectuó nuestro país.





C. AVANCES EN COOPERACIÓN POLICIAL





1. Cooperación Multilateral Latinoamericana





Durante el año 2009 la Subsecretaría de Carabineros mantuvo el liderazgo e iniciativa lograda en materia policial en el grupo de países reunidos en torno al Mecanismo 2x9, luego de la Primera Reunión de Coordinación Latinoamericana para la Cooperación Policial con Haití, que se efectuara  con fecha 15 de Diciembre de 2008. En Febrero de 2009, en conjunto con Argentina, Brasil, Haití y la OEA, se constituyó en Puerto Príncipe  el  Grupo de Trabajo de Coordinación para la Cooperación Latinoamericana con la Policía Nacional de Haití.





Posteriormente, mediante una labor técnica constante con  Argentina y Brasil, el día 24 de Septiembre del 2009 se realizó en Puerto Príncipe la “Reunión  A-B-C para Coordinar la Cooperación Policial con Haití”, con fructíferos resultados para coordinar y dar a conocer el Diagnóstico y Plan de Acción a futuro del grupo.




Es necesario destacar que en septiembre se logró que el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas pusiera de relieve el papel de las organizaciones regionales en el actual proceso de estabilización y reconstrucción de Haití, por medio del exhorto que el Consejo de Seguridad realizó a la MINUSTAH para que siga colaborando estrechamente con la Organización de los Estados Americanos (OEA),  la Comunidad del Caribe (CARICOM), y tomara nota del comunicado conjunto emitido por el Grupo Consultivo 2x9 sobre Haití el 28 de septiembre de 2009 (S/2009/509), conforme lo señalado en la Resolución 1892, de 13.10.2009, en donde da a conocer el trabajo del Grupo de Trabajo de Coordinación para la Cooperación Latinoamericana con la Policía Nacional de Haití, su informe de Diagnóstico,  Plan de Acción y las acciones de coordinación necesarias.





El día 25 de Noviembre de 2009, en Buenos Aires, se realizó una nueva  “Reunión de Coordinación para la Cooperación Policial con Haití”, con el liderazgo de Argentina, y Chile, donde participaron además Bolivia, Brasil, Canadá, Colombia, Costa Rica, El Salvador, Ecuador, Estados Unidos de América, Guatemala, Haití, México, Paraguay, Perú, Uruguay y la OEA. En esta reunión se obtuvo una declaración consensuada, mediante la cual los países participantes acordaron reiterar la conveniencia de avanzar en la coordinación de la oferta de apoyo al Plan de Reforma de la PNH. Se hizo propio el Plan de Acción  propuesto y se expresó la voluntad de atraer los fondos necesarios para su financiamiento. Asimismo, se encomendó a  Chile, Argentina y Haití, realizar  la gestión del Grupo de Trabajo con el propósito que su Tercera Reunión de Coordinación se efectúe en Puerto Príncipe-Haití en Abril de 2010. La OEA quedó a cargo de  realizar la gestión de la Unidad Técnica del Grupo de Trabajo.





Tras la reunión del 25 de Noviembre de 2009 en Buenos Aires se pudo obtener los siguientes avances en materia de contribución policial a la Misión de las Naciones Unidas para la Estabilización de Haití:





- Aumentar la amplitud el Grupo de Trabajo de Coordinación, pasando de un ambiente latinoamericano a un ámbito de acción hemisférico, al incluirse a  Estados Unidos y Canadá.





- Ratificar el Diagnóstico y Plan de Acción que fueran elaborados por Chile y Argentina, en un trabajo conjunto.





- Ratificar el carácter contributivo del grupo, que como primer objetivo del Plan de la Reforma de la PNH establece “Profesionalizar los recursos humanos de la Policía Nacional de Haití”.




- Comprometer su acción a futuro, al planificar la realización de la Tercera Reunión en el mes de Abril de 2010, en Puerto Príncipe. Tras el terremoto de enero, la fecha quedó pospuesta, pues la reunión debía realizarse en Puerto Príncipe. En la actualidad, una locación y fecha tentativa para la reunión se encuentra en deliberación, estimándose que ésta pudiera efectuarse durante el mes de junio de 2010.




2. Cooperación Bilateral Chile-Haití





La contribución chilena a la Policía Nacional Haitiana (PNH) en la Misión, se haya altamente valorada entre las Autoridades del Sector Seguridad y Gobierno de Haití,  especialmente porque ha venido a cubrir una carencia en el área  de “Especialización”. Durante el año 2009 egresaron 22 oficiales de la Policía Nacional Haitiana (PNH) del “Diplomado de Administración en Seguridad Pública” ofrecido por en la Escuela de Carabineros de Chile -la tercera promoción de oficiales policiales de ese país en cursarlo- y 40 agentes en el rango equivalentes a Suboficiales del “Curso de Administración de la Seguridad Pública”, ambos programas con una duración de 10 meses. Asimismo  otros  4 oficiales haitianos se han integrado a un Curso de Formación de 30 meses en la Escuela de Oficiales de la Policía de Investigaciones. Se finalizó así otro período de cooperación bilateral con Haití, financiado a través de becas concedidas por el Estado de Chile, lo que ha traído como consecuencia que Chile sea  reconocido como el país pilar para la Especialización de la PNH, al haberse superado el centenar de egresados.





D. ESTADO DE SITUACIÓN




1. Últimos acontecimientos




La situación durante el primer semestre del año 2009, estuvo marcada por el desarrollo de la primera y segunda vuelta de las elecciones senatoriales, llevadas a cabo en los meses de abril y junio, respectivamente. Ambas se caracterizaron por una escasa participación ciudadana en los centros de votación (11,8%), unido a disturbios y hechos de violencia dirigidos, en parte, por los distintos partidos políticos, especialmente los vinculados al partido FANMI LAVALAS, principal fuerza opositora al partido del Presidente Preval, quienes incluso llamaron a boicotear las elecciones debido a la exclusión de algunos de sus postulantes a la cámara alta por parte del Consejo Electoral. Al mismo tiempo, la campaña electoral presentó escasas actividades proselitistas, con poca publicidad de los candidatos en las calles y contados actos políticos públicos, la mayoría de ellos en Puerto Príncipe, desinterés que también se vio reflejado en los medios periodísticos: si bien la prensa debía ceder espacios a los candidatos, éstos casi no hicieron uso de esta prerrogativa.  





Esta inestabilidad política se vio incrementada durante el mes de octubre de 2009, cuando la Primer Ministro Michele Louis fue destituida de su cargo, a raíz del voto de censura entregado por la Cámara Alta del Congreso Haitiano. 18 Senadores de un total de 29 votaron a favor de la destitución, justificando su medida al considerar que durante los 13 meses de mandato no desarrolló ninguna política económica, industrial, comercial, social o ambiental, por lo que calificaron su cometido como “catastrófico”. En su reemplazo se designó como Primer Ministro del país al Ministro de Planificación de Gobierno, Jean-Max Bellerive. Lo anterior no hizo más que incrementar la situación de inestabilidad política. Al respecto, Naciones Unidas manifestó su preocupación, debido a que estas decisiones afectaban la estabilidad del país, pese a ser asuntos de política interna.




Un nuevo proceso eleccionario que debía suceder los días 28 de febrero y 03 de marzo pasados no se efectuó, debido principalmente a un clima no propicio surgido por fuertes cuestionamientos al Consejo Electoral Provisorio (CEP), que nuevamente excluyó a 15 partidos políticos, entre ellos a la principal fuerza opositora del país Fanmi Lavalás. Por otra parte, una docena de representantes de los partidos que participarían en las elecciones, acusaron al Consejo Electoral Provisorio de estar al servicio de la nueva plataforma política, que representa al Presidente Preval (L`Unité), amenazando con renunciar frente a cualquier irregularidad. Naciones Unidas manifestó su preocupación por la transparencia del proceso y la pérdida de credibilidad del CEP.




La continuidad del proceso eleccionario legislativo deberá reprogramarse durante el presente año, asimismo, debieran desarrollarse a fines del 2010 elecciones presidenciales y el cambio de Gobierno estaría programado para el 07 de febrero del 2011. En la actualidad, el escenario para la realización de elecciones permanece incierto, por cuanto la situación creada por el terremoto indicaría una inviabilidad material de realizar comicios en el mediano plazo, situación que deberá ser estudiada por los organismos internacionales que prestan apoyo al desarrollo de procesos eleccionarios.




Los esfuerzos del gobierno haitiano orientados a reformar la Constitución, fortalecer la policía y el sistema judicial, se vieron seriamente afectados por el terremoto del 12 de enero del 2010.




El Gobierno de Haití estima la cifra de muertes producto del Terremoto en 230,000. El Ministro de Comunicaciones, Marie-Laurence Jocelyn Lassegue dijo que espera que la cifra aumente y señaló que el número no incluye los cuerpos enterrados en privado por familias y funerarias.





El número de muertes no causadas directamente por el terremoto es poco claro y funcionarios de la ONU sólo recientemente han comenzando el registro de más de 200 grupos internacionales de ayuda médica en 91 hospitales de campaña, la mayoría de ellos simplemente tiendas de campaña. Se estima que en estos centros se mantienen unas 300.000 personas heridas. En Puerto Príncipe estos puestos siguen recibiendo pacientes y el número de amputados se ha estimado entre 2.000 y 4.000, aunque sigue subiendo según lo indicado por Handicap International.




Cifras no oficiales estiman en 97.000 las casas destruidas y 188.000 las casas dañadas, que dejaron sin hogar 1.900.000 personas. 2 millones de personas que necesitan de ayuda para poder alimentarse y 1.500.000 niños quedaron sin acceso a la educación, lo cual produjo un retroceso en el proceso de estabilización y reconstrucción del país, iniciado luego de la destrucción producida por los huracanes del año 2008. Actualmente, la comunidad internacional, aparte de proveer asistencia de socorro, se esfuerza en satisfacer las necesidades primarias de la población, consistentes en acceso a la salud, situación sanitaria en los campamentos y albergue, considerando que a futuro se espera la llegada de la temporada de lluvias. Se estima en 500.000 personas las que han salido de la capital a zonas rurales donde no existen las condiciones para absorberlos adecuadamente, generando presión en las comunidades y autoridades locales.




En una sesión especial del Consejo de Derechos Humanos solicitado por Brasil y copatrocinada por 32 países miembros del Consejo, concordó que el reto de la comunidad internacional está en reconstruir un país devastado, preservando su soberanía y, al mismo tiempo, estableciendo las condiciones para un desarrollo sustentable en lo social y económico, con mayor seguridad, democracia y pleno goce de los derechos humanos, enfatizando que cualquier iniciativa que el Consejo adopte debe ser con el completo apoyo del país concernido, centrándose en el largo plazo en recuperar los avances que ya se habían registrado en Haití.





Naciones Unidas contrata haitianos cancelándoles 4 dólares diarios para remover los escombros y reparar la infraestructura pública.




El Organismo Internacional ha proporcionado trabajo a alrededor de 32.000 haitianos, a través de un programa de empleo que trata de reactivar la economía del país y el Representante del Secretario General de Naciones Unidas en Haití, Edmond Mulet, indicó que el programa se ampliará a 100.000 personas y el objetivo es llegar a 250.000.




Naciones Unidas estimó en 1.440 millones de dólares, lo necesario para auxiliar a los tres millones de haitianos que necesitarán asistencia humanitaria durante el 2010, solicitando ayuda a la comunidad internacional. A la fecha se han recibido 600 millones de dólares desde que se hizo la primera petición de ayuda, faltando aún 768 millones para garantizar la ayuda a las víctimas.





2. Policía Nacional de Haití





La conclusión que obtuvieron los especialistas de  las Naciones Unidas que al finalizar el año 2009 efectuaron un estudio para la recuperación de Haití, señala que todos los desafíos para el período 2010 están interconectados y que se refuerzan mutuamente. Ellos son el desarrollo del Estado de Derecho; la reconciliación nacional; el desarrollo económico y la reforma institucional, en la cual se encuentra incluida de manera importante la Policía Nacional de Haití.




Por ello, junto con reconocerse la fragilidad del proceso a pesar de los avances de la seguridad, para el período 2010 la Resolución 1892 identificó la necesidad de desarrollar un ambiente de seguridad que respete los Derechos Humanos, las garantías procesales, luche contra el problema de la delincuencia, y ponga fin a la impunidad, con el fin de obtener una estabilidad duradera. Con este propósito, se ha solicitado a las autoridades haitianas y a la comunidad internacional que siga promoviendo la Reforma a la Seguridad, en especial con atención al Plan de Reforma de la Policía Nacional de Haití, aprobado por el Gobierno.





Cabe destacar el importantísimo rol que las Naciones Unidas y la comunidad internacional ha asignado a la Policía Nacional de Haití para mantener el orden público del país al momento en que se retiren las tropas internacionales. Dicho rol ha otorgado aún mayor relevancia al Plan de Reforma de la Policía Nacional de Haití y a los profesionales que lo desarrollan. En efecto, ese Plan, que fue aprobado con fecha 8 de agosto de 2006 por el Gobierno de Haití y remitido el 18 de agosto de ese mismo año al Secretario General de las Naciones Unidas, se ha venido aplicando desde esa fecha con tres objetivos estratégicos principales: 1) Profesionalizar los recursos humanos de la Policía Nacional de Haití (PNH); 2) Fortalecer las capacidades operacionales de la PNH y 3) Desarrollar las capacidades institucionales de la PNH.





Por esa razón, a la participación del Contingente Policial de Chile en la MINUSTAH se le asigna una gran importancia, puesto que contribuye directamente a alcanzar las condiciones requeridas para desarrollar la estabilidad haitiana a través de su trabajo técnico de formación de los recursos humanos que integrarán la dotación de la Policía Nacional de Haití.





Entre las consecuencias del terremoto del día 12 de enero de 2010, se encuentra el aumento de la criminalidad en las ciudades, circunstancia por la cual se ha debido reforzar la supervisión de las condiciones operativas del Personal de la Policía Nacional de Haití. Asimismo, miembros del Contingente Policial Chileno cooperan en el proceso de incorporación del personal a la PNH, mediante la investigación acuciosa de los antecedentes personales y profesionales de los postulantes, para evitar el ingreso de personas relacionadas con narcotráfico o actividades  ilegales.




En el mes de febrero del presente año, en el marco del mecanismo de concertación latinoamericano para Haití, se creó un grupo de trabajo para coordinar el apoyo al fortalecimiento Institucional de la Policía Nacional de Haití (PNH). Esta instancia es coordinada en Puerto Príncipe por el representante del Secretario General de la OEA en Haití y fue positivamente valorado por el Consejo de Seguridad en documento de fecha 13 de marzo del 2009.





Entre el 11 y 14 de marzo 2009, una delegación del Consejo de Seguridad visitó Haití, encabezada por el representante permanente de Costa Rica, Embajador Jorge Urbina. La delegación recibió información y apreciaciones actualizadas sobre aspectos importantes de la situación en Haití, referidas a seguridad, el diálogo político, las elecciones, la ampliación de la autoridad del Estado, el Estado de Derecho y los Derechos Humanos, como asimismo  el desarrollo social, económico, la cooperación regional y los avances en materias de seguridad después de cinco años de presencia de la MINUSTAH.





De conformidad con el amplio enfoque esbozado en el Plan de Reforma de la Policía Nacional de Haití, durante el último semestre se han realizado nuevos avances en la profesionalización del personal policial, el fortalecimiento de sus instituciones y el desarrollo de su infraestructura. Del objetivo previsto en el Plan de Reforma de tener 14.000 Oficiales capacitados y aprobados para el año 2011, la Policía Nacional de Haití cuenta actualmente con 8.546 oficiales, de los que el 8,5% son mujeres. De conformidad con el proceso de reclutamiento, se espera que en el primer semestre de 2009 se gradúen de la Academia de Policía unos 1.200 cadetes.




El adiestramiento básico recibido en Haití se complementa con iniciativas bilaterales, las que proporcionan cursos especializados y becas. A la par con los mecanismos de revisión interna de la Policía Nacional de Haití, la Misión ha puesto en marcha, junto con la Policía Nacional, el procedimiento de aprobación, que le servirá de base para la certificación de los agentes de policía. Hasta la fecha este proceso se ha llevado a cabo en siete de los 10 departamentos y al 12 de agosto se habían abierto 4.151 expedientes de investigación.





Las sustanciales contribuciones de los Estados Miembros han permitido realizar importantes progresos en la construcción de la infraestructura necesaria y el fortalecimiento de las instituciones. En junio de 2008 concluyó una ampliación de la Academia de la Policía Nacional de Haití, que incluyó la construcción de seis nuevos cuarteles y la renovación de 27 aulas y otras instalaciones, lo que representa un aumento sustancial de la capacidad para actividades de formación. También se han recibido contribuciones bilaterales para apoyar la construcción de tres cuarteles nuevos de la Policía Nacional de Haití, entre ellos uno de mayores dimensiones en Cité Soleil, así como la renovación de otros 28 y la construcción de una nueva base de guardacostas, en el departamento Sur.





La meta de contar con catorce mil policías, alcanzando una tasa aceptable por cada mil habitantes de acuerdo a las necesidades reales, avanza de manera sostenida. El punto de partida, cifrado en unos tres mil efectivos, ha sido triplicado al día de hoy. Adicionalmente, los procesos de reclutamiento y verificación se realizan con éxito.





3. Situación Político-Institucional





Las elecciones senatoriales desarrolladas durante el mes de junio del 2009 que debían renovar un tercio del Senado dieron como ganador a la coalición electoral LESPWA –La Esperanza-, partido político que represente al actual presidente René Preval, el cual obtuvo 6 asientos, quedando otros 5 repartidos entre la misma cantidad de partidos. En este nuevo orden, la actual coalición de gobierno posee 13 escaños en la Cámara Alta de los 29 actualmente en ejercicio, puesto que todavía hay uno vacante. La publicación de los resultados por parte del Consejo Electoral Provisorio ha generado bastante controversia entre los restantes partidos políticos, considerando la escasa participación ciudadana durante los comicios que alcanzó al 11,8 %. El principal partido opositor FANMI LAVALAS (Familia Lavalas) y que representa a más del 50% de la población, no se vio representado durante estas elecciones, al ser rechazado por el Consejo Electoral Provisorio, ante lo cual llamó incluso a boicotear las elecciones.





El Primer Ministro del país, Jean-Max Bellerive, quien luego de ser ratificado por la cámara alta conformó su nuevo gabinete con 11 nuevos ministros, prometió trabajar para llevar al país hacia el desarrollo, especialmente en las áreas de salud, educación, turismo, gestión de riesgos y desastres, la protección del medio ambiente y la producción de bienes. Asimismo, se comprometió a organizar elecciones pluralistas en el país, colaborando estrechamente con el Consejo Electoral Provisorio. Nuevos incidentes que involucraron a estudiantes universitarios, obreros y empleados industriales acontecieron durante el segundo semestre en Puerto Príncipe, gatillados por las modificaciones hechas por el Congreso a la reforma del salario mínimo de 200 a 125 gourdes (3 dólares diarios), medida considerada atentatoria contra la dignidad e intereses de los trabajadores haitianos.  Lo anterior produjo el cierre de las fábricas en la capital durante algunas jornadas del mes de agosto, además del levantamiento de barricadas y quema de vehículos, los que fueron reprimidos por fuerzas policiales.




El Congreso Nacional orientó sus esfuerzos en reformar la constitución, fortalecer la policía y modificar el sistema judicial. Sin embargo, han carecido de continuidad y han desviado su atención, particularmente al estudio de denuncias de corrupción y mala gestión gubernamental. Pese a esto, se ha evidenciado consenso en cuanto a la necesidad de realizar reformas constitucionales que modifiquen el sistema electoral de manera efectiva e incorporar instituciones que generen un mayor equilibrio entre los Poderes del Estado.




Los días 28 de febrero y 3 de marzo del 2010 se debieron efectuar  elecciones de diputados y el último tercio del senado, lo que no se pudo llevar a cabo, debido a un clima no propicio, surgido por fuertes cuestionamientos al Consejo Electoral Provisorio (CEP), que nuevamente excluyó a 15 partidos políticos, entre ellos a la principal fuerza opositora del país, Fanmi Lavalás. Por otra parte, una docena de representantes de los partidos que participarían en las elecciones acusaron al Consejo Electoral Provisorio de estar al servicio de la nueva plataforma política que representa al Presidente Preval (L`Unité), amenazando con reaccionar frente a cualquier irregularidad. Naciones Unidas manifestó su preocupación por la transparencia del proceso y la pérdida de credibilidad del CEP. A su vez el ex Presidente Jean Bertrand Aristide, exiliado en Sudáfrica desde el 2004, criticó la decisión del Consejo Electoral Provisorio de excluir a Fanmi Lavalas del curso electoral. El fuerte terremoto que afectó al país el 12 de enero pasado agravó aún más situación, pues destruyó completamente el edificio del parlamento y produjo la muerte de 2 senadores y 35 empleados.




La continuidad del proceso eleccionario legislativo deberá reprogramarse durante el presente año, concentrando en un mismo proceso elecciones legislativas y presidenciales, considerando que un nuevo presidente de la república de Haití debiera estar en condiciones de asumir el 07 de Febrero del 2011.




4. Situación de Seguridad





El gobierno de Chile continúa comprometido con la seguridad de Haití, pues comprende que ésta afecta la seguridad regional, provocando oleadas de inmigración a los países vecinos, incidiendo en un debilitamiento de la seguridad regional.





El Secretario General de la ONU recomendó realizar ajustes en el mandato de la Misión de Estabilización para Haití, con el fin de adecuarla al mejoramiento de la situación de seguridad en el país. En un informe enviado al Consejo de Seguridad en septiembre de 2009, aseguró que cinco años después del despliegue de las tropas internacionales hay razones sustanciales para creer que Haití ha superado su conflicto pasado, no obstante, los avances logrados siguen siendo extremadamente frágiles y pueden sufrir un revés. Además, señaló que cada vez es menos probable que los cascos azules se vean obligados a llevar a cabo grandes operaciones militares, como la lanzada el 2007 contra bandas armadas del barrio de Cité Soleil, en Puerto Príncipe. En cambio, adquiere una mayor importancia reforzar la presencia del Estado en zonas remotas del país, así como en su frontera con República Dominicana. Por ello, recomendó reemplazar una cuarta parte de los trasportes acorazados de la MINUSTAH por vehículos de patrulla más ligeros.




Sin embargo, en la Resolución Nº 1901 (2010) del Consejo de Seguridad, emitida el 19 de enero del 2010, luego del terremoto, se decidió aumentar el componente militar a 8.940 efectivos y policial a 3.711 integrantes. Por otro lado, la resolución anterior (1892 de 2009) del Consejo de Seguridad, resaltó la necesidad de aumentar el apoyo que se presta a la formación de los cuerpos de seguridad haitianos, que deberán encargase de mantener el orden en el país cuando se retiren las tropas internacionales, por lo que consideró que debería aumentarse en 120 agentes el contingente policial de la misión, en particular para reforzar la capacidad antidisturbios de la Policía Nacional Haitiana. El apoyo de la MINUSTAH sigue siendo fundamental, dado que la policía de Haití todavía no está suficientemente madura y el Estado sigue afrontando graves amenazas a su estabilidad.





La seguridad en el país presenta cifras positivas debido a la disminución de los secuestros en el país, según estadísticas proporcionadas por Naciones Unidas. Sin embargo, la misma fuente expresa su profunda preocupación por la situación de miles de niños explotados en el país, al explicar que son sometidos al sistema “restavek”, por el que los padres pobres o de áreas rurales envían a sus hijos a la ciudad con otras familias para realizar las tareas domésticas. Allí quedan expuestos a sufrir múltiples formas de abuso, que incluyen la explotación económica, el castigo corporal y la violencia sexual.




Por otra parte, EE.UU. incluyó a Haití en su lista negra entre los 20 países con más transito de droga a EE.UU. La evaluación destaca la presencia de una mayor actividad de narcotráfico a través de medios aéreos y navales para introducir droga en Haití, operando coordinadamente con organizaciones locales. Los operativos realizados por la PNH y la MINUSTAH permitieron detectar la presencia de armamento de importancia y se confirmó a Haití como punto de apoyo en las rutas originadas en Sudamérica (cocaína) y Jamaica (marihuana).




Para las fuerzas chilenas desplegadas en misión la situación en general es de calma relativa, puesto que en cualquier momento la situación podría cambiar sustancialmente debido a la inestabilidad social existente, por esta razón continúan en alerta permanente.




En la región de Cabo Haitiano, se ha evidenciado un gran número de desplazados desde la capital, asimismo, ellos han manifestado su descontento en contra de las autoridades, sintiéndose marginados y no considerados en la ayuda que se les habría prometido.





Los ataques a camiones con ayuda humanitaria continúan registrándose en el Departamento Norte. Si bien no han aumentado respecto de periodos anteriores, continúan siendo una amenaza y podrían evolucionar hacia otras formas de violencia.




La seguridad permanecerá inestable mientras la situación económica de la población no mejore, la que, por el contrario, se ha visto afectada por el aumento del precio de los combustibles, el costo del transporte público y las precarias condiciones de vida, que han originado el constante ingreso de pequeñas embarcaciones clandestinas en las costas de Estados Unidos. Para los Guardacostas norteamericanos se ha hecho habitual devolver a estos desesperados haitianos a su país, lo que se ve reflejado en el último Informe del Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo Humano, que sitúa a Haití como el último país latinoamericano y del Caribe en el ranking de Índice de Desarrollo Humano, ubicándolo en la posición 149 sobre 182. “La pobreza generalizada y el desempleo, junto a la falta de acceso a la alimentación, vivienda, educación y salud aceptable, así como el deterioro del medioambiente, suponen un peligro para los derechos individuales y la estabilidad”, asevera el informe enviado al Consejo de Seguridad de Naciones Unidas por el Secretario General de la ONU. El mismo informe advierte que “elementos externos violentos” tratan de aprovechar los reclamos legítimos de la población para socavar, en beneficio propio, el progreso del país.




Las condiciones de trabajo de los policías, sobre todo en regiones, continúan siendo deficitarias. Luego del proceso de formación, que incluye entrenamiento básico, egresan con la equipamiento y medios inadecuados, debiendo asumir responsabilidades en la mantención del orden y la seguridad; la protección civil; la policía judicial; la policía penitenciaria; la policía civil de investigaciones; la guardia costera; el control de la frontera y emigración terrestre, marítima y aérea; la guardia forestal; bomberos; desastres naturales y servicios territoriales. Esta situación hace casi imposible un desarrollo eficiente y el control de las diversas actividades. Si bien el aumento de la dotación policial ha sido sostenido, se mantienen altos índices de corrupción, acciones con violencia innecesaria y la PNH aún no tiene la capacidad para controlar las áreas de mayor peligrosidad. A pesar de las campañas desarrolladas para mejorar su imagen y ganar confianza en la población, la policía todavía es percibida por gran parte de ésta como una institución corrupta y poco confiable.




Actualmente se habla de la necesidad de una reforma al sistema judicial heredado de la colonización francesa, que se hace sentir sobre todo en materia penal. Debido al aumento de la delincuencia, el sistema penitenciario ha debido hacer frente a la sobrepoblación y hacinamiento. Más del 80% de la población penal se encuentra en prisión preventiva, con casos donde los reclusos han debido esperar entre tres y cuatros años por un juicio. La tasa de detención supera con creces las resoluciones judiciales y el número de tribunales es insuficiente frente al incremento de delitos.





Según las autoridades de Haití, unos 5.000 presos lograron escapar de los recintos penitenciarios producto del terremoto del mes de enero. Entre los 3.000 prisioneros que escaparon de la Penitenciaría Nacional de Puerto Príncipe, muchos eran peligrosos miembros de bandas de traficantes de drogas y de armas.




Finalmente la situación de inmigrantes ilegales haitianos en República Dominicana continúa siendo una preocupación para sus autoridades. Habitualmente se los relacionan con el robo de vehículos, el tráfico de drogas, de armas y el contrabando de mercancías, llegando en varias oportunidades al linchamiento público de haitianos en diferentes zonas fronterizas.




5. Situación Económica





El terremoto del 12 de enero del 2010, el más fuerte que haya afectado a Haití en 200 años, golpeó fuertemente su capital, centro administrativo, económico y con mayor densidad poblacional. La catástrofe natural llegó en momentos en que el país experimentaba una estabilización social-política y de seguridad, orientada hacia un crecimiento económico y mejora en las condiciones y calidad de vida de la población.




Según la evaluación post-terremoto elaborada por el Gobierno Haitiano, las consecuencias humanas fueron desoladoras: cerca de 1.500.000 personas, es decir el 15% de la población, se vio directamente afectada. Más de 200.000 personas perdieron la vida y 300.000 resultaron heridas. Alrededor de 1.300.000 personas continúan viviendo en refugios temporales en Puerto Príncipe, más de 600.000 personas abandonaron la capital en busca de protección, acarreando una exacerbación de los problemas ya existentes en el acceso a los alimentos y servicios básicos.




Los efectos del terremoto estremecieron el corazón de la economía haitiana y la administración del gobierno, afectando gravemente las capacidades humanas e institucionales en el sector público y privado, incluyendo las organizaciones no gubernamentales e internacionales.





La destrucción de la infraestructura fue extensiva, aproximadamente 105.000 hogares quedaron totalmente destruidos y más de 208.000 viviendas resultaron dañadas. En cuanto a los centros de educación 1.300 colapsaron o quedaron inutilizables, al igual que 50 hospitales o centros de salud. El principal puerto del país quedó prácticamente inutilizable y los principales edificios ministeriales y el Palacio de Justicia sucumbieron.





Los indicadores ambientales ya arrojaban números rojos y el terremoto sólo aumentó la presión sobre el medio ambiente y los recursos naturales, exponiendo a la población haitiana a más vulnerabilidades.




Más de 200 expertos nacionales e internacionales trabajaron durante un mes en la evaluación de los daños y necesidades post terremoto, estimando el valor total de los daños en 7.863 millones de dólares, dinero equivalente a más del 120% del PIB del año 2009. Ésta es la primera vez que el costo de un desastre es tan alto en relación con el tamaño de la economía de un país.




La mayoría de los daños y pérdidas las sufrió el sector privado, US$ 5.471 millones, mientras que en el sector público fue de US$ 2.374 millones. Los daños a las escuelas, viviendas, hospitales, edificios, carreteras, puentes, puertos y aeropuertos se estiman en 4.302 millones de dólares y los efectos sobre la pérdida de producción, reducción del volumen de negocios, pérdida de empleos y salarios llegó a 3.561 millones de dólares.




El sector vivienda representa aproximadamente el 40% del impacto del terremoto. Los otros sectores mas afectados son el comercio (8%), transporte y edificios gubernamentales (6%) y educación y salud (6%).




Los costos asociados a la recuperación y reconstrucción del país para los próximos tres años ascienden a 11.500 millones de dólares, dirigidos a gobernabilidad, medio ambiente, sector social, infraestructura y producción nacional.




El terremoto acarreará para la economía nacional una disminución de un 8% en el crecimiento económico para el 2010. Los sectores más afectados serán el comercio, transporte, telecomunicaciones y la industria.





La inflación durante el 2009 llegó a los -4,7%. Sin embargo, se estima que aumentará un 11% durante el 2010, debido al encarecimiento de los costos de transporte y la llegada de la ayuda internacional.




Se pronostica que el déficit fiscal del gobierno aumentará de 4,4% para el periodo 2008-2009 a 7,1% del PIB para el periodo 2009-2010.




El empleo se verá afectado de manera diferente en función de los escenarios de reconstrucción. La estimación de las pérdidas de puestos de trabajo existentes equivale al 8,5%. Los sectores más afectados serán el comercio, el turismo, el transporte y la comunicación. Sin embargo, un tercio de los recursos previstos en el programa de reconstrucción del país durante el 2010 limitaría las pérdidas totales de empleo al 0,6%. Los hombres podrían beneficiarse más que las mujeres con el proceso de reconstrucción, debido a la alta demanda de trabajo físico que tendrá esa tarea.




El Plan de Acción para el Desarrollo Nacional de Haití, elaborado por el propio gobierno y presentado en marzo del 2010, apunta a urgencias inmediatas, como restablecer la actividad económica, la gobernabilidad, el sector social y reducir la vulnerabilidad del país frente a catástrofes naturales, reactivando el país hacia la vía del desarrollo.




III. PLAZO POR EL QUE SE HACE LA SOLICITUD





En virtud del mandato de Naciones Unidas precedentemente expuesto en detalle, anexos incluidos, y en consideración a los fundamentos de la presente solicitud que hacen indispensable continuar con nuestra contribución nacional en Haití, la solicitud al Honorable Senado de la República de prórroga de la autorización de permanencia de nuestras tropas y medios en dicho país se hace por el plazo de de 12 meses a partir del 01 junio del 2010 y hasta el 01 de junio del 2011.





IV. EXPOSICIÓN DE LAS NORMAS DE EMPLEO DE LA FUERZA EN EL MARCO DEL MANDATO





El empleo de la fuerza se rige por la Política Nacional para la Participación del Estado de Chile en Operaciones de Paz (Anexo “B”), promulgada mediante Decreto Supremo (G) Nº 68 del 14 de octubre de 1999.





Esta Política, entre otras cosas, establece las tareas concretas que pueden comprender las Operaciones de Paz, sus limitaciones, los tipos de operaciones de imposición de la paz comprendidas, como asimismo los criterios político-estratégicos, operativos, gubernativos y administrativos considerados en la determinación de concurrir.





V. DESCRIPCIÓN DE LAS TROPAS DESPLEGADAS





A. En lo Militar





A la fecha, nuestro país mantiene desplegado un total de 520 efectivos militares (Anexo “C”), cuya permanencia fue autorizada por el Honorable Senado con fecha 13 de mayo de 2009, por el período de un año a contar del 1º de junio de 2009.





La fuerza militar chilena está compuesta por un Batallón de Infantería Mecanizado, integrado por personal de Ejército y Armada, destacado en la zona norte del país, en la ciudad de Cap Haitien y Port de Paix; una Compañía de Ingenieros de Construcción Horizontal Combinada Chileno-Ecuatoriana, con base en la ciudad de Puerto Príncipe, que desempeña sus tareas desplegada en dos frentes de trabajo, y un Grupo de Helicópteros asentada igualmente en la capital de Haití.





El mando del Batallón Chile es alternado entre un Oficial Jefe de Ejército y uno del Cuerpo de Infantería de Marina; el mando de la Compañía de Ingenieros recae en un Oficial Jefe ingeniero del Ejército de Chile, y su segundo es del Ejército del Ecuador; y el mando de la Unidad de Helicópteros recae en un Oficial Superior de la Fuerza Aérea, quien regularmente ocupa el puesto de Jefe del Contingente Nacional Militar (Oficial chileno de mayor antigüedad).





Desde el mes de diciembre de 2008 al mes de enero del año 2010, el puesto rotativo de Segundo Comandante de las fuerzas militares de la MINUSTAH fue ocupado por el General de Brigada del Ejército de Chile, Ricardo Toro Tassara. A partir del mes de febrero del presente año, el puesto es ocupado por el General de Brigada Carlos Mezzano Escanilla por un periodo de un año. Del mismo modo, 4 Oficiales chilenos ocupan puestos claves de asesoría en el Cuartel General de la MINUSTAH en las áreas de Informaciones, Logística, y Operaciones Marítimas.





El personal, antes de su despliegue, es sometido a un entrenamiento especial en cada Institución, y sigue un procedimiento estricto de profilaxis, ya que Haití es considerado una zona de alto riesgo epidemiológico. Asimismo, reciben un entrenamiento específico en el Centro Conjunto para Operaciones de Paz de Chile (CECOPAC), relativo al contexto de las operaciones de paz en las Naciones Unidas y de la misión en particular.





1. Batallón Chile





Unidad de infantería compuesta por 179 miembros del Ejército y 173 miembros de la Infantería de Marina de la Armada, que integran una compañía de infantería de Ejército y una compañía de Infantería de Marina, con sus respectivos mandos y apoyo logístico, además de vehículos blindados tipo Mowag y vehículos de apoyo. A este personal se suman tres integrantes de la Plana Mayor Especial (punto Nº 6), lo que completa la fuerza del Batallón Chile en 355 personas.




Sus actividades operativas están destinadas al cumplimiento de la labor de mantener un entorno seguro y estable en apoyo de las autoridades locales y del resto de las organizaciones de la misión desplegadas en el departamento norte de Haití.





Tanto el Batallón Chile, como el resto de las unidades militares que integran la misión, se encuentra cumpliendo durante los últimos meses labores de seguridad y control del borde costero e instalaciones portuarias, en el marco de las políticas de reforzamiento de fronteras que tiende a evitar situaciones de tráfico ilícito.




Adicionalmente, esta unidad ha asumido una nueva área de responsabilidad en el sector Nor-Oeste de la isla, entregando el sector sur de su anterior delimitación de área de responsabilidad al Batallón Nepalés. Esta nueva tarea se traduce en el despliegue de un pelotón de dicho Batallón, el cual cumple las mismas funciones del Mandato, operando con base en la ciudad de Port de Paix.




2. Compañía de Ingenieros Combinada Chileno-Ecuatoriana





Unidad combinada (binacional) compuesta por 87 miembros del cuerpo ingenieros del Ejército de Chile y por 66 miembros del cuerpo de ingenieros del Ejército del Ecuador. Cuentan con equipo pesado de ingeniería horizontal, compartido entre ambos países y vehículos de apoyo plenamente asentados en la base internacional denominada Campo “Charlie”, en la capital de Haití. Su trabajo se orienta tanto al apoyo de los medios y unidades militares de la MINUSTAH, como a la comunidad haitiana, constituyéndose su labor en un área vital para la misión.




Esta unidad se mantiene cumpliendo con los trabajos de ingeniería horizontal programados, tanto en Puerto Príncipe como en el sector de Gonaïves, esto último como parte de las labores de apoyo preventivo a la comunidad en una zona particularmente vulnerable a los efectos de huracanes. La construcción de caminos es uno de los trabajos que genera el mayor impacto en la conectividad del país y que significa no sólo mejores condiciones de seguridad, sino que también entornos más apropiados para un fluido desarrollo económico.




Una de sus principales tareas después del terremoto fue apoyar las labores de búsqueda de sobrevivientes y cuerpos, a través de la remoción de escombros, además de entrega de agua y preparación de los terrenos para la construcción de las nuevas dependencias del nuevo Cuartel General de la MINUSTAH.




3. Grupo de Helicópteros





Unidad compuesta por 56 miembros de la Fuerza Aérea de Chile, con 4 helicópteros UH-1H, y sus elementos de apoyo




De conformidad con las orientaciones y planificación operativa de la MINUSTAH, la unidad cumple labores de reconocimiento y de apoyo a las unidades terrestres en el desempeño de sus tareas, como asimismo operativos de rescate y evacuación aeromédicas, tanto diurnas como nocturnas. Desde el inicio de la misión hasta la fecha, la unidad ha acumulado más de 9.187,2 horas de vuelo y 6.229 salidas.





4. Acciones humanitarias del contingente nacional





Sin perjuicio de sus misiones específicas, cada una de las unidades chilenas desplegadas en Haití se ha comprometido con acciones de carácter humanitario en sus respectivas áreas de responsabilidad, en forma gradual pero sostenida. Estas iniciativas han consistido principalmente en actividades dirigidas a los niños, en orfanatos y colegios, como también de servicio público, y han sido bien evaluadas por la MINUSTAH y por las autoridades haitianas. En términos generales, este tipo de actividades se han constituido en una forma de obtener la cooperación y confianza de la población local, contribuyendo a generar las condiciones para un entorno seguro y estable.





5. Cuartel General MINUSTAH




Los cinco oficiales de las FF.AA. integran el Cuartel General de MINUSTAH continúan con sus actividades en forma normal, ocupando puestos que han sido considerados estratégicos para la misión. En ese sentido, oficiales chilenos están ocupando puestos de alta influencia, como son los cargos de Segundo Jefe de la Fuerza Militar, Jefe de Informaciones, Jefe de Logística y Jefe de Operaciones Marítimas.




6. Plana Mayor Especial




Integrado por tres oficiales de las FF.AA. (1 abogado, 1 capellán y 1 periodista), que prestan sus servicios a los distintos contingentes nacionales,  sean estos militares y/o policiales, en el ámbito espiritual, asesoramiento de tipo jurídico para el empleo de la fuerza y orientación de tipo comunicacional, en la relación civil militar.





7. Aspectos Logísticos




Conforme al contrato que se mantiene con Naciones Unidas, Chile es el responsable de la operación, mantenimiento, reposición de todo su equipamiento mayor y de sus helicópteros que se encuentran en el área de misión, como también del sostenimiento de su personal desplegado, tanto en lo referido a la habitabilidad, preparación y entrega de la alimentación, sanidad en un primer nivel, comunicaciones, materiales de oficina, generación de electricidad, producción de agua potable y bienestar. Las Naciones Unidas entrega el combustible con que operan los medios desplegados y los insumos para la alimentación.





Esta función de apoyo se administra desde Chile y es apoyada por las Instituciones y por el Estado Mayor Conjunto, mediante el envío por medios marítimos y aéreos de los elementos que permiten dar satisfacción en forma oportuna a los requerimientos de repuestos e insumos, como también coordinando con los proveedores la entrega de los elementos en el área de misión y efectuando adquisiciones o contratando servicios directamente en Haití o en República Dominicana.




En ese contexto, y atendiendo a que el equipo desplegado en la misión ha cumplido cerca de 4 años de uso intenso, ha sido necesario elaborar un riguroso programa de mantenimiento y reparación de aquellos elementos con disponibilidad de vida útil, y de reposición de los que ya no la tienen.




B. En lo Policial





A la fecha, nuestro país contribuye con un total de 15 efectivos policiales -11 carabineros y 4 detectives-, todos ellos desplegados de manera individual bajo la modalidad de expertos en misión. Los efectivos policiales chilenos integran el componente policial de Naciones Unidas (UNPOL) y están destinados en distintas unidades, conforme a las capacidades y experticias de cada uno, cumpliendo las siguientes misiones, entre otras: Jefe Nacional de Operaciones de la UNPOL; Jefe Nacional de Base de Datos de personal UNPOL; Jefe Nacional de Abastecimiento Logístico de la UNPOL; Jefe Nacional de Transporte y Movilización de la UNPOL; consejeros técnicos, asesores y monitores para el entrenamiento en las distintas unidades de la Policía Nacional Haitiana (PNH) en Puerto Príncipe y otras regiones del país y, principalmente, para la implementación del plan de reestructuración de la PNH, que incluye los mecanismos de selección, de depuración y entrenamiento.





VI. ORGANIZACIÓN DEL MANDO DEL CONTINGENTE NACIONAL, SU EQUIPAMIENTO Y MATERIAL DE APOYO





A. Organización del mando del contingente nacional





El Mando operacional (OPCOM)
 de contingente Nacional desplegado en Haití (Anexo “D”) lo ejerce el Jefe del Estado Mayor Conjunto, en su calidad de Autoridad Militar Nacional y el Control Operacional (OPCON)
 es responsabilidad del Force Commander para las tropas militares y del UN Police Commissioner para las policías.




El JEMC para estas funciones es asesorado por la Dirección de Operaciones de Paz. En el Anexo “C” se señala un organigrama con esta organización.





B. Equipamiento y material de apoyo





Las Fuerzas Chilenas desplegadas en Haití cuentan con el equipamiento y material de apoyo necesario para el cumplimiento de sus funciones. Debido a su gran cantidad y atendiendo a que pertenece a las distintas Instituciones de la Defensa Nacional, lo que significa un gran volumen de documentos, en el anexo “E” sólo se da a conocer el equipamiento y material de apoyo mayor con que cuentan las distintas unidades, quedando a disposición de la Comisión los inventarios del material menor del Estado Mayor Conjunto (Dirección de Operaciones de Paz).




VII. ESTIMACIÓN GLOBAL DEL COSTO FINANCIERO DE LA  PARTICIPACIÓN NACIONAL EN LA OPERACIÓN, INCLUIDAS LAS DONACIONES EN DINERO O ESPECIES A SER REALIZADAS EN LA MISIÓN DE PAZ, Y LAS FUENTES DE SU FINANCIAMIENTO





El financiamiento de la participación militar nacional en la misión en Haití tiene su origen en dos fuentes:





A. Sostenimiento logístico del equipamiento desplegado en el área de misión, incluyendo su transporte, que se financia con leyes reservadas.





B. Remuneraciones del personal, las que poseen dos fuentes de financiamiento:





- Traspaso desde las Instituciones al Fondo de Operaciones de Paz de los recursos convertidos en moneda extranjera (dólar) equivalentes al sueldo en moneda nacional (asignación por Ley de Presupuesto) de la totalidad de los efectivos desplegados en Haití.





- Reembolsos de Naciones Unidas por participación de personal y medios desplegados en Haití.




El gasto mensual promedio en remuneraciones de todo el  personal militar desplegado asciende a US$ 2,035 millones.





En el contexto de lo indicado precedentemente, los reembolsos promedio de Naciones Unidas en los últimos cinco años, ascienden a las siguientes cifras:

	AÑO 2005
	USD
	     29.820,676

	AÑO 2006
	USD
	     20.593,661

	AÑO 2007
	USD
	     17.735,603

	AÑO 2008
	USD
	     29.463,747

	AÑO 2009
	USD
	     10.151,716

	TOTAL GENERAL
	USD
	   107.765,403






En el anexo “F”, se encuentra detallada la situación financiera de la misión de Chile en Haití, considerando ingresos y egresos en moneda extranjera (dólar), al 31 de diciembre del año 2009.

- - -

ANEXO “A”

RESOLUCIONES DEL CONSEJO DE SEGURIDAD DE LA O.N.U.

Resolución 1892 (2009)

Aprobada por el Consejo de Seguridad en su 6200ª sesión, celebrada el 13 de octubre de 2009





El Consejo de Seguridad,





Reafirmando sus anteriores resoluciones sobre Haití, en particular sus resoluciones 1840 (2008), 1780 (2007), 1743 (2007), 1702 (2006), 1658 (2006), 1608 (2005), 1576 (2004) y 1542 (2004).





Reafirmando su resuelto compromiso con la soberanía, la independencia, la integridad territorial y la unidad de Haití, acogiendo con beneplácito los progresos logrados hasta la fecha en ámbitos de crucial importancia para la consolidación de la estabilidad de Haití, reafirmando su apoyo al Gobierno y acogiendo con beneplácito su contribución a la estabilidad política y la consolidación de la democracia en Haití.





Acogiendo con beneplácito los progresos conseguidos recientemente para mejorar la gobernanza, incluso mediante las elecciones a nuevos senadores celebradas con el apoyo de la Misión de Estabilización de las Naciones Unidas en Haití (MINUSTAH) y otros interesados, y para emprender la reforma constitucional, destacando la importancia de establecer una gobernanza digna de crédito, competente, transparente y responsable, alentando al Gobierno de Haití a que siga reforzando las instituciones estatales, y poniendo de relieve la necesidad de continuar las gestiones internacionales para fortalecer la capacidad del Gobierno de Haití y las instituciones estatales.





Alentando al Gobierno de Haití y a todos los demás agentes haitianos pertinentes a que refuercen el diálogo democrático y forjen el consenso más amplio e inclusivo posible, y reconociendo que el liderazgo y la constante voluntad política del Gobierno de Haití entre los agentes haitianos pertinentes son necesarios para fortalecer la gobernanza y la capacidad nacional de abordar las cuestiones más prioritarias de la agenda nacional.





Poniendo de relieve la necesidad de intensificar los esfuerzos para apoyar la participación de las mujeres en el proceso político.





Poniendo de relieve el papel de las organizaciones regionales en el actual proceso de estabilización y reconstrucción de Haití, exhortando a la MINUSTAH a que siga colaborando estrechamente con la Organización de los Estados Americanos (OEA) y la Comunidad del Caribe (CARICOM), y tomando nota del comunicado conjunto emitido por el Grupo Consultivo 2x9 sobre Haití el 28 de septiembre de 2009 (S/2009/509).





Reconociendo que los desafíos que enfrenta Haití están interconectados, reafirmando que los progresos sostenibles en materia de seguridad, estado de derecho y reforma institucional, reconciliación nacional y desarrollo se refuerzan mutuamente, y acogiendo con beneplácito los esfuerzos que siguen desplegando el Gobierno de Haití y la comunidad internacional para encarar esos desafíos.





Reiterando la necesidad de que la seguridad vaya acompañada del desarrollo económico y social de modo que Haití pueda lograr una estabilidad duradera (S/PRST/2009/4).





Reconociendo que el respeto de los derechos humanos, las garantías procesales, la lucha contra el problema de la delincuencia y el fin de la impunidad son esenciales para garantizar el estado de derecho y la seguridad en Haití.





Encomiando a la MINUSTAH por la asistencia que sigue prestando al Gobierno de Haití para garantizar un entorno seguro y estable, expresando gratitud al personal de la MINUSTAH y a sus países, y rindiendo homenaje a quienes han resultado heridos o muertos en acto de servicio.





Reconociendo que la situación de la seguridad ha mejorado en cierta medida durante el último año, pero observando que sigue siendo frágil.





Reconociendo el apoyo que sigue prestando la Organización de los Estados Americanos para modernizar el registro de votantes haitianos y exhortando a las autoridades haitianas a que, con el continuo apoyo de la MINUSTAH y la comunidad internacional, establezcan instituciones electorales permanentes y eficaces y celebren elecciones con arreglo a los requisitos constitucionales y legislativos de Haití.





Exhortando al Gobierno de Haití a que, en coordinación con la comunidad internacional, siga promoviendo la reforma del sector de la seguridad, en particular como se pide en el Plan de Reforma de la Policía Nacional de Haití aprobado por el Gobierno.





Subrayando la necesidad de agilizar las medidas adoptadas para fortalecer el sistema judicial conforme al plan nacional de reforma de la justicia, incluida la modernización de las instituciones judiciales y la mejora del acceso a la justicia.





Apoyando las recomendaciones iniciales de la Comisión Consultiva sobre la Prisión Preventiva Prolongada y destacando la necesidad de abordar la situación de la mayoría de los presos haitianos.





Reconociendo que el pueblo de Haití ha sufrido la devastación provocada por las pasadas temporadas de huracanes, reconociendo las dificultades que enfrenta el Gobierno de Haití para satisfacer las necesidades de su pueblo, humanitarias y de otro tipo, acogiendo con beneplácito la labor realizada por las autoridades haitianas y la contribución de la comunidad internacional en tal sentido, y destacando la importancia de que los donantes y los asociados de Haití coordinen plenamente entre sí y con el Gobierno, así como dentro del sistema de las Naciones Unidas, las medidas que al respecto se adopten en el futuro.





Reconociendo que ciertos factores económicos externos, como las crisis que afectan a los alimentos, el combustible, las finanzas y la economía, siguen representando una importante amenaza para el proceso general de estabilización en Haití.





Acogiendo con beneplácito el nombramiento del ex Presidente de los Estados Unidos de América, William J. Clinton, como Enviado Especial de las Naciones Unidas para Haití.





Subrayando la necesidad de ejecutar con rapidez proyectos de gran densidad de mano de obra, eficacia y visibilidad que ayuden a crear empleos y prestar servicios sociales básicos que contribuyan a aumentar el apoyo de la población haitiana a la MINUSTAH.




Reconociendo la importancia de que los donantes internacionales y los asociados de Haití asuman un compromiso a largo plazo, y alentándolos a que sigan incrementando su asistencia de manera coordinada, conforme a las prioridades nacionales de Haití.





Subrayando la necesidad de que el Gobierno y el Parlamento colaboren para concebir un entorno legislativo y normativo que genere actividad económica y creación de empleo con miras a promover el crecimiento y reducir la pobreza.





Acogiendo con beneplácito el informe del Secretario General de 1° de septiembre de 2009 (S/2009/439).





Tomando nota del informe del Grupo Asesor Especial sobre Haití del Consejo Económico y Social (E/2009/105).





Acogiendo con beneplácito los esfuerzos del Secretario General por seguir de cerca las operaciones de mantenimiento de la paz, incluida la MINUSTAH, y destacando la necesidad de que el Consejo aplique un enfoque estratégico a los despliegues de fuerzas de mantenimiento de la paz junto con los países que aportan contingentes y fuerzas de policía y otros interesados pertinentes, conforme a la declaración de su Presidencia de fecha 5 de agosto de 2009, relativa a las operaciones de las Naciones Unidas para el mantenimiento de la paz (S/PRST/2009/24).





Recordando las declaraciones de su Presidencia de 22 de julio de 2009 (S/PRST/2009/23) y 5 de agosto de 2009 (S/PRST/2009/24), en que se puso de relieve la necesidad de que existiera coherencia e integración entre el establecimiento de la paz, el mantenimiento de la paz, la consolidación de la paz y el desarrollo a fin de lograr una respuesta eficaz a las situaciones posteriores a un conflicto, y destacando la necesidad de que el Secretario General indique en sus informes los avances realizados para lograr un enfoque coordinado de las Naciones Unidas en Haití y, en particular, las deficiencias críticas que impiden alcanzar los objetivos de consolidación de la paz.





Habiendo determinado que la situación imperante en Haití sigue constituyendo una amenaza para la paz y la seguridad internacionales en la región, pese a los progresos alcanzados hasta la fecha.





Actuando en virtud del Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, según lo descrito en la sección 1 del párrafo 7 de la resolución 1542 (2004).





1. Decide prorrogar el mandato de la MINUSTAH, enunciado en sus resoluciones 1542 (2004), 1608 (2005), 1702 (2006), 1743 (2007), 1780 (2007) y 1840 (2008), hasta el 15 de octubre de 2010, con la intención de volverlo a renovar posteriormente.





2. Hace suya la recomendación formulada por el Secretario General en los párrafos 26 y 27 de su informe (S/2009/439) de que se mantenga la actual dotación general de la Misión hasta que el notable aumento previsto de la capacidad de la Policía Nacional de Haití permita volver a evaluar la situación, ajustando la configuración de la fuerza para satisfacer mejor las necesidades actuales sobre el terreno.





3. Decide, por tanto, que la MINUSTAH conste de un componente militar de hasta 6.940 efectivos de todas las graduaciones y de un componente de policía integrado por 2.211 agentes como máximo.





4. Reconoce la potestad y la responsabilidad primordial del Gobierno y el pueblo de Haití en todos los aspectos de la estabilización del país, reconoce que la MINUSTAH tiene la función de respaldar los esfuerzos del Gobierno en tal sentido, y alienta al Gobierno de Haití a que siga aprovechando plenamente el apoyo internacional para aumentar su capacidad, con miras a reasumir plenas responsabilidades con el tiempo.





5. Destaca la necesidad de que exista coordinación entre todos los agentes internacionales sobre el terreno.





6. Expresa su pleno apoyo al Representante Especial del Secretario General, particularmente en sus esfuerzos por mejorar la estabilidad y la gobernanza en estrecha cooperación con el Gobierno de Haití, y reafirma su autoridad en la coordinación y ejecución de todas las actividades de los organismos, fondos y programas de las Naciones Unidas en Haití.





7. Expresa su pleno apoyo al Enviado Especial de las Naciones Unidas para Haití, el ex Presidente de los Estados Unidos de América William J. Clinton, particularmente en sus esfuerzos por ayudar al Gobierno y al pueblo de Haití a crear nuevos empleos, mejorar la prestación de los servicios básicos y la infraestructura, fortalecer la recuperación y preparación en casos de desastre, atraer inversiones del sector privado y recabar un mayor apoyo internacional.





8. Reafirma su llamamiento a la MINUSTAH para que apoye el proceso político que está teniendo lugar en Haití, incluso mediante los buenos oficios del Representante Especial del Secretario General, promueva, en cooperación con el Gobierno de Haití, el diálogo político plenamente inclusivo y la reconciliación nacional, y preste asistencia en materia de logística y seguridad para las próximas elecciones que se celebrarán en 2010, con el fin de asegurar que las instituciones políticas elegidas democráticamente puedan seguir llevando adelante la labor de reforma expuesta en el documento de la estrategia nacional de crecimiento y reducción de la pobreza.





9. Acoge con beneplácito la contribución que la MINUSTAH sigue haciendo a los esfuerzos del Gobierno de Haití por fomentar la capacidad institucional a todos los niveles y la exhorta a que, de conformidad con su mandato, continúe prestando ese apoyo para fortalecer unas instituciones del Estado autosuficientes, especialmente fuera de Puerto Príncipe, incluso proporcionando conocimientos especializados a los ministerios e instituciones clave.





10. Solicita a la MINUSTAH que siga apoyando a la Policía Nacional según proceda para garantizar la seguridad en Haití, alienta a la Misión y al Gobierno de Haití a que continúen emprendiendo acciones disuasorias coordinadas para seguir reduciendo los niveles de delincuencia y violencia, incluso mejorando y promoviendo la ejecución del Plan de Reforma de la Policía Nacional, y solicita a la MINUSTAH que, de conformidad con su mandato, siga ayudando al Gobierno de Haití a reformar y reestructurar la Policía Nacional, en particular apoyando la supervisión, orientación, capacitación y selección del personal de policía y el fortalecimiento de la capacidad institucional y operacional, en consonancia con su estrategia general de transferir progresivamente a sus homólogos haitianos la responsabilidad geográfica y funcional de las tareas convencionales relativas al orden público, con arreglo al Plan de Reforma de la Policía Nacional.





11. Invita a los Estados Miembros, incluidos los Estados vecinos y los de la región, a que, en coordinación con la MINUSTAH, refuercen su colaboración con el Gobierno de Haití para hacer frente al tráfico transfronterizo ilícito de personas, en particular niños, al tráfico de drogas y armas y a otras actividades ilegales, y contribuyan a fortalecer la capacidad de la Policía Nacional de Haití en estas esferas, incluso mediante la aportación por la MINUSTAH de conocimientos técnicos especializados para respaldar los esfuerzos encaminados a aplicar un enfoque integrado de la gestión fronteriza, haciendo hincapié en el fomento de la capacidad estatal, y subraya la necesidad de que los esfuerzos del Gobierno en esta esfera reciban un apoyo internacional coordinado.





12. Reconoce la necesidad de que la MINUSTAH continúe la labor de patrullaje en las zonas de la frontera marítima y terrestre para apoyar las actividades de seguridad fronteriza que lleva a cabo la Policía Nacional de Haití, y alienta a la Misión a que prosiga las conversaciones con el Gobierno de Haití y los Estados Miembros para evaluar las amenazas existentes en la frontera terrestre y marítima de Haití.





13. Solicita al equipo de las Naciones Unidas en el país que complemente las operaciones de seguridad y desarrollo emprendidas por el Gobierno de Haití con  el apoyo de la MINUSTAH mediante actividades destinadas a mejorar efectivamente las condiciones de vida de las poblaciones afectadas, protegiendo los derechos de los niños, y exhorta a todos los agentes a hacer lo propio, y solicita a la MINUSTAH que continúe ejecutando proyectos de efecto rápido.





14. Condena todos los ataques contra el personal o las instalaciones de la MINUSTAH y exige que no se cometan actos de intimidación o violencia dirigidos contra el personal o las instalaciones de las Naciones Unidas y el personal asociado ni  contra otros agentes dedicados a labores humanitarias, de desarrollo o de mantenimiento de la paz.





15. Acoge con beneplácito las medidas adoptadas para reformar las instituciones del estado de derecho, solicita a la MINUSTAH que siga prestando el apoyo necesario a este respecto y alienta a las autoridades haitianas a que aprovechen plenamente ese apoyo, en particular para modernizar la legislación clave y ejecutar el plan de reforma de la justicia, a que tomen las medidas necesarias, incluidos nombramientos, para que las instituciones judiciales superiores puedan funcionar adecuadamente y a que traten de resolver el problema de la prisión preventiva prolongada y el hacinamiento en las cárceles, prestando especial atención a los niños.





16. Alienta también la aplicación del plan estratégico de la Administración Penitenciaria Nacional y solicita a la MINUSTAH que siga apoyando la orientación y capacitación del personal penitenciario y fortaleciendo la capacidad institucional y operacional.





17. Solicita a la MINUSTAH que mantenga su enfoque de reducción de la violencia comunitaria, incluso apoyando a la Comisión Nacional de Desarme, Desmantelamiento y Reintegración y concentrando sus esfuerzos en proyectos de gran densidad de mano de obra, la creación de un registro de armas, la revisión de las leyes vigentes sobre importación y tenencia de armas, la reforma del sistema de licencias de armas y la elaboración y aplicación de un concepto nacional sobre la policía de proximidad.





18. Reafirma el mandato de la MINUSTAH en materia de derechos humanos, exhorta a las autoridades haitianas a que continúen esforzándose por promover y proteger los derechos humanos y exhorta a la MINUSTAH a que siga proporcionando capacitación sobre derechos humanos a la Policía Nacional de Haití y a otras instituciones pertinentes, incluidos los servicios penitenciarios.





19. Condena enérgicamente las graves violaciones perpetradas contra los niños afectados por la violencia armada, así como los casos generalizados de violación y otros abusos sexuales cometidos contra mujeres y niñas, y solicita a la MINUSTAH y al equipo de las Naciones Unidas en el país que, en estrecha cooperación con el Gobierno, continúen promoviendo y protegiendo los derechos de las mujeres y los niños, como se establece en las resoluciones 1325 (2000), 1612 (2005), 1820 (2008), 1882 (2009), 1888 (2009) y 1889 (2009).





20. Solicita al Secretario General que siga adoptando las medidas necesarias para asegurar que todo el personal de la MINUSTAH cumpla plenamente la política de las Naciones Unidas de tolerancia cero frente a la explotación y los abusos sexuales, y que lo mantenga informado, e insta a los países que aportan contingentes y fuerzas de policía a asegurarse de que se investiguen y castiguen debidamente los actos de ese tipo en que esté involucrado su personal.





21. Exhorta a la MINUSTAH y al equipo de las Naciones Unidas en el país a que sigan intensificando su coordinación y, junto con el Gobierno de Haití y los asociados internacionales, contribuyan a asegurar una mayor eficiencia en la aplicación del documento de la estrategia nacional de crecimiento y reducción de la pobreza a fin de conseguir progresos en el ámbito del desarrollo socioeconómico, que, como se reconoció en el Plan de Consolidación del Secretario General, es esencial para la estabilidad de Haití, y hacer frente a los problemas urgentes de desarrollo.





22. Acoge con beneplácito la importante labor realizada por la MINUSTAH para satisfacer las necesidades urgentes en Haití y alienta a la Misión a que, dentro de los límites de su mandato, aproveche plenamente los medios y capacidades existentes, incluidos sus ingenieros, con miras a seguir mejorando la estabilidad en el país.





23. Acoge con beneplácito los progresos realizados por la MINUSTAH en la estrategia de comunicaciones y relaciones públicas y solicita que continúe tales actividades.





24. Acoge con beneplácito la labor realizada por el Secretario General con el fin de elaborar cinco parámetros e indicadores para medir los progresos que se están realizando hacia la consolidación de la estabilidad en Haití y solicita al Secretario General que siga actualizando el Plan de Consolidación, incluso perfeccionando dichos parámetros e indicadores de progreso en consulta con el Gobierno de Haití, teniendo en cuenta el documento de la estrategia nacional de crecimiento y reducción de la pobreza, según proceda, y que lo mantenga al corriente en sus informes.





25. Solicita al Secretario General que lo informe sobre el cumplimiento del mandato de la MINUSTAH cada seis meses y a más tardar 45 días antes de su vencimiento.





26. Solicita también al Secretario General que incluya en sus informes una evaluación exhaustiva de las amenazas para la seguridad en Haití, la reforma del sector judicial, la reforma del sistema penitenciario y la capacidad de lucha contra los estupefacientes, teniendo en cuenta un examen de las actividades y la composición de la MINUSTAH, su coordinación con el equipo de las Naciones Unidas en el país y otros agentes de desarrollo y la necesidad de erradicar la pobreza y lograr el desarrollo sostenible en Haití, y que proponga, según proceda, opciones para reconfigurar la composición de la MINUSTAH.




27. Recalca la importancia de que los documentos de planificación de los componentes militar y policial, como el concepto de operaciones y las normas de intervención, se actualicen periódicamente, según proceda, y se ajusten a lo dispuesto en todas sus resoluciones pertinentes, y solicita al Secretario General que informe al respecto al Consejo de Seguridad y a los países que aportan contingentes y fuerzas de policía.





28. Decide seguir ocupándose de la cuestión.

ANEXO “B”

POLÍTICA NACIONAL PARA LA PARTICIPACIÓN DEL ESTADO DE CHILE EN OPERACIONES DE PAZ





Decreto Supremo Ministerio de Defensa nacional, Subsecretaría de Guerra Nº 68 de 14 de octubre de 1999, publicado en el Diario oficial Nº 36.510 del 10 de noviembre de 1999.





Considerando:





1. Que Chile es parte de la comunidad internacional de naciones y que, en su carácter de Estado libre y soberano, aspira a participar activamente en las instituciones y foros que promueven la paz y el desarrollo de los pueblos;




2. Que Chile integra desde su origen la Organización de las Naciones Unidas, habiendo ratificado la Carta de dicha organización, así como otros tratados y acuerdos en el marco de ese organismo internacional;




3. Que la Carta de las Naciones Unidas establece en sus Capítulos VI; VII y VIII un sistema de seguridad internacional, que define las medidas disponibles para participar en las operaciones de paz, así como las reglas que las gobiernan;




4. Que la Constitución Política de la República de Chile establece que es deber del Estado de Chile resguardar la seguridad nacional;




5. Que, en un sentido integral y moderno, la seguridad de Chile depende de un diverso conjunto de factores, tanto internos como externos;




6. Que entre estos factores, cabe destacar la estabilidad y la seguridad internacionales. Asimismo, que la globalización de las relaciones deriva en que los conflictos repercuten internacionalmente en forma más amplia e intensa, por lo tanto, adquieren una mayor supremacía los pactos de seguridad y estabilidad internacional;




7. Que, al mismo tiempo, el Estado de Chile basa su política exterior en los principios de respeto a los tratados, observancia del principio de no intervención en asuntos de otros Estados soberanos y promoción de buenas relaciones entre los pueblos y los gobiernos, rechazando toda forma de expansionismo;




8. Que resulta indispensable que el Estado de Chile, dentro de los marcos de la Constitución Política, las leyes y los tratados vigentes, disponga de reglas y criterios que definan claramente la forma en que se produce la participación nacional en las indicadas operaciones, incluidas las operaciones de imposición de la paz;





9. Que solemnizar y dar publicidad a las reglas y criterios que informan la Política Nacional para operaciones de paz, son exigencias que derivan del derecho que asiste a la ciudadanía y, especialmente, a las personas e instituciones directamente concernidas en orden a conocer la posición oficial del Estado de Chile sobre esta importante materia, y





10. Que, finalmente, corresponde al Presidente de la República conducir las Relaciones Exteriores del país, extendiéndose su autoridad, además, a todo cuanto tenga por objeto la preservación del orden público en el interior y la seguridad externa de la República.




Visto lo dispuesto en los artículos 24 y 32 número 8 de la Constitución Política de la República,





Resuelvo promulgar la siguiente "POLITICA NACIONAL PARA LA PARTICIPACIÓN DEL ESTADO DE CHILE EN OPERACIONES DE PAZ":





1.- El mantenimiento y la promoción de la paz mundial constituyen objetivos permanentes de la política exterior chilena. Tales imperativos, representativos de la vocación pacífica del pueblo chileno y plenamente coherentes con el interés nacional, deben informar siempre de la actuación de los agentes del Estado de Chile.





2.- Fiel a los principios enunciados, el Estado de Chile reafirma solemnemente su compromiso de contribuir de manera activa al esfuerzo en pro de la paz y la seguridad internacionales que desarrolla permanentemente la Organización de Naciones Unidas.





3.- En concordancia con los principios descritos, el Estado de Chile manifiesta su disposición a participar, por decisión soberana y de acuerdo a los criterios enunciados en este Instructivo, en operaciones de paz impulsadas por las Naciones Unidas.





Para los efectos de este instructivo Presidencial, entiéndase por operación de paz todo despliegue internacional de medios civiles o militares y de orden y seguridad pública que, bajo el mando y control de las Naciones Unidas o de un Estado o mando expresamente designado y autorizado por ésta, tiene por objeto directo contribuir a la consolidación de un cese de hostilidades.





Las operaciones de paz pueden comprender, entre otras funciones, las siguientes tareas concretas:





a) Verificación del cese del fuego.





b) Colaboración en la separación de fuerzas.





c) Supervigilancia de las líneas divisorias o de las zonas de exclusión.





d) Escolta, conducción y distribución de ayuda humanitaria.





e) Supervisar la desmovilización de combatientes.





f) Certificar el registro, entrega y/o destrucción de armamento.





g) Colaborar con los programas de desminado.





h) Contribuir al éxito de los programas de retorno y reubicación de refugiados de guerra.





i) Contribuir a la reconstrucción de zonas afectadas por conflictos o desastres naturales.





j) Colaborar y asistir a los procesos electorales que se lleven a efecto bajo la supervisión de la Organización de Naciones Unidas.




Además, y excepcionalmente, las operaciones de paz pueden comprender las siguientes funciones especiales:




k) Cooperación en la mantención del orden público en el período siguiente al cese de las hostilidades.





l) Colaborar en supervisión del respeto a los derechos humanos. Esta misión puede comprender, además, la tarea de cooperar en la investigación de violaciones cometidas durante las hostilidades.




Las funciones a que se refieren las letras k) y l) no autorizan el empleo de fuerzas chilenas para la búsqueda y/o captura de delincuentes, beligerantes o criminales de guerra.





4.- Quedan comprendidas en esta declaración de Política Nacional las operaciones de imposición a la Paz, tales como la interrupción total o parcial de las relaciones económicas y de las comunicaciones ferroviarias, marítimas, aéreas, postales, telegráficas, radioeléctricas, ruptura de relaciones diplomáticas, demostraciones, bloqueos y otras operaciones ejecutadas por Fuerzas Aéreas, Navales o Terrestres a que se refiere la Carta de las Naciones Unidas.





5.- La participación nacional en operaciones de paz constituye una decisión soberana del Estado de Chile. Las determinaciones respectivas se adoptan por el Presidente de la República conforme a lo dispuesto en la Constitución Política de la República y las Leyes pertinentes. La participación de personal de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública en las referidas Operaciones, a su vez, se rige especialmente por lo prescrito en la Ley N° 19.067.





6.- La determinación de concurrir a participar en operaciones de paz, se adopta considerándose, entre otros, los siguientes criterios políticos-estratégicos:





6.1. Las operaciones que involucren fuerzas chilenas deben satisfacer el interés nacional.





Este interés se relaciona, entre otros aspectos, con los compromisos que nuestro país ha adquirido con Naciones Unidas; con la preocupación de Chile por los problemas de la paz y sobre todo, con las situaciones de conflicto en zonas geográficas cuya estabilidad afectan a los intereses nacionales.





6.2 Estas operaciones deben obedecer a un mandato del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas.





6.3 En todo caso, no se formarán ni se pondrán contingentes a disposición de Naciones Unidas o de un Estado en particular, para que éste determine autónomamente su despliegue.





6.4 El mandato de las Naciones Unidas debe definir claramente los alcances de las operaciones y su duración.





6.5 Las partes involucradas en el conflicto, deben haber solicitado la intervención de Fuerzas de Paz, salvo el caso de operaciones de imposición de la paz, en donde no se requiere dicha solicitud.





6.6 Deberán ponderarse siempre los costos que las operaciones de paz involucran respecto de los beneficios que el país obtiene, de manera que exista una conveniente relación entre ambos aspectos.





6.7 Cada solicitud de Naciones Unidas se evaluará en forma separada, a la luz de todos los criterios señalados en los párrafos precedentes y siguientes.





7.- La determinación de concurrir a participar en operaciones de paz se adopta considerándose, entre otros, los siguientes criterios operativos:





7.1. Se deberá establecer con claridad el tipo de operación en que se participará, el país y la zona de él en que se desarrollará, el tipo y cantidad de medios a comprometer, las limitaciones relacionadas con la actuación de personal chileno y la duración considerada.





En concreto, toda participación nacional en operaciones de paz supone definir oficial y formalmente el ámbito de actuación de las fuerzas chilenas. Con tal objeto, y tratándose de fuerzas armadas y/o de orden y seguridad pública, la autorización correspondiente para la salida de las tropas debería indicar, con referencia a la enumeración de tareas contenida en el punto 3 de este instructivo, el ámbito preciso de la autorización.





7.2. Las operaciones deben contribuir al perfeccionamiento de las instituciones participantes. Esto debe manifestarse en la obtención de experiencias, entrenamiento de personal, adquisición y reposición de material y equipo.





7.3. Los medios participantes deben estructurarse utilizando como referencia, el listado de contribuciones de medios incorporados al sistema de fuerzas de reserva de Naciones Unidas y mantenerse, permanentemente, operativos.





Para lograr lo anterior, el Estado de Chile deberá contar con establecimientos dedicados a la instrucción y preparación de personal destinado a participar en Operaciones de Paz.





7.4. En estas operaciones sólo se comisionará personal profesional, civil o militar, preferentemente voluntario, no pudiéndose completar los cuadros con personal de la conscripción obligatoria.





8.- La determinación de concurrir a participar en operaciones de paz se adopta considerándose, entre otros, los siguientes criterios gubernativos y administrativos:





8.1. La responsabilidad sobre la evaluación de cada petición, y la proposición posterior a S.E. el Presidente de la República, será de los Ministerios de Relaciones Exteriores y Defensa Nacional, en conjunto.





8.2. La responsabilidad de la coordinación de todos los aspectos referidos a una operación de paz, será del Ministerio de Defensa; la organización de la fuerza que participe, de la institución que proporciona los medios; y el control, de Naciones Unidas.





8.3. Para proporcionar la asesoría especializada se constituirá, en forma permanente, un Grupo de Análisis en el Ministerio de Defensa Nacional (Estado Mayor de la Defensa Nacional), el cual estudiará cada caso a la luz de esta política y de las orientaciones que emitan los Ministerios de Relaciones Exteriores y Defensa Nacional. Este grupo estará autorizado para tomar contacto con instituciones de la Defensa, gubernamentales y otras que sean necesarias, a fin de contar con los antecedentes que permitan una mejor resolución en esta materia.





8.4. Sobre la base de los requerimientos que formule el Ministerio de Relaciones Exteriores, la Ley de Presupuesto contendrá anualmente una provisión para enfrentar los costos que demanden la preparación y la participación de fuerzas o personal chilenos en operaciones de paz, cuya distribución será efectuada por el Ministerio de Defensa.




8.5. La decisión final sobre el envío de fuerzas chilenas a una operación de paz la adoptará S.E. el Presidente de la República, tomando en consideración el informe conjunto que presenten los Ministros de Defensa y de Relaciones Exteriores.





9.- Será responsabilidad del Ministerio de Defensa desarrollar las capacidades para la preparación y entrenamiento de las fuerzas que se emplearán en operaciones de paz, en materias inherentes a éstas.





10.- Nada de lo señalado en este documento puede entenderse como una renuncia o limitación del derecho que asiste al Estado de Chile para concurrir al cumplimiento de obligaciones que pudieren dimanar de otros acuerdos internacionales de carácter bilateral o regional.

ANEXO “C”
DESPLIEGUE DE LAS FUERZAS

1.- Mapa de despliegue, actualizado a abril de 2010.
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2.- Fuerzas chilenas en comparación con otras naciones contribuyentes en la MINUSTAH.

	PARTE DE FUERZA DE LA MINUSTAH

	PAISES
	CG.MINUSTAH
	CONTINGENTE
	POLICIAS
	TOTAL

	ARGENTINA
	9
	550
	15
	574

	BANGLADESH
	 
	 
	6
	6

	BENIN
	 
	 
	26
	26

	BOLIVIA
	3
	205
	 
	208

	BRASIL
	24
	2166
	2
	2192

	BURKINA FASO
	 
	 
	17
	17

	CAMERUN
	 
	 
	12
	12

	CANADA
	11
	5
	84
	100

	CHAD
	 
	 
	17
	17

	CHILE
	5
	498
	15
	518

	CHINA
	 
	 
	142
	142

	COLOMBIA
	 
	 
	26
	26

	COSTA DE MARFIL
	 
	 
	53
	53

	CROACIA
	 
	 
	2
	2

	ECUADOR
	1
	66
	 
	67

	EGIPTO
	 
	 
	28
	28

	EL SALVADOR
	 
	 
	11
	11

	ESPAÑA
	 
	 
	51
	51

	ESTADOS UNIDOS
	8
	4
	49
	61

	FILIPINAS
	2
	155
	25
	182

	FRANCIA
	2
	 
	132
	134

	GRENADA
	 
	 
	1
	1

	GUATEMALA
	4
	110
	 
	114

	GUINEA
	 
	 
	26
	26

	INDIA
	1
	 
	150
	151

	ITALIA
	 
	 
	3
	3

	JAMAICA
	 
	 
	9
	9

	JAPÓN
	2
	190
	 
	192

	JORDANIA
	8
	595
	319
	922

	KOREA
	1
	240
	 
	241

	MADAGASCAR
	 
	 
	7
	7

	MALI
	 
	 
	38
	38

	NEPAL
	11
	1067
	162
	1240

	NIGER
	 
	 
	35
	35

	NIGERIA
	 
	 
	120
	120

	PAKISTAN
	 
	 
	253
	253

	PARAGUAY
	 
	31
	 
	31

	PERU
	5
	215
	 
	220

	REP.CENTRO AFRICANA
	 
	 
	3
	3

	RUANDA
	 
	 
	6
	6

	RUMANIA
	 
	 
	21
	21

	RUSIA
	 
	 
	6
	6

	SENEGAL
	 
	 
	113
	113

	SERBIA
	 
	 
	5
	5

	SRI LANKA
	11
	949
	14
	974

	TOGO
	 
	 
	4
	4

	TURQUIA
	 
	 
	38
	38

	URUGUAY
	11
	1122
	6
	1139

	YEMEN
	 
	 
	3
	3

	TOTALES
	119
	8168
	2055
	10342

	
	
	
	
	

	NOTA:
	CONSIDERA INCREMENTO DE TROPAS DE: BRASIL, KOREA Y JAPÓN






3.- Esfuerzo Nacional para Haití
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ANEXO “D”

ORGANIGRAMA DEL MANDO Y CONTROL
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ANEXO “E”
	
	

	NOMENCLATURA
	CARGO

	EJERCITO
	 

	VEHICULOS
	 

	CARRO V.T.P. 6 x 6
	17

	AMBULANCIA 6 x 6
	1

	GRUAS HORQUILLA
	2

	CAMION MB 1017
	1

	CAMIONETA
	1

	 
	 

	ARMADA
	 

	VEHICULOS
	 

	JEEP 4 x 4
	8

	CAMION 6 x 6
	9

	AMBULANCIA 4 x 4 
	2

	CAMIONETA KM 50
	8

	 
	 

	COMP. INGENIEROS
	 

	VEHICULOS
	 

	CAMIONETAS KATANA  MITSUBICHI  M. L200  4X4  2005
	7

	CAMIONETAS TOYOTA 4X4
	7

	AMBULANCIA 4X4 MERCEDEZ BENZ  UNIMOG U-426 1974
	1

	AMBULANCIA M/B 
	1

	CAMION TRANSPORTE PERSONAL M. BENZ 1017, 1981
	6

	CAMION  ALJIBE  M. BENZ 1017, 1981,  5000  LTS
	2

	CAMION ESTANQUE COMB.  M.BENZ   LA 1114,  1974, 5000 LTS
	1

	CAMION LUBRICADOR  M. BENZ  LA 1114,  1974 
	1

	CAMION  TALLER  MERCEDZ BENZ LA- 1114 1974 
	1

	CAMION  GRUA   A.M. GENERAL  811-A-1  5 TON  1982
	2

	CAMION TRACTOR  CAMA BAJA MACK  DM8675 X,  1995
	3

	CAMION TRACTOR MACK
	1

	SEMI REMOLQUE
	2

	REMOLQUE
	13

	MAQUINARIA
	 

	BULLDOZER 
	2

	CARGADOR. FRONTAL 
	4

	MINICARGADOR BOBCAT
	3

	EXCAVADORA CAT. 320C, MATR. 22621
	1

	MOTONIVELADORA CAT. 
	3

	ROD.COMP. D/T. DYNAPAC CC-222, MATR. 22616
	1

	ROD.VIBRADOR  I.RAND SD-100 D, MATR. 22611
	1

	ROD.NEUMATICO DYNAPAC CP-221, MATR. 22615
	1

	ROD. VIBRADOR CAT. MOD. CS533E, AÑO 2008
	1

	RETROCARGADOR 
	4

	MONTACARGA 
	2

	PAVIMENT. ASFALTO DYNAPAC F8W, MATR. 22614
	1

	DISTRIB. DE ASFALTO MU-10-TRL, MATR. 22559
	1

	GRAVILLADORA DA-3660, SIN MATRICULA
	1

	BARREDORA VM-2440, SIN MATRICULA
	2

	CHANCADORA DE MANDIBULA RM-9026, S/M.
	3

	GRÚA SHUTTLE LIFT M. 5540 F 15 TON.
	1

	GRÚA TEREX  LORAIN  CD - 225  25 TON.
	1

	CORTADOR PAVIMENTO  ÖRNAC F  CON MOTOR HONDA GX 240 8 HP
	1

	CORTADOR DE ASFALTO STOW CON MOTOR HONDA GX 390 13 HP
	1

	PLACA VIBRADORA UNIDIRECC. WACKER, VP2050I
	2

	VIBROAPISONADOR DIESEL ADS 70, AMMANN
	2

	VIBRADOR  DE INMERSIÓN ELECTRICO, WACKER
	1

	COMPRESOR PORTATIL ATLAS COPCO XA - 125
	1

	PERFORADORA MANUAL ATLAS COPCO RH 658 L
	2

	 
	 

	CARGO ECUADOR
	 

	TRACTOR BULLDOZER CAT. D6H
	3

	EXCAVADORA CATERPILLAR 325 L
	1

	RODILLO LISO CATERPILLAR
	2

	RODILLO TANDEM CATERPILLAR
	1

	CAMION TOLVA G.M. KODIAK
	5

	CAMION TOLVA MACK
	5

	CAMION LUBRICADOR G.M. KODIAK
	1

	CAMION REO TALLER
	1

	CAMION REO TANQUE AGUA
	1

	CAMION REO TANQUE COMBUSTIBLE
	1

	CAMION  REO TRANSPORTE PERSONAL
	2

	CAMION TANQUERO COMBUSTIBLE
	1

	TANQUERO 
	1

	COMPRESOR ATLAS COPCO
	1

	CONCRETERA
	2

	GENERADOR PERKINS
	3

	MOTOSOLDADORA MILLER
	1

	PURIFICADOR DE AGUA
	2

	 
	 

	ESCUADRILLA DE HELICOPTEROS
	 

	HELICOPTEROS UH-1H
	4

	CAMIONETA MAZDA
	2

	CAMIONETA CHEVROLET
	1

	CAMION M/B
	1

	AMBULANCIA M/B (TRASP. BAVE)
	1

	CAMION ESTANQUE (TRASP. BAVE)
	1

	GRUA GROVE 15 TON
	1


ANEXO “F”

SITUACIÓN FINANCIERA
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216.306.486
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TOTAL INGRESOS                    244.656.401 TOTAL  EGRESOS                          244.656.401

SITUACIÓN  FINANCIERA  “MINUSTAH” AL 31.DIC.2009


DISCUSIÓN





Al inició de la discusión, el Ministro de Defensa Nacional, señor Jaime Ravinet, quien también actúa como Canciller subrogante, señaló que el mantenimiento y la promoción de la paz y de la seguridad internacional constituyen un objetivo permanente tanto de la política exterior como de la política de defensa chilena. Agregó que, en este sentido, nuestro país ha reafirmado su compromiso, dentro del marco multilateral, de participar en misiones de paz, dentro de los mandatos de la Organización de las Naciones Unidas (ONU).





Expresó que la evaluación del esfuerzo chileno puede ser catalogada como exitosa, tanto en el aspecto militar como civil. Al respecto, añadió que la participación nacional ha contribuido a posicionar a nuestro país dentro del hemisferio, mejorando la capacidad de influir en materia regional y global.





Asimismo, manifestó que Chile ha desplegado una posición de liderazgo en el proceso de cooperación policial para la reforma de la policía nacional haitiana.





En términos de las consideraciones relativas a la defensa nacional, explicó que la misión en Haití ha significado para las fuerzas chilenas un conjunto de ventajas operativas, pues les permite operar en terreno permanentemente. Agregó que ello ha permitido mejorar el entrenamiento de las tropas y facilitar la coordinación y la estandarización de procesos entre las distintas ramas de las Fuerzas Armadas.





A continuación, indicó, respecto de los últimos acontecimientos que han sucedido en la isla, que los esfuerzos del gobierno haitiano orientados a reformar la Constitución y fortalecer la policía y el sistema judicial, se vieron fuertemente afectados por el terremoto del 12 de enero del presente año.





Agregó que la conclusión de los especialistas de las Naciones Unidas señala que los desafíos para el año 2010 son el avance del estado de derecho, la reconciliación nacional, el desarrollo económico y la reforma institucional.





No obstante, señaló que el fuerte terremoto afectó seriamente al país, en momentos en que Haití experimentaba una estabilización política, social y de seguridad, junto a un crecimiento económico y a una mejora de las condiciones de vida de la población.





En cuanto al uso del empleo de la fuerza, recordó que ella se rige por la ley N° 19.067, modificada por la ley N° 20.297, establece normas permanentes sobre entrada de tropas extranjeras en el territorio de la república y salida de tropas nacionales del mismo, y el decreto supremo N° 68, de la Subsecretaría de Guerra, del 14 de octubre de 1999, que establece la Política Nacional para la Participación del Estado en Operaciones de Paz.





En cuanto a la cooperación civil, explicó que se han definido, en coordinación con las autoridades haitianas, iniciativas de programas de mediano y largo plazo que apuntan hacia la generación de una política pública para la educación pre-escolar. Agregó que, por otro lado, se ha participado en la reactivación de la producción agrícola familiar campesina en zonas rurales.





Asimismo, destacó que Chile ha implementado una política de alianzas con varios países donantes tradicionales, los cuales han realizado propuestas de cooperación triangular a Chile, para así sumar recursos técnicos y financieros, a fin de apoyar proyectos pilotos que se encuentran en curso en áreas definidas como prioritarias.





Señaló que el plazo que se solicita es de doce meses, a partir del 1 de junio de 2010 hasta el 1 de junio de 2011.





Finalmente, en cuanto a la estrategia de salida, comentó que, como consecuencia del terremoto de enero pasado, se produjo un retardo en los avances producidos en los años anteriores, situación que no permite prever la retirada de las fuerzas en un corto plazo.





Agregó que en la actualidad se trabaja coordinadamente con Brasil y Argentina, con el propósito de establecer medidas concretas tendientes al desarrollo de un entorno de seguridad que permita, en un plazo prudente, las condiciones de disminución del contingente.





A continuación, el Jefe del Estado Mayor Conjunto, General de División Cristián Le Dantec, señaló que los objetivos de la MINUSTAH son: entregar un ambiente seguro y estable; proteger los derechos humanos; fomentar el desarrollo institucional y económico de Haití, y apoyar el proceso político. Destacó que es la única misión que se realiza en la región.





Explicó que la política nacional se basa en tres aspectos: promoción de la paz, que sea dentro del marco multilateral, y que la participación es una decisión soberana del estado chileno.




Indicó que la organización de las tropas chilenas se distribuye en el batallón Chile, la compañía de ingenieros, el grupo de helicópteros y el contingente policial, además de la participación en Cuartel General. Añadió que el total de efectivos asciende a 520 militares y 15 policiales (11 Carabineros y 4 detectives).





En cuanto a la situación financiera al 31 de diciembre de 2010, expresó, respecto a los ingresos, que ellos provienen de tres fuentes: Fondos CONSUDENA por US$ 110.046.337; sueldos moneda nacional que convertidos a dólares representan US$ 54.421.852, y reembolsos de la ONU por US$ 130.476.598. Además, existió un aporte del Ministerio de Hacienda por US$ 8.216.000, monto que ya fue devuelto.





En relación a los egresos, manifestó que ascienden a US$ 272.474.199, con lo que queda un saldo a favor de US$ 22.470.688. Añadió que, aproximadamente, el costo neto que irroga a Chile la operación en Haití importa US$ 10.000.000 anuales.





Por último, destacó la experiencia adquirida por las Fuerzas Armadas, en especial, en la implementación efectiva de la conducción conjunta a nivel político-estratégico, a nivel operativo y a nivel táctico; en la homologación de procedimientos operativos entre unidades militares y de infantería de marina; homologación de procedimientos y empleo combinado efectivo entre las unidades de ingenieros chilenas y ecuatorianas; corrección de los ciclos logísticos e incorporación de nuevos procedimientos a las doctrinas institucionales sobre la materia; instrucción del personal; validación de las capacidades ya obtenidas por la FACH en misiones de paz anteriores a MINUSTAH (Irak y Kuwait), e incremento de la capacidad operativa para cumplir misiones nocturnas. (El detalle de la  prorroga y permanencia de las tropas y medios MINUSTAH 2010 -2011 y la situación financiera MINUSTAH, ambos documentos preparados por el Estado Mayor Conjunto, se incorporan como anexos I y II del presente informe).




Seguidamente, el Honorable Senador señor Gómez manifestó que la solicitud para el envío de tropas en Haití ha sido siempre aprobada por el Senado y le parece adecuado que Chile sea solidario con los países que tienen una situación más precaria.





Sin embargo, agregó, también hay que tener presente que la situación ha cambiado en Haití, como consecuencia del terremoto del día 12 de enero del presente año, y también cambió en Chile, por el cataclismo del 27 de febrero pasado.





Indicó que siempre se ha discutido el plazo por el que se extendería esta misión, pero a él le preocupa más el sentido final de la misma. Añadió que hasta ahora ha sido una misión de seguridad, pero advierte que hay pocos efectivos policiales, los cuales servirían para recomponer la situación institucional, sin olvidar que hay que reconstruir entidades como ministerios y otros organismos civiles.





Estimó que es preferible que la población haitiana vea más policías que fuerzas militares, a fin de recuperar los niveles de tranquilidad social que precisan, de manera de no ser vistas nuestras tropas como una fuerza de ocupación.





Señaló finalmente, que le preocupan las condiciones de seguridad de las fuerzas chilenas en Haití, en razón de la mayor inseguridad que se ha generado en ese país después del terremoto.





A su vez, el Honorable Senador señor Tuma señaló que este tema puede enfocarse desde tres dimensiones: en primer lugar, cómo se fortalece la inserción de Chile en el contexto internacional y cómo se encauza la ayuda solidaria de los demás Estados; en segundo término, debe mirarse como una oportunidad para observar un aprovechamiento de la capacidad de coordinación de las Fuerzas Armadas en un territorio distinto al nacional, y, por último, tener claro que siempre se han aprobado estas autorizaciones en virtud de las consideraciones anteriores.





Comparte la preocupación del Honorable Senador señor Gómez en orden a que es necesaria la renovación de la autorización, pero que también es preciso hacer una revisión, fuera de este marco de premura en que se discute la prórroga, a fin de conocer detalles de la misión desde el punto de vista productivo, los efectos del terremoto, políticas habitacionales y de salud. Asimismo, para conocer el efecto que tiene y los sentimientos que genera entre la población haitiana la misión de las Naciones Unidas.





El Honorable Senador señor Kuschel consultó cuánto contingente ha pasado por Haití en estos seis años, porque es importante, en su opinión, extender esta experiencia a la mayor cantidad de personas posible.





En segundo lugar, compartiendo la preocupación del Honorable Senador señor Tuma, consultó acerca de los resultados de la misión y cómo se va a hacer el traspaso desde un componente militar a una estructura civil.





Por su parte, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, manifestó su aprobación a la renovación de la permanencia de tropas chilenas en Haití. Expresó que esta participación sirve a varios objetivos de la política exterior nacional y de la política de defensa, entre ellos, el multilateralismo, la paz internacional, los cuales adquieren una dimensión especial por encontrarse Haití en nuestro continente y porque se trabaja en conjunto con otras fuerzas armadas de América Latina.





Además, destacó el trabajo que desarrollan las organizaciones civiles solidarias chilenas en Haití, en el plano habitacional y educacional.





Hizo presente que Haití es lo más parecido a un Estado fallido y es una obligación contribuir de algún modo a su construcción. En ese sentido, destacó que esta participación sin duda trae beneficios a Chile, como la participación de tropas nacionales trabajando en conjunto con otras fuerzas armadas de América Latina y otras que aquí se han señalado, no obstante, la duda es si trae beneficios a los haitianos. En su opinión, es claro que los trae en el corto plazo, por el orden que se generó al menos antes del terremoto, pero en los años venideros, es preciso reflexionar con una medición objetiva acerca de si se han cumplido las metas que planteó el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas el año 2004, esto es, el alcance de un entorno seguro y estable, el desarrollo de un adecuado proceso político, una preocupación por la situación de los derechos humanos en sus diversos ámbitos, de manera de obtener un cierto desarrollo institucional y económico.





Finalmente subrayó que el terremoto de enero pasado hace imprescindible continuar con la operación por el tiempo que sea necesario.





A continuación, el Honorable Senador señor Walker, don Patricio, señaló que si antes se justificaba nuestra presencia en Haití, ahora se precisa con mayor razón, dado el nivel de destrucción que tuvo ese país como consecuencia del terremoto, el que se estima que bordea los US$ 7.800 millones, lo que equivale a más del 120% del PIB que ese país produjo el año 2009.





Agregó que las modificaciones incorporadas a la ley N° 19.067, permiten solicitar un permiso de salida de tropas por un lapso de hasta cuatro años, y dado que hay consenso en el sentido que nuestra participación seguirá siendo necesaria en ese país, planteó, por razones de logística y de economía a escala, que sería preferible proponer una autorización superior a un año.





Recogió también algunas observaciones de otros miembros de estas Comisiones Unidas, en orden a avanzar hacia una mayor contribución civil en la operación. También sugirió que se podría considerar el despliegue de la fuerza Cruz del Sur, que opera en conjunto con tropas argentinas.





El Honorable Senador señor Prokurica estimó que nuestra participación en esta misión no sólo es importante para las Fuerzas Armadas y las policías. Agregó que Chile no puede pretender volcarse al comercio internacional sin contribuir también a la seguridad internacional.





Señaló que la situación en Haití ya era terrible antes del terremoto, y ahora es peor.





Coincidió con el Honorable Senador señor Gómez en cuanto a que es preciso reorientar la labor militar hacia la reconstrucción. Advirtió que no hay que olvidar que Chile está formando policías haitianos y se está intentando la creación de un servicio similar al Registro Civil en un país donde no existe un sistema de registro de la población. Agregó que además hay ONGs chilenas que están trabajando y contribuyendo desinteresadamente. Asimismo, observó que entre los pertrechos que aparecen en la exposición del señor Jefe del Estado Mayor Conjunto aumenta notablemente la maquinaria pesada, en lugar de los vehículos militares propiamente tales.





Finalmente, señaló que Haití no podrá solucionar sus problemas si no logra transformarse en un país atractivo para los inversionistas, en especial, para el turismo, aprovechando su ubicación geográfica en pleno mar Caribe, ya que es la única forma en que podrán salir de la pobreza.





El Honorable Senador señor Coloma recordó que en reiteradas ocasiones ha planteado dudas acerca de nuestra participación en Haití. Añadió que todos reconocen lo importante que es una buena imagen internacional y el entrenamiento que puede significar para nuestras fuerzas; no obstante, al ser su autorización una facultad privativa del Senado, se adquiere una gran responsabilidad respecto de los miembros de las Fuerzas Armadas que están arriesgando su vida en otro país, teniendo presente que su misión constitucional es defender a nuestro país.





Agregó que esta misión partió con un sentido humanitario, luego vinieron las elecciones, luego el vandalismo y así se ha ido extendiendo. Aparentemente no hay un camino de salida y los habitantes de Haití pueden comenzar a percibirnos como tropas de ocupación. Por otro lado, indicó que un retiro intempestivo puede generar una situación de violencia peor que la inicial.





Por su parte, el Honorable Senador señor Letelier manifestó que, en su opinión, la participación de Chile en esta misión de paz es estratégica para el país, por el despliegue de poder, por la ubicación de Chile en el contexto internacional, y por su adhesión al multilateralismo. Además nuestra participación en el comercio internacional debe tener una contrapartida en la cooperación.





Recordó que las fuerzas de paz operan desde hace más de 20 años, y que quienes han participado en ellas siempre han tenido una experiencia positiva.





Luego, reflexionó que este tema no sólo hay que enfocarlo desde un punto de vista económico, sino también desde un prisma político, para pensar qué implica nuestra participación, que es la misma razón por la que participan Sri Lanka y Jordania, países que pueden tener su propia problemática interna y sin embargo tienen gran presencia en la misión, pues su objetivo es el de insertarse en la comunidad internacional.





Agregó que es un buen momento político para esa participación, y en el minuto que se termine habrá que participar en otros lugares. Añadió que Haití reviste un gran significado, porque la participación de nuestro país genera una influencia y deja a otros países fuera de ésa área.





Por último, solicitó información acerca de las metas que se ha fijado la ONU luego del terremoto, porque la prórroga es del mes de noviembre del año pasado. Asimismo, hasta cuándo seguirá la misión y cuál es el objetivo político que se persigue.





El Honorable Senador señor Muñoz preguntó acerca de cómo influye la presencia de las fuerzas de paz en la institucionalidad de Haití. Agregó que es preciso vincularse en el avance de los procesos democráticos y en el normal funcionamiento de los poderes del Estado, en la reestructuración de ellos, y de la red productiva, de educación y de salud.





Afirmó que este es un proceso que puede demorar años, pero lo importante es que al cabo de ese tiempo pueda existir un Estado.





El Honorable Senador señor Larraín coincidió en que el tema produce preocupación. Aclaró que, por una parte, existe un compromiso con la política exterior de Chile y, por la otra, una inquietud por la proyección de esta participación.





Agregó que existe un acuerdo en los beneficios que dicha presencia genera a los militares chilenos, el trabajo y los procedimientos en conjunto con otras fuerzas armadas, el participar en una experiencia real, y proyectar la integración latinoamericana en el ámbito militar.





Indicó que es importante la proyección de Chile en el Caribe, tema que ha sido señalado por las Naciones Unidas al insistir en nuestra participación.





Añadió que los objetivos de las Naciones Unidas están claros, que Haití sea un país estable, aunque tenga un menor grado de desarrollo, pero autosuficiente. La duda nuestra no es hasta cuándo estaremos allí, sino qué haremos en el futuro.





Recordó que en el pasado el retiro anticipado de las fuerzas de paz fue desastroso, pero que también es peligroso que sus habitantes perciban a las tropas chilenas como una fuerza de ocupación. Advirtió que por eso nuestra participación no debe circunscribirse a una tarea militar, sino que se debe encaminar hacia un rol formativo más que operativo, especialmente en lo policial, de manera que la misión vaya más allá del ámbito de la defensa.





Finalmente, precisó que se debe reconocer, además, cuánto afectó nuestro propio terremoto a la contribución que hacemos en Haití.





El Ministro de Defensa, señor Ravinet, manifestó que se han planteado temas e inquietudes trascendentes.





Indicó que Chile no puede pretender ser una economía abierta, con tratados de libre comercio con distintos países del mundo, con exportaciones que nos aportan el 70% del PIB, adoptando un rol de liderazgo en la región, sin al mismo tiempo ser solidario y estar dispuesto a cooperar con la paz mundial, aún asumiendo el riesgo que ello significa.





Agregó que el riesgo de nuestra participación en la misión de paz es el costo que debemos pagar por nuestra política exterior y nuestro desarrollo económico.





Añadió que nuestra presencia en operaciones de paz tiene otras ventajas además de las militares, en el caso de Bosnia Herzagovina, por ejemplo, significa operar bajo las normas y procedimientos de la OTAN.





Indicó que la MINUSTAH ha sido exitosa en la pacificación del país, el cual se encontraba al borde la guerra civil, con la población armada y sin institucionalidad alguna. Añadió que los conflictos han disminuido, hubo elecciones y el proceso apuntaba hacia una cierta institucionalización, pero el terremoto hizo retroceder todo el proceso y destruyó gran parte de los avances que se habían logrado.





Añadió que el esfuerzo civil nacional se concentra en la educación pre-escolar, en las granjas familiares y en la formación policial, tanto en la isla como en Chile, aunque ésta última se suspendió este año, porque con nuestro terremoto se cayó la academia donde se impartían los cursos. Agregó que eso ha sido valorado por la población haitiana.





Enfatizó que otro tema de fondo, es que para recuperar un país no basta con la presencia militar, aunque en eso las Naciones Unidas han sido muy exitosas, al movilizar rápidamente las fuerzas, sino que es necesario similar efectividad en cuanto a mandar profesionales destinados a capacitar y organizar el país. Recordó que recientemente se nombró al ex Presidente de Estados Unidos, señor Clinton, para coordinar con las autoridades haitianas las donaciones por US$ 11.000 millones, las que no se han podido concretar, porque no existe institucionalidad que pueda manejar dichos fondos. Señaló que la necesidad es pasar de los cascos azules a los cascos blancos, a una etapa más sofisticada de cooperación.





Respecto de la consulta del Honorable Senador señor Patricio Walker acerca de la posibilidad de solicitar el permiso por más de un año, el Gobierno ha considerado que es bueno revisarlo cada año con el Senado; en lo que dice relación con la participación de las fuerza Cruz del Sur, indicó que se podría evaluar para el próximo año.





En lo que respecta a la consulta del Honorable Senador señor Kuschel acerca de la rotación del contingente, respondió el General Le Dantec que 6.760 funcionarios han pasado por Haití. Destacó el cambio cultural que se ha producido tanto en ellos como en la población haitiana, que los acepta porque los vio ayudando a las víctimas del terremoto.





El Subsecretario de Relaciones Exteriores subrogante, señor Silva, acotó que la participación de Chile tiene un enorme valor estratégico en lo que dice relación con los vínculos con los países del Caribe agrupados en CARICOM, del que es miembro Haití, dado que tiene gran presencia en la OEA y constituyen un punto de diálogo en la región.






Sometida a votación la solicitud de S.E. el señor Presidente de la República, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de las Comisiones unidas.





Votaron favorablemente los Honorables Senadores señores Coloma, Gómez, Kuschel, Larraín, Letelier, Muñoz, Prokurica, Tuma, Walker, don Ignacio y Walker, don Patricio.




Los Honorables Senadores señores Gómez y Tuma fundamentaron su voto en el siguiente sentido. Manifestaron que es necesario que antes de la próxima autorización, el Gobierno haga una precisión de las actividades a favor de la recuperación de la institucionalidad, que vayan más allá del aspecto militar, de manera de asumir un componente más civil, y que se establezcan criterios para determinar el horizonte que va a tomar nuestra participación en Haití.
- - -





Acordado en sesión celebrada el día 18 de mayo de 2010, con asistencia de los Honorables Senadores señores Hernán Larraín Fernández (Presidente), Juan Antonio Coloma Correa, José Antonio Gómez Urrutia, Carlos Ignacio Kuschel Silva, Juan Pablo Letelier Morel, Pedro Muñoz Aburto, Baldo Prokurica Prokurica, Eugenio Tuma Zedán, Ignacio Walker Prieto y Patricio Walker Prieto.





Sala de las Comisiones unidas, a 18 de mayo de 2010.
(Fdo.): Julio Cámara Oyarzo, Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA LA LEY Nº 19.628, PARA SUSPENDER POR UN PLAZO DETERMINADO LA INFORMACIÓN COMERCIAL DE PERSONAS CESANTES

(4436-03)

Honorable Senado:


Vuestra Comisión de Economía tiene el honor de informar respecto del proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Diputados señores Edmundo Eluchans, Javier Hernández, Juan Lobos, Patricio Melero, Iván Norambuena, Felipe Salaberry, Jorge Ulloa y Felipe Ward, y los ex Diputados señores Sergio Correa y Juan Masferrer.

La iniciativa ingresó a tramitación en el Senado con fecha 7 de julio de 2009, pasando a la Comisión de Economía.  
- - -


A una de las sesiones en que la Comisión estudió el proyecto asistieron, especialmente invitadas, las siguientes personas:

De la Cámara de Comercio de Santiago: el Secretario General, señor Cristián García Huidobro, y el abogado, señor Francisco Arthur. 

De CONUPIA: el Presidente, don Pedro Davis, y don Ivan Vuskovic.

De la Asociación de Bancos e Instituciones Financieras: el Fiscal, señor Manuel Montes, y el Gerente General Subrogante, señor Enrique Hasbún. 

De EQUIFAX: el Gerente General, señor Mario Godoy; el Gerente de Marketing Estratégico, señor Boris Strauss; el Fiscal, señor Absalón Valencia; los profesores de estadística, señores Wilfredo Palma y Guido del Pino, y la asesora comunicacional, señora Marcela Alt.
- - -


Cabe tener presente que la Comisión resolvió discutir este proyecto de ley sólo en general, aún cuando se trata de una iniciativa legal de artículo único, con el objeto de que se puedan presentar indicaciones en la discusión en particular del mismo.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO


En lo fundamental, el proyecto en estudio tiene por objeto modificar la ley N° 19.628, sobre protección de la vida privada, con el fin de suspender por un tiempo determinado la comunicación o publicación de información comercial de personas que acrediten encontrarse en situación de cesantía.
- - -

ANTECEDENTES

Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se ha tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

A. ANTECEDENTES JURÍDICOS


- La Constitución Política de la República, en su artículo 19, numeral 16, inciso tercero, establece el principio de la no discriminación, a saber: “Se prohíbe cualquiera discriminación que no se base en la capacidad o idoneidad personal, sin perjuicio de que la ley pueda exigir la nacionalidad chilena o límites de edad para determinados casos.”.


- La ley N° 19.628, sobre protección de la vida privada.


- El Código del Trabajo, particularmente su artículo 2°.


-Decreto supremo N° 950, del Ministerio de Hacienda, de 1928, sobre boletín comercial.
B. ANTECEDENTES DE HECHO


La Moción que dio inicio al presente proyecto de ley señala que la ley N° 19.628, sobre protección de la vida privada, representó un gran avance en la defensa de los derechos de los consumidores, pues antes de su publicación, en 1999, había una total anarquía en lo referente a las bases de datos. Según los autores del proyecto en informe, el principal avance de la referida ley fue en materia de información financiera y comercial, que es la que más afecta a los consumidores y usuarios que hacen uso del crédito, tanto en los bancos, financieras, como casas comerciales. 


La modificación introducida por la ley N° 19.812, conocida como Ley Dicom, respecto al Código del Trabajo, apunta a hacer efectivo el principio constitucional que garantiza la libertad del trabajo y su protección, consagrado en el N° 16 del artículo 19 de la Constitución Política de la República de Chile, y particularmente lo dispuesto en su inciso tercero, en el sentido que el principio que debe imperar en las relaciones laborales es el de la no discriminación. De acuerdo con este principio, se prohíbe cualquiera discriminación que no se base en la capacidad o idoneidad personal, sin perjuicio de que la ley pueda exigir la nacionalidad chilena o límites de edad para determinados casos.


Ahora bien, la citada ley Dicom, en su artículo 2º específicamente, introduce un inciso sexto, nuevo, al artículo 2º del Código del Trabajo que consagra el principio de la no discriminación. A saber, dicha ley establece que "ningún empleador podrá condicionar la contratación de trabajadores a la ausencia de obligaciones de carácter económico, financiero, bancario o comercial que, conforme a la ley, puedan ser comunicadas por los responsables de registros o bancos de datos personales; ni exigir para dicho fin declaración ni certificado alguno". Sin embargo, este principio en la actualidad no se cumple, ya que se ha transformado en una mala práctica que se sigue solicitando la información de Dicom junto con el currículum, siendo las personas inmediatamente desechadas para ocupar el empleo al que postulan por el hecho de estar en esta base de datos.


Concluyen que, por ello, y como una forma de evitar este círculo vicioso de estar en Dicom y, consecuentemente, no obtener trabajo, es que este proyecto permite darles la oportunidad a aquellas personas que, a consecuencia de su falta de trabajo, no han podido cumplir con sus obligaciones comerciales o bancarias, y encontrarse en estas bases de datos que no les permiten acceder a una nueva fuente laboral que permita regularizar su situación.
- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL


En la primera sesión en que la Comisión debatió el asunto, el señor Presidente, Honorable Senador señor García, le ofreció el uso de la palabra, en primer término, a los representantes de la Confederación Gremial Nacional Unida de la Mediana, Pequeña, Microempresa, Servicos y Artesanado de Chile, CONUPIA.

Su Presidente, don Pedro Davis, indicó que la Confederación que representa ha estado permanentemente preocupada de la materia relativa a la información comercial. Al respecto indicó que Chile, como todo país moderno, debe contar con un manejo eficiente de la información comercial, transparente y oportuno, que facilite la toma de decisiones a los distintos agentes económicos, es decir, compradores, vendedores y mercado financiero, entre otros.


Agregó que nuestro sistema de información comercial es extraordinariamente sesgado, porque básicamente informa los aspectos negativos. Es así como basta que a una persona, que teniendo muchos años de comportamiento comercial y financiero impecable, por protestarle un cheque, quede en una situación muy difícil. Esto es completamente distinto a lo que ocurre actualmente en otros países del mundo.


Por lo anteriormente expuesto, destacó que el sistema de información financiera debe considerar tanto elementos positivos como negativos, porque el comportamiento de las personas es una sumatoria de ambos elementos. Luego indicó que en un país en el cual existe una estratificación económica tan notable como en el caso de Chile, en el cual existen empresas de distintos tamaños, el sistema de información comercial debería ser igualmente estratificado, toda vez que no es lo mismo una deuda por no pagar el uso de una autopista concesionada que una deuda por un número significativo de cuotas vencidas de un préstamo comercial.


Por lo anteriormente expuesto, propuso estratificar la información comercial por su naturaleza y por tramos. Al respecto dio distintos ejemplos, como la diferencia entre aquél que no paga la cuenta de un servicio básico a aquél al cual le protestan un pagaré. Así, su propuesta concreta es que la legislación contemple una discriminación positiva para las deudas menores. Tal medida puede significar que el mercado bancario y financiero asuman un gasto mayor. Hasta ahora la banca le cobra más a los más chicos porque son más riesgosos, lo cual no es cierto, tal como lo avalan estudios del Banco del Estado y del Banco del Desarrollo. Indicó que la discriminación en el tratamiento de la deuda permitiría que bajo un monto, como podría ser 2 millones de pesos, no se publiquen ni se divulguen los datos de los ciudadanos, de manera de facilitar la ocupación de la población, máxime cuando estas deudas están relacionadas a servicios otorgados, y no a deudas con el sector financiero.


Más adelante indicó que es necesario establecer sanciones aplicables a quienes usen información privada. Asimismo, manifestó que la legislación debería consagrar el derecho de las personas naturales y jurídicas al acceso sin costo a toda la información propia. Ello importa conocer por escrito el historial de pagos completo respecto de todos los acreedores. Actualmente no existe la obligación para las grandes casas comerciales de entregar el historial de pago.

También indicó que, en su parecer, la administración del total de la información comercial debe estar a cargo de una institución pública y no privada. Ello por una cuestión de intereses, porque es indispensable que respecto de tal institución no exista duda en cuanto a eventuales conflictos de interés.


Luego, el señor Presidente, Honorable Senador señor García le ofreció el uso de la palabra a representantes de la Cámara de Comercio de Santiago, el Secretario General, señor Cristián García Huidobro, y el abogado, señor Francisco Arthur. 

Señalaron que, tal como lo hicieron ver a los autores del proyecto y como lo expusieron, en su oportunidad, en la Cámara de Diputados, esta moción adolece de algunos inconvenientes que hacen del todo desaconsejable su aprobación.


En efecto, de aprobarse la iniciativa, su aplicación implicaría ir en contra de uno de los pilares fundamentales de todo sistema de información comercial, y que la ley N° 19.628 recoge en su artículo 9°, que consagra la obligación de que la información “debe ser exacta, actualizada y responder con veracidad a la situación real del titular de los datos”.


Impedir la comunicación de los datos de carácter personal de aquellas personas cesantes, atenta en contra de estos principios de veracidad, exactitud y actualidad que inspiran a todo sistema legítimo de tratamiento de datos personales, dañándose de una manera irreparable un sistema que por más de 80 años ha demostrado funcionar adecuadamente para el objetivo que fue desarrollado. En este sentido, estiman que el bloqueo de la comunicación de los datos de aquellas personas que se beneficiarían con esta iniciativa, pondría a los agentes crediticios en una situación de incertidumbre respecto de la veracidad de la totalidad de la información, y como consecuencia de ello, las políticas de crédito se harán más restrictivas para todo el mercado.


En otro orden de ideas, y en lo que dice relación con los fundamentos que se han tenido en vista al momento de presentarse esta iniciativa legislativa, en el sentido de que la información de los incumplimientos comerciales de las personas afecta al empleo, han estimado oportuno hacer presente que su institución, previendo los efectos que la crisis económica internacional de los años 2008 y 2009 podía causar en el empleo, creó un instrumento especial, denominado “Indice de Comportamiento Comercial” (ICC). A través de este instrumento, que puede ser requerido por el correspondiente titular interesado, se permite acreditar que las anotaciones negativas que registra en el sistema del Boletín de Informaciones Comerciales (BIC) coinciden con el período en que se encuentra desempleado. 


El mismo instrumento incluye un credit report, cuya elaboración  encargó la Cámara de Comercio de Santiago (CCS) a la Facultad de Matemáticas de la Pontificia Universidad Católica de Chile, que contempla una ponderación considerativa de las anotaciones negativas en tiempos de cesantía. Si bien el ICC no omite los incumplimientos y protestos del deudor cesante, su presentación permite explicar tales anotaciones, y, en cierta medida, justificarlas.  


Destacaron que en ocho meses que el ICC se encuentra a disposición de los interesados, sólo se han extendido 151 certificados. Tal resultado los hace cuestionarse sobre la verosimilitud de la premisa que inspira a esta iniciativa, en el sentido de atribuir al Dicom la dificultad para encontrar trabajo.


A continuación, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor García, le ofreció el uso de la palabra a representantes de la empresa EQUIFAX.


El Gerente General, señor Mario Godoy indicó que, aunque la modificación a la ley N° 19.628 propuesta por el proyecto les parece bien inspirada y que apunta en la dirección correcta en favor de las personas que se encuentran en dicha condición, un análisis detallado de la misma les permite concluir lo siguiente:


(i) Los incumplimientos de pago como los estipulados en el artículo 17 de la ley N° 19.628 ocurren por múltiples circunstancias, como, por ejemplo, situaciones judiciales, de salud, profesionales y de cesantía, entre muchas otras. La modificación legal bajo análisis discrimina a favor de esta última circunstancia. 


(ii) Son múltiples las fuentes de información que originan los incumplimientos de pago del artículo 17 antes citado, sin embargo, en el escenario que estuviese operativo dicho precepto, el texto consagra una única entidad como receptora de los antecedentes de cesantía, lo que crea asimetrías en el mercado. Aún más no se indican los costos a que estarían afectos, tanto para las personas cesantes, como para las empresas que adquieran esa información de cesantía. 


(iii) Los incumplimientos del artículo 17 deben comunicarse por razones de transparencia hacia el mercado y en caso que no se haga, debe indicarse explícitamente la causal, como por ejemplo la que se plantea en esta iniciativa legal.


Luego compartió su propuesta sobre el particular, que es del siguiente tenor: 


-Periódicamente la Dirección del Trabajo licita la administración de la base de datos de Infractores a la Legislación Laboral y Provisional, denominada "Boletín Laboral". 


-El adjudicatario de dicha licitación debe distribuir bimestralmente una cinta con la referida base de datos actualizada, a todas las empresas de informaciones comerciales que suscriban el respectivo contrato de distribución. 


-El Boletín Laboral contiene información  sobre los empleadores en  mora con  las Administradora de Fondos de Pensiones (A.F.P), Instituto de Normalización Previsional (I.N.P.),  Isapres,  FONASA, Cajas de Compensación, Administradora de Fondos de Cesantía (A.F.C.), así como multas cursadas por la Inspección del Trabajo. 


-Como cada vez que ocurre un despido en una empresa, el empleador debe notificar del hecho a la respectiva Inspección del Trabajo, la Dirección del Trabajo, a través de estas entidades, recopila toda la información de cesantía en un período determinado. 


-Administrativamente se podría instruir a las Administradoras de Fondos de Pensiones (A.F.P) y Administradoras de Fondos de Cesantía (A.F.C.) para que comuniquen a la Dirección del Trabajo la nómina de las personas que dejaron de ser cesantes, porque empezaron a cotizar nuevamente en una AFP. 


-En base a las dos consideraciones anteriores, la Dirección del Trabajo podría incorporar en el Boletín Laboral la información de las nuevas personas cesantes en el país, como también los que dejaron de serlo. 


-En consecuencia, el adjudicatario de la licitación del Boletín Laboral, distribuiría a las empresas del mercado de la información comercial, la información "vigente" de cesantía en el país. 


-A su vez, las citadas empresas incluirían dicha información en sus informes comerciales, otorgando cada una de ellas, en la forma que lo estime conveniente, esta circunstancia y su relación con la fecha en la que aparecen las morosidades de un determinado deudor.

Luego, el Honorable Senador señor Allamand hizo presente que, sobre la base de lo expuesto por los representantes de la Cámara de Comercio de Santiago, la objeción que realizan al proyecto de ley consiste, en lo sustantivo, en que, de ser aprobado en los términos en que está redactado, permitiría que la información comercial de una persona cesante se oculte. Sin perjuicio de lo anterior, no habría contradicción conceptual si en los casos de un incumplimiento por cesantía, el Boletín Comercial informa que el deudor está cesante. En tal sentido, adelantó que estudiará presentar indicaciones al proyecto en esa dirección.


Al respecto, el señor Cristián García Huidobro afirmó que, efectivamente, en el caso planteado por el Honorable Senador señor Allamand no hay contradicción alguna, ni tampoco inconveniente en su implementación, toda vez que no hay distorsión de la realidad sino que simplemente hay una explicación de lo que está ocurriendo o, en otras palabras, la causa del incumplimiento del deudor respecto de una determinada obligación. Para ello bastaría que, junto con la publicación de un protesto, se agregara algún tipo de señal al margen que sea identificada con la condición de cesante.


Luego, el Honorable Senador señor Zaldívar concordó con lo que destacó el Honorable Senador señor Allamand, e indicó que resulta de mucha importancia que estos casos, que son una excepción, indiquen la información o motivo que justifica precisamente tal excepción. Si la información comercial señala que el deudor está cesante, se protege, de este modo, los intereses de las partes interesadas, particularmente la veracidad de la información.


A continuación, el Honorable Senador señor Novoa indicó que le parece muy razonable que si la persona afectada quiere que se publique que está cesante, pueda presentar un certificado de cesantía y que tal información quede registrada. Añadió que es muy legítimo también que ciertas personas no quieran que se proceda de ese modo, y están en todo su derecho.


A continuación, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor García, le ofreció el uso de la palabra a los representantes de la Asociación de Bancos e Instituciones Financieras, señor Manuel Montes, Fiscal, y el señor Enrique Hasbún, Gerente General subrogante, quienes se refirieron, en primer término, a la información comercial desde un punto de vista general.


Al respecto indicaron que el sistema crediticio y el sistema de pagos es lo que permite que las economías crezcan y que tengan un desarrollo sustentable a través del tiempo. Permite que las pequeñas y medianas empresas vayan creciendo y que las personan más desposeídas puedan  tener acceso a distintos mercados.


Agregaron que para tener un sistema crediticio eficiente, comprendiendo en éste a bancos, comercio, cajas de compensación, mutuales, etcétera, es indispensable contar con información absolutamente integrada como un todo armónico. Al contar con un buen sistema de información comercial se logra minimizar el mercado informal del crédito y, de este modo, proteger a los segmentos más riesgosos de la población, para que éstos sean abordados por los mercados formales.


Luego se refirieron a un proyecto de ley que está en estudio en la Cámara de Diputados que introduce diversas modificaciones al manejo de la información comercial, tanto negativa como positiva.


Respecto del proyecto en informe, así como otros relativos al manejo de la información comercial, indicaron que si existiera un marco normativo adecuado y contáramos con un ente supervisor de la información comercial, lo planteado por éste y por los demás proyectos no estaría siquiera en discusión, porque los problemas que abordan se encontrarían resueltos. Así, estiman que es mejor contar con la mayor cantidad de información posible, y ofrecer verdadera transparencia. En tal contexto, más que dejar de publicar información, como sería la cesantía de un deudor, lo que corresponde es publicar, con el consentimiento de la persona, que ella está cesante. Es decir, si un deudor incumplió un determinado pago es porque está afectado por un período de cesantía. Concluyeron señalando que lo propuesto en la Moción, más que constituir un obstáculo, es un aporte que nutre al sistema de información comercial. 


Finalmente, el Honorable Senador señor García mostró su apoyo a establecer que toda persona que acredite estar cesante, pueda concurrir al Boletín Comercial para que se suspenda la información que verse sobre sus obligaciones de carácter económico, financiero, bancario o comercial. Así se evita que, por falta de trabajo, muchas personas que nunca han faltado a sus compromisos terminen en Dicom. Es decir, se trata de informar que el incumplimiento de una obligación comercial no es un hábito, sino que deriva de una situación de cesantía puntual.

- - -


--Sometida a votación la idea de legislar en la materia, ésta fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión de Economía, Honorables Senadores señores Allamand, García, Novoa y Zaldívar.
- - -

TEXTO DEL PROYECTO


A continuación, se transcribe literalmente el texto del proyecto de ley despachado por la Honorable Cámara de Diputados, y que vuestra Comisión de Economía os propone aprobar en general: 


"Artículo único.- Introdúcense en el artículo 17 de la ley N° 19.628, sobre protección de la vida privada, los siguientes incisos tercero, cuarto, quinto, sexto, séptimo y octavo, nuevos:


"Las entidades responsables que administren bancos de datos personales no podrán publicar o comunicar la información referida en el presente artículo, en especial los protestos y morosidades contenidas en él, cuando éstas se hayan originado durante el período de cesantía que le afecte.


Para estos efectos, la Administradora de Fondos de Cesantía comunicará los datos de sus beneficiarios a los responsables de banco de datos personales sólo mientras subsistan sus beneficios para los efectos de que éstas bloqueen la información concerniente a tales personas.


Sin embargo, las personas que no estén incorporadas al seguro de cesantía deberán acreditar dicha condición ante las entidades responsables de bancos de datos personales, acompañando el finiquito extendido en forma legal o, si existiese controversia, con el acta de comparecencia ante la Inspección del Trabajo, para los efectos de impetrar este derecho por tres meses renovable hasta por una vez. 


Para que opere la renovación se requiere que la situación de cesantía persista y, al efecto, se deberá adjuntar un certificado de la Administradora de Fondos de Pensiones o bien del Instituto de Previsión Social, donde conste que al deudor no se le ha efectuado imposición previsional alguna desde la fecha del finiquito.


Toda la información contenida con anterioridad a lo preceptuado en los incisos anteriores seguirá siendo dada a conocer.


Las entidades responsables de la administración de bancos de datos personales no podrán señalar bajo ninguna circunstancia, signo o caracterización que la persona se encuentra beneficiada por esta ley.".".
- - -

Acordado en sesiones celebradas los días 5 y 12 de mayo de 2010, con la asistencia de los Honorables Senadores señores José García Ruminot (Presidente), Andrés Allamand Zabala, Jovino Novoa Vásquez, Eugenio Tuma Zedán y Andrés Zaldívar Larraín.


Sala de la Comisión, a 14 de mayo de 2010.

(Fdo.): Pedro Fadic Ruiz, Abogado Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN, CULTURA, CIENCIA Y TECNOLOGÍA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES NAVARRO, RINCÓN (DOÑA XIMENA), GIRARDI, QUINTANA Y ROSSI, CON EL QUE SOLICITAN MEDIDAS DE AYUDA EN EL ÁMBITO EDUCACIONAL EN BENEFICIO DE REGIONES Y COMUNAS AFECTADAS POR RECIENTE CATÁSTROFE

(S 1248-12)


En sesión del día de hoy, la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, conoció del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señor Navarro, señora Rincón, y señores Girardi, Quintana y Rossi, con el que solicitan medidas de ayuda en el ámbito educacional en beneficio de las Regiones y comunas afectadas por la reciente catástrofe (Boletín N° S 1.248-12).

La unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Ignacio Walker Prieto (Presidente), Carlos Bianchi Chelech, Alejandro Navarro Brain y Jaime Quintana Leal, acordó informar favorablemente el presente proyecto de acuerdo.

Remito adjunto el expediente del referido Boletín.


Dios guarde a Vuestra Excelencia.
(Fdo.): Ignacio Walker Prieto, Presidente.- María Isabel Damilano Padilla, Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES BIANCHI, KUSCHEL Y PIZARRO, CON EL QUE SE TRANSMITE EL SALUDO Y SENTIMIENTOS DE HERMANDAD Y SOLIDARIDAD DEL SENADO DE CHILE HACIA LA REPÚBLICA ARGENTINA, CON MOTIVO DE LA CELEBRACIÓN DEL BICENTENARIO DE SU INDEPENDENCIA

(S 1249-12)


En sesión del día de hoy, la Comisión de Relaciones Exteriores dio cuenta del proyecto de acuerdo de los Honorables Senadores señores Bianchi, Kuschel y Pizarro, con el que se transmite el saludo y sentimientos de hermandad y solidaridad del Senado de Chile hacia la República Argentina, con motivo de la celebración del Bicentenario de su Independencia (Boletín N° S 1.249-12).


Al respecto, la Comisión acordó remitir el proyecto a la Sala.


Dios guarde a Vuestra Excelencia.

(Fdo.): Hernán Larraín Fernández, Presidente.- Julio Cámara Oyarzo, Secretario
7

INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE CREA FONDO NACIONAL DE RECONSTRUCCIÓN Y ESTABLECE MECANISMO DE INCENTIVO A DONACIONES EN CASO DE CATÁSTROFE

(6884-05)





Certifico que el día 19 de mayo de 2010, la Comisión de Hacienda del Senado sesionó para tratar el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Fondo Nacional de Reconstrucción y establece mecanismos de incentivo a las donaciones en caso de catástrofe (Boletín Nº 6.884-05), con urgencia calificada de “discusión inmediata”.
A la sesión en que la Comisión se ocupó de este asunto asistieron, además de sus miembros, en calidad de invitados, del Ministerio de Hacienda, el Ministro, señor Felipe Larraín; el Subsecretario, señor Rodrigo Álvarez,  y el Coordinador Legislativo, señor Jaime Salas.
- - -


Cabe hacer presente que por tratarse de un proyecto con urgencia calificada de “discusión inmediata”, y en conformidad con lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, se discutió la iniciativa en general y en particular a la vez.
- - -

Con fecha 4 de mayo del presente año, el Senado acordó que este proyecto fuera analizado, en forma paralela a la Comisión de Hacienda, por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, respecto de los artículos 1°, inciso cuarto, 21 y 22. 

La Presidenta de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, mediante Oficio N° CL/35/2010, de fecha 5 de mayo de 2010, comunicó que, como consecuencia del análisis de la iniciativa, la referida Comisión acordó sugerir varias enmiendas consignadas en texto comparado adjunto al mencionado Oficio, que en opinión de los miembros presentes de la Comisión perfeccionan el proyecto de ley desde el punto de vista de su constitucionalidad.
- - -
Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, dejamos constancia de las siguientes materias:




I.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: los artículos 10, 12, 13, 14, 15, 16 y 20 permanentes.




II.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: números 8, 11, 11 ter, 11 quinquies, 12, 12 bis, 13, 13 bis, 14 bis, 14 ter, 15 bis, 19, 19 bis, 19 ter, 20 bis, 24, 28 bis, 29 bis, 33, 33 bis, 36, 36 bis, 37 y nueva indicación del Ejecutivo.




III.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: número 3 bis, 5 bis, 9, 11 quáter, 25, 26, 27 y 40 bis.





IV.- Indicaciones rechazadas: números 4, 10, 11 bis, 15, 24 bis, 32, 34, 35, 38 y 39.





V.- Indicaciones retiradas: 4 bis, 8 bis, 14, 16 y 28.




VI.- Indicaciones declaradas inadmisibles: 1, 2, 3, 5, 6, 7, 17, 18, 20, 21, 22, 23, 29, 30, 31 y 40.
- - -

INFORME FINANCIERO



El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, con fecha 12 de abril de 2010,  señala, de modo textual, lo siguiente:
“El presente proyecto de ley crea un Fondo Nacional de Reconstrucción, destinado a financiar la construcción, reconstrucción, reposición, remodelación o rehabilitación de infraestructura afectada por terremotos, maremotos, erupciones volcánicas, inundaciones, aluviones u otras catástrofes que puedan ocurrir en el territorio nacional. Los gastos en que incurra el Fisco con cargo a los recursos del Fondo incrementarán las sumas globales de gasto fijadas anualmente por la Ley de Presupuestos del Sector Público.
Asimismo, el proyecto crea un Comité Ejecutivo para la Reconstrucción, al que se asigna, entre otras funciones, la administración del Fondo, la definición de las obras que se financiarán con el mismo, y la coordinación y fiscalización de la ejecución de las obras que sean financiadas con cargo a esta ley.
El proyecto establece beneficios tributarios para las donaciones que se destinen al Fondo, procedentes tanto de Chile como del extranjero, efectuadas por contribuyentes del impuesto de primera categoría, del impuesto global complementario, del impuesto único de segunda categoría, del impuesto adicional, o con cargo al impuesto de herencias.

Las donaciones al Fondo representarán ingresos adicionales para el Fisco, mientras que los beneficios tributarios a dichas donaciones implicarán una menor recaudación, reflejada en la Operación Renta del año siguiente.
Considerando ambos efectos, se estima que el presente proyecto de ley implicará en términos netos mayores ingresos fiscales por aproximadamente $80.000 millones en doce meses.”.
En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.
- - -

MODIFICACIONES





Vuestra Comisión de Hacienda, tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, con las siguientes modificaciones acordadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, Frei, García y Lagos:
Artículo 1º
Sustituirlo por el siguiente:

“Artículo 1°.- Del Fondo Nacional de la Reconstrucción. Créase un Fondo Nacional de la Reconstrucción, en adelante “el Fondo”, destinado a financiar la construcción, reconstrucción, reposición, remodelación, restauración o rehabilitación de infraestructura, instalaciones, patrimonio histórico arquitectónico de zonas patrimoniales y zonas típicas, obras y equipamiento, ubicados en las comunas, provincias o regiones afectadas por terremotos, maremotos, erupciones volcánicas, inundaciones, aluviones u otras catástrofes que puedan ocurrir en el territorio nacional.

El Fondo estará formado por los aportes en dinero que reciba con ocasión de herencias, legados o donaciones con que resulte favorecido de acuerdo a las modalidades establecidas en los Títulos II y III de la presente ley y por las donaciones u otros recursos que reciba por concepto de cooperación internacional. Asimismo, formarán parte del Fondo las donaciones que se efectúen al Ministerio del Interior con ocasión de los sucesos descritos, siempre que se materialicen dentro del plazo señalado en el inciso quinto de este artículo.
Los recursos que, de conformidad al inciso anterior, reciba el Fondo se registrarán en la Partida 50, del Tesoro Público, Programa 03, Operaciones Complementarias, de la Ley de Presupuestos del Sector Público.

Los gastos en que incurra el Fisco con cargo a los recursos del Fondo, incrementarán las sumas globales de gasto fijadas anualmente por la Ley de Presupuestos del Sector Público.

El Fondo recibirá los aportes que puedan acogerse a lo previsto en esta ley por el plazo máximo de dos años contado desde la fecha que se dicte el decreto supremo que señale las zonas afectadas por alguna de las catástrofes a que se refiere el inciso primero del presente artículo.

Con todo, el Presidente de la República podrá reducir el plazo a que se refiere el inciso precedente mediante decreto supremo fundado.”. (Unanimidad, 5x0. Nueva indicación del Ejecutivo)
Artículo 2º

Inciso primero

Reemplazarlo por los siguientes, nuevos:

 “Artículo 2°.- Administración del Fondo. Corresponderá al Ministerio de Hacienda la administración del Fondo y la determinación del destino de los recursos que lo integren de conformidad al inciso siguiente. 

Uno o más decretos supremos del Ministerio de Hacienda, suscritos, además, por el Ministro del Interior, establecerán las normas relativas al funcionamiento del Fondo y, en general, las demás normas pertinentes para la aplicación de los beneficios a que se refiere la presente ley.”. (Unanimidad, 5x0. Indicación número 5 bis y nueva indicación del Ejecutivo)
Artículo 3º

Sustituir la frase “decreto supremo señalado en el artículo segundo” por “inciso quinto del artículo 1°”. (Unanimidad, 5x0. Indicación número 8) 

Artículo 4º

Inciso segundo

Eliminar la frase “que se destinen al Fondo”. (Unanimidad, 5x0. Indicación número 9) 

Inciso cuarto

Suprimir la frase “, sea que provengan del capital, ingresos del ejercicio, rentas o utilidades del ejercicio o ejercicios anteriores”. (Unanimidad, 5x0. Indicación número 11)  
Artículo 5º

Inciso final

Reemplazar el número “13” por “12”. (Unanimidad, 5x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado)  
Artículo 6º

Inciso primero

Intercalar entre las expresiones “donación” e “y por los créditos” la oración “, reajustada de la misma forma prevista en el inciso penúltimo,”. (Unanimidad, 5x0. Indicación número 11 ter)
Incisos segundo y tercero

Sustituirlos por los siguientes:

“El crédito que corresponda en conformidad a este artículo no formará parte de la base imponible del impuesto adicional y reemplazará a otros créditos tributarios que presente el contribuyente por concepto de su renta afecta a impuesto adicional, la que para efectos de cálculo del crédito en referencia deberá incrementarse por los créditos reemplazados, hasta por un monto equivalente a la cantidad determinada según el inciso anterior. Los créditos reemplazados por el crédito previsto en este artículo, no darán derecho a devolución o imputación a impuesto alguno.
El crédito determinado provisoriamente en la forma señalada, con la tasa de retención que corresponda, podrá imputarse contra las retenciones del impuesto, para lo cual el contribuyente deberá entregar la copia del certificado a que se refiere el inciso cuarto del artículo 2° al respectivo agente retenedor. De no efectuarse dicha imputación, los contribuyentes a que se refiere el artículo 14 letra A número 3 letra c) tendrán derecho a solicitar la devolución del impuesto retenido en exceso conforme a lo dispuesto por el artículo 126 del Código Tributario, contenido en el artículo 1° del decreto ley N° 830, de 1974, el que para estos efectos se reajustará de acuerdo al porcentaje de variación del Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior a la retención y el mes anterior a la resolución que ordene su devolución.”.  (Unanimidad, 5x0. Indicación número 11 quáter)
---

Inciso cuarto, nuevo

Intercalar el siguiente inciso cuarto, nuevo:

“En el caso de los contribuyentes que deban efectuar una declaración anual de impuesto por las rentas de que trata este artículo, el monto del crédito determinado conforme al inciso primero se deducirá del impuesto determinado en dicha declaración, reajustado de acuerdo al porcentaje de variación del Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior a la donación y el mes anterior a la fecha de cierre del ejercicio. Estos contribuyentes, cuando no hayan imputado el crédito provisorio conforme al inciso precedente, sólo podrán hacerlo en la referida declaración anual.”. (Unanimidad, 5x0. Indicación número 11 quinquies) 

---

Inciso final
Reemplazar las palabras "el monto y las características de las donaciones de este artículo", por las expresiones: "el monto del crédito imputado y el certificado en que éste consta".  (Unanimidad, 5x0. Indicación número 12 bis)
Sustituir la voz “tercero” por “cuarto”. (Unanimidad, 5x0. Indicación número 12)
Artículo 7º

Inciso primero

Agregar después del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración:

“El crédito que establece este inciso no formará parte de las asignaciones gravadas conforme a la citada ley y se distribuirá entre los herederos o legatarios a prorrata del valor líquido de sus respectivas asignaciones respecto de la masa de bienes, una vez practicadas las deducciones que correspondan, o en la forma que ellos establezcan en la liquidación del impuesto de herencias.”. (Unanimidad, 5x0. Indicación número 13 bis)
Inciso tercero

Sustituir la voz “tercero” por “cuarto”.  (Unanimidad, 5x0. Indicación número 13)
Artículo 8º

Inciso primero

Modificarlo del siguiente modo:

i) Reemplazar, a continuación de la expresión “equipamiento”, la palabra “afectados” por la expresión “ubicado en las zonas afectadas”.

ii) Suprimir las palabras “ubicados en las regiones, provincias o comunas que indique el Decreto Supremo a que se refiere el artículo 2°,”.

iii) Reemplazar a continuación de la expresión “Ministerio de Hacienda”, las expresiones “en conformidad con lo dispuesto en ese artículo”, por la frase “en el o los decretos supremos a que se refiere el artículo 2°”. (Unanimidad, 5x0. Indicación número 14 bis)
Inciso segundo

Modificarlo del siguiente modo:

i) Intercalar entre la expresión “públicos,” y la palabra “instalaciones”, la frase “áreas silvestres protegidas,”. 

ii) Intercalar entre la expresión “deportivas” y el punto y coma (;) que le sigue, las siguientes expresiones: “de naturaleza pública”. 

iii) Agregar a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente frase final, nueva:

“El Ministerio de Hacienda, en el marco de las atribuciones que establece esta ley, deberá velar para que los gobiernos regionales y las municipalidades que representen a las zonas afectadas por los eventos descritos en el artículo 1°, tengan la posibilidad de proponer obras específicas y participar en el proceso de selección de las obras susceptibles de ser financiadas con cargo a los recursos del fondo.”. (Unanimidad, 5x0. Indicación número 14 ter)
Inciso tercero

Modificarlo del siguiente modo:

i) Intercalar, a continuación de la expresión “Ministerio de Hacienda”, la siguiente frase: “, en la forma señalada en el inciso primero,”.

ii) Reemplazar la expresión “públicas o privados”, por la frase “de naturaleza privada”. (Unanimidad, 5x0. Indicación número 15 bis)
---

Inciso cuarto, nuevo

Intercalar el siguiente inciso cuarto, nuevo:
“Para efectos de este artículo, el Ministerio de Hacienda deberá mantener en su página web, un listado actualizado de las obras específicas privadas que hayan sido autorizadas en conformidad al inciso anterior. En dicho listado deberá indicarse, además, los objetivos de la obra, el período de ejecución de la misma, sus costos y beneficiarios directos.”. (Unanimidad, 5x0. Nueva indicación del Ejecutivo)
---

Inciso cuarto

Pasa a ser inciso quinto, con las siguientes enmiendas:

Reemplazar la palabra “donatario”, por la expresión “beneficiario de la donación”. (Unanimidad, 5x0. Indicación número 19 bis)
Agregar a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido (.), las siguientes oraciones finales: “En caso alguno la obra específica de carácter privado podrá ir en beneficio directo del donante. El incumplimiento a lo dispuesto en este inciso se sancionará en los términos del artículo 17 de la presente ley.”. (Unanimidad, 5x0. Indicación número 19)
Inciso quinto

Pasa a ser inciso sexto, sustituyendo las palabras “que corresponda según”, por las expresiones “, Gobiernos Regionales o Municipios según corresponda, de acuerdo a”. (Unanimidad, 5x0. Indicación número 19 ter)
Inciso sexto

Pasa a ser inciso séptimo, sin enmiendas.

Inciso séptimo

Pasa a ser inciso octavo, con las siguientes enmiendas:

Reemplazar la expresión “El Ministerio” por “El Subsecretario”. (Unanimidad, 5x0. Nueva indicación del Ejecutivo)
Eliminar la frase “o si determinare el incumplimiento de los términos y condiciones del convenio respectivo,”. (Unanimidad, 5x0. Indicación número 20 bis)
Artículo 9º

Inciso primero

Sustituir la frase “decreto supremo señalado en el artículo segundo o el plazo acordado en el convenio respectivo” por “inciso quinto del artículo 1°”. (Unanimidad, 5x0. Indicación número 24)
Artículo 11

Sustituirlo por el siguiente:

“Artículo 11.- Reconocimiento moral. Las obras financiadas por aportes de terceros, podrán disponer en un lugar visible de una placa recordatoria, en la que se deje constancia de los nombres de las personas o entidades que contribuyeron con sus aportes a la reconstrucción, o de las personas a cuyo nombre se efectuaron.”. (Unanimidad, 5x0. Indicaciones números 25, 26 y 27)
Artículo 17
Sustituir antes del primer punto seguido (.), las palabras “por la institución donataria”, por las expresiones: “para financiar las obras”. (Unanimidad, 5x0. Indicación número 28 bis)
Artículo 18
Modificar el artículo 7° de la ley N° 16.282, que se reemplaza, de la siguiente forma:

a) Incorporar en el inciso primero, entre las expresiones “salud,” y “comunicación”, las palabras “aseo, ornato, remoción de escombros, educación,”.

b) Agregar en el inciso segundo, a continuación de la expresión “aeropuertos”, la frase “, pasos fronterizos terrestres”.  (Unanimidad, 5x0. Indicación número 29 bis)
Artículo 19
Sustituirlo por el siguiente:

“Artículo 19.- Agilización de trámites y autorizaciones. Respecto de la ejecución de las obras que se financien de conformidad con esta ley, el Presidente de la República podrá, mediante decreto supremo, establecer excepcionalmente normas destinadas a hacerla más expedita. Dicho decreto sólo podrá dictarse en el plazo máximo a que se refiere el inciso quinto del artículo 1°.

Las normas a que se refiere el inciso anterior podrán establecer exenciones transitorias referidas a la obtención de permisos o la realización de trámites administrativos, exención del llamado a licitación o propuesta pública, la que en todo caso deberá ser privada.”. (Unanimidad, 5x0. Nueva indicación del Ejecutivo)
Artículo 21
Suprimirlo. (Unanimidad, 5x0. Indicaciones números 33 y 33 bis)
Artículo 22

Pasa a ser artículo 21, con las siguientes enmiendas:

Inciso primero

Reemplazar la frase “por el decreto supremo dictado en conformidad al inciso cuarto del artículo 1°, o la prórroga en su caso” por “en el inciso quinto del artículo 1°”. (Unanimidad, 5x0. Indicación número 36)
Inciso segundo

Sustituir la frase “de los Fondos que se establecen en la presente ley”, por la expresión “del Fondo señalado en el artículo primero”. (Unanimidad, 5x0. Indicaciones números 36 bis y 37)
- - -
Artículo transitorio
Modificarlo en el siguiente sentido:

a) Reemplazar el vocablo “cuarto” por “quinto” y las palabras “los beneficios tributarios previstos en esta ley, las donaciones que se efectúen hasta el plazo de un año,”, por las expresiones “lo dispuesto en esta ley, las donaciones que se efectúen al Fondo de conformidad a ella hasta el plazo de dos años”.

b) Suprimir la frase final “Dicho plazo podrá prorrogarse en los mismos términos previstos en el artículo 21.”. (Unanimidad, 5x0. Indicación número 40 bis)
- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue: 

PROYECTO DE LEY

 “TÍTULO I

De la Institucionalidad para la Reconstrucción

Artículo 1°.- Del Fondo Nacional de la Reconstrucción. Créase un Fondo Nacional de la Reconstrucción, en adelante “el Fondo”, destinado a financiar la construcción, reconstrucción, reposición, remodelación, restauración o rehabilitación de infraestructura, instalaciones, patrimonio histórico arquitectónico de zonas patrimoniales y zonas típicas, obras y equipamiento, ubicados en las comunas, provincias o regiones afectadas por terremotos, maremotos, erupciones volcánicas, inundaciones, aluviones u otras catástrofes que puedan ocurrir en el territorio nacional.

El Fondo estará formado por los aportes en dinero que reciba con ocasión de herencias, legados o donaciones con que resulte favorecido de acuerdo a las modalidades establecidas en los Títulos II y III de la presente ley y por las donaciones u otros recursos que reciba por concepto de cooperación internacional. Asimismo, formarán parte del Fondo las donaciones que se efectúen al Ministerio del Interior con ocasión de los sucesos descritos, siempre que se materialicen dentro del plazo señalado en el inciso quinto de este artículo.

Los recursos que, de conformidad al inciso anterior, reciba el Fondo se registrarán en la Partida 50, del Tesoro Público, Programa 03, Operaciones Complementarias, de la Ley de Presupuestos del Sector Público.

Los gastos en que incurra el Fisco con cargo a los recursos del Fondo, incrementarán las sumas globales de gasto fijadas anualmente por la Ley de Presupuestos del Sector Público.

El Fondo recibirá los aportes que puedan acogerse a lo previsto en esta ley por el plazo máximo de dos años contado desde la fecha que se dicte el decreto supremo que señale las zonas afectadas por alguna de las catástrofes a que se refiere el inciso primero del presente artículo.

Con todo, el Presidente de la República podrá reducir el plazo a que se refiere el inciso precedente mediante decreto supremo fundado.
Artículo 2°.- Administración del Fondo. Corresponderá al Ministerio de Hacienda la administración del Fondo y la determinación del destino de los recursos que lo integren de conformidad al inciso siguiente. 

Uno o más decretos supremos del Ministerio de Hacienda, suscritos, además, por el Ministro del Interior, establecerán las normas relativas al funcionamiento del Fondo y, en general, las demás normas pertinentes para la aplicación de los beneficios a que se refiere la presente ley.
Para este efecto, el Ministerio de Hacienda deberá proporcionar los expertos, profesionales y demás funcionarios que sean necesarios para el cumplimiento de esta función, así como también, los medios materiales que requiera para tal efecto, ajustándose a la normativa estatutaria vigente y a la disponibilidad presupuestaria.

Para llevar un adecuado registro y control de los recursos allegados al Fondo, el Ministerio de Hacienda deberá emitir los certificados que den cuenta de las donaciones efectuadas al Ministerio del Interior o al Fondo en conformidad a esta ley, de acuerdo a las especificaciones y formalidades que señale el Servicio de Impuestos Internos mediante resolución.

Título II

De los beneficios tributarios por las donaciones destinadas al Fondo Nacional de la Reconstrucción

Artículo 3°.- Donaciones susceptibles de acogerse a los beneficios de esta ley. Podrán acogerse a lo establecido en esta ley las donaciones procedentes tanto de Chile como del extranjero que se destinen al Fondo y se materialicen dentro del plazo previsto en el inciso quinto del artículo 1°.

Artículo 4°.- Beneficio para donaciones efectuadas por contribuyentes del Impuesto de Primera Categoría. Los contribuyentes del Impuesto de Primera Categoría de la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1º del decreto ley Nº 824, de 1974, que declaren su renta efectiva sobre la base de un balance general según contabilidad completa, que efectúen donaciones en dinero que se destinen al Fondo de conformidad a esta ley, podrán rebajar como gasto las sumas donadas de su renta líquida imponible determinada conforme a los artículos 29° a 33° de dicha ley. El exceso donado sobre la renta líquida imponible del ejercicio podrá deducirse como gasto, reajustado de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 31° número 3 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, de la renta líquida imponible de hasta los tres ejercicios siguientes. El saldo no rebajado de esa forma, de haberlo, no se aceptará como gasto pero no quedará afecto a lo dispuesto por el artículo 21° del mismo texto legal.

Los contribuyentes indicados en este artículo, podrán además efectuar donaciones en especies de conformidad a esta ley, pudiendo rebajar su valor de la renta líquida imponible determinada conforme a los artículos 29° a 33° de dicha ley, hasta por el monto de la renta líquida imponible del ejercicio o el 0,16% (cero coma dieciséis por ciento) del capital propio de la empresa al término del ejercicio correspondiente, determinado de conformidad a lo dispuesto por el artículo 41° de la citada ley, si éste fuese mayor. El exceso sobre dicho monto no quedará afecto a lo dispuesto en el artículo 21° del mismo texto legal.

Para los efectos del inciso anterior, el valor de los bienes donados será el que éstos tengan de acuerdo al valor de costo determinado en conformidad a lo dispuesto en la Ley sobre Impuesto a la Renta, y su entrega deberá registrarse y documentarse en la forma que establezca el Servicio de Impuestos Internos mediante resolución. Las donaciones en especies que se hagan al amparo de esta ley no se afectarán con los impuestos de la Ley sobre el Impuesto a las Ventas y Servicios, contenida en el decreto ley N° 825, de 1974, conservándose el derecho al uso como crédito fiscal del impuesto soportado o pagado en las adquisiciones de bienes o servicios utilizados para llevarla a cabo. Además, no se aplicarán en este caso aquellas disposiciones de dicha ley o de su reglamento que obligan a la determinación de un crédito fiscal proporcional cuando existan operaciones exentas o no gravadas. Asimismo, las importaciones o exportaciones de las especies donadas estarán liberadas de todo tipo de impuesto, derecho, tasa u otro gravamen que sea percibido por Aduanas.

Los beneficios de que trata este artículo sólo podrán ser impetrados si la donación se financia con recursos del contribuyente registrados en su contabilidad completa.

Artículo 5°.- Beneficio para donaciones efectuadas por contribuyentes del Impuesto Global Complementario y del Impuesto Único de Segunda Categoría. Los contribuyentes del Impuesto Global Complementario que determinen sus rentas efectivas, podrán rebajar de la base imponible de dicho impuesto las sumas donadas en dinero que se destinen al Fondo en conformidad con esta ley. Por su parte, los demás contribuyentes del referido impuesto tendrán derecho a un crédito contra el impuesto respectivo equivalente al 40% del monto donado en dinero que se destine al Fondo en conformidad con esta ley. El crédito a que se refiere este artículo se imputará a continuación de cualquier otro crédito y si luego de ello resultare un exceso, éste no se devolverá ni se tendrá derecho a su imputación a impuesto alguno.

Los contribuyentes afectos al Impuesto Único de Segunda Categoría tendrán derecho a un crédito contra el impuesto respectivo equivalente al 40% del monto donado en dinero que se destine al Fondo en conformidad con esta ley y que se haya efectuado mediante descuentos por planilla acordados con sus empleadores. El crédito a que se refiere este artículo se imputará a continuación de cualquier otro crédito y si luego de ello resultare un exceso, éste no se devolverá ni se tendrá derecho a su imputación a impuesto alguno. Los empleadores, los habilitados o pagadores, deberán imputar el crédito al determinar el impuesto único en el mismo período en que se efectúe la deducción por planilla destinada a la donación.

Los donantes a que se refiere este artículo estarán liberados del deber de información que establece el artículo 12 de esta ley, pero deberán mantener en su poder el certificado que le entregue el Ministerio de Hacienda dando cuenta de la donación efectuada, en conformidad con lo establecido en el inciso cuarto, del artículo 2°, el que podrá ser requerido por el Servicio de Impuestos Internos en el ejercicio de sus facultades de fiscalización. En el caso del Impuesto Único de Segunda Categoría, serán los empleadores, habilitados o pagadores a que se refiere el inciso segundo quienes deberán conservar los certificados referidos, los que podrán ser requeridos del mismo modo por el Servicio de Impuestos Internos.

Artículo 6°.- Beneficio para donaciones efectuadas por contribuyentes del Impuesto Adicional. Los contribuyentes del impuesto adicional de la Ley sobre el Impuesto a la Renta, tendrán derecho a un crédito contra el impuesto que grave los retiros o remesas de utilidades que efectúen, o distribuciones de dividendos que reciban, equivalente al 35% (treinta y cinco por ciento) de la cantidad conformada por el monto de la donación, reajustada de la misma forma prevista en el inciso penúltimo, y por los créditos a que el contribuyente tenga derecho por la renta donada afecta al impuesto adicional. Este crédito solamente procederá con respecto a donaciones en dinero, destinadas al Fondo en conformidad con esta ley, que se realicen en el ejercicio comercial respectivo.
El crédito que corresponda en conformidad a este artículo no formará parte de la base imponible del impuesto adicional y reemplazará a otros créditos tributarios que presente el contribuyente por concepto de su renta afecta a impuesto adicional, la que para efectos de cálculo del crédito en referencia deberá incrementarse por los créditos reemplazados, hasta por un monto equivalente a la cantidad determinada según el inciso anterior. Los créditos reemplazados por el crédito previsto en este artículo, no darán derecho a devolución o imputación a impuesto alguno.

El crédito determinado provisoriamente en la forma señalada, con la tasa de retención que corresponda, podrá imputarse contra las retenciones del impuesto, para lo cual el contribuyente deberá entregar la copia del certificado a que se refiere el inciso cuarto del artículo 2° al respectivo agente retenedor. De no efectuarse dicha imputación, los contribuyentes a que se refiere el artículo 14 letra A número 3 letra c) tendrán derecho a solicitar la devolución del impuesto retenido en exceso conforme a lo dispuesto por el artículo 126 del Código Tributario, contenido en el artículo 1° del decreto ley N° 830, de 1974, el que para estos efectos se reajustará de acuerdo al porcentaje de variación del Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior a la retención y el mes anterior a la resolución que ordene su devolución.

En el caso de los contribuyentes que deban efectuar una declaración anual de impuesto por las rentas de que trata este artículo, el monto del crédito determinado conforme al inciso primero se deducirá del impuesto determinado en dicha declaración, reajustado de acuerdo al porcentaje de variación del Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior a la donación y el mes anterior a la fecha de cierre del ejercicio. Estos contribuyentes, cuando no hayan imputado el crédito provisorio conforme al inciso precedente, sólo podrán hacerlo en la referida declaración anual.

Los donantes a que se refiere este artículo estarán liberados del deber de información que establece el artículo 12 de esta ley, pero los agentes retenedores a que se refiere este artículo deberán informar al Servicio de Impuestos Internos, en la forma y plazo que este organismo establezca mediante resolución, el monto del crédito imputado y el certificado en que éste consta y mantener en su poder el certificado a que se refiere el inciso cuarto del artículo 2° dando cuenta de la donación efectuada, para cuando éste sea requerido por dicho Servicio en el ejercicio de sus facultades de fiscalización.

Artículo 7°.- Beneficio para donaciones efectuadas con cargo al Impuesto de Herencias. Los contribuyentes personas naturales que efectúen donaciones en dinero que se destinen al Fondo en conformidad con esta ley, tendrán derecho a que el 40% de su monto pueda ser imputado como crédito al pago del impuesto a las asignaciones por causa de muerte de la ley N° 16.271, que grave a los herederos o legatarios del donante al tiempo de su fallecimiento, sin importar el tiempo que haya transcurrido entre la donación y dicho fallecimiento. Para ello el contribuyente deberá solicitar al Servicio de Impuestos Internos un certificado que acredite: a) la existencia del crédito tributario, b) su monto, expresado en Unidades de Fomento según su valor a la fecha de emisión del certificado, c) la individualización del contribuyente, y d) la constatación de que podrá imputarse al pago del impuesto a las asignaciones hereditarias que se devengue tras el fallecimiento del contribuyente. Dicho certificado permitirá efectuar la imputación del crédito por parte de los herederos o legatarios. El crédito que establece este inciso no formará parte de las asignaciones gravadas conforme a la citada ley y se distribuirá entre los herederos o legatarios a prorrata del valor líquido de sus respectivas asignaciones respecto de la masa de bienes, una vez practicadas las deducciones que correspondan, o en la forma que ellos establezcan en la liquidación del impuesto de herencias.
También darán derecho al crédito indicado en el inciso anterior, las donaciones en dinero efectuadas por las sucesiones hereditarias y que se destinen al Fondo conforme a esta ley, siempre que ellas ocurran dentro de los tres años contados desde el fallecimiento del causante. Para ello el representante de la sucesión deberá solicitar al Servicio de Impuestos Internos un certificado que acredite: a) la existencia del crédito tributario, b) su monto, expresado en Unidades de Fomento según su valor a la fecha de emisión del certificado, c) la individualización del causante y sus sucesores, y d) la constatación de que, sin límite de tiempo, podrá imputarse al pago del impuesto a las asignaciones hereditarias que a los herederos y legatarios que forman parte de la sucesión les corresponda pagar.

Los donantes a que se refiere este artículo estarán liberados de la obligación de información que establece el artículo 12 de esta ley, pero para obtener el certificado que acredita la existencia del crédito, deberán presentar al Servicio de Impuestos Internos el certificado que a su vez le entregue el Ministerio de Hacienda dando cuenta de la donación efectuada, en conformidad al inciso cuarto del artículo 2°.

Las donaciones efectuadas conforme a este artículo no podrán acogerse a los beneficios tributarios establecidos en los artículos anteriores. El crédito a que se refiere este artículo se imputará a continuación de cualquier otro crédito y si luego de ello resultare un exceso, éste no se devolverá ni se tendrá derecho a su imputación a impuesto alguno.

Título III

De las donaciones efectuadas al Fondo Nacional de la Reconstrucción para financiar obras específicas.

Artículo 8°.- Donaciones para obras específicas. También se aplicará lo previsto en esta ley respecto de las donaciones destinadas al Fondo, que tengan por objeto la reconstrucción, reposición, remodelación, restauración, reemplazo, o rehabilitación de infraestructura, instalaciones, obras y equipamiento ubicado en las zonas afectadas por cualquiera de los eventos indicados en el artículo 1°, y que sean previamente identificadas por el Ministerio de Hacienda en el o los decretos supremos a que se refiere el artículo 2° en adelante las “obras específicas”.

Estas obras específicas podrán incluir la construcción, reconstrucción, reposición, remodelación, restauración o rehabilitación de infraestructura pública, obras viales, espacios públicos, áreas silvestres protegidas, instalaciones educacionales, sanitarias, culturales, o deportivas de naturaleza pública; así como la adquisición del mobiliario y equipamiento necesario para su funcionamiento. El Ministerio de Hacienda, en el marco de las atribuciones que establece esta ley, deberá velar para que los gobiernos regionales y las municipalidades que representen a las zonas afectadas por los eventos descritos en el artículo 1°, tengan la posibilidad de proponer obras específicas y participar en el proceso de selección de las obras susceptibles de ser financiadas con cargo a los recursos del fondo.
Asimismo, el Ministerio de Hacienda, en la forma señalada en el inciso primero, podrá autorizar donaciones que tengan como destino obras distintas de las señaladas en el inciso anterior, de naturaleza privada, siempre que tengan un manifiesto interés público o que presten un servicio a la comunidad en general, lo que será determinado sobre la base de un informe previo de la autoridad competente, fundamentado en una evaluación técnica económica que analice su rentabilidad social.
Para efectos de este artículo, el Ministerio de Hacienda deberá mantener en su página web, un listado actualizado de las obras específicas privadas que hayan sido autorizadas en conformidad al inciso anterior. En dicho listado deberá indicarse, además, los objetivos de la obra, el período de ejecución de la misma, sus costos y beneficiarios directos.
En el caso de obras privadas, cuando se trate de infraestructura que forme parte del activo de contribuyentes de la Primera Categoría de la Ley sobre Impuesto a la Renta, el valor de costo de tales bienes no podrá incrementarse por el monto de las donaciones recibidas conforme a esta ley. Asimismo, cuando se trate de obras de infraestructura privada, no se aplicarán los beneficios que establece esta ley cuando el donante se encuentre relacionado con el beneficiario de la donación en los términos establecidos en el artículo 100 de la ley N° 18.045. En caso alguno la obra específica de carácter privado podrá ir en beneficio directo del donante. El incumplimiento a lo dispuesto en este inciso se sancionará en los términos del artículo 17 de la presente ley.
Las obras específicas podrán ser ejecutadas directamente por el donante, previa subscripción con los Ministerios, Gobiernos Regionales o Municipios según corresponda, de acuerdo a la naturaleza de la obra a ejecutar, de uno o más convenios en los que deberá constar la tasación de la obra donada así como las especificaciones técnicas de la misma. En el mismo convenio, se dejará constancia del período de ejecución de la obra y la forma y plazo en que se enterarán los aportes.

Corresponderá al Ministerio de Hacienda coordinar la correcta ejecución, fiscalización y cumplimiento de los convenios a que se refiere este artículo, para lo cual podrá solicitar, de los donantes que los hayan celebrado, la información que estime necesaria para verificar el cumplimiento de las condiciones establecidas al respecto. Con todo, para efectos de fiscalización, el Servicio de Impuestos Internos podrá solicitar del Ministerio de Hacienda los antecedentes referidos.

El Subsecretario de Hacienda podrá declarar, mediante resolución fundada y previo informe de el o los Ministerios que concurrieron a la firma del convenio, el incumplimiento de los términos y condiciones del convenio correspondiente, si la información o antecedentes requeridos de conformidad con lo dispuesto en el inciso anterior no fueren presentados a su satisfacción en los plazos que en cada caso se indique en la respectiva solicitud, de todo lo cual deberá dar aviso al Servicio de Impuestos Internos. La resolución antes referida deberá ser notificada al donante y a los demás interesados. Contra dicha resolución procederán los recursos establecidos en la ley N° 19.880. El contribuyente afectado por la referida resolución deberá rectificar sus declaraciones de impuestos por todos los períodos en que haya hecho uso de los beneficios tributarios establecidos por esta ley, restituyendo los impuestos que se hubiesen dejado de pagar o devuelto a los contribuyentes respectivos, los que, para los efectos de lo dispuesto en los incisos penúltimo y final del artículo 24 del Código Tributario, se considerarán como impuestos de retención.

Artículo 9°.- De los beneficios tributarios para las donaciones de obras específicas. Podrán acogerse a los beneficios tributarios establecidos en esta ley las donaciones procedentes tanto de Chile como del extranjero que tengan por objeto obras específicas, siempre que se materialicen dentro del plazo previsto en el inciso quinto del artículo 1°.

Estas donaciones tendrán el mismo tratamiento tributario previsto para las donaciones establecidas en el título II de esta ley, con las salvedades que a continuación se señalan:

1) En el caso de las donaciones efectuadas por contribuyentes del Impuesto de Primera Categoría, se permitirá rebajar la suma donada de la renta líquida imponible determinada conforme a los artículos 29° a 33° de dicha ley, hasta por el monto de dicha renta líquida imponible o el 0,16% (cero coma dieciséis por ciento) del capital propio de la empresa al término del ejercicio correspondiente, determinado de conformidad con lo dispuesto en el artículo 41° de la mencionada ley, si éste fuese mayor. El exceso sobre dicho monto no se aceptará como gasto pero no quedará afecto a lo dispuesto en el artículo 21° del mismo texto legal.

Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 31° de la Ley sobre Impuesto a la Renta, se aceptará la deducción de los gastos vinculados al uso de personal, insumos o equipamiento del contribuyente en el desarrollo de actividades complementarias con las obras específicas acogidas a esta ley. Asimismo, tales actividades no se gravarán con el Impuesto al Valor Agregado, conservándose el derecho al uso como crédito fiscal del Impuesto a las Ventas y Servicios soportado o pagado en las adquisiciones de bienes o servicios utilizados para llevarla a cabo, no resultando aplicables en este caso las reglas de proporcionalidad que establece el decreto ley N° 825, de 1974, y su reglamento.

2) En el caso de las donaciones efectuadas por contribuyentes del Impuesto Global Complementario y del Impuesto Único de Segunda Categoría, se tendrá derecho a un crédito equivalente al 27% de la donación efectuada.

3) En el caso de las donaciones efectuadas por contribuyentes del Impuesto Adicional, se tendrá derecho a un crédito equivalente al 23% de la donación efectuada.

4) En el caso de las donaciones efectuadas con cargo al Impuesto de Herencias, se tendrá derecho a un crédito equivalente al 27% de la donación efectuada.

Las donaciones efectuadas conforme a este artículo no podrán acogerse a los beneficios tributarios establecidos en los artículos anteriores.

Título IV

Disposiciones generales

Artículo 10.- Compatibilidad de financiamiento. El financiamiento de proyectos sobre la base de donaciones que trata esta ley, será compatible con los recursos fiscales o municipales que puedan complementarlos.

Artículo 11.- Reconocimiento moral. Las obras financiadas por aportes de terceros, podrán disponer en un lugar visible de una placa recordatoria, en la que se deje constancia de los nombres de las personas o entidades que contribuyeron con sus aportes a la reconstrucción, o de las personas a cuyo nombre se efectuaron.

Artículo 12.- Información al Servicio de Impuestos Internos para efectos de fiscalización. Los donantes, sus representantes, retenedores o pagadores, deberán informar al Servicio de Impuestos Internos el monto de las donaciones efectuadas, en la forma y plazo que dicho Servicio determine mediante resolución. La información que se proporcione en cumplimiento con lo prescrito en este artículo, se amparará en el secreto establecido en el artículo 35 del Código Tributario.

Artículo 13.- Trámite de insinuación e Impuesto a las Herencias Asignaciones y Donaciones. Las donaciones acogidas a esta ley se liberarán del trámite de la insinuación y se eximirán del Impuesto a las Herencias, Asignaciones y Donaciones establecido en la ley N° 16.271.

Artículo 14.- Límite de la ley N° 19.885. Las donaciones efectuadas en conformidad a esta ley, no se someterán a los límites señalados en el artículo 10º de la ley N° 19.885, ni serán computadas para el cálculo del límite de las demás donaciones sometidas a dicho artículo.

Artículo 15.- Exclusión de empresas del Estado y otras. No podrán acogerse a estos beneficios las empresas del Estado o en las que éste o sus instituciones tengan más de un 50% de participación.

Artículo 16.- Incompatibilidad de beneficios tributarios. Las donaciones acogidas a los beneficios tributarios regulados en esta ley, no podrán, a su vez, acogerse a otros beneficios tributarios contemplados en otras leyes.

Artículo 17.- Sanciones al mal uso. Las instituciones o personas beneficiarias de obras específicas financiadas por la presente ley, no podrán, sin perjuicio de lo señalado en el artículo 11, realizar ninguna contraprestación, tales como: el otorgamiento de becas de estudio, cursos de capacitación, asesorías técnicas, u otras, directa o indirectamente, en forma exclusiva, en condiciones especiales, o exigiendo menores requisitos que los que se exigen en general, a favor del donante, ni de sus empleados, directores, o parientes consanguíneos de éstos, hasta el segundo grado, en el año inmediatamente posterior a aquél en que se efectúe la donación, en tanto la donación no se hubiere utilizado íntegramente para financiar las obras. El incumplimiento de lo previsto en este artículo hará perder el beneficio al donante y lo obligará a restituir aquella parte del impuesto que hubiere dejado de pagar o que se le hubiese devuelto, cuando corresponda, con los recargos y sanciones pecuniarias en conformidad al Código Tributario. Para este efecto, se considerará que el impuesto se encuentra en mora desde el término del período de pago correspondiente al año tributario en que debió haberse pagado el impuesto respectivo de no mediar el beneficio tributario.

Artículo 18.- Modificación del artículo 7° de la ley N° 16.282. Reemplácese el artículo 7° de la ley N° 16.282, por el siguiente:

“Artículo 7°.- Las donaciones que se efectúen con ocasión de la catástrofe o calamidad pública, al Estado, a personas naturales o jurídicas de derecho público o fundaciones o corporaciones de derecho privado, a las Universidades reconocidas por el Estado, o que Chile haga a un país extranjero, que permitan satisfacer las necesidades básicas de alimentación, abrigo, habitación, salud, aseo, ornato, remoción de escombros, educación, comunicación y transporte de los habitantes de las zonas afectadas, estarán exentas de todo pago o gravamen que las afecten, en las mismas condiciones que las señaladas en el decreto ley N° 45, de 1973, y no se considerarán para el cálculo de los límites contemplados en el artículo 10 de la ley N° 19.885.

Asimismo, las importaciones o exportaciones de las especies donadas con los fines indicados en el inciso anterior estarán liberadas de todo tipo de impuesto, derecho, tasa u otro gravamen que sea percibido por Aduanas, como también estarán liberadas estas importaciones o exportaciones de las tarifas de carga o descarga, movilización, almacenaje, operaciones complementarias u otras, ya sea en puertos, aeropuertos, pasos fronterizos terrestres o estaciones de ferrocarriles, y se entenderán también eximidas de las prohibiciones, limitaciones y depósitos aplicables al régimen general de importaciones o exportaciones. El Ministerio del Interior acreditará y calificará el carácter de la donación y su destino, y emitirá un certificado en que consten tales hechos, el que deberá ser exigido por la Aduana.”.

Artículo 19.- Agilización de trámites y autorizaciones. Respecto de la ejecución de las obras que se financien de conformidad con esta ley, el Presidente de la República podrá, mediante decreto supremo, establecer excepcionalmente normas destinadas a hacerla más expedita. Dicho decreto sólo podrá dictarse en el plazo máximo a que se refiere el inciso quinto del artículo 1°.

Las normas a que se refiere el inciso anterior podrán establecer exenciones transitorias referidas a la obtención de permisos o la realización de trámites administrativos, exención del llamado a licitación o propuesta pública, la que en todo caso deberá ser privada.
Artículo 20.- Vigencia de la ley. La presente ley entrará en vigencia a partir de su publicación en el Diario Oficial.

Artículo 21.- Informe al Congreso Nacional. Al término del plazo dispuesto en el inciso quinto del artículo 1°, o la prórroga en su caso, el Ministerio de Hacienda deberá informar a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos del Congreso Nacional, los montos e individualización de las donaciones recibidas. Asimismo, deberá proporcionar un informe sobre la selección y ejecución de las obras financiadas en conformidad a esta ley. Todo lo anterior sin perjuicio de las atribuciones y facultades de la Contraloría General de la República.

No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda emitirá informes trimestrales sobre el estado del Fondo señalado en el artículo primero, los montos e individualización de las donaciones recibidas, debiendo remitir copia de ellos a las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados y a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, dentro de los noventa días siguientes al término del respectivo trimestre.

Artículo transitorio.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso quinto del artículo 1°, podrán acogerse a lo dispuesto en esta ley, las donaciones que se efectúen al Fondo de conformidad a ella hasta el plazo de dos años contado desde su entrada en vigencia y que tengan por objeto financiar la construcción, reconstrucción, reposición, remodelación, restauración o rehabilitación de infraestructura, instalaciones, obras y equipamiento, ubicados en las comunas, provincias o regiones afectadas por el terremoto o maremoto ocurrido el día 27 de febrero de 2010.”.

- - - 

Acordado en sesión celebrada el día 19 de mayo de 2010, con asistencia de los Honorables Senadores señor Camilo Escalona Medina (Presidente), señora Evelyn Matthei Fornet y señores Eduardo Frei Ruiz-Tagle, José García Ruminot y Ricardo Lagos Weber. 


Sala de la Comisión, a 19 de mayo de 2010.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión
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� MANDO OPERACIONAL (OPCOM)


Autoridad entregada a un comandante para asignar misiones o tareas a los comandantes subordinados, para desplegar unidades, reasignar fuerzas, y para mantener o entregar el control operacional o táctico, conforme estime pertinente el comandante. No incluye responsabilidad administrativa.





� CONTROL OPERACIONAL (OPCON)














DESPLIEGUE ACTUAL (ABR 2010)

BTN. CHILE

179 EJÉRCITO

173 ARMADA

COMP. INGENIEROS

77 CHILE

54 ECUADOR

05 C.G. FUERZA

COMP. INGENIEROS

10 CHILE

12 ECUADOR



































POLICÍA

11 CARABINEROS

04 INVESTIGACIONES

HELICÓPTEROS

56 FACH

PM ESPECIAL

2 EJÉRCITO

 1 FACH
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- El año 2009 se registraron 18.612 denuncias por delitos sexuales 



- Más del 60% de esa cifra corresponde a delitos contra menores de edad

Fte.: Ministerio Público



Algunos datos para tener en cuenta…
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		INGRESOS  (USD)		EGRESOS  (USD)

		FONDOS CONSUDENA                                                  84.336.337

SUELDO MONEDA NACIONAL                                     44.338.661


INSTITUCION     2004          2005           2006          2007           2008         2009              TOTAL

EJERCITO     3.159.932   3.547.000   4.799.653   4.644.452   4.600.000   5.467.999     26.219.036

ARMADA          965.641   1.569.682   2.073.837   2.187.939   2.100.000   2.444.224     11.341.323

FACH               425.826      718.868      447.031   1.492.377   1.300.000   1.159.270       5.543.372

CARABINEROS                  528.302     233.742      171.914                                                933.958

INVESTIGAC.                       37.736        65.920        40.542        91.777        64.997          300.972


     Total         4.551.399   6.401.588   7.620.183   8.537.224   8.091.777   9.136.490     44.338.661


APORTE  MINISTERIO HACIENDA                                 8.216.000 
(año 2004 lo rebajo de excedentes en personal de las FF.AA.)

REEMBOLSOS                                                              107.765.403 
29.820.676
20.593.661
17.735.603
29.463.747
10.151.716
		                                 Sueldos          Gast.Operac.        Gast.Operac.          TOTALES
                                                         Leyes Reserv.     c/cargo Reemb.

EJÉRCITO            68.327.438       32.822.405          1.804.455        102.954.298


ARMADA              39.085.702       13.406.678                                    52.492.380     


FUERZA AÉREA  14.665.534       18.165.778                                   32.831.312


CARABINEROS     3.486.705                 -.-                     7.662            3.494.367                                      


INVESTIGAC.            988.729                 -.-                   12.553            1.001.282

       
EMDN                      1.111.371       19.941.476         2.480.000          23.532.847


TOTALES            127.665.479       84.336.337         4.304.670      216.306.486


Cancelar  Aporte Ministerio de Hacienda                              8.216.000

SALDO  A  FAVOR                                                                 20.133.915

		TOTAL  INGRESOS                    244.656.401		TOTAL  EGRESOS                          244.656.401















SITUACIÓN  FINANCIERA  “MINUSTAH”    AL 31.DIC.2009
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ESFUERZO NACIONAL PARA HAITÍ

EN PERSONAL

 MINUSTAH

 Infantería mecanizada

 Ingenieros

 Helicópteros

JUN-DIC

2004

ENE-DIC

2005

ENE-DIC

2006

ENE-DIC

2007

EJÉRCITO

ARMADA

FUERZA AÉREA

 Infantería marina

 Helicópteros

Plana Mayor Esp.

PERSONAL POLICIAL

 Carabineros								   101

 Investigaciones								     15

 178

 

41

 356

 174

84

 358

 174

43

 358

 174





TOTAL

 2.152

957

168

 174

 347

 346

 348

 2.080

 52

 102

 104

 107

629

 445

 1.063

 1.025

 987

5.987

 Total

ENE-DIC

2008   

 359

 174



 346

 104

 983

ENE-DIC

2009 

 362

174







 104

 986

ENE

2010 

 181

87







 56

 498

 346

 173

 1

 1
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